UNIVERSIDAD MARIANO GÁLVEZ DE GUATEMALA 
FACULTAD DE CIENCIAS JURÍDICAS Y SOCIALES 


“ANALISIS DE PRECIOS DE TRANSFERENCIA DE UNA 
EMPRESA DE TELECOMUNICACIONES GUATEMALTECA”. 


ELVIN RAFAEL GIRÓN MONTES 


GUATEMALA, ENERO 2015 



UNIVERSIDAD MARIANO GÁLVEZ DE GUATEMALA 
FACULTAD DE CIENCIAS JURÍDICAS Y SOCIALES 


“ANALISIS DE PRECIOS DE TRANSFERENCIA DE UNA 
EMPRESA DE TELECOMUNICACIONES GUATEMALTECA”. 


TRABAJO DE GRADUACIÓN PRESENTADO 

POR: • 

ELVIN RAFAEL GIRÓN MONTES 

PREVIO A OPTAR AL GRADO ACADEMICO DE 
LICENCIADO EN CIENCIAS JURIDICAS Y 
SOCIALES 

Y LOS TÍTULOS PROFESIONALES DE 
ABOGADO Y NOTARIO 


GUATEMALA, ENERO 2015 



AUTORIDADES DE LA FACULTAD, ASESOR Y REVISOR 
DEL TRABAJO DE GRADUACION 


DECANO DE LA FACULTAD: 


LIC. LUIS ANTONIO RUANO 
CASTILLO 

SECRETARIO DE LA FACULTAD: 

LIC. OMAR ABEL MORALES 
LURSSEN 


ASESOR: 

LIC. DARWIN ALBERTO ESTRADA 
BERCIAN 

REVISOR: 


LIC. RAFAEL GARCÍA LÓPEZ 



Guatemala 
5 de Agosto de 2014 



u*uc wmz tt 

•ACVIU9 31 C4.HCU1 lUXil » MCUUt| 

rct«(iuro 


Q r '«'i 

y l.wU 


-I ■.« 


RECIBIDO 


Asunto: Dictamen de Favorable de tesis 


Universidad Mariano Galvez 

Vice Decanato de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. 



En mi carácter de Asesor de tesis designado por parte de) VKe Decanato de la Facultad de Geodas Jurídicas y 
Socales el diecinueve de marzo de dos mil catorce según resolución No. DD-0133-14, en el cual se me solicita 


apoyar en la asesoría de! proyecto de Tesis denominado 'ANALISIS DE PRECIOS DE TRANSFERENCIA DE UNA 
EMPRESA DE TELECOMUNICACIONES GUATEMALTECA' asignado por Vice Decanato de la Facultad de Cencías 
Jurídicas y Socales bajo la resolución No. DD 0067-14 el veinte de febrero de dos mil catorce al estudiante EMn 
Rafael Girón Montes registrado como estudiante con el número de carne 3150-09-1283, en la facultad de Ciencias 
Jurídicas y Sodales sede de San José Pinuta. y después de revisar detenidamente dicho trabajo en el aspecto de 
Contenido, Metodología. Forma y Estilo, doy mi aprobación para que le sea asignado un revisor por considerar que 
reúne los requisaos que establece el reglamento para someterlo a revisión y aprobación i 

M 

Atent 


Danein Alberto Estás Serian/' 

Abogado y Notarlo 





lie. Da rain 


lo 


Berdan 





GARCÍA GUTIÉRREZ & ASOCIADOS 
LICENCIADO RAFAEL GARCLA LOPEZ 
ABOGADO Y NOTARIO 
BUFETE PROFESIONAL 


1*. Avenida 15-23, zona 1 
Guatemala, C. A. 


Teléfono: 2253-9865 
2221-3958 


17 de noviembre del 2014 


ASUNTO: DICTAMEN 

Vicedecano de la Facultad de Ciencias Jurídicas 
Universidad Mariano Galvez de Guatemala 
Ciudad de Guatemala 


Estimado Vicedecano: 

Tengo el agrado de dirigirme a usted, en mi calidad de revisor de tesis, 
designado por parte del Decanato de la Facultad de Ciencias Jurídicas y 
Sociales, el catorce de agosto de dos mil catorce, de acuerdo a la Resolución 
No. DD-0461-14, en el cual se resuelve mi nombramiento como revisor del 
proyecto de tesis denominado “ANALISIS DE PRECIOS DE TRANSFERENCIA 
DE UNA EMPRESA DE TELECOMUNICACIONES GUATEMALTECA’ 
propuesto por el estudiante Elvin Rafael Girón Montes, con Carné Número 
3150-09-1283, en | a Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, sede de San 
José Pinula. 



En relación al proyecto de tesis revisado en los aspectos de metodología, 
contenido, forma y estilo, se hicieron las recomendaciones pertinentes para que 
el alumno Girón Montes, atendiera las sugerencias, las cuales fueron 
introducidas en el proyecto final, por lo que habiéndose satisfecho con lo 
recomendaciones sugeridas y por reunir los requisitos que establece el 
Reglamento de Tesis, me permito emitir DICTAMEN FAVORABLE al proyecto 
de tesis denominado “ANALISIS DE PRECIOS DE TRANSFERENCIA DE UNA 
EMPRESA DE TELECOMUNICACIONES GUATEMALTECA". para la 
consecución del trámite de aprobación de su impresión final. 



V 


UNIVERSIDAD MARIANO GÁLVEZ DE GUATEMALA 

FACULTAD DE CIENCIAS JURÍDICAS Y SOCIALES 

3a. AV. 9-00 Zona 2, Intencr Foca e Zapoíe, Guateraia, Goattrraia, CJL 

Tetefax. 2411-1729 


DECANATO 

ORDEN DE IMPRESIÓN: ODIM-005-15 

FACULTAD DE CIENCIAS JURÍDICAS Y SOCIALES 



Guatemala, catorce de enero del año dos mil quince. 

Se autoriza la impresión del Trabajo de Graduación Titulada: 

"ANÁLISIS DE PRECIOS DE TRANSFERENCIA DE UNA EMPRESA DE 
TELECOMUNICACIONES GUATEMALTECA". 


Presentada por el (la) estudiante: ELVIN RAFAEL GIRÓN MONTES, quien 
para el efecto deberá cumplir con las disposiciones reglamentarias 
respectivas. Dése cuenta con el expediente a la Secretaría General 
de la Universidad, para la celebración del acto de investidura y 
Graduación Profesional correspory^iente^g^^: 7 del Reglamento 
del Trabajo de Graduación. 



rwacMda 


LIC. LUIS ANTONIO RUANO CASTILLO 
DECANO 

'Cooocwih lo Vofdod. y Va Veftíod o* taró Ubrot 
luán 112 


VI 



REGLAMENTO DE TESIS 

Artículo 9 o : RESPONSABILIDAD 

Solamente el estudiante, asesor y revisor serán los responsables ante terceros, del contenido y 
desarrollo de los trabajos de graduación, quienes deberán hacer del conocimiento del Decanato 
cualquier anomalía que se diere en el proceso de su elaboración. 


Vil 



INDICE 


Página 

INTRODUCCIÓN.1 

CAPITULO I 

GENERALIDADES DE UNA EMPRESA DE TELECOMUNICACIONES 

1.1 GENERALIDADES DE UNA EMPRESA DE TELECMUNICACIONES 

1.1.1 Generalidades de una empresa de telecomunicaciones.3 

1.1.2 Entorno económico y financiero de una empresa de telecomunicaciones .. 3 

1.1.3 Entendimiento del giro de operaciones de la empresa de telecomunicaciones.4 

1.1.4 Entendimiento de las entidades relacionadas de la empresa de 

Telecomunicaciones.5 

1.1.5 Estructura legal de la empresa de telecomunicaciones.9 

1.2 ANALISIS FUNCIONAL DE UNA EMPRESA DE 
TELECOMUNICACIONES 

1.2.1 Funciones principales de una empresa de telecomunicaciones.11 

1.2.2 Activos de una empresa de telecomunicaciones.18 

1.2.3 Riesgos de una empresa de telecomunicaciones.18 

1.2.4 Determinación de los precios de transferencia utilizados en 

Transacciones con partes relacionadas.19 

CAPITULO II 

ANALISIS DE PRECIOS DE TRANSFERENCIA 

2.1 Definición de precios de transferencia.20 

2.2 Declaración del principio de plena competencia .21 

2.3 Criterios para aplicar el principio de plena competencia.27 

2.4 Métodos tradicionales.46 

2.5 Otros métodos.62 

2.6 Procedimientos administrativos para evitar controversias en materia 

De precios de transferencia.83 

2.7 Documentación.131 

2.8 Acuerdo de reparto de Costo.139 

CAPITULO III 

AUDITORIA DE PRECIOS DE TRANSFERENCIA DE UNA EMPRESA DE 
TELECOMUNICACIONES 

3.1 Sistema fiscal y marco jurídico vigente.154 

3.2 Requerimientos de información relativos a precios de transferencia.165 

3.3 Políticas de auditorías tributarias.165 


VIII 























3.4 Procedimientos de auditoria.167 

3.5 Papel del dictaminador en materia de precios de transferencia.170 

3.6 Dimensión internacional de la auditoria tributaria de precios de transferencia . 171 

3.7 Consideraciones finales.172 


CAPITULO IV 

ANALISIS DE PRECIOS DE TRANSFERENCIA PROPUESTOS POR LA 
ORGANIZACIÓN PARA LA COOPERACION Y EL DESARROLLO 
ECONOMICO (OCDE) Y LA LEGISLACIÓN DE PRECIOS DE TRANSFERENCIA 
DE GUATEMALA. 


4.1 Operaciones entre empresas relacionadas.173 

4.1.1 El principio de libre competencia.173 

4.1.2 El mantenimiento del principio de plena competencia.178 

4.1.3 Criterios para aplicar el principio de libre competencia.178 

4.1.4 Métodos en materia de precios de transferencia.198 

4.1.5 Evaluación agregada de las operaciones vinculadas de un contribuyente 233 

4.1.6 Rango de libre competencia.234 

4.2 APLICACIÓN A OPERACIONES ESPECÍFICAS.235 

4.2.1 Servicios entre empresas asociada.235 

4.3 Información y comunicación.236 

4.3.1 Documentación sobre precios de transferencia.236 

4.4 Procedimientos administrativos.237 

4.4.1 Acuerdos previos en materia de precios de transferencia.237 

4.4.2 Legislación secundaria en materia de precios de transferencia.238 


CAPITULO V 

PROPUESTA EN EL ANALISIS Y APLICACIÓN DE PRECIOS DE 
TRANSFERENCIA DE UNA EMPRESA DE TELECOMUNICACIONES. 

5.1 Reporte del análisis de precios de transferencia de una empresa de telecomunicaciones 


Guatemalteca.239 

5.1.1 Resumen ejecutivo.239 

5.1.2 Alcance del uso del reporte.240 

5.1.3 Descripción de la Compañía y entidades relacionadas .240 

5.1.4 Análisis funcional.241 

5.1.5 Análisis de precios de transferencia.242 

5.2 Caso práctico .239 

CONCLUSIONES .260 

RECOMENDACIONES .261 

BIBLIOGRAFIA .262 


IX 





























INTRODUCCION 


Los precios de transferencia gozan de mucha relevancia en la actualidad en el ámbito de los 
impuestos internacionales. Cada vez que existen transacciones comerciales entre empresas relacionadas, 
localizadas en dos o más distintas jurisdicciones tributarias, el tema de las transacciones entre dichas partes 
relacionadas, toma una relevancia tributaria que es necesario y preciso aclarar, tanto en sus efectos más 
inmediatos como en el análisis de las relaciones Ínter empresas aún de las más remotas, para tratar de fijar 
con el máximo de precisión y equidad los efectos a que dichas transacciones dan lugar, desde una 
perspectiva tributaria. Demás esta señalar que dentro de los países que han desarrollado con más énfasis 
este tema, aún no existe un criterio uniforme y ampliamente aceptado por la comunidad internacional. A 
modo de ejemplo podemos señalar el caso más emblemático de los Estados Unidos de América, quien, 
después de más de veinte años de intentar fijar un criterio que sea aceptable para la mayoría de las 
empresas multinacionales que operan dentro y fuera de su territorio, no ha logrado una implementación 
exitosa. 


Para intentar un análisis comparativo del fenómeno denominado “Precios de Transferencia”, es 
menester, primero, hacer una conceptualización teórica del problema, partiendo de la base de la normativa 
propuesta por el Organismo Ejecutivo en la “Ley de Actualización Tributaria”, contenida en el decreto 
10-2012 del Congreso de la República de Guatemala y que hoy se encuentra suspendida por disposición 
de la Corte de Constitucionalidad hasta el 2015, aun cuando la Superintendencia de Administración 
Tributaria, sostiene que su aplicación estuvo vigente del 1 de enero de 2013 al 21 de diciembre de 2013. 

En esta investigación analizaremos las disposiciones contenidas en la “Ley de Actualización 
Tributaria” según decreto 10-2012 aprobado por el congreso de la República de Guatemala, no sin antes 
hacer una breve reseña del fenómeno, desde una perspectiva conceptual; y daremos algunas propuestas a 
la normativa propuesta, que puedan servir de base para una discusión técnica de fondo. 

En el capítulo I, se presentan las generalidades de la empresa de telecomunicaciones enfocado 
principalmente en las transacciones con partes relacionadas. 
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Considerando la definición conceptual, en el capítulo II, se abordan las definiciones y los aspectos 
teóricos relacionados con las normas de precios de transferencia que son aplicables en las transacciones 
con partes relacionadas. 

En el capítulo III, se presentan los aspectos que han sido considerados por parte de las 
administraciones tributarias en la evaluación de los precios de transferencia que son acordados en las 
transacciones comerciales. 

En el capítulo IV, se realiza un análisis comparativo entre los precios de transferencia propuestos 
por la OCDE y la legislación Guatemalteca de precios de transferencia contenidos en el decreto 10-2012 
aprobado por el Congreso de la República de Guatemala “Ley de actualización Tributaria” 

En el capítulo V, se desarrolla el análisis de precios de transferencia de una empresa de 
telecomunicaciones que contenga los resultados alcanzados en el estudio. 

Y finalmente se presentan las conclusiones y las recomendaciones a las que se llegó con esta 
investigación. 



GENERALIDADES DE UNA EMPRESA DE TELECOMUNICACIONES 


1.1 GENERALIDADES DE UNA EMPRESA DE TELECMUNICACIONES 

1.1.1 Generalidades de una empresa de telecomunicaciones 

En los últimos años, el rol de las empresas de telecomunicaciones en el mercado mundial, ha 
cambiado sustancialmente, generando una sofisticada red de relaciones comerciales internacionales, 
donde se vinculan distintas transacciones. El incremento de estas transacciones ha generado un 
aumento significativo en la complejidad de las legislaciones tributarias, que tratan de evitar o de cerrar 
válvulas que impliquen bajas significativas en la recaudación fiscal, producto de los precios de 
transferencia, pero también genera complejidades administrativas para los administradores tributarios 
que, dado el elemento internacional involucrado debe enfrentarse en conjunto por la comunidad 
internacional. 

Desde el punto de vista de las empresas transnacionales, la existencia de normas para evitar el 
abuso de los precios de transferencia, ha generado una compleja red de especialistas preocupados de 
analizar en forma anticipada este fenómeno, para evitar caer en la transgresión a dichas normas. 
Adicionalmente, en algunos países que así lo permiten, como el caso de Guatemala, ha sido necesario 
prever y negociar con anticipación con las respectivas autoridades tributarias, las normas y criterios 
que sustentan una determinada transacción entre empresas relacionadas, que los lleve a un puerto 
seguro y permita fijar, a priori, las reglas sobre las cuales dicha transacción puede ser llevada a cabo. 

En general los autores definen este fenómeno como todas traslaciones de beneficios entre 
sociedades, de beneficios entre sociedades y sus socios bajo la capa de contratos en las que las 
contraprestaciones difieren notablemente de las que serían acordadas en una situación de 
independencia. 

1.1.2 Entorno económico y financiero de una empresa de telecomunicaciones 

El sector de Tecnologías de la Información y la Comunicación (TIC) se toma como un sector dinámico 
de la economía guatemalteca, ya que ha demostrado un incremento en el uso de sus servicios, 
mejorando notablemente sus indicadores y arrojando resultados positivos. En el 2013, el sector de las 
telecomunicaciones fue la segunda industria que más impuesto generó para el Estado de Guatemala, 
aportando más del 3% de los ingresos totales percibidos para el Estado, adicionalmente, es una fuente 
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de generación de empleo tanto directos como indirectos. Siendo uno de los sectores que más se 
preocupa por mejorar la educación, porque para optar a un empleo en el sector de las 
telecomunicaciones las personas están obligadas a conocer de sistemas, por ejemplo si trabaja en el 
área técnica, necesita dominar más de un idioma, si quiere trabajar en un cali center. Y está demostrado 
que existe una correlación entre el crecimiento económico de los países y el crecimiento de las 
telecomunicaciones, ya que para que un país pueda ser competitivo necesita tener buenas vías de 
comunicación, generación de energía eléctrica a precios competitivos y un buen desarrollo en 
infraestructura de telecomunicaciones. Afortunadamente a raíz de la vigencia de la Ley de 
Telecomunicaciones, el Estado de Guatemala no tiene que invertir de sus propios fondos en la 
construcción de la infraestructura de telecomunicaciones, en virtud de que ha cedido a los particulares 
el desarrollo de esta infraestructura. 

A diciembre del año 2013, en Guatemala, se cuenta con aproximadamente dieciséis millones de 
terminales móviles en poder de los usuarios de servicios de Telecomunicaciones 


A continuación se presenta un análisis FODA de la industria de las telecomunicaciones: 


Debilidades 

Amenazas 

Gran dependencia de las multinacionales 
y la baja competitividad de las Pymes 
(Pequeñas y medianas empresas) 

Las políticas de ahorro de costos pueden 
llevar a pérdida de la calidad. 

Dificultad de adaptación a los avances 
tecnológicos 

La competencia desleal. 

Alto costo para el valor agregado de los 
servicios 

Políticas de estado que tiendan a mermar 
el crecimiento de la industria. 

Fortalezas 

Oportunidades 

Elevado grado de dinamismo en el sector. 

La posibilidad de explotar el espectro 

La inelasticidad frente a la crisis actual 

Existencia de nuevos nichos de mercados 
con un potencial elevado. 

Una elevada demanda de productos 
tecnológicos 

Muchas oportunidades de negocios 

Alta capacidad de generación de flujos de 
efectivo para el sector. 

Mejorar la infraestructura actual con 
tecnología más sofisticada. 


1.1.3 Entendimiento del giro de operaciones de la empresa de telecomunicaciones 


Incrementar el número de usuarios a los cuales presta el servicio en 1% por mes. 
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Brindar servicios digitales adicionales a los potenciales usuarios del servicio para lograr atraer 
clientes potenciales. 

Obtener una buena recuperabilidad de la cartera de clientes a través de la utilización de pagos 
por Internet o en la red de cajeros automáticos disponibles. 

Desarrollar una infraestructura que permita una señal 100% digital que permita la 
comunicación más eficiente y efectiva, de forma que enlace las ciudades más importantes. 

1.1.4 Entendimiento de las entidades relacionadas de la empresa de Telecomunicaciones 

Reforma a las telecomunicaciones en Guatemala. 

Guatemala inició una reforma revolucionaria del sector de telecomunicaciones, la cual consiste 
básicamente de dos elementos: Primero, la desmonopolización y la apertura del mercado de las 
telecomunicaciones en todos los niveles y todos los servicios, lo cual fue posible mediante el Decreto 
Número 94-96 del Congreso de la República de Guatemala a través de la Ley General de 
Telecomunicaciones aprobada el 18 de noviembre de 1996, segundo, con la privatización de la 
Empresa Guatemalteca de Telecomunicaciones (GUATEL) para promover eficiencia en la prestación 
de los servicios de telecomunicaciones. 

Ley General de Telecomunicaciones. 

La Ley General de Telecomunicaciones establece un nuevo marco regulatorio, al crear la 
Superintendencia de Telecomunicaciones, como una institución eminentemente técnica y prever un 
fondo destinado a subsidiar mediante mecanismos de mercado, servicios de telefonía, en áreas de bajos 
ingresos a nivel rural y urbano. 

Los cambios al emitirse la Ley General de Telecomunicaciones están basados en los siguientes 
principios: 

a) Reconoce que casi no existe poder monopólico en las telecomunicaciones y, por lo tanto, la 
regulación debe minimizarse y descansar sobre las fuerzas de un mercado competitivo que 
promueva innovación, eficiencia y precios bajos para el consumidor. Específicamente, en el 
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Artículo 22 la ley se establece lo siguiente: "Libertad de Competencia. Las condiciones 
contractuales de los servicios comerciales de telecomunicaciones que acuerden entre sí las 
distintas empresas, entidades o personas que intervengan en su prestación, así como los precios 
al público, serán libremente contratadas por las partes y no estarán sujetos a regulación ni 
aprobación por autoridad estatal alguna, excepto por lo que se relaciona con el acceso a recursos 
esenciales, de acuerdo a lo prescrito en esta ley". 4 

b) El acceso a todas las redes, a tarifas que reflejen los costos promedio de largo plazo de una 
firma eficiente está garantizado. El acceso pondrá presión de competencia sobre los dueños de 
recursos esenciales y, por lo tanto, minimizará o eliminará el poder monopólico. 

c) La negociación entre las partes afectadas será el principal instrumento para resolver los 
conflictos. 

d) Se establecen mecanismos de arbitraje eficientes para solventar las disputas cuando falle la 
libre negociación, la resolución de conflictos estará guiada por principios que establece en 
detalle La Ley General de Telecomunicaciones. 

e) No habrá ningún tipo de subsidio cruzado entre los servicios. Se dará apoyo para la realización 
de proyectos de telecomunicaciones no rentables, mediante un fondo que será específicamente 
establecido para ese propósito. 

Aspectos claves de la regulación: 

El objetivo de la ley es fomentar y promover la competencia en el sector de las 
telecomunicaciones e incrementar la eficiencia del mismo. 

Definiciones: 

Todos los términos relevantes están definidos y se establece que todos los términos técnicos 
que no estén contenidos en la misma, se entenderán por las definiciones que establece la Unión 
Internacional de Telecomunicaciones (UIT). 
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Superintendencia de Telecomunicaciones: 

La Superintendencia de Telecomunicaciones (SIT) será un órgano eminentemente técnico. El 
Superintendente es nombrado por el Ministerio de Comunicaciones Infraestructura y Vivienda. 

El presupuesto de la SIT es financiado principalmente por los ingresos que se generen en las 
subastas del espectro radioeléctrico. La ley establece períodos máximos para que la SIT realice 
distintas acciones. 

Interconexión de redes: 

Los términos de interconexión para las redes comerciales de telecomunicaciones serán 
libremente negociados por las partes interesadas, excepto en los casos de recursos esenciales. Todos 
los operadores de redes comerciales tendrán el derecho de tener acceso desagregado a los recursos 
esenciales, siempre y cuando, sea técnicamente factible. Este acceso no podrá ser interrumpido, 
excepto cuando ocasionen daño a equipos en uso. La ley claramente establece el derecho de conectarse 
mediante el pago correspondiente. 

Cuando un operador requiera acceso a cualquier recurso esencial de otro operador de red, 
mandará una petición con copia a la SIT. Las partes tienen el derecho de negociar y tienen un período 
de cuarenta (40) días para lograr un acuerdo, período que puede ser extendido por mutuo acuerdo de 
las partes. Si no se llega a un acuerdo, las partes podrán enviar a la SIT, un análisis con los puntos en 
discordia. Si una de las partes no presenta una oferta final a cualquiera de los puntos en discordia, la 
SIT estará obligada a resolver en favor de la otra parte. 

Después de que la SIT recibe la posición de las partes en disputa, contactará a un árbitro 
experto, definido en la ley como el "perito". La ley además define las calificaciones que deberá llenar 
el perito, y la parte a quien se le solicita el acceso, deberá escoger tres peritos, de una lista de peritos 
proporcionada por la SIT, cuyos nombres dará a la otra parte, para que escoja al perito que dará la 
opinión. 

Los derechos de usufructo se asignarán a cualquier persona que lo requiera. La SIT estará 
obligada a responder cualquier solicitud en un plazo de tres días. 



La SIT, únicamente podrá negar el trámite de una solicitud si de conformidad con los avances 
tecnológicos es imposible definir la porción del espectro solicitada. Si hubiera otros interesados en la 
misma porción del espectro requerido, la Superintendencia deberá realizar una subasta pública para 
esa porción del espectro. 

Registro de telecomunicaciones: 

El registro de telecomunicaciones está establecido bajo la supervisión de la SIT. Todos los 
operadores de redes comerciales de telecomunicaciones, poseedores de derechos de usufructo del 
espectro radioeléctrico y radioaficionados deberán registrarse proporcionando información básica tal 
y como se define en la ley el uso de la red, esté basado en los costos promedio increméntales de largo 
plazo que serían generados por una firma eficiente. La ley General de Telecomunicaciones especifica 
los costos que podrán incluirse, así como la metodología para estimar los costos de capital. 

En el caso de disputas técnicas, el perito debe adherirse a los estándares de la UIT, los aceptados 
por organismos regionales y los utilizados por las asociaciones profesionales regionales en materia de 
telecomunicaciones. 

Dentro de diez (10) días de recibido el reporte del perito, el Superintendente de la SIT deberá 
decidir, para cada punto en discordia, en favor de la postura más cercana a la posición del perito. El 
único caso cuando la Superintendencia de la SIT, no escogerá una posición es cuando ambas posiciones 
sean equidistantes de la opinión del perito, en cuyo caso la SIT seguirá la opinión del perito. La subasta 
deberá ser supervisada por una firma de auditores externos de reconocida reputación y los títulos se 
adjudicarán a quien ofrezca el mayor precio. 

Fondo para el desarrollo de las telecomunicaciones: 

El propósito del fondo es subsidiar servicio de telefonía en áreas de bajos ingresos. El fondo 
será financiado por el 70% de los ingresos que generen las subastas del espectro hasta alcanzar un 
máximo de U$ 30 millones. Tendrá una duración de ocho años. 

Los interesados en usar recursos de este fondo deberán presentar sus solicitudes, las cuales 
serán sujetas de un análisis económico y social que determine la rentabilidad social de los proyectos. 
La SIT realizará subastas públicas que le permitan asignar los recursos a los proyectos más rentables 
socialmente. 
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Filosofía del negocio en general. 

La filosofía que se maneja en la compañía tiende a fortalecer el ambiente positivo de trabajo, 
el cual consiste en el conjunto de normas, valores, actitudes, creencias y convicciones que caracterizan, 
moldean y determinan el comportamiento individual y colectivo en la organización. La metodología 
que se maneja pretende cambiar la cultura de la gente y lo hace a través de la filosofía de calidad total. 

Para lograr el objetivo descrito anteriormente, la compañía, dentro de su filosofía, cuenta con 
prácticas gerenciales y establece un proceso que debe mantenerse bajo control, lo cual implica la 
existencia de cinco elementos los cuales son definidos de la siguiente manera: 

■ Objetivos, cosas específicas y medibles que se pretenden lograr. 

■ Planes: flujos de tareas, recursos necesarios y fechas para tenerlas concluidas. 

■ Ejecución disciplinada: cumplimiento fiel del plan. 

■ Medición: observación sistemática y regular de indicadores cuantitativos. 

■ Seguimiento: acciones a tomar como resultado de las observaciones antes mencionadas. 

1.1.5 Estructura legal de la empresa de telecomunicaciones 

La calidad del liderazgo ejercido por el directorio y la gerencia superior y su actitud con 
relación a la información financiera confiable y a los controles efectivos influyen, específicamente, 
sobre el medio de control. Los directores y gerentes competentes y experimentados deben identificar 
y considerar los problemas potenciales antes de que afecten, negativamente, a la organización. Entre 
los factores que influyen en la significatividad se incluyen los siguientes: 

• El directorio guarda independencia y efectividad en los controles que ejerce. 

• El comité de auditoría guarda independencia y efectividad de sus revisiones sobre la información 
financiera de la empresa. 

• La gerencia vela por la generación de la información confiable y la utiliza para tomar decisiones. 

• La gerencia de la compañía realiza una planificación en respuesta a situaciones críticas, no 
improvisa. 
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• La gerencia de la compañía tiene una participación activa en la dirección y revisión de los procesos 
de planificación y preparación de presupuestos. 

• La gerencia otorga mucha importancia a los controles y concede la importancia debida a las 
recomendaciones de los auditores internos y externos. 

• La gerencia de la compañía cuanta con agilidad y efectividad en la solución de las situaciones 
operativas financieras. 

Organización gerencial. 

La compañía cuenta con una estructura orgánica que establece una clara delegación de 
autoridad y asignación de responsabilidades, lo que facilita la ejecución de las políticas gerenciales, el 
desarrollo de retroalimentación pertinente y confiable, y la selección, motivación y promoción de 
personal calificado. Además, la segregación de funciones importantes del negocio que no son 
compatibles entre sí, desde el punto de vista de los controles, lo que indica el deseo de la gerencia de 
establecer un fuerte medio de control. De acuerdo a nuestro análisis sobre la organización gerencial 
de la compañía podemos concluir en lo siguiente: 

• No ha habido cambios recientes en la estructura gerencial. 

• Las responsabilidades operativas están de acuerdo con la estructura divisional. 

• La autoridad delegada y la responsabilidad son definidas y comprendidas por todos los niveles 
de la organización. 

• Las principales decisiones son tomadas por los gerentes que están en condiciones de evaluar 
las implicancias globales de tales decisiones. 

• El departamento de auditoría interna informa al nivel gerencial apropiado. 

• Existe un sistema efectivo de comunicación de políticas y procedimientos. 

• Las responsabilidades de auditoría interna incluyen el control del cumplimiento de las políticas 
y procedimientos del cliente. 

• No existe evidencia de que el personal financiero clave posee cargas excesivas de trabajo. 

• Existe armonía entre los miembros del nivel gerencial, el espíritu de los empleados y el nivel 
de rotación de personal es bajo. 

• Los supervisores son accesibles y muestran buena disposición para atender a los auditores. 

• La gerencia no ha detectado áreas en las que existe una concentración de tareas incompatibles. 
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1.2 ANALISIS FUNCIONAL DE UNA EMPRESA DE TELECOMUNICACIONES 
1.2.1 Funciones principales de una empresa de telecomunicaciones 
Telefonía básica nacional. 

■ Telefonía local (llamadas realizadas dentro de un área establecida). 

■ Telefonía de larga distancia nacional (interurbana) 

■ Telefonía de larga distancia internacional (entrante y saliente) 

Central digital: 

Equipo electrónico que se utiliza como punto de conexión entre los usuarios de teléfono, esta 
planta lleva el control de los impulsos, a través de una computadora los cuales son almacenados en 
cintas magnéticas al corte de cada mes. 

Central analógica: 

Equipo electromecánico que se utiliza como punto de conexión entre los usuarios de teléfono, 
esta planta lleva el control de sus impulsos, a través de unos contadores similares a los espirómetros 
de los vehículos, la acumulación de los impulsos son fotografiados al corte de cada mes. 

Los años de vida útil de las plantas telefónicas son alrededor de 15 años, dependiendo de la 
carga de trabajo a la que se somete el equipo. Se han mantenido en funcionamiento las plantas hasta 
30 años, aproximadamente. 

Cuadrante: Área geográfica que identifica el lugar de ubicación de una central telefónica. 

Cable de cobre: 

Cable utilizado para comunicar una central local con una caja de distribución, una caja terminal 
y por último el usuario final cliente. 


Fibra óptica: 
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Cable utilizado para comunicaciones de alta fidelidad. 

Comunicación vía radio: 

En los lugares donde es imposible la comunicación a través de la fibra óptica se utiliza la 
comunicación a través de una frecuencia de radio. 

Frecuencias de radio: 

Las frecuencias de radio es el mecanismo para la comunicación entre los conectantes y las 
centrales con fibra óptica que se tiene en toda la capital y en el interior. 

Conmutación: 

Acción de transferir llamadas por medio de un switch. (Forma en que trabaja una central 
telefónica). 

Red primaria: 

La red primaria es la formada por la central telefónica (local) y un distribuidor los cuales se 
conectan por una red de alambres entre tubos en donde están los alambres de cada línea. 

Red secundaria: 

Son todos los alambres que están conectados a una caja terminal (caja de distribución) y se 
distribuyen a cada casa. 

Utilización de frecuencias. 

Actualmente se está explotando sólo una pequeña parte de las bandas de frecuencias que tiene 
asignadas, dichas frecuencias fueron asignadas por la Superintendencia de Telecomunicaciones. 


Instalación y ventas. 
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El servicio de ventas de líneas telefónicas cubre específicamente dos tipos de clientes: clientes 
individuales y clientes corporativos. 

Facturación. 

Este proceso se realiza con base en la lectura de los diferentes equipos de conmutación o 
también llamadas centrales telefónicas, las cuales son las que controlan el tráfico de 
telecomunicaciones en el país. El proceso de facturación se efectúa de manera cíclica o sea por ciclos, 
en vista que la masiva cantidad de usuarios no permite la facturación una sola vez al fin de cada mes. 

De acuerdo al corte para facturación existen más de 40 ciclos que se encuentran detallados en 
el calendario de facturación que realiza la Gerencia de Informática y la Gerencia de Operaciones. 

El proceso de facturación se resume en un reporte que es emitido, mensualmente, el último día 
de cada mes y sirve para el registro contable de los ingresos mensuales. 

Cobros. 

El proceso de cobros realiza específicamente la tarea de la recolección de los pagos de los 
usuarios e incluye bloqueo y desbloqueo de líneas telefónicas, baja telefónica y convenios de pago. 

Liquidación entre conectantes. 

Son empresas conectantes las que trabajan juntamente para prestar el servicio de telefonía 
internacional. Esto genera una serie de servicios que son utilizados por la compañía hacia los 
conectantes y viceversa, generando así una serie de cargos y abonos por los servicios. 

Entre los países de Centro América no se cobran los servicios, los cobros se hacen solamente 
con USA y el resto del mundo pero se tienen contratos de cuenta corriente registrados en escritura 
pública en cumplimiento con la ley de bancarización. 

Los convenios de pago (tarifas) utilizados son establecidos en base a los contratos hechos entre 
los conectantes y la compañía, son revisados entre la gerencia de la compañía y un representante del 
proveedor. 
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Como se genera la liquidación. 

1. Los conectantes envían los estados de cuenta de los servicios prestados a la compañía. La compañía 
a su vez envía estados de cuenta a los conectantes de los servicios prestados a ellos a través de la 
red de comunicación de la compañía. El reporte de la compañía es proporcionado por la dirección 
de informática. Los conectantes de USA liquidan de forma mensual, los conectantes del resto del 
mundo lo hacen cada tres meses. 

2. El departamento de contabilidad verifica que las tarifas aplicadas sean las vigentes y que los 
cálculos sean correctos. Si se aplican a los Estados unidos de América (E.E. U.U.), los cálculos se 
hacen en dólares americanos y en el resto del mundo se hace según el contrato, aunque el pago se 
hace en dólares. 

3. El departamento de contabilidad prepara un reporte de los servicios entrantes que generaron cargos 
a favor de la compañía y los servicios salientes que generaron cargos en contra, éstos son los 
utilizados para contabilizar las cuentas por cobrar o por pagar. 

Liquidaciones entre operadores. 

Se entiende por operadores a las empresas que trabajan juntamente para prestar el servicio de 
telefonía nacional. 

Como se genera la liquidación. 

1. Los operadores envían estados de cuenta mensuales por los servicios prestados a la compañía 
acompañados de un CD-ROM que contiene un archivo en formato DBF (base de datos) con todas 
las llamadas entrantes. La compañía a su vez envía estados de cuenta a los operadores de los 
servicios prestados a ellos. 

2. El departamento de contabilidad entre operadores verifica que las tarifas aplicadas sean las vigentes 
y que los cálculos sean correctos. 

3. El departamento de liquidaciones entre operadores envía a contabilidad la copia de la hoja de 
liquidaciones adjuntando la factura, estado de cuenta del operador y de la compañía para que sea 
registrada, de igual forma envía a tesorería la misma información para que ellos efectúen el cobro 
o pago correspondiente. 
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Venta de línea. 

Es realizada por el departamento de ventas. 

Ciclos de facturación. 

Los ciclos de facturación corresponden a los cortes realizados en la facturación de cada mes. Y 
se hacen por facturación electrónica. 

Actualizar la cuenta en la base de datos. 

Este proceso, indica que el número de morosidad (facturas emitidas que no se han pagado), se 
debe disminuir con el pago efectuado. 

Genera intereses moratorios sobre factura. 

Los intereses que se generan son bajo la tasa establecida por el Banco de Guatemala, la cual es 
actualizada por el departamento de cobros. 
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Generación de información de tráfico. 

Traspaso de las llamadas registradas por las centrales telefónicas a cintas magnéticas (de 11:00 
a 13:00 horas), diariamente realizado para el tráfico interurbano y para el tráfico internacional; para el 
tráfico local se realiza una vez al mes. 

Tráfico internacional. 

Son todas las llamadas registradas fuera del territorio nacional. 

Tráfico interurbano. 

Llamadas de un teléfono a otro dentro del país, pero fuera de la región considerada como local. 
Se distingue por medio de un rango de teléfono. 

Tráfico collect. 

Llamadas realizadas fuera del país, que son realizadas por medio de la compañía de servicio 
telefónico que no es LA COMPAÑÍA, por ejemplo MCI, AT&T, SPRINT, etc. 

Tráfico local. 

Todas las llamadas realizadas dentro del país y en el área más cercana de la ubicación del 
teléfono en el que se realiza la llamada. Ejemplo, una llamada realizada en el departamento de 
Guatemala, es local hasta la colonia Villa Lobos, pero es interurbana en Villa Nueva. 

Una llamada realizada en Teculután es local hasta Suchitepéquez, pero es Interurbana en 
Coatepeque. 

Cuenta corriente. 

Son todos los cargos generados por otra índole que no sean servicios telefónicos y pueden ser: 


• Exceso de materiales por solicitud de instalación de teléfono secundario 
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• Cambio de número telefónico 

• Cambio de titular de la línea (venta de línea entre personas) 

Proceso de tráfico. 

Se revisa si las líneas telefónicas ya instaladas que no han generado utilización de servicio, 
registra alguna llamada (tráfico) para cambiar el estado a 2=alta y calcular posteriormente su tarifa. 

Ciclo 1801 y tollfree (llamadas por cobrar o cobro revertido). 

La facturación de los servicios 1801, cubre las llamadas realizadas por el usuario a un número 
telefónico que inicia con 1801 XXXXXXXX. La llamada se carga a dicho número telefónico y no al 
usuario que la hace. 

De igual forma se realiza el servicio tollfree, con la diferencia que son llamadas por cobrar 
realizadas internacionalmente. 

Impresión preliminar. 

Se realiza una impresión preliminar para validar si los puntos revisados por el departamento de 
control de calidad, fueron realizados efectivamente. 

Envío de facturas. 

Las facturas son enviadas por empresas de entrega de información en el perímetro 
metropolitano y son entregadas por el mismo medio a las agencias departamentales para que sean las 
agencias las encargadas de la distribución o contratación del servicio de entrega de información. 

Tiempo en que la factura llega al cliente. 

El proceso de facturación se realiza alrededor de 3 días; la entrega se hace por correo 
electrónica a través de la utilización de la factura electrónica. 
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1.2.2 Activos de una empresa de telecomunicaciones 

1.1. Activo Fijo 

Los activos propiedad de La Compañía del cual harán uso sus diferentes entidades relacionadas, 
están integrados por diferentes componentes. A continuación, se presenta una breve explicación de 
los mismos. 

Entre los principales componentes del equipo y las redes utilizados para la prestación de servicios de 
telefonía móvil, se encuentran las diferentes antenas empleadas para la distribución de la señal 
telefónica. 

Por otro lado, para la prestación de servicios de telefonía móvil se cuenta con las torres 
Encargadas de establecer la conexión con la central, la cual está compuesta por una serie de equipos 
integrados por las plataformas destinadas tanto a la transmisión de voz y como de datos (internet). 

De igual forma, dichas torres a su vez están conectadas a otra radio bases. 

Adicionalmente, existen una serie de centros técnicos, los cuales están conectados entre sí, y donde 
se encuentran equipos diversos (equipos de técnicos, switches y plataformas, entre otros). 

1.2. Inventario 

Con relación a la operación de proporcionar los activos e infraestructura para poder generar el 
tiempo aire, La Compañía no contará con inventarios. 

2. Activos Intangibles 

La Compañía cuenta con las concesiones otorgadas por el estado guatemalteco para la prestación de 
servicios de telefonía móvil en el territorio nacional. 

1.2.3 Riesgos de una empresa de telecomunicaciones 

1. Riesgo de Equipos 

Como se mencionó anteriormente, la principal actividad comercial de La Compañía durante el 
ejercicio fiscal 2013 consistía en prestar la infraestructura empleada por sus entidades relacionadas 
para llevar a cabo sus actividades comerciales. Dicha infraestructura está constituida principalmente 
por los equipos, las plataformas y las redes requeridas para la prestación de servicios de telefonía 
móvil. Por lo tanto, la Compañía debe asumir el riesgo relacionado con el posible deterioro que 
pueda presentar los mencionados equipos. 

PRECIOSDETRANSLERENCIA 
4.1. Riesgo de Mercado 

Debido a que la totalidad de los ingresos de La Compañía provendrá de los cargos que la misma 
realizará a sus diferentes entidades relacionadas, esta última no asumirá los riesgos relacionados con 
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las posibles pérdidas derivadas de las fluctuaciones que puedan presentarse tanto en la oferta como en 
la demanda del mercado correspondiente la actividad que desempeñará. 

4.2. Riesgo Crediticio 

La totalidad de los ingresos que obtendrá La Compañía durante el ejercicio fiscal sujeto a estudio 
provendrá de entidades relacionadas, por lo que no existe riesgo alguno de este tipo. 

4.3. Riesgo Cambiario 

Debido a que todas las operaciones que realizará la Compañía durante el ejercicio fiscal sujeto a estudio 
con sus partes relacionadas se llevarán a cabo con entidades en el territorio nacional, y por lo tanto, en 
Quetzales, La Compañía no incurrirá en los riesgos derivados de posibles fluctuaciones en las tasas de 
cambio. 

1.2.4 Determinación de los precios de transferencia utilizados en transacciones con partes relacionadas 

Por su parte, para la aplicación de un método de asignación indirecta, es necesario determinar la base 
sobre la cual se realizará la estimación, de esta forma, el párrafo 7.25 de las Guías de La Organización 
para la Cooperación y Desarrollo Económico en adelante (OCDE) establece que: 

“...La asignación puede estar basada en ¡a rotación, en el personal empleado, o en cualquier otra 
base. El que el método sea apropiado puede depender de la naturaleza y uso del servicio... ” En lo que 
respecta al cargo por el uso de infraestructura, se decidió emplear el monto correspondiente a las ventas 
que realizarán cada una de las entidades distribuidoras y prestadoras de servicios de telefonía móvil, 
como base para la estimación del cargo intercompañía. Esto debido a que los ingresos de dichas 
entidades dependerán directamente de la cantidad de tiempo aire que venda cada una, el cual estará 
determinado a su vez de manera proporcional por la infraestructura requerida para la prestación del 
servicio. 
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ANALISIS DE PRECIOS DE TRANSFERENCIA 
2.1 Definición de precios de transferencia 

Los precios de transferencia son los precios fijados en las transacciones internacionales entre 
personas o entidades vinculadas fiscalmente. 

El precio de transferencia, dentro del marketing empresarial es el precio que pactan dos 
empresas que pertenecen a un mismo grupo empresarial o a una misma persona. Mediante este precio 
se transfieren mercancías, servicios, beneficios, etc. entre ambas empresas. Una le puede vender a la 
otra a un precio diferente al de mercado, superior o inferior a dicho precio. Esto indica que el precio 
de transferencia no sigue las reglas de una economía de mercado, es decir no siempre se regula 
mediante la oferta y la demanda. 

El principio rector de las normas que regulan dichas transacciones es que el precio que debe 
fijarse en las relaciones entre las distintas sociedades pertenecientes a un grupo debería ser el precio 
que se fijara en condiciones normales entre partes independientes, o lo que es lo mismo, según valor 
de mercado. Este principio atribuye a las administraciones tributarias el derecho a ajustar los precios 
de transferencia en cuanto difieran de los que se producirían entre partes independientes. 

Las normas sobre precios de transferencia tratan por tanto de evitar que empresas vinculadas o 
relacionadas (casa matriz y filiales, por ejemplo) manipulen los precios bajo los cuales intercambian 
bienes o servicios, de tal forma que aumenten sus costos o deducciones, o disminuyan sus ingresos 
sometidos a tributación. Este concepto conocido internacionalmente como Principio Arm's Length, 
“Principio de Plena Competencia o Concurrencia” ha sido adoptado por la mayoría de las economías 
del mundo y, en particular, por los países que integran la Organización para la Cooperación y 
Desarrollo Económico (en adelante OCDE), Organismo, que ha establecido unas directrices y doctrina 
sobre los precios de transferencia. 

La mayoría de las legislaciones fiscales de la Unión Europea y por tanto la española establecen 
normas valorativas especiales para analizar y valorar las transacciones intergrupo Y el principio rector 
es el mencionado anteriormente, es decir, el fijado entre partes independientes. El ámbito dentro del 
cual se suscitan los precios de transferencia es de gran dimensión y diversidad, destacando en él las 
transacciones internacionales. 
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En la Administración Tributaria, los precios de transferencia se utilizan para determinar los 
beneficios sometidos a tributación de grupos empresariales que, por su carácter internacional 
transnacional, importador, exportador, tienen divisiones en varios países. Si todos los gastos del grupo 
se originan en un país que tiene una carga fiscal o ésta es alta y la venta se produce en otro que no tiene 
imposición o que tiene una menor carga fiscal el beneficio obtenido no estará pagando impuestos o se 
ingresará una cantidad menor de la debida. 

En otras palabras, un grupo puede aprovechar el control que tiene sobre sus vinculados en el 
exterior, para transferir tributación de un país con un mayor nivel de impuestos a uno con menor nivel. 
Por ello, la legislación de precios de transferencia centra su atención de forma especial sobre las 
operaciones realizadas entre vinculados económicos o partes relacionadas, cuando una de las partes 
tiene domicilio fiscal en uno de los territorios conocidos como “paraísos fiscales”. 

Por ello, los países más desarrollados, que forman parte de la OCDE, definieron un marco 
metodológico para determinar, a través de los Precios de Transferencia, los precios o márgenes de 
beneficio en operaciones realizadas entre compañías controladas, vinculadas económicamente, 
incluyendo las obtenidas en el extranjero, aplicando este sistema posteriormente otros países en el 
mundo. 

La base de este marco metodológico es el llamado “Principio de Plena Competencia”, que en 
esencia busca determinar cuál hubiera sido el precio de la operación o los márgenes obtenidos por las 
partes si todas sus transacciones se hubiesen realizado dentro de un mercado competitivo, esto es, 
como si la operación se hubiera realizado con o entre partes independientes. 

De esta manera, se busca anular el efecto de las llamadas “transacciones controladas”, que son 
aquellas realizadas entre empresas de un mismo grupo y que, por lo tanto, normalmente no tendrán un 
precio igual al que tendría esa misma transacción si se hubiera realizado con una parte independiente 
o en el mercado libre. 

Las disposiciones sobre la materia que acogen los principios enunciados por la OCDE, obligan 
a las empresas a escoger entre seis formas distintas de evaluar el cumplimiento del “Principio de Plena 
Competencia” para fines tributarios. Para ello se usa como referencia los precios o márgenes usuales 
de transacciones comparables en todo el mundo. 

En el caso que se demuestre que las operaciones no se realizaron a precios objetivos, la empresa 
deberá ajustar al alza su base tributaria y pagar en consecuencia el impuesto adicional, como si la 
operación hubiera tenido los precios o márgenes que se obtendrían en una operación comparable 
realizada entre partes independientes. 
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2.2 Declaración del principio de plena competencia 

El “Principio de Plena Competencia” es la base del tratamiento dado, por nuestra normativa 
interna y por la que deriva de los tratados y convenios internacionales suscritos por el Estado de 
Guatemala, a la valoración de las operaciones entre entidades vinculadas. 

Los parámetros más importantes que conforman el “Principio de Plena Competencia” derivan 
directa- mente del párrafo 1 del artículo 9 del Modelo de Convenio Fiscal de la OCDE y la recogen 
todos los convenios que incluyen un artículo análogo a este, que tiene por objeto tratar a los distintos 
miembros de un grupo multinacional como si operaran como empresas separadas e independientes en 
lugar de como partes integrantes vinculadas de un grupo económico. 

Para lograr este objetivo, es necesario tener en cuenta en la elección y aplicación de los métodos 
valorativos un conjunto de criterios, con distinta trascendencia, según el caso, y consensuados 
internacionalmente que tienen como finalidad fijar las bases imponibles adecuadas en cada 
jurisdicción. Mediante este consenso internacional se facilita la eliminación, o se evitan supuestos de 
doble imposición. 

De todos estos criterios, tiene en todo caso una importancia decisiva en términos prácticos el 
análisis de comparabilidad de las operaciones vinculadas con las realizadas entre partes independientes 
y, como factor esencial del mismo, el análisis funcional que identifica y compara actividades, 
utilidades y responsabilidades asumidas por la parte vinculada y por la parte o partes que son objeto 
de la comparación. 

La aplicación del “Principio de Plena Competencia” se basa en comparar las condiciones de 
una transacción entre empresas vinculadas con las condiciones de una operación entre empresas 
independientes. 

En esta comparación deben identificarse las diferencias entre ambas condiciones, de modo que 
puedan realizarse los ajustes correspondientes. 

Los factores a destacar para realizar éste análisis, son: 

a) Características de los bienes y servicios: 

Para poder determinar estas características se examinará el objeto de la transacción, 
identificando sus peculiaridades. En el caso de bienes se tendrá en cuenta la calidad, el nivel de oferta, 
satisfacción de los consumidores, imagen etc. Y, en los servicios, su naturaleza y alcance de los 
mismos, así como las garantías del resultado etc. 

b) Análisis funcional: 

Este análisis supone efectuar la comparación de las funciones llevadas a cabo por las partes, y 
tendrá como objeto identificar y comparar las actividades económicamente significativas y las 
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responsabilidades asumidas por las partes independientes y por las partes vinculadas, prestando 
atención a la estructura y organización de las mismas. 

Deberán considerarse funciones tales como: diseño, fabricación, ensamblaje, investigación y 
desarrollo, servicios, compra, distribución, mercadeo, publicidad, transporte, financiamiento y 
dirección. Así mismo, se precisará la relevancia económica de esas funciones en términos de su 
frecuencia, naturaleza y valor para las respectivas partes de la transacción. 

Así mismo, identificarse las principales funciones llevadas a cabo por la parte objeto de 
análisis, con la finalidad de efectuar los ajustes para eliminar cualquier diferencia material en relación 
con las funciones asumidas por cualquier parte independiente considerada comparable. 

Y se tendrá en cuenta los activos empleados y los riesgos asumidos: 

Activos empleados: Para identificar y comparar las funciones realizadas se debe analizar los activos 
que se emplean, considerando entre otros la clase de activos utilizados y su naturaleza, antigüedad, 
valor de mercado, situación, grado de protección de los derechos de propiedad disponibles, entre otros. 

Riesgos asumidos: Se tomarán en consideración los riesgos asumidos por las partes al objeto 
de comparar las funciones llevadas a cabo por las mismas. Los tipos de riesgos a considerar incluyen 
los del mercado, tales como las fluctuaciones en el precio de los materiales, costos de fabricación, 
productos finales; riesgos de pérdidas asociados con la inversión, uso de los derechos de propiedad, 
edificios, equipos; riesgos en el éxito o fracaso de la investigación o desarrollo; riesgos financieros 
como los acusados por la variabilidad del tipo de interés y del cambio de divisas; riesgos de los créditos 
y otros. 

c) Cláusulas contractuales: 

Estudio de los términos de los acuerdos establecidos, que determinan los riesgos, 
responsabilidades y beneficios entre las partes y su efectiva concurrencia en la práctica y la verificación 
de la conducta real de las partes. 

d) Circunstancias económicas: 

Se considerarán como circunstancias económicas, a fin de determinar el grado de comparación 
de los mercados en los que operan las partes independientes y las partes vinculadas, entre otros: la 
localización geográfica, el tamaño de los mercados, el nivel de competencia de los mercados, las 
posiciones competitivas relativas a los compradores y vendedores, posición de las empresas en el ciclo 
de producción o distribución, la disponibilidad de bienes y servicios sustitutivos, los niveles de 
insumos y de demanda en el mercado, el poder de compra de los consumidores, la naturaleza y 
extensión de las regulaciones gubernamentales del mercado, los costos de producción, los costos de 
transporte, el nivel de mercado detallista o mayorista, la fecha y hora de las transacciones y otros. 

e) Estrategias mercantiles: 
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Se tendrán en cuenta como aspectos relativos a las características de las estrategias de negocios: 
la diversificación, aversión al riesgo, valoración del impacto de los cambios políticos y de las Leyes 
laborales existentes o previstas, estrategias de penetración o expansión de mercados; así como todos 
aquellos factores que se soportan en la marcha diaria de los negocios. 

f) El Artículo 9 del Modelo de Convenio Fiscal de la OCDE 

1.6 La declaración que otorga un carácter oficial al principio de plena competencia se encuentra en el 
apartado 1 del artículo 9 del Modelo de Convenio Fiscal de la OCDE, constituyendo éste el fundamento 
de los convenios fiscales bilaterales entre países miembros de la OCDE y entre un número cada vez 
mayor de países no miembros: 

"Cuando... dos empresas, asociadas estén, en sus relaciones comerciales o financieras, unidas por 
condiciones aceptadas o impuestas que difieran de las que serían acordadas por empresas 
independientes, los beneficios que habrían sido obtenidos por una de las empresas de no existir dichas 
condiciones, y que de hecho no se han realizado a causa de las mismas, podrán incluirse en los 
beneficios de esa empresa y someterse a imposición en consecuencia". 

Con el objeto de ajustar beneficios, tomando como referencia las condiciones que hubieran 
concurrido entre empresas independientes en operaciones comparables, el principio de plena 
competencia persigue tratar a los miembros de un grupo multinacional como si operaran como 
empresas separadas en lugar de como partes inseparables de una sola empresa unificada. La 
preocupación se centra en la índole de las relaciones comerciales entre esos partícipes porque su 
consideración como empresas separadas lleva a tratar a los miembros del grupo multinacional como si 
fueran entidades independientes. 

Hay varias razones que explican por qué los países miembros de la OCDE y otros no miembros 
han adoptado el principio de plena competencia. Una de las primeras causas es que este principio 
ofrece un tratamiento fiscal similar para empresas multinacionales y para empresas independientes. El 
trato más igualitario a efectos fiscales entre empresas asociadas e independientes que supone el 
principio de plena competencia evita que surjan ventajas o desventajas fiscales que, de otra forma, 
distorsionarían la posición competitiva relativa de cada tipo de entidad. El principio de plena 
competencia facilita el crecimiento del comercio y de las inversiones internacionales al excluir las 
consideraciones fiscales de las decisiones económicas. 

Se ha observado que el principio de plena competencia funciona muy eficazmente en la gran 
mayoría de los casos. Por ejemplo, hay muchas situaciones referidas a la compra y venta de bienes y 
a los préstamos de dinero en las que el precio de plena competencia se puede encontrar fácilmente en 
operaciones comparables llevadas a cabo por empresas independientes comparables bajo 
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circunstancias comparables. Sin embargo, hay casos muy significativos en los que el principio de plena 
competencia es difícil y complicado de aplicar, por ejemplo en el caso de grupos multinacionales 
involucrados en la producción integrada de bienes altamente especializados en intangibles exclusivos 
y/o en la prestación de servicios cualificados. 

Hay quienes observan imperfecciones inherentes al principio de plena competencia ya que la 
consideración de empresas separadas puede que no tenga siempre en cuenta las economías de escala y 
la interrelación de actividades diversas generadas por la integración de empresas. Sin embargo, no 
existen criterios objetivos de general aceptación para distribuir entre empresas asociadas las economías 
de escala o los beneficios derivados de la integración. 

La aplicación del principio de plena competencia, encuentra dificultades prácticas porque las 
empresas asociadas pueden involucrarse en operaciones que las empresas independientes no llevarían 
a cabo. Tales operaciones no estarían motivadas necesariamente por la elusión fiscal, sino que podrían 
tener lugar porque, en las operaciones entre unas y otras, los miembros del grupo multinacional se 
enfrentan con circunstancias comerciales diferentes a las que se enfrentarían las empresas 
independientes. Por ejemplo, puede ocurrir que una empresa independiente no desee vender un 
intangible, por ejemplo, el derecho a explotar los resultados de futuras investigaciones, por un precio 
determinado si el beneficio potencial de dicho intangible no puede ser estimado y hay otras formas de 
explotación del citado intangible. En tal caso, una empresa independiente puede no querer arriesgar 
una venta definitiva porque puede ser que el precio no refleje la capacidad del bien intangible para 
llegar a ser extremadamente rentable. De modo parecido, el propietario de un bien intangible puede 
mostrarse reticente a entrar en acuerdos de cesión vía licencia con empresas independientes por temor 
a que se degrade su valor. Por el contrario, este mismo propietario estaría dispuesto a ofrecer 
condiciones menos restrictivas a empresas asociadas en la medida en que se puede controlar más de 
cerca el uso del bien intangible. No hay riesgos para el beneficio global del grupo en una operación de 
este tipo entre miembros de un grupo multinacional. En estas mismas circunstancias, una empresa 
independiente explotaría por sí misma el bien o lo cedería vía licencia a otra empresa independiente 
durante un período limitado de tiempo o posiblemente bajo un acuerdo que permita ajustar los cánones. 
Sin embargo, siempre existe el riesgo de que el bien intangible no sea tan valioso como parece. Por 
tanto, una empresa independiente tiene que optar entre vender el bien intangible, disminuyendo así el 
riesgo y asegurando el beneficio, o explotarlo, asumiendo el riesgo de que el beneficio difiera del que 
se podría haber obtenido de la venta del intangible. El principio de plena competencia es difícil de 
aplicar cuando las empresas independientes rara vez participan en operaciones de la naturaleza de las 
realizadas por empresas asociadas, porque no hay, o hay poca evidencia, de las condiciones que éstas 
hubieran establecido. 
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En determinados casos, el principio de plena competencia puede convertirse en una carga 
administrativa en la valoración de un número significativo y diverso de operaciones transfronterizas, 
tanto para los contribuyentes como para las Administraciones tributarias. Aunque una empresa 
asociada fija normalmente las condiciones de una operación a la hora de llevarla a cabo, en algún 
momento podrán requerirse a la empresa para que demuestre que aquéllas son consistentes con el 
principio de plena competencia posiblemente haya de involucrarse en un proceso de comprobación 
varios años después de que las operaciones hayan tenido lugar. La Administración tributaria tendría 
que intentar reunir información relativa a operaciones similares, a las condiciones de mercado en el 
momento en que aquéllas se produjeron, etc., respecto de operaciones numerosas y diferentes. Esta 
tarea suele resultar cada vez más ardua con el paso del tiempo. 

Con frecuencia, tanto las Administraciones tributarias, como los contribuyentes, encuentran 
dificultades para obtener información adecuada para aplicar el principio de plena competencia. Éste 
puede exigir una cantidad importante de datos, ya que, normalmente, requiere que los contribuyentes 
y las Administraciones tributarias evalúen operaciones no vinculadas y las actividades comerciales de 
empresas independientes y las comparen con las operaciones y actividades de empresas asociadas. La 
información a la que se pueda acceder puede resultar incompleta y difícil de interpretar; si existiera 
otra información, podría ser complicado obtenerla a causa de. La localización geográfica tanto de ésta 
como de las partes que pueden procurarla. Además, puede suceder que, por razones de 
confidencialidad, resulte inviable conseguir información de empresas independientes. En otros casos, 
puede ser que simplemente no exista información relevante acerca de empresas independientes. En 
este punto, se debería recordar que los precios de transferencia no son una ciencia exacta, sino que 
exigen juicios de valor por parte tanto de la Administración tributaria como de los contribuyentes, 
ii) El mantenimiento del principio de plena competencia como consenso internacional 

Aun teniendo en cuenta las consideraciones realizadas anteriormente, el criterio de los países 
miembros de la OCDE, continúa siendo que el principio de plena competencia, debe regir la evaluación 
de los precios de transferencia entre empresas asociadas. Este principio tiene sentido en teoría, ya que 
ofrece la posición más próxima al funcionamiento del libre mercado en los casos en que se transmiten 
bienes y servicios entre empresas asociadas. Aunque no siempre resulte sencillo aplicarlo en la 
práctica, determina, generalmente, niveles adecuados de rentas entre miembros de grupos 
multinacionales, aceptables para las Administraciones tributarias. Así, se refleja la realidad económica 
de los hechos y circunstancias particulares de contribuyentes asociados y se adopta como punto de 
referencia el funcionamiento normal del mercado. 

Abandonar el principio de plena competencia supondría renunciar a la fundada base teórica 
descrita anteriormente y amenazar el consenso internacional, incrementando sustancialmente, de esta 
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manera, el riesgo de que se produzca una doble imposición. La experiencia bajo este principio es ya lo 
suficientemente amplia y sofisticada como para haber provocado una base sólida de común 
entendimiento entre el mundo empresarial y las Administraciones tributarias. Este entendimiento 
compartido alcanza un gran valor práctico para conseguir los objetivos de fijar las bases imponibles 
adecuadas en cada jurisdicción y evitar la doble imposición. Esta experiencia debería utilizarse para 
profundizar el principio de plena competencia, afinar su funcionamiento y mejorar su aplicación, 
ofreciendo más orientación a los contribuyentes y realizando comprobaciones más oportunas. En 
resumen, los países de la OCDE mantienen, firmemente, su apoyo al principio de plena competencia. 
En realidad, no ha surgido ninguna alternativa a este principio que sea admisible o realista. El método 
del reparto del beneficio según una fórmula preestablecida, mencionado en ocasiones como alternativa 
posible, no sería aceptable en su concepción teórica, en su aplicación ni en su práctica. 

2.3 Criterios para aplicar el principio de plena competencia 

i) Análisis de comparabilidad 

a) Razones para el examen de comparabilidad 

La aplicación del principio de plena competencia se basa generalmente en la comparación de 
las condiciones de una operación vinculada con las condiciones de las operaciones entre empresas 
independientes. Para que estas comparaciones sean útiles, las características económicas relevantes de 
las situaciones que se comparan deben ser lo suficientemente comparables. Ser comparable significa 
que ninguna de las diferencias, si las hay entre las situaciones que se comparan pueda afectar 
materialmente a las condiciones analizadas en la metodología, por ejemplo, el precio o el margen, o 
que se pueden realizar ajustes suficientemente precisos para eliminar los efectos de dichas diferencias. 
En la determinación del grado de comparabilidad, incluyendo los ajustes que resulten necesarios para 
lograrla, se ha de comprender cómo evalúan las sociedades independientes las posibles operaciones. 
Las empresas independientes, a la hora de valorar los términos de una posible operación, los comparan 
con otras opciones reales de que disponen y sólo participarán en ella si no ven una alternativa que sea 
claramente más atractiva. Por ejemplo, no parece probable que una empresa acepte un precio ofertado 
por una empresa independiente si sabe que otros clientes potenciales desearían pagar más por su 
producto en condiciones similares. Este punto es relevante en la cuestión de la comparabilidad ya que 
las empresas independientes, con carácter general, tendrán en cuenta cualesquiera diferencias con 
relevancia económica entre las opciones realmente disponibles a la hora de valorarlas, tales como 
diferencias en el grado de riesgo u otros factores comparables que se mencionan más adelante. Por 
tanto, cuando se proceda a las comparaciones que implica la aplicación del principio de plena 
competencia, las Administraciones tributarias deberán tener en cuenta también estas diferencias para 
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determinar si hay comparabilidad entre las situaciones comparadas y cuáles son los ajustes que puedan 
resultar necesarios para lograrla. 

Todos los métodos que aplican el principio de plena competencia giran en torno a la idea de 
que las empresas independientes consideran las opciones que tienen disponibles y, al compararlas entre 
sí, atienden a cualquier diferencia que pudiera afectar a su valor de manera significativa. Por ejemplo, 
es normal suponer que las empresas independientes consideren si pueden comprar un mismo producto 
de un tercero a un precio inferior antes de comprarlo a otro precio dado. El método del precio libre 
comparable compara una operación vinculada con una operación no vinculada similar con el objeto de 
ofrecer una estimación directa del precio que las partes hubieran acordado de haber acudido 
directamente a una opción alternativa de mercado a la operación vinculada. Sin embargo, el método 
pasa a ser menos fiable como sustituto de las negociaciones de plena competencia cuando no son 
comparables todas las características de estas operaciones no vinculadas que influyen 
significativamente en el precio cargado entre empresas independientes. De manera similar, los 
métodos del precio de reventa y del coste incrementado comparan el margen de beneficio bruto 
obtenido en las operaciones vinculadas con los márgenes de beneficio bruto obtenidos en operaciones 
no vinculadas equivalentes. La comparación ofrece una estimación del margen bruto de beneficios que 
hubiera podido obtener una de las partes en el caso de haber realizado las mismas funciones para una 
empresa independiente y, por tanto, proporciona un cálculo del precio que ésta hubiera demandado y 
que la otra parte hubiera estado dispuesta a satisfacer por realizar esas funciones en plena competencia. 
Otros métodos se basan en comparaciones de ratios de beneficio o márgenes de beneficio entre 
empresas independientes y asociadas como medio para estimar los beneficios que hubieran podido 
obtener una de las empresas asociadas o ambas en el caso de que hubieran negociado sólo con empresas 
independientes y, en consecuencia, la retribución que esas mismas empresas hubieran pedido, en 
condiciones de plena competencia, en compensación por la utilización de sus recursos en las 
operaciones vinculadas. Resulta necesario, en todos los casos, realizar ajustes para considerar las 
diferencias existentes entre situaciones vinculadas e independientes que hubieran afectado 
significativamente el precio cargado o la retribución exigida por empresas independientes. De esta 
manera, las retribuciones medias no ajustadas del sector industrial no pueden, en ningún caso, 
determinar por sí mismas las condiciones de plena competencia. 

Como se indicó, anteriormente, se deben tener en cuenta las diferencias materiales entre las 
operaciones o entre las empresas comparadas a la hora de efectuar la comparación. Es necesario cotejar 
las características de las operaciones o de las empresas que hubieran influido en las condiciones de las 
negociaciones en plena competencia para poder determinar el grado de comparabilidad actual y poder 
realizar así los ajustes apropiados para establecer las condiciones de plena competencia, o un rango de 
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las mismas. Las características que pueden ser importantes son las de la propiedad o de los servicios 
transmitidos, las funciones desempeñadas por las partes, teniendo en cuenta los activos utilizados y los 
riesgos asumidos, las cláusulas contractuales, las circunstancias económicas de las partes y las 
estrategias empresariales que éstas persiguen. Más adelante se analizan estos factores con más detalle. 

La importancia de estos factores en la determinación de la comparabilidad dependerá de la 
naturaleza de la operación vinculada y del método de determinación de precios adoptado. Los factores 
determinantes de la comparabilidad y las características de los activos o de los servicios 

Las diferencias en las características específicas de los activos o de los servicios explican a 
menudo, al menos en parte, las diferencias en su valor en el mercado libre. En consecuencia, la 
comparación de estas características puede ser útil en la determinación de la comparabilidad entre 
operaciones vinculadas y no vinculadas. En general, la similitud en las características de los activos o 
servicios transmitidos será más relevante cuando se comparen precios de operaciones vinculadas y no 
vinculadas y menos relevantes cuando se comparen márgenes de beneficios. Será preciso tener en 
cuenta las características siguientes: en el caso de transmisiones de bienes tangibles, las características 
físicas de los mismos, sus cualidades y su fiabilidad, así como su disponibilidad y el volumen de la 
oferta; en el caso de la prestación de servicios, la naturaleza y el alcance de los servicios; y en el caso 
de activos intangibles, la forma de la operación, por ejemplo, la concesión de una licencia o su venta, 
el tipo de activo, por ejemplo, patente, marca o know-how, la duración y el grado de protección y los 
beneficios previstos derivados de la utilización del activo en cuestión. 

2. Análisis funcional 

En las relaciones comerciales entre dos empresas independientes, la remuneración reflejará las 
funciones desempeñadas por cada empresa, teniendo en cuenta los activos utilizados y los riesgos 
asumidos. Por tanto, para determinar si son comparables entre sí operaciones vinculadas y no 
vinculadas o entidades asociadas e independientes, es necesario comparar las tareas asumidas por las 
partes. Esta comparación se basa en un análisis funcional que pretende identificar y comparar 
actividades y responsabilidades, significativas desde un punto de vista económico, que son o van a ser 
asumidas por la empresa independiente y por la asociada. Con tal fin, se debe prestar particular 
atención a la estructura y organización del grupo. También será relevante concretar a qué título jurídico 
el contribuyente ejerce sus funciones. 

2.1.1 Las funciones que los contribuyentes y las Administraciones tributarias podrían tener que 
identificar y comparar incluyen, por ejemplo, el diseño, la fabricación, montaje, la investigación y el 
desarrollo, la prestación de servicios, las compras, la distribución, la comercialización, la publicidad, 
el transporte, la financiación y la gestión. Deberían identificarse las principales funciones asumidas 
por el interesado sometido a inspección. Debería procederse a un ajuste ante cualquier diferencia 
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importante respecto de las actividades asumidas por cualquier empresa independiente con la que se 
compara al interesado. Aun cuando una de las partes asuma un número considerable de funciones 
respecto de las asumidas por la otra parte implicada en la operación, la importancia radica en la 
significación económica de esas actividades desde el punto de vista de su frecuencia, naturaleza y valor 
para los respectivos interesados. 

También puede ser relevante y útil, en la identificación y comparación de las funciones 
desempeñadas, la tarea de considerar los activos que son o serán utilizados. Este análisis debe ponderar 
el tipo de activos utilizados, tales como instalaciones y equipos, la utilización de intangibles valiosos, 
etc., y la naturaleza de los mismos, así como su antigüedad, el valor de mercado, la ubicación, la 
existencia de derechos de propiedad industrial. 

También puede ser relevante y útil, en la comparación de las funciones desempeñadas, la 
valoración de los riesgos asumidos por los respectivos interesados. En el mercado libre, la asunción de 
mayores riesgos se compensará al mismo tiempo con un aumento del rendimiento esperado. Por tanto, 
las operaciones y entidades vinculadas e independientes no son comparables entre sí cuando hay 
diferencias significativas en los riesgos asumidos respecto de las cuales no se puede realizar un ajuste 
adecuado. El análisis funcional resultará incompleto a menos que se consideren los principales riesgos 
asumidos por cada parte, ya que la asunción o la distribución de riesgos influyen en las condiciones de 
las operaciones entre empresas asociadas. En teoría, en el mercado libre, la asunción de mayores 
riesgos debe ser compensada al mismo tiempo por un aumento del rendimiento esperado, aunque el 
rendimiento real pueda o no verse incrementado, dependiendo del grado en que se concrete 
efectivamente el riesgo. 

Los riesgos a tener en cuenta son: los del mercado, tales como las fluctuaciones en los costes 
de los factores y en los precios de los productos; los de pérdidas asociadas a la inversión en activos, 
instalaciones y bienes de equipo y a su uso; los derivados del éxito o fracaso de las inversiones en 
investigación y desarrollo; los riesgos financieros, como los motivados por la inestabilidad de los tipos 
de cambio de moneda y de los tipos de interés; los riesgos crediticios, etc. 

Las funciones ejercidas, considerando los activos utilizados y los riesgos asumidos, 
determinarán hasta cierto punto la distribución del riesgo entre las partes y, por ende, las condiciones 
que cada interesado debería poder esperar en las negociaciones de plena competencia. Por ejemplo, 
cuando un distribuidor se responsabiliza de la comercialización y de la publicidad, arriesgando sus 
propios medios en dichas actividades, debería tener derecho a una retribución esperada 
proporcionalmente mayor por dicha actividad y las condiciones de la operación deberían diferir de las 
existentes cuando el distribuidor se limita a actuar como un agente, que ve sus costes reembolsados y 
que recibe una retribución adecuada a dicha actividad. De forma similar, un fabricante o un 
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investigador previamente contratado que no asume riesgos importantes deberían tener derecho 
solamente a una remuneración limitada. 

Conforme al análisis que se propone más adelante en relación con las cláusulas contractuales, 
es posible considerar si una pretendida asignación de riesgos resulta o no consistente con la sustancia 
económica de la operación. A este respecto, la conducta de las partes debería entenderse, con carácter 
general, como la mejor evidencia de la verdadera distribución de los riesgos. Si, por ejemplo, un 
fabricante vende un activo a un distribuidor asociado en otro país y se afirma que el distribuidor es 
quien asume todos los riesgos derivados del tipo de cambio, pero el precio de transferencia parece de 
hecho ajustado de forma que el distribuidor está protegido de las oscilaciones del tipo de cambio, 
entonces las Administraciones tributarias podrían cuestionar la pretendida asignación de los riesgos 
derivados del tipo de cambio. 

Un factor adicional a considerar a la hora de examinar la sustantividad económica de la 
pretendida distribución de riesgos es la consecuencia que tendría dicha distribución en operaciones 
basadas en el principio de plena competencia. En general, en las relaciones comerciales en plena 
competencia tiene más sentido que cada parte asuma mayores cuotas de riesgo en aquellos aspectos 
sobre los que se tiene mayor control. Por ejemplo, supongamos que la sociedad A contrata con B 
producir y enviarle mercancías. A B le corresponde decidir el nivel de producción y envío de bienes. 
En tal caso, no parece probable que la sociedad A esté dispuesta a asumir muchos riesgos respecto de 
las existencias al no controlar su nivel, siendo la sociedad B quien lo fija. No cabe duda de que existen 
riesgos, como los que se producen a lo largo del ciclo económico, respecto de los cuales ninguna de 
las partes en la operación posee un control significativo y que en condiciones de plena competencia 
pudieran haber sido asignados a cualquiera de ellas. Es necesario realizar algún tipo de análisis para 
determinar en la práctica en qué medida cada una de las partes soporta tales riesgos. Cuando se plantea 
el grado en que cada uno de los interesados en la operación soporta los riesgos derivados de los tipos 
de cambio y/o de los tipos de interés, normalmente será necesario considerar en qué medida, en el caso 
de que exista, el contribuyente y/o el grupo multinacional desarrollan algún tipo de estrategia comercial 
para minimizar o hacer frente a los riesgos mencionados. En la actualidad son comunes las operaciones 
de cobertura, los contratos a plazo fijo, las opciones de compra y de venta, etc., concertadas en el 
mercado y fuera de él. El fracaso de un contribuyente que hace frente a los riesgos de los tipos de 
cambio y de los tipos de interés puede ser el resultado de una estrategia del grupo multinacional 
dirigida a protegerse de forma global o parcial de los riesgos a que se expone el grupo. El hecho de no 
tener apropiadamente en cuenta esta última práctica puede conducir a realizar beneficios o pérdidas 
importantes que pueden ser asignados .al lugar más ventajoso para el grupo multinacional. 

3. Cláusulas contractuales 
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En las relaciones comerciales en condiciones de plena competencia, las cláusulas contractuales 
de las operaciones definen generalmente, de forma expresa o implícita, cómo se reparten las 
responsabilidades, riesgos y beneficios entre las partes. En este sentido el examen de los términos 
contractuales debe formar parte del análisis funcional al que nos hemos referido anteriormente. Las 
cláusulas de una operación se pueden encontrar, además de en el contrato escrito, en la correspondencia 
y en las comunicaciones entre las partes. Cuando no consten por escrito las condiciones contractuales 
entre las partes, habrá que deducirlas de su conducta y de los principios económicos que rigen 
normalmente las relaciones entre empresas independientes. 

En las relaciones comerciales entre empresas independientes, las diferencias de intereses entre 
las partes aseguran que éstas intenten normalmente hacer respetar los términos del contrato, que sólo 
serán ignorados o modificados si resulta de interés para ambas. Esta misma divergencia de intereses 
puede que no exista en el caso de empresas asociadas, siendo importante, en consecuencia, examinar 
si la conducta de las partes es conforme con las condiciones del contrato o si ésta indica que no se han 
seguido o si son simuladas. En estos casos es necesario realizar un análisis más minucioso para 
determinar las verdaderas condiciones de la operación. 

4. Circunstancias económicas 

Los precios de plena competencia pueden variar entre mercados diferentes incluso para 
operaciones referidas a unos mismos bienes o servicios; por tanto, para lograr la comparabilidad se 
requiere que los mercados en que operan las empresas independientes y las asociadas sean comparables 
y que las diferencias existentes no incidan materialmente en los precios o que se puedan realizar los 
ajustes apropiados. Como primer paso, resulta esencial identificar el mercado o los mercados 
considerando los bienes y servicios sustitutos disponibles. Las circunstancias económicas que pueden 
ser relevantes para determinar la comparabilidad de los mercados son: su localización geográfica; su 
dimensión; el grado de competencia y la posición competitiva relativa en el mismo de compradores y 
vendedores; la disponibilidad, el riesgo de bienes y servicios sustitutivos; los niveles de oferta y 
demanda en el mercado en su totalidad, así como en determinadas zonas, si son relevantes; el poder de 
compra de los consumidores, la naturaleza y alcance de las reglamentaciones públicas que inciden 
sobre el mismo; los costes de producción, incluyendo los costes del suelo, del trabajo y del capital; los 
costes de transporte; la fase de comercialización, por ejemplo, venta al por menor o al por mayor; el 
período de la operación; etc. 

5. Estrategias mercantiles 

También es necesario examinar las estrategias mercantiles al determinar la comparabilidad, 
con el fin de fijar los precios de transferencia. Éstas atenderían un gran número de aspectos propios de 
la empresa, como pueden ser la innovación y el desarrollo de nuevos productos, el grado de 
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diversificación, la aversión al riesgo, la valoración de los cambios políticos, la incidencia de las leyes 
laborales vigentes y en proyecto, así como cualesquiera otros factores que influyen en la dirección 
cotidiana de la empresa. Puede ser necesario tener en cuenta estas estrategias comerciales al determinar 
la comparabilidad entre operaciones vinculadas y no vinculadas y entre empresas asociadas e 
independientes. 

Al mismo tiempo, será relevante considerar si las estrategias comerciales han sido ideadas por 
el grupo multinacional o por uno de sus miembros aisladamente, así como la forma y la medida en que 
se han involucrado otros miembros del grupo multinacional ante la necesidad de aplicar esta estrategia. 

Las estrategias comerciales también podrían incluir modalidades de penetración en los 
mercados. Un contribuyente que intenta penetrar en un mercado, o incrementar su cuota en el mismo, 
podría facturar temporalmente sus productos con precios inferiores a los facturados sobre cualquier 
otro producto comparable en el mismo mercado. Más aún, cualquier contribuyente que pretenda entrar 
en un mercado o aumentar o proteger su cuota en el mismo podría, temporalmente, incurrir en costes 
mayores, por ejemplo, debido a costes de lanzamiento o al incremento en sus esfuerzos de 
comercialización, y así lograr unos niveles de beneficios inferiores a los de otros contribuyentes que 
operan en el mismo mercado. 

Las razones de oportunidad temporal pueden crear problemas concretos a las Administraciones 
tributarias a la hora de valorar la legitimidad de la afirmación del contribuyente que sigue una estrategia 
comercial que le diferencia respecto de otras empresas potencialmente comparables. Algunas de estas 
estrategias, como las que se refieren a la penetración en mercados o al aumento de cuotas de 
participación en el mismo, implican la reducción de los beneficios actuales del contribuyente en 
previsión del aumento de beneficios en el futuro. Si en el futuro no se logra ese incremento en los 
beneficios porque el contribuyente no siguió la estrategia comercial propuesta, puede suceder que 
ciertas condiciones legales impidan una nueva comprobación de las Administraciones tributarias de 
períodos impositivos anteriores. Al menos en parte por esta razón, las Administraciones tributarias tal 
vez quieran someter a un examen particular las peticiones de los contribuyentes que siguen estas 
estrategias comerciales. 

A la hora de valorar la afirmación de un contribuyente de que seguía una estrategia comercial por la 
que temporalmente obtenía menores beneficios en espera de mejores resultados a largo plazo, deberían 
considerarse diversos factores. Las Administraciones tributarias deberían examinar el comportamiento 
de las partes para determinar si es consecuente con la estrategia comercial declarada. Por ejemplo, si 
un fabricante factura a su distribuidor asociado un precio inferior al del mercado como parte de su 
estrategia de penetración en el mismo, el ahorro de costes del distribuidor debería reflejarse en el precio 
facturado a sus propios clientes o en la incursión en mayores costes destinados a la introducción en el 
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mercado. Una estrategia comercial de un grupo multinacional para la penetración en un mercado puede 
ser llevada a la práctica por el fabricante o por el distribuidor, que actúa con independencia respecto 
del primero pudiendo ser soportado el coste por cualquiera de ellos. Además, una estrategia de 
penetración en el mercado o de aumento de la cuota de participación en el mismo va acompañada, con 
frecuencia, de intensos esfuerzos de comercialización y publicidad excepcionales. Otro factor a 
considerar es si la naturaleza de las relaciones entre las partes en la operación vinculada es coherente 
con la situación del contribuyente que soporta los costes de la estrategia comercial. Por ejemplo, en 
condiciones de plena competencia una sociedad que actúa únicamente como agente de ventas, con 
poca o ninguna responsabilidad en el desarrollo en el mercado a largo plazo, normalmente no 
soportaría los costes de estrategias de introducción en el mismo. Con el objeto de determinar la 
comparabilidad, debe reflejarse en el análisis de funciones el caso en que una sociedad emprenda, bajo 
su propio riesgo, actividades de desarrollo en el mercado y aumente el valor de un producto a través 
de una marca de fábrica o un nombre comercial o incremente el crédito mercantil asociado a ese 
producto. 

Una consideración adicional resultaría de la posibilidad o imposibilidad de que exista una 
expectativa razonable de obtener unos ingresos suficientes que justifiquen los costes incurridos con 
dicha estrategia comercial en un período de tiempo que sería aceptable en una operación en plena 
competencia. Se reconoce que una estrategia comercial dirigida a la introducción en un mercado puede 
ser infructuosa sin que este fracaso deba conducir a que se ignore la estrategia seguida en la 
determinación del precio de transferencia. Sin embargo, cabe dudar de lo que el contribuyente aduce 
si dicho resultado esperado no es factible en el momento en que se realiza la operación, o si la estrategia 
comercial alegada es un fracaso y, a pesar de ello, sigue utilizándose más allá de lo que una empresa 
independiente aceptaría. Las Administraciones tributarias tal vez deseen considerar las estrategias 
comerciales practicadas en el país en que la estrategia en cuestión se desarrolla para determinar el 
período de tiempo que sería aceptable para una empresa independiente. Sin embargo, la consideración 
más importante, en definitiva, es si la estrategia en cuestión podría razonablemente, resultar rentable 
en un futuro previsible, aun reconociendo que la estrategia pudiera no tener éxito y si un tercero que 
operase en condiciones de plena competencia hubiera estado dispuesto a renunciar a una determinada 
rentabilidad durante un período similar en las mismas circunstancias económicas y condiciones de 
competencia. 

i) Identificación de las operaciones realmente efectuadas 

La comprobación por parte de una Administración tributaria de una operación vinculada debe 
estar basada en las operaciones realmente efectuadas por las empresas asociadas y de acuerdo con la 
forma en que aquéllas la han estructurado, utilizando los métodos que los contribuyentes han aplicado 
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siempre que éstos sean coherentes con los métodos aceptados .salvo en casos excepcionales, las 
Administraciones tributarias no deben ignorar las operaciones reales ni sustituirlas por otras. La 
reestructuración de operaciones comerciales legítimas constituiría un ejercicio totalmente arbitrario 
que resultaría injusto como consecuencia de producir doble imposición cuando la otra Administración 
tributaria no comparta el mismo punto de vista sobre cómo debería estudiarse la operación. 

Sin embargo, hay dos circunstancias particulares en las que, excepcionalmente, puede resultar 
adecuado y legítimo que la Administración tributaria considere que debe hacer caso omiso de la 
estructura seguida por los contribuyentes en la realización de la operación vinculada. La primera 
circunstancia surge cuando el sustrato económico de la operación difiere de su forma. En tal caso, las 
Administraciones tributarias pueden ignorar la caracterización de la operación realizada por las partes 
y re caracterizarla de acuerdo con su sustancia. Un ejemplo podría ser una inversión en una empresa 
asociada en forma de préstamo con devengo de intereses cuando, en plena competencia, en función de 
las circunstancias económicas de la sociedad prestataria, la inversión no hubiera adoptado 
normalmente esa forma. En este caso, sería oportuno que la Administración tributaria calificase la 
inversión de acuerdo con su sustrato económico, con el resultado de considerar al préstamo como una 
suscripción de capital. La segunda circunstancia concurre cuando, coincidiendo la forma y el fondo de 
la operación, los acuerdos relativos a la misma, valorados globalmente, difieren de los que hubieran 
sido adoptados por empresas independientes que actúan de modo racional desde un punto de vista 
comercial y su estructuración real impide que la Administración tributaria determine el precio de 
transferencia apropiado. Un ejemplo de esta segunda circunstancia podría ser una venta en virtud de 
un contrato a largo plazo en el que se realiza un pago único a cambio de un derecho ilimitado sobre 
los activos intangibles que resulte de investigaciones futuras durante la duración del contrato. Mientras 
que en este caso parece oportuno respetar la calificación de la operación como una transmisión de 
activo comercial, sin embargo sería adecuado que la Administración tributaria configurase las 
condiciones del contrato en su totalidad y no únicamente desde el punto de vista de la fijación del 
precio de acuerdo con las que razonablemente se hubieran esperado si la transmisión del activo hubiera 
constituido el objeto de una operación entre empresas independientes. Así, en el caso descrito, sería 
adecuado que la Administración tributaria, por ejemplo, ajustara las condiciones del acuerdo de manera 
racional, desde un punto de vista comercial, como si se tratara de un acuerdo permanente de 
investigación. 

En ambos conjuntos de circunstancias descritas anteriormente, la calificación de la operación 
puede resultar de las relaciones entre las partes más que de las condiciones comerciales habituales, que 
pueden haber sido estructuradas para eludir o minimizar impuestos. En tales casos, todas las cláusulas 
podrían ser el resultado de una condición a la que no se habría llegado si las partes hubieran negociado 
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en condiciones de plena competencia. De este modo, el artículo 9 de la OCDE, permitiría un ajuste en 
las condiciones para reflejar aquéllas a las que las partes se hubieran atenido en el caso de que la 
operación se hubiera estructurado de acuerdo con la realidad económica y comercial de quienes 
negocian en un contexto de plena competencia. 

Las empresas asociadas pueden realizar una mayor variedad de contratos y acuerdos que las 
independientes porque a menudo no existe el conflicto de intereses que normalmente está presente 
entre partes independientes. Las empresas asociadas pueden, y frecuentemente lo hacen, concluir 
contratos de una naturaleza muy concreta que rara vez, o nunca, se encuentran entre partes no 
vinculadas. Así puede ser por diversas razones, económicas, legales o fiscales, dependiendo de las 
circunstancias de cada caso en particular. Más aun, los contratos celebrados en el seno de un grupo 
multinacional podrían ser alterados, suspendidos, ampliados o resueltos con facilidad, según la 
estrategia global del grupo multinacional en su conjunto, alteraciones que incluso pueden tener carácter 
retroactivo. En estos casos, las Administraciones tributarias tendrían que determinar cuál es la realidad 
que subyace tras un acuerdo contractual para poder concretar el principio de plena competencia. 

Además, las Administraciones tributarias pueden encontrar útil referirse alternativamente a 
operaciones estructuradas entre empresas independientes para determinar si la construcción de una 
operación vinculada satisface el principio de plena competencia. El hecho de que se considere o no la 
evidencia de una alternativa en particular dependerá de los factores y de las circunstancias de cada 
caso concreto, incluyendo el número y la precisión de los ajustes necesarios para tener en cuenta las 
diferencias entre la operación vinculada y su alternativa, así como la fiabilidad de cualquier otro dato 
disponible. 

Se demuestra en el siguiente ejemplo la diferencia existente entre la reestructuración de una 
operación vinculada objeto de revisión que, como se indicó anteriormente, es un método inadecuado 
con carácter general, y el recurso a operaciones estructuradas de otra forma como elementos 
comparables de las operaciones no vinculadas ya estructuradas. Supongamos que un fabricante vende 
bienes a un distribuidor asociado situado en otro país y que éste acepta todos los riesgos del cambio 
de moneda derivados de estas operaciones. Supongamos también que las operaciones similares 
concertadas entre fabricantes y distribuidores independientes se estructuran de manera diferente, de tal 
forma que es el fabricante y no el distribuidor quien soporta todos los riesgos del tipo de cambio. En 
tal caso, la Administración tributaria no debería ignorar la intención de asignar el riesgo del tipo de 
cambio al distribuidor asociado, salvo que haya buenas razones para dudar del sustrato económico de 
su atribución a este contribuyente. El hecho de que las empresas independientes no estructuren sus 
operaciones de una determinada manera puede ser una razón para examinar de cerca la lógica 
económica de una construcción determinada, pero no debería ser concluyente. Sin embargo, las 
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operaciones no vinculadas con una diferente estructuración en la asignación de los riesgos de cambio 
pueden ser útiles en la determinación del precio de una operación vinculada, quizás acudiendo al 
método del precio libre comparable siempre que se puedan realizar ajustes a los precios 
suficientemente precisos como para reflejar la diferente estructuración de las operaciones, 
ii) Evaluación de operaciones separadas o combinadas 

En teoría, el principio de plena competencia debe aplicarse operación por operación si se 
pretende la aproximación más precisa a un valor de mercado equitativo. Ahora bien, a menudo se dan 
situaciones en las que operaciones separadas se encuentran tan estrechamente ligadas entre sí, o son 
tan continuas, que no pueden ser valoradas adecuadamente de forma independiente. Es el caso, por 
ejemplo de: 1. algunos contratos a largo plazo para el suministro de bienes o servicios; 2. derechos de 
uso de activos intangibles; 3. la determinación del precio de un conjunto de productos muy similares, 
por ejemplo, una línea de productos, cuando es impracticable la determinación del precio de cada 
producto o de cada operación en particular. Otro ejemplo podría ser la cesión vía licencia de know- 
how de fabricación y el suministro de componentes esenciales a un fabricante asociado, situaciones en 
las que sería más razonable determinar las condiciones de plena competencia de forma conjunta para 
las dos operaciones que aisladamente para cada una de ellas. Ambas operaciones deben valorarse 
conjuntamente utilizando el método o métodos de plena competencia más adecuados. Otro ejemplo 
más podría ser la canalización de una operación a través de otra empresa asociada. En este caso, puede 
ser más oportuno considerar la operación, en la que la canalización es sólo una parte de su totalidad, 
antes que considerar cada una de las operaciones de forma separada. 

Mientras que hay operaciones entre empresas asociadas contratadas separadamente que 
requieren ser evaluadas de forma conjunta para determinar si reúnen las condiciones propias de la 
plena competencia, existen otras operaciones contratadas globalmente entre esas mismas empresas que 
necesitan ser evaluadas separadamente. Un grupo multinacional puede reagrupar en una única 
operación y a un único precio un conjunto de beneficios tales como la cesión de patentes, de know- 
how, de marcas, la prestación de servicios técnicos y administrativos y el arrendamiento de 
instalaciones de producción. Este tipo de acuerdos se suele conocer como acuerdos globales. Estas 
fórmulas acuerdos de conjunto difícilmente incluyen la venta de bienes, aunque el precio exigido por 
la venta de bienes puede cubrir la prestación de algunos servicios auxiliares. En algunos casos, puede 
que no sea posible valorar el acuerdo en su conjunto de tal forma que resulte necesario segregar algunos 
de sus elementos. En estos casos, una vez que se determine el precio de transferencia que corresponda 
al elemento separado, la Administración tributaria, no obstante, deberá considerar si, en su totalidad, 
el precio de transferencia para los diferentes elementos responde al principio de plena competencia. 
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Incluso en una operación no vinculada, los acuerdos globales pueden combinar elementos 
sujetos a regímenes fiscales distintos de acuerdo con las leyes internas o con algún convenio de doble 
imposición sobre la renta. Por ejemplo, puede ocurrir que pagos en concepto de cánones estén sujetos 
a una retención mientras que los pagos de arrendamiento tributen por su valor neto. En estas 
circunstancias, puede resultar apropiado determinar el precio de transferencia respecto del acuerdo 
considerado en su conjunto; la Administración tributaria también podría determinar si, por otras 
razones fiscales, es necesario distribuir el precio entre los elementos del conjunto. Para llegar a esta 
conclusión, las Administraciones tributarias deberían examinar el acuerdo global entre empresas 
asociadas de la misma forma que analizarían acuerdos similares celebrados entre empresas 
independientes. Los contribuyentes deberían poder demostrar que el acuerdo global recoge un precio 
de transferencia correcto. 

iii) Utilización de un rango de plena competencia 

Es posible en algunos casos concretar el principio de plena competencia hasta determinar una cifra 
única, por ejemplo, un precio o un margen, que constituirá la referencia más fiable para establecer si 
una operación responde a las condiciones de plena competencia. Sin embargo, en la medida en que los 
precios de transferencia no constituyen una ciencia exacta, habrá muchas ocasiones donde la aplicación 
del método o métodos más apropiados conduzcan a un rango de cifras en el que cualquiera sería, 
relativamente, igual de fiable. En estos casos, las diferencias entre las cifras incluidas en el rango 
pueden originarse en que, en general, la aplicación del principio de plena competencia permite sólo 
una aproximación a las condiciones que hubieran sido establecidas entre empresas independientes. Es 
posible también que las diferencias en los puntos del rango reflejen que empresas independientes 
involucradas en operaciones comparables en circunstancias comparables quizá no establezcan 
exactamente el mismo precio para la operación. Sin embargo, en algunos casos, no todas las 
operaciones comparables examinadas tendrán el mismo grado de comparabilidad. Por tanto, la 
determinación concreta del precio de plena competencia exige necesariamente algún margen de 
interpretación. La utilización de un rango de plena competencia puede ser particularmente adecuada, 
en la aplicación del método del margen neto de la operación, como último recurso. 

El rango de cifras, también, puede producirse cuando se aplica más de un método para evaluar 
una operación vinculada. Por ejemplo, dos métodos que alcanzan grados similares de comparabilidad 
pueden ser utilizados para valorar la conformidad de una operación con las condiciones de plena 
competencia. Cada método puede determinar un resultado o un rango de resultados que difiera de los 
obtenidos con otros métodos como consecuencia de las diferencias en su naturaleza y de los datos 
utilizados relevantes para la aplicación de un método en particular. Sin embargo, cada método podría 
ser utilizado para determinar un rango aceptable de precios de plena competencia. Los datos resultantes 
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de estos rangos podrían permitir la determinación con mayor exactitud del intervalo de plena 
competencia, por ejemplo, cuando los rangos se superponen, o pueden llevar a reconsiderar la exactitud 
de los métodos usados, cuando no lo hacen. No es posible establecer una regla general en lo 
concerniente a la utilización de los rangos obtenidos en la utilización de métodos diversos ya que las 
conclusiones que se extraigan de su uso dependerán de la fiabilidad relativa de los métodos empleados 
para determinar los rangos y de la calidad de la información utilizada para aplicar los diferentes 
métodos. 

Cuando la aplicación de uno o más métodos determina un rango de cifras, una desviación 
importante entre puntos del mismo posiblemente indique que los datos utilizados para concretar 
algunos puntos tal vez no sean tan fiables como los utilizados para determinar los restantes puntos en 
el rango, o que dicha desviación resulte de características de los datos comparables que a su vez 
requieren ajustes. En tales casos, puede ser necesario un análisis más detenido de esos puntos con el 
objeto de evaluar su idoneidad para ser incluidos en el rango de plena competencia. 

Si las condiciones relevantes de las operaciones vinculadas, por ejemplo, el precio o el margen, 
se encuentran dentro del rango de plena competencia, no será necesario realizar ajustes. Si las 
condiciones relevantes de una operación vinculada, por ejemplo, el precio o el margen, se encuentran 
fuera del rango de plena competencia determinado por la Administración tributaria, el contribuyente 
debería tener la oportunidad de demostrar que las condiciones de la operación satisfacen el principio 
de plena competencia y que el rango de plena competencia engloba sus resultados. Si el contribuyente 
no es capaz de demostrar este hecho, la Administración tributaria debe decidir cómo ajustar las 
condiciones de la operación vinculada teniendo en cuenta el rango de plena competencia. Se podría 
argumentar que, sin embargo, cualquier punto en el rango satisface el principio de plena competencia. 
En general, en cuanto sea posible distinguir entre los diversos puntos del rango, tales ajustes deberían 
realizarse sobre el punto del mismo que refleje mejor los hechos y circunstancias de una determinada 
operación vinculada, 
iv) Utilización de datos de varios años 

En general, puede ser útil examinar los datos tanto del año que se comprueba como de los años 
anteriores a fin de entender completamente los datos y circunstancias que rodean a una operación 
vinculada. El análisis de esta información podría poner de manifiesto hechos que pueden haber influido 
o deberían haber influido, en la determinación del precio de transferencia. Por ejemplo, el uso de datos 
procedentes de años anteriores mostrará si la pérdida en una operación declarada por un contribuyente 
es parte de una serie de pérdidas producidas en operaciones similares, si es el resultado de 
circunstancias económicas particulares de un año anterior que implicaron incrementos en los costes en 
el año siguiente o si constituye el reflejo del hecho de que un producto determinado se encuentra al 
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final de su ciclo vital. Este tipo de análisis puede ser particularmente útil cuando se acude al método 
del beneficio de la operación como último recurso. 

Los datos de varios años también son útiles para suministrar información acerca de los ciclos 
económicos relevantes y de los ciclos de vida productos de las empresas comparables. Las diferencias 
en el ciclo económico o en el ciclo de los productos pueden tener un efecto sustancial en las 
condiciones de los precios de transferencia que debe evaluarse para determinar su comparabilidad. Los 
datos de años anteriores pueden mostrar si una empresa independiente involucrada en una operación 
comparable se vio afectada de manera comparable por circunstancias económicas comparables, o si 
las diferentes circunstancias de algún año anterior afectaron a sus precios o a sus beneficios de tal 
forma que dicha operación de la empresa no debería ser utilizada como elemento comparable. 

Los datos de años posteriores al año de la operación, también, pueden ser relevantes en el 
análisis de los precios de transferencia, pero las Administraciones tributarias deben tener cuidado en 
el análisis retrospectivo. Por ejemplo, los datos de años posteriores pueden ser prácticos para comparar 
ciclos de vida de productos y operaciones vinculadas y no vinculadas con el objeto de determinar si 
una operación independiente constituye un elemento comparable adecuado en la aplicación de un 
método concreto. El comportamiento posterior de las partes también puede ser relevante para averiguar 
los términos y circunstancias reales existentes entre ellas, 
v) Pérdidas 

Cuando una empresa asociada incurre en pérdidas constantemente mientras que el grupo 
multinacional en su conjunto es rentable, los hechos podrían suscitar un examen especial de los temas 
relativos a la fijación de los precios de transferencia. Por supuesto, las empresas asociadas, lo mismo 
que las empresas independientes, pueden sufrir pérdidas reales, ya sea debido a costes altos de puesta 
en marcha, a circunstancias económicas desfavorables, a ineficiencias o a otras razones comerciales 
legítimas. Sin embargo, una empresa independiente no estaría preparada para soportar pérdidas 
indefinidamente. Una empresa independiente que incurre en pérdidas de forma recurrente cesaría, 
eventualmente, en sus actividades en estas condiciones. Por el contrario, una empresa asociada que 
realiza pérdidas puede continuar su actividad si ésta beneficia al grupo multinacional en su conjunto. 

El hecho de que exista una empresa que arroje pérdidas y que concierte negocios con otros 
miembros rentables de su grupo multinacional sugeriría a los contribuyentes o a las Administraciones 
tributarias que se deberían examinar los precios de transferencia. Puede ser que la empresa con 
pérdidas no esté siendo retribuida adecuadamente por el grupo multinacional del que forma parte si se 
consideran los beneficios derivados de sus actividades. Por ejemplo, un grupo multinacional puede 
necesitar la producción de toda una línea de productos y/o de servicios si quiere seguir siendo 
competitiva y ser globalmente rentable, pero puede ocurrir que alguna línea concreta de productos sea 
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deficitaria normalmente. Un miembro del grupo multinacional podría tener pérdidas continuas porque 
produce todos los productos deficitarios mientras que otros miembros del mismo fabrican los 
productos generadores de beneficios. Una empresa independiente prestaría dicho servicio sólo si 
estuviera retribuida adecuadamente. En consecuencia, una forma de afrontar este problema de fijación 
de precios de transferencia consistiría en considerar que la empresa deficitaria recibe la misma clase 
de remuneración que la que obtendría una empresa independiente conforme al principio de plena 
competencia. 

Un factor a considerar en el análisis de las pérdidas es la diferencia que puede existir entre las 
estrategias comerciales de un grupo multinacional y de otro por varias razones de orden histórico, 
económico y cultural. Puede ser que las pérdidas recurrentes durante un período razonable estén 
justificadas, en algunos casos, por el desarrollo de una estrategia comercial consistente en fijar precios 
especialmente bajos para lograr la penetración en el mercado. Por ejemplo, un productor podrá bajar 
los precios de sus productos, incluso hasta el punto de incurrir en pérdidas, temporalmente, para poder 
entrar en nuevos mercados, incrementar su cuota en mercados ya existentes, introducir nuevos 
productos o servicios o desalentar a posibles competidores. Aun así, unos precios especialmente bajos 
sólo serían practicables durante un período limitado, con el objeto concreto de mejorar los resultados 
a largo plazo. Si la estrategia de precios se prolonga más allá de un período razonable, resultaría 
procedente un ajuste de precios de transferencia, en particular cuando los datos comparables de varios 
años muestran que se ha incurrido en pérdidas durante un período más largo del que afecta a empresas 
independientes comparables. Más aún, las Administraciones tributarias no deberían aceptar precios 
especialmente bajos, por ejemplo, determinaciones de precios iguales al coste marginal en una 
situación de capacidades de producción infrautilizadas, como precios de plena competencia, salvo que 
pudiera esperarse que las empresas independientes hubieran determinado sus precios de forma 
comparable. 

vi) Efectos de las políticas de los poderes públicos 

Hay algunas situaciones en las que los contribuyentes pretenderán que el precio de plena 
competencia debe ser ajustado para tomar en cuenta intervenciones estatales, como puedan ser 
controles en los precios incluidos los recortes en los precios, en los tipos de interés, en los pagos de 
servicios u honorarios de dirección, en los pagos en concepto de cánones, subsidios a determinados 
sectores, controles de cambios, derechos anti-dumping o políticas de los tipos de cambio. Como regla 
general, estas intervenciones de los poderes públicos deben tratarse como factores del mercado de un 
determinado país y, en condiciones normales, deben ser tomadas en cuenta en la evaluación del precio 
de transferencia del contribuyente en ese mercado. La cuestión que queda planteada es si, a la luz de 
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esos factores, las operaciones emprendidas por las empresas asociadas son consistentes con las 
operaciones entre empresas independientes. 

Queda planteada la cuestión de determinar el momento en que un control en los precios afecta 
al precio de un producto o de un servicio. Con frecuencia, la incidencia directa se producirá en el precio 
final para el consumidor pero, aun así, puede producirse algún efecto en los precios pagados en fases 
anteriores durante el suministro de productos al mercado. En la práctica, puede suceder que las 
multinacionales no realicen ajustes en sus precios de transferencia para tener en cuenta dichos 
controles, dejando que sea el vendedor final quien padezca las consecuencias de reducciones 
eventuales en beneficios, o que carguen precios que de alguna manera permitan distribuir esa carga 
entre el vendedor final y el suministrador intermediario. Se debería considerar si un suministrador 
independiente hubiera o no participado en los costes derivados de un control de precios y si una 
empresa independiente hubiera buscado una línea de productos alternativa u otras oportunidades 
comerciales. En este sentido, no parece posible que una empresa independiente hubiera estado 
preparada para producir, distribuir o proveer de otra forma productos o servicios en condiciones tales 
que no le hubieran reportado beneficios. Sin embargo, es obvio que un país con controles en los precios 
debe tener en cuenta que esos controles afectaran a los beneficios que pueden realizar las empresas 
que venden bienes sujetos a dichos controles. 

Un problema particular surge cuando un país impide o “bloquea” el pago de una suma que es 
adeudada por una empresa asociada a otra o que, en un acuerdo en condiciones de plena competencia, 
hubiera sido facturada por una empresa asociada a otra. Por ejemplo, los controles de cambio pueden 
impedir efectivamente que una empresa asociada transmita pagos de intereses al exterior derivados de 
un préstamo concedido por otra empresa asociada situada en otro país. Puede ser que esta circunstancia 
sea valorada de manera diferente por los dos países involucrados: el del prestatario puede o no entender 
que los intereses no transmitidos han sido pagados y el del prestamista puede o no entender que éste 
los haya recibido. Como regla general, cuando la intervención estatal se aplica por igual a operaciones 
entre empresas asociadas y entre empresas independientes, tanto legalmente como de hecho, la 
cuestión, cuando surge entre empresas asociadas, debe abordarse de la misma manera a efectos fiscales 
que cuando se plantea respecto de operaciones entre empresas independientes. En el caso de que la 
intervención pública se aplique sólo a operaciones entre empresas asociadas, no hay una solución 
sencilla. Quizás una forma de afrontar el problema sea aplicar el principio de plena competencia 
considerando la intervención como un factor que afecta a las condiciones de la operación. Los 
convenios internacionales podrían enfocar las soluciones disponibles para las partes en el tratado 
cuando se den estas circunstancias. 
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Este análisis plantea como dificultad que, con frecuencia, las empresas independientes no 
concertaran operaciones en las que los pagos estuvieran bloqueados. Ocasionalmente, una empresa 
independiente pudiera encontrarse envuelta en una operación así posiblemente porque la intervención 
estatal sea impuesta con posterioridad a que se haya concertado el acuerdo. Pero parece poco probable 
que una empresa independiente desee someterse a tan alto riesgo de impago de productos o servicios 
prestados suscribiendo un acuerdo al existir ya medidas fiscales rígidas, salvo que los beneficios 
previstos o la remuneración esperada de la estrategia comercial propuesta por la empresa independiente 
sean suficientes para producir una tasa de rendimiento aceptable, a pesar de la existencia de la 
intervención estatal que pueda afectar a los pagos. 

Debido a que las empresas independientes no concertarían operaciones sujetas a intervenciones 
estatales, no resulta evidente cómo operaría el principio de plena competencia. Una posibilidad es 
tratar el pago como si hubiera sido efectuado entre las empresas asociadas, suponiendo que una 
empresa independiente en circunstancias similares hubiera insistido en que el pago se efectuase por 
otros medios. Desde esta perspectiva, se trataría a la parte a la que se le debe el pago que está bloqueado 
como si estuviera prestando un servicio al grupo multinacional. Otra opción, posible en algunos países, 
sería diferir tanto los ingresos como los gastos relevantes del contribuyente. En otras palabras, la parte 
a la que se debía el pago bloqueado no podría deducir gastos, como los costes financieros adicionales, 
hasta que no se realice el pago bloqueado. La preocupación de las Administraciones tributarias en estas 
situaciones se encuentra básicamente en sus respectivas bases imponibles. Si una empresa asociada 
reclama una deducción en el cómputo fiscal de un ingreso bloqueado, entonces debería producirse el 
ingreso correspondiente en la otra parte. En cualquier caso, no se debería permitir que un contribuyente 
tratara los pagos bloqueados vencidos de una empresa asociada de forma diferente que los pagos 
bloqueados vencidos de una empresa independiente, 
vii) Compensaciones intencionadas 

Existe una compensación intencionada cuando una empresa asociada la integra en las cláusulas 
de las operaciones vinculadas. Tiene lugar cuando una empresa asociada provee un beneficio a otra 
empresa asociada dentro del grupo que se corresponde en alguna medida con la recepción, a cambio, 
de diferentes beneficios de dicha empresa. Estas empresas pueden pretender que los beneficios, 
ventajas que cada una ha recibido deberían compensarse con los que cada una ha aportado como pago 
total o parcial de estos mismos, de tal forma que únicamente debe ser considerada en la liquidación de 
la deuda tributaria la ganancia o la pérdida neta, si la hay derivada de la operación. Por ejemplo, una 
empresa puede autorizar el uso de una patente a otra empresa en contraprestación por la provisión de 
know-how, en virtud de otra relación y afirmar que la operación no produce ganancias ni pérdidas a 
ninguna de las dos partes. En ocasiones se puede encontrar este tipo de acuerdos entre empresas 
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independientes, dando lugar a evaluaciones de acuerdo con el principio de plena competencia con el 
objeto de cuantificar el valor de los respectivos beneficios cuya compensación se pretende. 

Las compensaciones intencionadas pueden variar en importancia y complejidad. Pueden 
resultar desde la simple compensación de dos operaciones, por ejemplo, fijar un precio de venta 
favorable para bienes manufacturados a cambio de un precio de compra favorable para las materias 
primas utilizadas en la producción del bien, hasta un acuerdo general para equilibrar todos los 
beneficios que fluyen a las partes durante un período. Difícilmente las empresas independientes 
considerarían esta última fórmula de contratación, a menos que los beneficios se puedan cuantificar 
con precisión y el contrato se concluya con anterioridad. De otra forma, las empresas independientes 
preferirán normalmente que sus ingresos y sus gastos fluyan independientemente unos de otros, 
asumiendo cualquier pérdida o beneficio derivados de su comercio normal. 

La existencia de compensaciones intencionadas no altera la condición esencial que es la 
conformidad con el principio de plena competencia, a efectos fiscales, de los precios de transferencia 
de las operaciones vinculadas. Sería útil que los contribuyentes pusieran de manifiesto la existencia de 
compensaciones elaboradas intencionadamente en dos o más operaciones entre empresas asociadas y 
probaran o reconocieran que tienen la documentación pertinente y que han efectuado análisis 
suficientes como para demostrarlo que, después de tener en cuenta las compensaciones, las condiciones 
que rigen las operaciones son compatibles con el principio de plena competencia a la hora de presentar 
las declaraciones tributarias. 

Puede ser necesario evaluar las operaciones, separadamente, para determinar si satisfacen o no 
el principio de plena competencia. En el caso de que se vayan a analizar las operaciones de forma 
conjunta. Las disposiciones concernientes a la compensación de operaciones internacionales 
vinculadas pueden no ser compatibles en su totalidad con las operaciones nacionales no vinculadas 
debido a las diferencias en el régimen fiscal aplicable a las compensaciones conforme a diferentes 
sistemas fiscales nacionales o a las diferencias en el régimen fiscal de los pagos con arreglo a un 
convenio bilateral de doble imposición. Por ejemplo, una retención en la fuente complicaría la 
compensación entre cánones e ingresos por ventas. 

Con ocasión de una comprobación tributaria, un contribuyente puede intentar obtener una 
reducción en un ajuste por precios de transferencia basándose en una sobrevaloración de la renta 
imponible no intencionada. Dependerá de la discrecionalidad de las Administraciones tributarias 
concederla o no. Las Administraciones tributarias también pueden considerar esta solicitud en el 
contexto de un procedimiento amistoso y del ajuste correlativo, 
viii) Utilización del valor de aduana 
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Con carácter general, el principio de plena competencia es aplicado por muchas 
Administraciones de aduanas como principio para comparar entre el valor atribuible a bienes 
importados por empresas asociadas y el valor de bienes similares importados por empresas 
independientes. 

Sin embargo, tanto las Autoridades aduaneras como las Administraciones tributarias persiguen, 
generalmente, la determinación del valor de los productos en el momento en que fueron transmitidos 
o importados. Para las Administraciones tributarias, el momento relevante es, con carácter general, la 
conclusión del contrato, que en muchas ocasiones coincide con el momento de la transmisión. Así, las 
valoraciones aduaneras, en cuanto que tienen lugar en el momento en que se produce la transmisión o 
en un momento próximo, pueden ser útiles a las Administraciones tributarias en la evaluación de la 
condición de plena competencia del precio de transferencia de la operación vinculada. En particular, 
las Autoridades aduaneras dispondrán de documentación contemporánea relativa a la operación que 
puede ser relevante en el examen de los precios de transferencia, especialmente si está preparada por 
el contribuyente. 

Aunque las Autoridades aduaneras y las Administraciones tributarias pueden tener un propósito 
similar cuando comprueban los valores declarados de operaciones vinculadas transfronterizas, los 
contribuyentes pueden tener incentivos opuestos al fijar los valores a efectos aduaneros y fiscales. En 
general, un contribuyente que importa bienes está interesado, con fines aduaneros, en fijar un precio 
bajo para la operación a fin de que así los derechos de aduana también lo sean. Las mismas 
consideraciones podrían surgir respecto de impuestos sobre el valor añadido, de impuestos sobre 
ventas y de impuestos especiales. Sin embargo, a efectos fiscales, el contribuyente puede querer 
declarar el pago de un precio más alto por los mismos bienes con el objeto de incrementar los gastos 
deducibles. La cooperación entre Administraciones tributarias y aduaneras, dentro de un país para 
evaluar los precios de transferencia es cada vez más frecuente y debería ayudar a reducir el número de 
casos en que la valoración en aduana no es aceptable a efectos fiscales o viceversa. Sería 
particularmente provechosa una mayor cooperación en el área del intercambio de información, sin que 
fuera difícil de conseguir en países en los que la administración de los impuestos sobre la renta y de 
los derechos de aduana ya se ha integrado. Los países que tienen administraciones separadas podrían 
considerar la modificación de las normas relativas al intercambio de información de tal manera que 
ésta pueda fluir con mayor facilidad entre las distintas administraciones, 
ix) Utilización de los métodos para determinar los precios de transferencia 

Los métodos permiten determinar si las condiciones que reúnen las relaciones comerciales o 
financieras entre empresas asociadas son compatibles con el principio de plena competencia. No existe 
ningún método que resulte útil en todas las circunstancias ni la aplicabilidad de cualquier método en 
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particular debe ser desestimada. Las Administraciones tributarias no deberían precipitarse a la hora de 
realizar ajustes menores o marginales. Más aún, los grupos multinacionales tienen libertad para aplicar 
métodos no descritos en este Informe con el objeto de determinar precios, siempre que satisfagan el 
principio de plena competencia con arreglo a las Directrices reflejadas en el presente documento. Sin 
embargo, el contribuyente debe mantener y estar preparado para suministrar documentación referida a 
la determinación de sus precios de transferencia. 

El principio de plena competencia no exige la aplicación de más de un método y, de hecho, 
confiar indebidamente en la necesidad de acudir a diversos métodos puede suponer una carga 
importante para los contribuyentes. Así, este Informe no exige, ni al inspector fiscal ni al contribuyente, 
practicar diversos métodos en sus análisis. Mientras que en algunos casos la elección de un método no 
sea evidente e inicialmente se considere más de un método, en general será posible seleccionar aquél 
que sea apto para ofrecer la mejor estimación de un precio de plena competencia. En casos 
complicados, sin embargo, cuando ningún enfoque resulte concluyente, una aproximación flexible a 
la cuestión llevaría a la evidencia de la utilización conjunta de diversos métodos. En tales casos, se 
debería intentar llegar a una conclusión conforme al principio de plena competencia que sea 
satisfactoria desde un punto de vista práctico para todas las partes interesadas, teniendo en cuenta los 
hechos y circunstancias del caso, el conjunto de datos disponibles y la fiabilidad relativa de los diversos 
métodos a considerar. 

No es posible establecer normas específicas que cubran todos los casos. En general, las partes 
deberían intentar llegar a un acuerdo razonable, teniendo presente la imprecisión de los diversos 
métodos, la preferencia por grados más altos de comparabilidad y por una relación más directa y 
cercana a la operación. No debería darse el caso de desechar información útil, como la que pudiera 
derivarse de operaciones no vinculadas divergentes de la operación vinculada, simplemente porque no 
se cumple con estándares rígidos de comparabilidad. De manera similar, las informaciones obtenidas 
de empresas involucradas en operaciones vinculadas con empresas asociadas pueden ser útiles para 
entender la operación bajo comprobación o como indicador de futuras investigaciones. Aún más, 
debería admitirse cualquier método cuando su aplicación es aceptable para los miembros del grupo 
multinacional implicados en la operación u operaciones a las que se aplica, así como para las 
Administraciones tributarias de los países de todas esas empresas. 

2.4 Métodos tradicionales 

Métodos tradicionales basados en las operaciones 
A. Introducción 
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Los métodos tradicionales basados en las operaciones que se utilizan para aplicar el principio de plena 
competencia. 

B. Relación con el Artículo 9 de la guía de la OCDE 

El Modelo de Convenio Fiscal de la OCDE dispone que cuando “dos empresas estén, en sus relaciones 
comerciales o financieras, unidas por condiciones aceptadas o impuestas que difieran de las que serían 
acordadas por empresas independientes, los beneficios que habrían sido obtenidos por una de las 
empresas de no existir dichas condiciones y que, de hecho, no se han realizado a causa de las mismas, 
podrán incluirse en los beneficios de esa empresa y someterse a imposición en consecuencia". 

Las Autoridades fiscales de un Estado contratante "podrán, con el fin de calcular las deudas tributarias, 
rectificar la contabilidad de las empresas asociadas si, por las relaciones especiales existentes entre las 
mismas, sus libros no reflejan los beneficios imponibles reales obtenidos en ese Estado". Los 
"beneficios imponibles reales" son aquéllos que se hubieran logrado en ausencia de las condiciones 
que no responden a la plena competencia. El Comentario enfatiza que el artículo no es aplicable cuando 
las operaciones se han producido "en condiciones de plena competencia"; sólo se puede rectificar la 
contabilidad "cuando se hayan convenido o impuesto condiciones especiales entre las dos empresas". 
Las relaciones comerciales o financieras de las empresas asociadas pueden adoptar muchas formas. 
Estas incluyen la participación en operaciones vinculadas a un precio de transferencia convenido y/o 
bajo ciertos términos y condiciones en acuerdos que se traducen en la aportación de beneficios a otros 
miembros del grupo multinacional a título gratuito. Las relaciones comerciales y financieras pueden 
incidir no sólo en una operación vinculada respecto de la que se cuestiona un precio de transferencia 
específico, sino, también, en las características esenciales de una empresa; por ejemplo, la proporción 
y el volumen de endeudamiento y de capital propio de que se dota la empresa para el desarrollo de su 
actividad. La cuestión relativa a la subcapitalización. 

El camino más directo para determinar si las condiciones establecidas o impuestas entre dos empresas 
asociadas responden a las de plena competencia consiste en comparar los precios facturados en 
operaciones vinculadas entre esas dos empresas asociadas, con los precios facturados en operaciones 
comparables entre dos empresas independientes. 

Esta vía es la más directa porque cualquier diferencia en el precio de una operación vinculada respecto 
del precio de una operación no vinculada comparable, puede ser directamente imputable a las 
relaciones comerciales y financieras establecidas o impuestas entre las dos empresas; y las condiciones 
de plena competencia pueden establecerse, directamente, sustituyendo el precio de la operación 
vinculada por el precio de la operación no vinculada comparable. Sin embargo, no siempre se 
encontrarán operaciones comparables que permitan una solución tan directa, de tal forma que a veces 
será necesario comparar otros indicios menos claros, como los márgenes brutos, derivados de 
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operaciones vinculadas y de operaciones no vinculadas para determinar si las condiciones entre dos 
empresas asociadas responden a las de plena competencia. Estos enfoques, directo e indirecto, están 
reflejados en los métodos tradicionales basados en las operaciones descritas a continuación. 

C. Los diferentes métodos tradicionales basados en las operaciones 

i) Método del precio libre comparable 

El método del precio libre comparable, consiste en comparar el precio facturado por activos o servicios 
transmitidos en una operación vinculada, con el precio facturado por activos o servicios transmitidos 
en una operación no vinculada en circunstancias comparables. Si hay diferencias entre los dos precios, 
esto puede indicar que las condiciones de las relaciones comerciales y financieras de las empresas 
asociadas no responden a las condiciones de plena competencia y que el precio de la operación 
vinculada tal vez tenga que ser sustituido por el precio de la operación no vinculada. 

Una operación no vinculada es comparable a una operación vinculada, esto es, se trata de una operación 
no vinculada comparable, a fin de aplicar el método del precio libre comparable, si se cumple una de 
las dos condiciones siguientes: 1. ninguna de las diferencias, si las hay, entre las dos operaciones que 
se comparan o entre las dos empresas involucradas en esas operaciones es susceptible de influir 
materialmente en el precio del libre mercado; 2. Pueden realizarse ajustes suficientemente precisos 
como para eliminar los importantes efectos de esas diferencias. Cuando sea posible encontrar 
operaciones no vinculadas comparables, el método del precio libre comparable es el camino más 
directo y fiable para aplicar el principio de plena competencia. En consecuencia, en tales casos, este 
método es preferible a los demás. 

Puede resultar difícil encontrar una operación entre dos empresas independientes suficientemente 
parecida a una operación vinculada como para que no existan diferencias que tengan un efecto 
importante sobre el precio. Por ejemplo, una diferencia menor en los activos transmitidos en 
operaciones vinculadas y en operaciones no vinculadas podría afectar al precio, aunque la naturaleza 
de las actividades comerciales emprendidas pueda asemejarse lo suficiente como para generar el 
mismo margen global de beneficio. Si tal es el caso, será oportuno practicar ajustes. El alcance y la 
fiabilidad de esos ajustes afectarán a la exactitud relativa del análisis realizado según el método del 
precio libre comparable. 
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Al considerar si son comparables unas operaciones vinculadas y otras no vinculadas, debería 
ponderarse el efecto que tienen sobre los precios otras funciones más importantes de la empresa, 
propias de la actividad y no sólo el grado de comparabilidad del producto. Cuando existen diferencias 
entre la operación vinculada y la no vinculada o entre las dos empresas que efectúan tales operaciones, 
será difícil determinar unos ajustes suficientemente precisos que eliminen los efectos de esas 
diferencias sobre el precio. Las dificultades que surgen al intentar realizar dichos ajustes precisos no 
deberían llevar a descartar automáticamente la posible aplicación del método del precio libre 
comparable. Razones prácticas llevarían a un enfoque más flexible para permitir la utilización del 
método del precio libre comparable, complementado si fuese necesario por otros métodos apropiados 
que deberían ser valorados según su precisión relativa. Se requieren todos los esfúerzos posibles para 
ajustar los datos de tal forma que puedan ser utilizados apropiadamente en el método del precio libre 
comparable. Como sucede con cualquier otro método, la fiabilidad relativa del método del precio libre 
comparable está condicionada por el grado de precisión con que puedan realizarse los ajustes para 
lograr la comparabilidad. 

Ejemplos de aplicación del método del precio libre comparable 

Los siguientes ejemplos ilustran la aplicación del método del precio libre comparable, incluyendo 
situaciones en las que puede resultar necesario realizar ajustes en las operaciones no vinculadas para 
hacerlas comparables a las vinculadas. 

El método del precio libre comparable es, especialmente, fiable cuando una empresa independiente 
vende el mismo producto que es vendido entre dos empresas asociadas. Por ejemplo, una empresa 
independiente vende granos de café de Colombia, sin marca, de clase, calidad y en cantidad similares 
a los vendidos entre dos empresas asociadas, suponiendo que la operación vinculada y la no vinculada 
tienen lugar más o menos al mismo tiempo, en la misma fase del proceso de producción, del canal de 
distribución y en condiciones similares. Si la única operación independiente de referencia tenía por 
objeto granos de café de Brasil, sin marca, sería necesario averiguar si la diferencia en los granos de 
café afecta materialmente al precio. Por ejemplo, habría que preguntarse si la procedencia de los granos 
de café implica una prima o un descuento en el mercado libre. Esta información se puede obtener en 
el mercado de materias primas o se puede deducir de los precios entre comerciantes. Si esta diferencia 
tiene un importante efecto sobre el precio sería apropiado practicar ajustes. Si no se puede efectuar un 
ajuste suficientemente preciso se reducirá la fiabilidad de este método, pudiendo plantearse la 
necesidad de combinar el método con otros menos directos o de utilizar estos últimos en su lugar. 

Un ejemplo ilustrativo donde se requieren ajustes puede darse cuando las circunstancias que rodean 
las ventas de empresas asociadas e independientes son idénticas salvo que el precio de venta de la 
operación vinculada sea un precio de entrega y el de venta de la operación no vinculada sea un precio 
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de fábrica franco a bordo. Las diferencias en las condiciones del transporte y del seguro tienen, con 
carácter general, un efecto definido y suficientemente cuantificable en el precio. Por tanto, se deben 
efectuar ajustes del precio por la diferencia en las condiciones de la entrega para determinar el precio 
de las ventas en el mercado libre. 

En otro ejemplo, supongamos que un contribuyente vende 1.000 toneladas de un producto a US$80 
por tonelada a una empresa asociada de su grupo multinacional y, al mismo tiempo, 500 toneladas del 
mismo producto a US$100 por tonelada a una empresa independiente. Este caso exige valorar si las 
diferencias en el volumen de las ventas deberían dar lugar a un ajuste del precio de transferencia. El 
mercado relevante debería investigarse, analizando operaciones de productos similares para conocer 
los descuentos habituales en función del volumen suministrado. 
ii) Método del precio de reventa 

El método del precio de reventa se inicia con el precio al que se ha comprado a una empresa asociada 
un producto que es revendido a una empresa independiente. Este precio de reventa, entonces, se reduce 
en un margen bruto adecuado, el "margen del precio de reventa o “margen de reventa” representativo 
de la cuantía con la que el revendedor pretendería cubrir sus costes de venta y sus gastos de explotación 
y, en función de las tareas desarrolladas considerando los activos utilizados y los riesgos asumidos, 
obtener un beneficio apropiado. El resultado derivado de sustraer el margen bruto puede entenderse 
que constituye, después de realizar los ajustes para tener en cuenta costes asociados a la compra del 
producto, por ejemplo, los derechos de aduana, un precio de plena competencia en la transmisión 
originaria de los activos entre las empresas asociadas. Este método probablemente sea más útil cuando 
se aplica a actividades de comercialización. 

El margen de reventa o margen del precio de reventa del revendedor en la operación vinculada puede 
resultar determinado, tomando como referencia el margen de reventa obtenido por el propio 
revendedor sobre artículos comprados y vendidos en operaciones no vinculadas comparables. Al 
mismo tiempo, el margen de reventa conseguido por una empresa independiente en operaciones no 
vinculadas puede servir de indicación. Cuando el revendedor desarrolla actividades de corretaje, el 
margen de reventa puede estar referido a una comisión de corretaje que, normalmente, se calcula en 
un porcentaje del precio de venta del producto enajenado. La determinación del margen del precio de 
reventa, en tal caso, debería tener en cuenta si el corredor está actuando como intermediario o en 
nombre propio. 

Una operación no vinculada es comparable a una operación vinculada, esto es, constituye una 
operación no vinculada comparable, para la aplicación del método del precio de reventa cuando se 
cumple una de las dos condiciones siguientes: 1. ninguna de las diferencias, si existe alguna entre las 
dos operaciones que se comparan o entre las dos empresas que emprenden esas operaciones puede 
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influir materialmente en el margen de reventa en el mercado libre; 2. Se pueden realizar ajustes 
suficientemente precisos como para eliminar los efectos sustanciales de esas diferencias. A la hora de 
establecer comparaciones con el objeto de aplicar el método del precio de reventa, normalmente se 
requieren menos ajustes para tener en cuenta las diferencias entre los productos que al aplicar el método 
del precio libre comparable, ya que es menos probable que las diferencias secundarias entre productos 
tengan un efecto tan importante sobre los márgenes de beneficio, como el que tienen sobre el precio. 
En una economía de mercado, la remuneración por el ejercicio de funciones similares en actividades 
diferentes tiende a igualarse. En cambio, los precios entre los diferentes productos sólo tienden a 
equipararse en la medida en que unos productos sean sustitutivos unos de otros. Las diferencias entre 
los productos son menos significativas como consecuencia de que el margen bruto de beneficio 
representa una remuneración bruta sobre el coste de venta de las funciones concretas realizadas, 
teniendo en cuenta los activos utilizados y los riesgos asumidos. Por ejemplo, los datos pueden indicar 
que una sociedad de distribución desarrolla las mismas funciones, dados los activos utilizados y los 
riesgos asumidos cuando vende tostadores que cuando vende licuadoras y, por ello, en una economía 
de mercado, la remuneración de estas dos actividades debería ser similar. Sin embargo, los 
consumidores no considerarán que un tostador y una licuadora sean bienes sustitutivos, por lo que no 
hay razón para esperar que sus precios sean iguales. 

Aunque en el método del precio de reventa se puedan permitir mayores diferencias entre los productos, 
los activos transmitidos en una operación vinculada deben seguir siendo comparables a los 
transmitidos en la operación no vinculada. Las diferencias mayores se reflejarán posiblemente más en 
las distintas tareas asumidas por las dos partes en la operación vinculada y en la no vinculada. Aunque 
pueda exigirse una menor comparabilidad en los productos cuando se utiliza el método del precio de 
reventa, los productos con mayor comparabilidad producen mejores resultados. Por ejemplo, cuando 
la operación en cuestión incluye un intangible de elevado valor o relativamente único, la similitud de 
los productos cobrará mayor importancia y se le debería prestar especial atención para garantizar que 
la comparación sea válida. 

Puede ser oportuno conceder más peso a otras condiciones de comparabilidad cuando el margen de 
beneficio resulta básicamente de esas otras condiciones y, sólo de forma secundaria, del producto 
concreto que se transfiere. Esta circunstancia concurrirá en particular cuando se determina el margen 
de beneficio de una empresa asociada que no ha utilizado activos relativamente únicos, como pueden 
ser intangibles muy valiosos para añadir un valor significativo al producto objeto de transmisión. Así, 
cuando las operaciones no vinculadas y las vinculadas son comparables en todas sus características 
excepto en el producto en sí mismo, el método del precio de reventa posiblemente sería una medida 
más fiable de que se cumplen las condiciones de plena competencia que el método del precio libre 
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comparable, salvo cuando se pueden realizar ajustes suficientemente precisos como para tener en 
cuenta las diferencias en los productos transmitidos. Lo mismo cabe decir del método del coste 
incrementado, que será objeto de estudio más adelante. 

Cuando el margen del precio de reventa utilizado es el de una empresa independiente en una operación 
comparable, la fiabilidad del método del precio de reventa puede estar afectada, si existen diferencias 
importantes en la forma en que las empresas asociadas y las independientes realizan sus actividades 
mercantiles. Tales diferencias posiblemente serían aquéllas que afectan a los niveles de costes 
considerados, por ejemplo, las diferencias podrían incluir los efectos que produce una gestión eficiente 
en los niveles y variedad de las existencias, que bien pueden tener incidencia en la rentabilidad de una 
empresa, pero que no afectan necesariamente al precio al que se compran o se venden sus bienes o 
servicios en el mercado libre. Este tipo de características debería ser analizado al determinar si una 
operación no vinculada es comparable cuando se aplica el método del precio de reventa. 

El método del precio de reventa depende también de la comparabilidad de las funciones desempeñadas, 
dados los activos utilizados y los riesgos asumidos. Puede resultar menos fiable cuando hay diferencias 
entre las operaciones vinculadas y la no vinculadas y entre las partes que intervienen en las operaciones 
y esas diferencias tienen un efecto sensible en el indicador utilizado para medir las condiciones de 
plena competencia; en este caso, el margen de reventa realizado. Cuando existen diferencias 
importantes que afectan a los márgenes brutos obtenidos en operaciones vinculadas y no vinculadas, 
por ejemplo, en la naturaleza de las funciones ejercidas por las partes implicadas en las operaciones, 
deberían realizarse ajustes para tener en cuenta esas diferencias. El alcance y la fiabilidad de esos 
ajustes afectarán a la fiabilidad relativa del análisis realizado conforme al método del precio de reventa 
en cualquier caso particular. 

Es más fácil determinar un margen de reventa apropiado cuando el revendedor no añade, 
sustancialmente, valor al producto. En cambio, puede ser más difícil utilizar el método del precio de 
reventa para llegar a un precio de plena competencia cuando, antes de la venta, los bienes son objeto 
de una nueva transformación o se incorporan a un producto más complejo de tal modo que pierden su 
identidad o se transforman, por ejemplo, cuando se unen componentes en un producto acabado o semi- 
acabado. Otro ejemplo en el que el margen de reventa exige particular cuidado es cuando el revendedor 
contribuye sustancialmente a la creación o a la conservación de activos intangibles asociados al 
producto, por ejemplo, marcas o nombres comerciales, propiedad de una empresa asociada. En tales 
casos, la contribución de los bienes originalmente transferidos al valor del producto final no puede ser 
evaluada fácilmente. 

El margen de reventa es más exacto cuando se ha obtenido poco tiempo después de que el revendedor 
comprara los bienes. Cuanto más tiempo transcurre entre la compra inicial y la reventa, más 
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posibilidades hay de que se deban tener en cuenta otros factores -variaciones en el mercado, en los 
tipos de cambio, en los costes, etc. 

Debería esperarse que la cuantía del margen de reventa dependa de las tareas ejercidas por el 
revendedor. Estas funciones pueden variar mucho, desde el caso en que el revendedor realiza servicios 
mínimos como agente de transporte, hasta el caso en que asume la totalidad de los riesgos de la 
propiedad de los bienes junto con la plena responsabilidad y los riesgos derivados de la publicidad, 
comercialización, distribución y garantía de éstos, de la financiación de existencias y de otros servicios 
complementarios. Si el revendedor en la operación vinculada no lleva a cabo una actividad comercial 
importante, sino que sólo transfiere los bienes a un tercero, el margen de reventa podría ser pequeño 
en vista de las funciones ejecutadas. El margen de reventa podría incrementarse cuando se pueda 
demostrar que el revendedor manifiesta una pericia especial en la comercialización de tales bienes, 
soporta realmente riesgos especiales o contribuye sustancialmente a la creación o a la conservación de 
activos intangibles asociados al producto. Sin embargo, el grado de actividad desplegada por el 
revendedor, ya sea mínimo o sustancial, debería estar bastante apoyado por pruebas concluyentes. 
Entre éstas se encontrarían: la justificación de gastos de comercialización que pudieran considerarse 
desproporcionadamente altos; por ejemplo, cuando se haya incurrido en parte o en la mayoría de los 
gastos de promoción en concepto de servicio realizado en favor del propietario legal de la marca 
comercial. En tal caso, el método del coste incrementado puede complementar bien el método del 
precio de reventa. 

Cuando el revendedor desempeña claramente una actividad comercial sustancial añadida a la actividad 
de reventa propiamente dicha, cabe esperar un margen de reventa razonablemente importante. Si en 
sus actividades el revendedor emplea activos relativamente valiosos y posiblemente únicos, por 
ejemplo, activos intangibles del revendedor, como puede ser su organización de comercialización, 
podría resultar inadecuado evaluar las condiciones de plena competencia en la operación vinculada, 
utilizando un margen de reventa no ajustado derivado de operaciones no vinculadas en las que el 
revendedor independiente no se vale de activos similares. Si el revendedor posee intangibles 
comercializables valiosos, el margen de reventa en la operación no vinculada podría infravalorar el 
beneficio que corresponde al revendedor en la operación vinculada, salvo que la operación no 
vinculada comparable incluya al mismo revendedor o a un revendedor con intangibles 
comercializables igualmente valiosos. 

En el caso de que exista un canal de distribución de bienes, a través de una sociedad intermediaria, 
puede ser relevante para las Administraciones tributarias observar no sólo el precio de reventa de los 
bienes que han sido comprados a la sociedad intermediaria, sino también el precio que dicha sociedad 
paga a su suministrador y las funciones que la sociedad en cuestión desempeña. Bien podría haber 
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dificultades para obtener esta información y determinar las funciones exactas de la sociedad 
intermediaria. Si no se puede demostrar que la sociedad intermediaria o soporta riesgos reales o 
desempeña una función económica en el canal que ha incrementado el valor de los bienes, entonces, 
cualquier elemento del precio que se reclame imputable a las actividades de la sociedad intermediaria 
sería con toda razón atribuible a otro elemento del grupo multinacional, ya que las empresas 
independientes normalmente no hubieran permitido la participación de tal sociedad en los beneficios 
de la operación. 

Se podría esperar que el margen de reventa varíe en función de que el revendedor tenga el derecho 
exclusivo de revender los bienes en cuestión. Este tipo de acuerdos se encuentra en operaciones entre 
dos empresas independientes y puede influir en el margen. De esta manera, este tipo de derechos 
exclusivos debe tomarse en consideración en cualquier comparación. El valor a atribuir a tal clase de 
derechos exclusivos dependerá en alguna medida de su ámbito geográfico y de la existencia y 
competitividad relativa de los posibles bienes sustitutivos. El acuerdo puede ser beneficioso, tanto para 
el proveedor, como para el revendedor en una operación en plena competencia. Por ejemplo, vender 
una línea concreta de productos del proveedor puede promover un mayor esfuerzo del revendedor. Por 
el contrario, un acuerdo semejante puede ofrecer al revendedor una especie de monopolio que le 
permita obtener un volumen de negocio importante sin gran esfuerzo. Debe examinarse 
cuidadosamente, en cada caso, el efecto de este factor sobre el margen de reventa apropiado. 

Cuando las prácticas contables difieren entre la operación vinculada y la no vinculada, se deberían 
practicar los ajustes pertinentes de los datos utilizados para calcular el margen de reventa, a fin de 
asegurar que se manejan los mismos tipos de costes en cada caso para llegar al margen bruto. Por 
ejemplo, los gastos de investigación y desarrollo pueden estar reflejados en los gastos de explotación 
o en los costes de venta. Los respectivos márgenes brutos no serían comparables sin los ajustes 
oportunos. 

Ejemplos de aplicación del método del precio de reventa 

Supongamos que hay dos distribuidores vendiendo los mismos productos en el mismo mercado con el 
mismo nombre comercial. El distribuidor A garantiza el producto; el distribuidor B, no. El distribuidor 
A no está incluyendo la garantía como parte de la estrategia de precios; vende a precios superiores, 
determinando un margen bruto de beneficio mayor, si no se tienen en cuenta los costes de dar un 
servicio de garantía, que el obtenido por el distribuidor B que vende a un precio inferior. Estos 
márgenes no son comparables si no se realiza un ajuste para tener en cuenta esa diferencia. 
Supongamos que se ofrece garantía para todos los productos de forma que es uniforme el precio de la 
matriz a la filial. El distribuidor C asume la función de garantía, pero, de hecho, su proveedor lo 
compensa con precios inferiores. El distribuidor D no asume la función de garantía, sino que ésta es 
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ejercida por el suministrador, los productos se devuelven a fábrica. Sin embargo, el proveedor de D le 
factura con un precio más alto que al distribuidor C. Si el distribuidor C contabiliza el coste de asumir 
la función de garantía como un coste de los bienes vendidos, entonces, el ajuste del margen bruto de 
beneficio por esta diferencia es automático. Sin embargo, si los costes de la garantía se contabilizan 
como gastos de explotación, se produce una distorsión en los márgenes que debe ser corregida. El 
razonamiento en este caso sería que, si D asume la función de garantía por sí mismo, su proveedor 
reduciría sus precios y, en consecuencia, el margen bruto de beneficio de D, sería mayor. 
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Una sociedad vende un producto, a través de distribuidores independientes en cinco países en los que 
no tiene filiales. Los distribuidores se limitan a comercializar el producto sin desempeñar ninguna tarea 
adicional. La sociedad ha establecido una filial en un país. Por la importancia estratégica de este 
mercado concreto, la sociedad exige a su filial que venda sólo su producto y que preste servicios 
técnicos a sus clientes. Incluso si todos los demás factores y circunstancias son similares, si los 
márgenes proceden de empresas independientes que no están sujetas a acuerdos de venta en exclusiva 
ni realizan servicios técnicos como los asumidos por la filial, es necesario plantearse si deben hacerse 
algunos ajustes para lograr la comparabilidad. 
iii) Método del coste incrementado 

El método del coste incrementado parte de los costes en que ha incurrido el proveedor de los activos, 
o de los servicios, en una operación vinculada para proporcionar los activos transmitidos o los servicios 
prestados indirectamente a un comprador asociado. A este coste se añade un margen de coste 
incrementado para poder realizar un beneficio adecuado en vista de las funciones desempeñadas y de 
las condiciones del mercado. El resultado, que se obtiene después de añadir el margen del coste 
incrementado a los costes antes mencionados, puede ser considerado como precio de plena 
competencia de la operación vinculada original. Este método será probablemente más útil cuando se 
venden productos semi acabados entre dos partes asociadas, habiéndose concluido unos acuerdos de 
puesta en común de equipos u otros de compra-aprovisionamiento a largo plazo o cuando la operación 
vinculada consiste en la prestación de servicios. 

La solución ideal sería establecer el margen del coste incrementado del proveedor en la operación 
vinculada, tomando como referencia el margen del coste incrementado que el mismo proveedor 
obtiene en operaciones no vinculadas comparables. Además, puede servir como guía, el mismo margen 
que hubiera sido obtenido en operaciones comparables de una empresa independiente. 

Con arreglo a los principios de una operación no vinculada es comparable a una operación vinculada, 
es decir, es una operación comparable en el mercado libre, a los efectos de aplicar el método del coste 
incrementado si se da una de las dos condiciones siguientes: 1. ninguna de las diferencias, si las hay, 
entre las dos operaciones que se comparan o entre las dos empresas que intervienen en esas operaciones 
puede influir sustancialmente en el precio en el libre mercado, 2. Se pueden realizar ajustes 
suficientemente precisos como para eliminar los efectos importantes de esas diferencias. Para 
determinar si una operación es una operación no vinculada comparable, a los efectos de aplicar el 
método del coste incrementado, son aplicables los mismos principios que del método del precio de 
reventa. Así, pueden ser necesarios menos ajustes para tener en cuenta las diferencias entre los 
productos en el método del coste incrementado, que en el método del precio libre comparable, 
posiblemente, sea oportuno conceder más importancia a otros factores de comparabilidad descritos en 
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el Capítulo I, alguno de los cuales puede tener un efecto más significativo en el margen del coste 
incrementado que el que tiene en el precio. Como en el método del precio de reventa, cuando existen 
diferencias que afectan significativamente a los márgenes del coste incrementado obtenidos en las 
operaciones vinculadas y en las no vinculadas, por ejemplo, en la naturaleza de las funciones 
desempeñadas por las partes en las operaciones, deberían realizarse ajustes para corregir tales 
diferencias. El alcance y la fiabilidad de esos ajustes afectarán a la fiabilidad relativa del análisis 
realizado conforme al método del coste incrementado en determinados casos particulares. 

Por ejemplo, supongamos que la sociedad A vende tostadores a un distribuidor que es una empresa 
asociada, que la sociedad B vende planchas a un distribuidor que es una empresa independiente y que 
los márgenes de beneficio en la fabricación de estos productos son generalmente los mismos en el 
sector de pequeños aparatos electrodomésticos. La utilización del método del coste incrementado 
supone aquí que no existen fabricantes de tostadores muy similares. Si se aplicara el método del coste 
incrementado, los márgenes de beneficio objeto de comparación en las operaciones vinculadas y no 
vinculadas serían la diferencia entre el precio de venta del fabricante al distribuidor y el coste de 
producción del producto. Sin embargo, la sociedad A puede ser mucho más eficiente en su proceso de 
fabricación que la sociedad B, lo cual le permite soportar menores costes. Como resultado, incluso si 
la sociedad A, estuviera fabricando planchas en lugar de tostadores y facturando el mismo precio que 
la sociedad B, carga en las planchas, esto es, si no existen condiciones especiales, sería adecuado que 
la sociedad A tuviera márgenes de beneficio más altos que la sociedad B. Por tanto, salvo que sea 
posible ajustar el margen de beneficio para tener en cuenta esta diferencia, la aplicación del método 
del coste incrementado no sería plenamente fiable en este contexto. 

El método del coste incrementado presenta algunas dificultades para su aplicación correcta, en 
particular en la determinación de los costes. Aunque sin duda una empresa debe cubrir sus costes en 
un determinado período de tiempo para poder mantener su actividad, esos costes pueden no ser 
determinantes del beneficio que deba obtenerse en un caso concreto y en un año cualquiera. En tanto 
que las sociedades se ven, frecuentemente, compelidas por la competencia a bajar sus precios en 
relación con los costes de producción de los bienes pertinentes o de prestación de los servicios, 
también, pertinentes, existen otras circunstancias en las que no se aprecia un vínculo entre el nivel de 
costes en que se ha incurrido y un precio de mercado, por ejemplo, cuando se ha realizado un 
descubrimiento muy valioso y su propietario ha incurrido en costes de investigación bajos para 
lograrlo. 

Además, al aplicar el método del coste incrementado se debería prestar atención y aplicar un margen 
comparable a una base de costes comparable. Por ejemplo, si el proveedor, al que se hace referencia 
en la aplicación del método del coste incrementado, cuando desarrolla su actividad utiliza activos 
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empresariales arrendados, la base de costes puede no ser comparable sin ajustes si el suministrador en 
la operación vinculada es propietario de sus activos. Como sucede en el método del precio de reventa, 
el método del coste incrementado se fundamenta en la comparación del margen del coste incrementado 
logrado por el proveedor de bienes o servicios asociado y el obtenido por una o más entidades 
independientes respecto de operaciones comparables. Por tanto, deben analizarse las diferencias entre 
las operaciones vinculadas y las no vinculadas que tienen efectos en el importe del margen para 
determinar qué ajustes deberían realizarse en los márgenes correspondientes de las operaciones no 
vinculadas. 

A estos efectos es, particularmente, importante considerar las diferencias en los niveles y tipos de 
gastos -gastos de explotación y otros gastos, incluyéndose los gastos de financiación- asociados con 
las funciones desempeñadas y los riesgos asumidos por las partes o con las operaciones que se 
comparan. El estudio de estas diferencias puede poner de manifiesto lo siguiente: 

1. Si los gastos reflejan una diferencia funcional, dados los activos utilizados y los riesgos asumidos 
que no ha sido tenida en cuenta al aplicar el método, puede resultar necesario realizar un ajuste del 
margen del coste incrementado. 

2. Si los gastos reflejan funciones adicionales, distintas de las actividades verificadas por el método, 
puede resultar necesario determinar remuneraciones independientes para esas funciones. Estas últimas 
pueden consistir, por ejemplo, en prestaciones de servicios para las que se podrá establecer una 
remuneración apropiada. Análogamente, pueden exigir ajustes particulares los gastos derivados de la 
estructura de capital que no responden a acuerdos basados en el principio de plena competencia. 

3. Si las diferencias en los gastos de las partes que se comparan reflejan simplemente eficiencias o 
ineficiencias de las empresas, como sería el caso, normalmente, para los gastos de supervisión, 
generales y administrativos, no será necesario realizar ajustes del margen bruto. 

En cualquiera de las circunstancias anteriores podrá ser útil complementar los métodos del coste 
incrementado y del precio de reventa atendiendo a los resultados derivados de la aplicación de otros 
métodos. 

Otro aspecto importante de la comparabilidad es la coherencia de la contabilidad. Cuando difieren las 
prácticas contables empleadas en la operación vinculada y la operación no vinculada, deberían 
practicarse los ajustes oportunos de los datos utilizados con el objeto de asegurar, en aras de la 
consistencia, que se utiliza el mismo tipo de costes en cada caso. Los márgenes brutos deben medirse 
de forma que permita la comparación entre la empresa asociada y la empresa independiente. Además, 
pueden existir diferencias entre las empresas en el tratamiento de los costes que afectan a los márgenes 
brutos de beneficio, que deberán tenerse en cuenta para conseguir una comparabilidad fiable. En 
algunos casos puede resultar necesario considerar determinados gastos de explotación, con el objeto 
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de lograr coherencia y comparabilidad; en estas circunstancias el método del coste incrementado 
comienza a aproximarse al margen neto más que al margen bruto. En la medida en que el análisis 
considera gastos de explotación. 

Aunque las normas y los estándares contables precisos pueden variar, en general los costes y los gastos 
de una empresa se pueden entender divididos en tres grandes categorías. En primer lugar, existen costes 
directos de producción de un bien o un servicio, como puede ser el coste de las materias primas. En 
segundo lugar, existen costes indirectos de producción que, aunque muy relacionados con el proceso 
de producción, pueden ser comunes a varios bienes o servicios, por ejemplo, el coste de un 
departamento de reparaciones que atiende a los equipos utilizados en la producción de los diferentes 
bienes. Por último, hay gastos de explotación de la empresa en su conjunto, como los gastos de 
supervisión, generales y de administración. 

La distinción entre el análisis del margen bruto y neto se puede comprender en los siguientes términos. 
En general, el método del coste incrementado utilizará márgenes computados sobre los costes directos 
e indirectos de producción, mientras que un método del margen neto utilizará márgenes calculados 
también sobre los gastos de explotación de la empresa. Se debe reconocer que, como consecuencia de 
las diferencias en las prácticas de los países, es difícil trazar una línea precisa entre las tres categorías 
descritas anteriormente. Así, por ejemplo, una aplicación del método del coste incrementado puede 
incluir en un caso particular la consideración de algunos gastos que podrían entenderse como gastos 
de explotación. Sin embargo, los problemas de delinear con precisión matemática los límites entre las 
tres categorías, anteriormente, descritas no alteran la distinción práctica fundamental entre los 
enfoques del margen bruto y del margen neto. 

En principio, los costes históricos deberían atribuirse a las diferentes unidades productivas, aunque se 
debe admitir que el método del coste incrementado puede sobrevalorar los costes históricos. Ciertos 
costes, por ejemplo, los costes de materiales, mano de obra y transporte, variarán en un período de 
tiempo y puede ser oportuno, en tal caso, promediar los costes a lo largo de ese período. También 
puede resultar adecuado promediar entre diferentes grupos de productos o entre líneas de productos 
específicas. 

Más aún, puede ser oportuno promediar los costes de los activos fijos cuando se producen o procesan 
simultáneamente diferentes productos y cuando fluctúa el volumen de actividad. También puede ser 
necesario considerar costes como los de reposición y los marginales, siempre que puedan ser medidos 
y den lugar a un cálculo más preciso del margen de beneficio adecuado. 

Los costes que pueden ser tenidos en cuenta en la aplicación del método del coste incrementado se 
limitan a los del proveedor de bienes o servicios. Esta limitación puede crear el problema de cómo 
distribuir algunos gastos entre el suministrador y el comprador. Existe la posibilidad de que algunos 
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gastos sean soportados por el comprador para disminuir el coste del proveedor sobre el que se calcula 
el margen. En la práctica, esto se puede lograr no atribuyendo al proveedor un porcentaje apropiado 
de gastos generales y de otros costes soportados por el comprador, con frecuencia, una sociedad matriz 
en beneficio del proveedor con frecuencia, una filial. La atribución debería realizarse mediante un 
análisis de las funciones desempeñadas, dados los activos utilizados y los riesgos asumidos por cada 
una de las partes, como se indicó en el Capítulo I. Un problema conexo es cómo se deberían asignar 
los gastos generales, si con referencia a la facturación, al número de trabajadores o a su coste o a 
cualquier otro criterio. La cuestión de la asignación de los costes será tratada posteriormente en un 
capítulo dedicado a los acuerdos de reparto de costes. 

En algunos casos, la utilización exclusiva de costes variables o marginales puede estar fundamentada 
en la medida en que las operaciones representan la venta de producción marginal. Este razonamiento 
podría justificarse si los bienes no pudieran venderse a un precio superior en un mercado extranjero 
relevante. Para evaluar esta propuesta, son factores a tener en cuenta la información acerca de la 
existencia o inexistencia de otras ventas del contribuyente de productos iguales o similares en ese 
mercado exterior en particular, el porcentaje de producción del contribuyente, tanto en términos de 
volumen como de valor que representa la producción marginal propuesta, las cláusulas del acuerdo y 
los detalles del análisis de comercialización que fue realizado por el contribuyente o por el grupo 
multinacional que condujo a la conclusión de que los bienes no podían ser vendidos a un precio 
superior en ese mercado extranjero. 
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No es posible formular una regla general para todos los casos. Los diversos métodos para determinar 
los costes deberían ser uniformes tanto para las operaciones vinculadas como para las no vinculadas, 
así como para determinadas empresas en el transcurso del tiempo. Por ejemplo, tal vez sea necesario 
contemplar si los productos pueden ser suministrados por varias fuentes a costes que varían 
considerablemente al determinar el margen del coste incrementado apropiado. Las partes asociadas 
pueden optar por calcular su base de coste incrementado según criterios estandarizados. Un tercero 
independiente probablemente no aceptaría pagar un precio más alto que resulte de las ineficiencias de 
la otra parte. Por otro lado, si la otra parte es más eficiente de lo que se puede esperar en condiciones 
normales, ésta debería beneficiarse de dicha ventaja. La empresa asociada puede acordar previamente 
los costes que serían aceptables como base para el método del coste incrementado. 

Ejemplos de aplicación del método del coste incrementado 

A es un fabricante nacional de mecanismos de relojería para relojes fabricados en serie. A vende este 
producto a su filial extranjera B. A obtiene un margen bruto de beneficio del 5% en su actividad de 
fabricación. X, Y y Z son fabricantes nacionales independientes de mecanismos de relojería para 
relojes fabricados en serie. X, Y y Z venden a compradores extranjeros independientes. X, Y y Z 
realizan márgenes brutos de beneficio en sus actividades de fabricación del 3 al 5%. A contabiliza los 
costes de supervisión, generales y administrativos como gastos de explotación, por lo cual éstos no se 
recogen como costes de los bienes vendidos. Sin embargo, los márgenes brutos de beneficio de X, Y 
y Z reflejan los costes de supervisión, generales y administrativos como costes de los bienes vendidos. 
Por tanto, los márgenes brutos de beneficio de X, Y y Z deben ser ajustados para asegurar la coherencia 
en la contabilización. 

La sociedad C del país D es una filial al 100% de la sociedad E, situada en el país F. En comparación 
con el país F, en el país D los salarios son muy bajos. La sociedad C monta aparatos de televisión a 
expensas y riesgo de la sociedad E. Esta última suministra todos los componentes necesarios, el know- 
how, etc. La sociedad E se compromete a comprar los productos montados en el caso de que los 
aparatos de televisión no superen un determinado nivel de calidad. Después de pasar los controles de 
calidad se envían los aparatos de televisión, a expensas y riesgo de la sociedad E, a los centros de 
distribución que esta sociedad tiene en diversos países. Las funciones de la sociedad C se limitan a la 
fabricación, desde el punto de vista de sus costes. Los riesgos que pudiera soportar la sociedad C 
derivan de diferencias que eventualmente se pudieran producir en la cantidad y calidad acordadas. La 
base para aplicar el método del coste incrementado estará compuesta por todos los costes ligados a las 
actividades de montaje. 

La sociedad A de un grupo multinacional acuerda con la sociedad B del mismo grupo realizar una 
investigación, previo contrato, para esta última. La sociedad B soporta los riesgos del fracaso de la 
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investigación. Esta sociedad es también propietaria de todos los intangibles desarrollados a través de 
la investigación y, por lo tanto, le corresponden también las perspectivas de los beneficios que se 
deriven de las investigaciones. Este es un esquema típico de aplicación del método del coste 
incrementado. Se deben retribuir todos los costes de la investigación acordados por las partes 
asociadas. El coste incrementado adicional puede reflejar cuán innovadora y compleja es la 
investigación desarrollada. 

D. Relación con otros métodos 

Los métodos tradicionales basados en la operación constituyen el medio más directo para precisar si 
las condiciones de las relaciones comerciales y financieras entre empresas asociadas responden a las 
de plena competencia. Por tanto, estos métodos tradicionales son preferibles a otros. Sin embargo, las 
complejidades de las situaciones reales de las actividades empresariales pueden implicar dificultades 
en la forma de aplicar los métodos tradicionales. En esas situaciones excepcionales en las que no 
existen datos disponibles o los disponibles no son de suficiente calidad como para confiar, únicamente 
o de forma absoluta, en los métodos tradicionales, puede resultar necesario preguntarse en qué 
condiciones, se pueden utilizar otros métodos. 

2.5 Otros métodos 

Otros métodos 

A. Introducción 

La parte B de este Capítulo ofrece un estudio de los planteamientos que podrían emplearse para 
aproximarse a las condiciones del principio de plena competencia cuando los métodos tradicionales de 
la operación no resultan adecuados si se aplican solos o, excepcionalmente, cuando su aplicación no 
es posible. El estudio denomina a estas otras alternativas "los métodos del beneficio de la operación", 
por ejemplo métodos que analizan los beneficios derivados de determinadas operaciones entre 
empresas asociadas. Los únicos métodos basados en los beneficios que satisfacen el principio de plena 
competencia son aquéllos que resultan compatibles con el método de reparto del beneficio y con el 
método del margen neto de la operación, tal y como son descritos en estas Directrices. De hecho, los 
denominados "métodos de los beneficios comparables" o "métodos del coste incrementado/precio de 
reventa modificados" sólo pueden ser aceptados en la medida en que sean compatibles con estas 
Directrices. La parte C estudia una alternativa que no puede considerarse que respete las condiciones 
del principio de plena competencia: el reparto global según una fórmula preestablecida. Los países 
miembros de la OCDE reiteran su apoyo al principio de plena competencia, por lo que rechazan el uso 
del reparto global según una fórmula preestablecida. 

B. Métodos del beneficio de la operación 
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3.2 Un método del beneficio de la operación estudia los beneficios que se derivan de determinadas 
operaciones vinculadas. A efectos de estas Directrices, los métodos del beneficio de la operación son 
el método de reparto del beneficio y el método del margen neto de la operación. Es muy poco frecuente 
que las empresas realicen operaciones donde el beneficio sea una condición "establecida o impuesta" 
en las operaciones. De hecho, las empresas raramente, si es que lo hacen en alguna ocasión, emplean 
un método del beneficio de la operación para fijar sus precios. No obstante, el beneficio derivado de 
una operación vinculada puede ser un indicador importante para conocer si la operación se ha visto 
afectada por condiciones distintas de las que hubieran establecido empresas independientes en 
circunstancias comparables. Por ello, en esos casos excepcionales en que la complejidad del mundo 
de los negocios dificulta en la práctica el modo de aplicar los métodos tradicionales de la operación y 
se respetan las salvaguardias establecidas en este Capítulo, la aplicación de los métodos del beneficio 
de la operación métodos de reparto del beneficio y del margen neto de la operación, puede aportar una 
aproximación en materia de precios de transferencia que resulte consistente con el principio de plena 
competencia. Sin embargo, los métodos del beneficio de la operación pueden no aplicarse de forma 
automática sencillamente por la dificultad de obtener la información. Los mismos criterios que sirven 
para concluir que no es recomendable aplicar un método tradicional deben reconsiderarse cuando se 
evalúa la conveniencia de un método del beneficio de la operación. La fiabilidad del método se debería 
determinar, pues, teniendo en cuenta los principios enunciados en este Informe: en especial, la 
relevancia de los ajustes que deban practicarse sobre los datos empleados y su fiabilidad. 

Los métodos basados en los beneficios sólo pueden aceptarse en la medida en que sean compatibles 
con el artículo 9 del Modelo de Convenio Liscal de la OCDE, especialmente, en lo que se refiere a su 
comparabilidad. Esto se alcanza mediante la aplicación de los métodos, que se aproximen al principio 
de plena competencia, lo cual comporta la tarea de comparar los beneficios procedentes de 
determinadas operaciones vinculadas con los que derivan de operaciones comparables entre empresas 
independientes. 

En ningún caso deberían emplearse los métodos del beneficio de la operación, que lleven a una 
sobreimposición de las empresas por la única razón de que obtienen beneficios inferiores a la media o 
en sentido contrario, rebajar la imposición a las empresas que generen unos beneficios superiores a la 
media. No existe justificación alguna, según el principio de plena competencia, para aplicar un 
impuesto adicional a las empresas que obtengan resultados menos favorables que la media cuando ello 
se deba a factores comerciales. 
i) Método de reparto del beneficio 
a) Generalidades 
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Cuando las operaciones se hallan muy relacionadas, quizá no sea factible evaluarlas de forma separada. 
En circunstancias similares, empresas independientes podrían decidir la constitución de una sociedad 
de personas y acordar una fórmula de reparto de los beneficios. Así pues, el método del reparto del 
beneficio trata de eliminar la incidencia que, sobre los beneficios, provocan las condiciones especiales 
acordadas o impuestas en una operación vinculada, fijando un reparto del beneficio que, normalmente, 
habrían acordado empresas independientes si hubieran realizado la operación u operaciones en 
cuestión. El método de reparto del beneficio identifica, en primer lugar, el beneficio que ha de 
distribuirse entre las empresas asociadas por las operaciones vinculadas. Posteriormente, se reparte ese 
beneficio entre las empresas asociadas en función de unos criterios económicamente válidos que se 
aproximan al reparto del beneficio que se hubiera previsto y reflejado en un acuerdo en condiciones 
de plena competencia. El beneficio conjunto puede ser el beneficio total derivado de las operaciones o 
un beneficio residual que representa el beneficio que no puede asignarse fácilmente a una de las partes, 
como es el beneficio derivado de intangibles de gran valor y, en ocasiones, únicos. La contribución de 
cada empresa se determinará a partir de un análisis funcional y se valorará, en la medida en que ello 
resulte posible, sobre la base de datos externos fiables disponibles en el mercado. El análisis funcional 
es un análisis de las funciones desempeñadas por cada empresa, dados los activos empleados y los 
riesgos asumidos por cada una de ellas. Los criterios exteriores procedentes del mercado pueden 
incluir, por ejemplo, los porcentajes de reparto del beneficio o los rendimientos obtenidos entre varias 
empresas independientes que realicen funciones comparables. 
b) Ventajas e inconvenientes 

Una de las ventajas del método de reparto del beneficio es que no suele basarse directamente en 
operaciones estrechamente comparables, por lo que cabe emplearlo en supuestos en los que esas 
operaciones entre empresas independientes no son identificables. La asignación de beneficios se 
fundamenta en el reparto de funciones entre las propias empresas asociadas. Los datos externos de 
empresas independientes son especialmente relevantes en el análisis de reparto del beneficio a la hora 
de calcular el valor de la aportación de cada empresa asociada a las operaciones, y no para fijar 
directamente el reparto del beneficio. En consecuencia, el método de reparto del beneficio ofrece 
flexibilidad al contemplar hechos y circunstancias específicos, y posiblemente únicos, de las empresas 
asociadas, que no se producen entre empresas independientes, a la vez que mantiene una aproximación 
al principio de plena competencia en la medida en que refleja lo que empresas independientes hubieran 
hecho presumiblemente en las mismas circunstancias. 

Otra ventaja reside en que, al amparo del método de reparto del beneficio, es menos probable que una 
de las dos partes de la operación vinculada obtenga un resultado excepcional e improbable en términos 
de beneficios, dado que ambas partes de la operación son evaluadas. Este aspecto adquiere especial 
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relevancia cuando se analiza la aportación de las partes con relación a los activos intangibles 
empleados en las operaciones vinculadas. Tener en cuenta las dos partes de la operación puede también 
permitir un reparto de las economías de escala u otras eficiencias conjuntas satisfactorio tanto para el 
contribuyente como para las Administraciones. 

El método de reparto del beneficio presenta también un cierto número de inconvenientes. Uno de ellos 
es que los datos externos del mercado, considerados en la determinación de la aportación que efectúa 
cada empresa asociada a las operaciones vinculadas, no se relacionan con estas operaciones tan 
estrechamente como cuando se emplean otros métodos. Cuanto más tenue sea la relación de los datos 
externos empleados en la aplicación del método de reparto del beneficio, más subjetiva devendrá la 
asignación de los beneficios. 

Un segundo inconveniente se refiere a las dificultades que derivan de la aplicación de este método. Por 
otra parte, el método de reparto del beneficio parece más accesible tanto para los contribuyentes como 
para las Administraciones tributarias puesto que tiende a apoyarse menos en la información relativa a 
las empresas independientes. Sin embargo, puede resultar difícil para las empresas asociadas y para 
las Administraciones tributarias la obtención de datos de las empresas filiales extranjeras. Además, las 
empresas independientes no emplean habitualmente el método de reparto del beneficio para fijar los 
precios de transferencia de sus operaciones, salvo quizás las joint ventures. Por otra parte, será difícil 
determinar los ingresos y los gastos conjuntos de todas las empresas asociadas participantes en las 
operaciones vinculadas, pues ello requeriría que los documentos contables se basarán en los mismos 
criterios y que se efectuarán ajustes para tener en cuenta las distintas prácticas contables y las divisas 
utilizadas. Asimismo, al aplicar el método de reparto del beneficio al beneficio de explotación se puede 
dificultar la identificación de los gastos de explotación relacionados con las operaciones analizadas y 
la asignación de los costes entre esas operaciones y otras actividades de las empresas asociadas. 

Las consideraciones anteriores, deberían valorarse cuando se trate de determinar si la aplicación del 
método de reparto del beneficio se halla justificada en función de los hechos y circunstancias. A mayor 
abundamiento, por las mismas razones, la aplicación del método de reparto del beneficio está sujeta a 
las conclusiones sobre y limitaciones de- los métodos del beneficio de la operación. 
c) Orientaciones para la aplicación 

Si el método de reparto del beneficio fuese a ser utilizado por empresas asociadas para fijar los precios 
de transferencia en sus operaciones vinculadas, cada empresa asociada debería esforzarse en alcanzar 
el reparto del beneficio que hubieran establecido empresas independientes en una relación de joint- 
venture. En general, las condiciones fijadas de este modo debieran basarse en beneficios futuros más 
que en beneficios reales, puesto que el contribuyente no puede conocer, en el momento en que se fijan 
las condiciones, el montante de los beneficios que se obtendrán de la actividad en cuestión. 



66 


Cuando una Administración tributaria inspecciona la aplicación del método para determinar si éste se 
aproxima de forma fiable a un precio de transferencia de plena competencia, es fundamental que tenga 
en cuenta que el contribuyente ignoraba, en el momento en que se fijaban las condiciones de la 
operación vinculada, cuáles serían los beneficios efectivamente obtenidos del desarrollo de la actividad 
en cuestión. De lo contrario, la aplicación del método de reparto del beneficio podría penalizar o 
favorecer al contribuyente al centrarse en circunstancias que razonablemente no podía haber previsto 
este último. Dicha aplicación sería contraria al principio de plena competencia, dado que, en 
circunstancias similares, las empresas independientes únicamente hubieran podido basarse en 
previsiones y no hubieran podido conocer, de antemano, el importe de los beneficios realizados. 

Al utilizar el método de reparto del beneficio para establecer las condiciones de las operaciones 
vinculadas, las empresas asociadas pretenderían obtener una división del beneficio como la realizada 
entre empresas independientes. La valoración de las condiciones de las operaciones vinculadas de las 
empresas asociadas empleando el método del reparto del beneficio será más sencilla para la 
Administración tributaria cuando dichas empresas han fijado, inicialmente, las condiciones sobre las 
mismas bases que las independientes. La valoración puede, por tanto, empezar sobre las mismas bases 
a efectos de verificar si el reparto de los beneficios concretos es consistente con el principio de plena 
competencia. 

Cuando las empresas asociadas han fijado las condiciones de sus operaciones vinculadas sobre una 
base distinta de la del método de reparto del beneficio, lo que prácticamente ocurrirá en todos los casos, 
la Administración tributaria debería evaluar esas condiciones en función del beneficio efectivo de la 
empresa. Sin embargo, convendría asegurar que se establece la aplicación de un método de reparto del 
beneficio en un contexto similar al que las empresas asociadas hubiesen tenido, sobre la base, por 
ejemplo, de los datos disponibles o razonablemente previsibles por dichas empresas, en el momento 
en el que las operaciones eran ejecutadas, a fin de evitar una apreciación a posteriori. 

Existen distintos enfoques para determinar el reparto de los beneficios ya sea basado en los beneficios 
previstos, ya sea en los beneficios efectivos, según el caso, que hubiesen pactado empresas 
independientes, dos de los cuales se analizan en los apartados siguientes. Estos enfoques -análisis de 
aportaciones y análisis residual- no son, necesariamente, exhaustivos, ni mutuamente excluyentes. 

En un análisis de las aportaciones, los beneficios conjuntos, que están constituidos por el montante 
total de los beneficios que correspondan a las operaciones vinculadas sometidas a inspección, se 
repartirían entre las empresas asociadas, atendiendo al valor relativo de las funciones desarrolladas por 
cada una de las empresas asociadas que participe en las operaciones vinculadas, complementado en la 
medida de lo posible por los datos exteriores relativos al mercado que muestre cómo hubieran repartido 
el beneficio empresas independientes en circunstancias similares. En los casos en que el valor relativo 
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de las aportaciones pueda ser medido directamente, puede no ser necesario calcular el valor de mercado 
de las aportaciones de cada participante. 

Normalmente, el beneficio a totalizar y repartir en el ámbito del análisis de aportaciones es el beneficio 
de explotación. Esta forma de aplicar el reparto del beneficio garantiza que tanto los beneficios como 
los gastos de una empresa multinacional sean imputados de modo consistente a la empresa asociada 
correspondiente. Sin embargo, a veces puede convenir el reparto de los beneficios brutos y la 
deducción posterior de los gastos incurridos o imputables a cada empresa afectada, excluyendo los 
gastos que ya se han tenido en cuenta en la determinación de los beneficios brutos. En estos casos, 
cuando los distintos análisis se aplican a efectos de repartir la renta bruta y los gastos deducibles de la 
empresa multinacional entre sus empresas asociadas, debe asegurarse que los gastos incurridos o 
atribuidos a cada empresa son coherentes con las actividades de dicha empresa y con los riesgos 
asumidos, así como que el propio reparto de los beneficios brutos es compatible con la localización de 
actividades y riesgos. Por ejemplo, en el caso de una empresa multinacional que desarrolla operaciones 
comerciales altamente integradas a escala mundial, afectando a distintos tipos de activos, es posible 
determinar las empresas que han incurrido en los gastos o a las que se les han imputado, pero no ya 
fijar con precisión qué actividades comerciales están directamente relacionadas con esos gastos. En tal 
caso, puede resultar conveniente repartir los beneficios brutos de cada actividad comercial y luego 
deducir de los beneficios brutos totales resultantes los gastos incurridos o atribuibles a cada empresa, 
teniendo en cuenta la advertencia enunciada. 

Puede ser difícil fijar el valor relativo de la aportación de cada una de las empresas asociadas a las 
operaciones vinculadas y el enfoque dependerá, habitualmente, de los hechos y circunstancias que 
concurren en cada caso. Una solución podría consistir en comparar la naturaleza e intensidad de la 
aportación de distinto tipo realizada por cada parte, por ejemplo, prestación de servicios, gastos de 
desarrollo, capital invertido, y la asignación de un porcentaje en función de esta comparación y de los 
datos exteriores relativos al mercado. 

El análisis residual distribuye en dos fases el beneficio conjunto de las operaciones vinculadas. En la 
primera, a cada participante se le imputan suficientes beneficios como para garantizarle un rendimiento 
básico correspondiente al tipo de operaciones que efectúa. Normalmente, este rendimiento básico se 
determinará tomando como referencia los rendimientos del mercado obtenidos en operaciones 
similares entre empresas independientes. En consecuencia, el rendimiento básico no tendrá en cuenta, 
por lo general, el beneficio derivado de activos únicos y de gran valor poseídos por los participantes. 
En la segunda fase, cualquier beneficio residual o pérdida resultante del reparto efectuado en la primera 
fase sería asignado entre los participantes en función de un análisis de los hechos y circunstancias 
susceptibles de indicar en qué modo se habría repartido ese beneficio o pérdida residual entre empresas 
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independientes. Podrían ser, especialmente, útiles, en este contexto, los indicadores de las aportaciones 
de las partes en activos intangibles y de sus respectivos poderes de negociación. 

El análisis residual podría derivarse de la aplicación de otros métodos. Por ejemplo, los datos del 
mercado obtenidos en el ámbito de los métodos tradicionales basados en las operaciones pueden 
contribuir a la determinación preliminar de beneficios habituales imputables a las empresas asociadas 
cuando una de ellas fabrica un producto único, empleando procesos patentados, y posteriormente 
transfiere dicho producto a la segunda empresa asociada para someterlo a otros procesos patentados y 
para su distribución. 

Una posible alternativa para el análisis residual sería tratar de reproducir el resultado que se derivaría 
de las negociaciones entre empresas independientes en el mercado libre. En este contexto, el 
rendimiento básico de cada participante corresponde al precio más bajo posible que estaría dispuesto 
a aceptar un vendedor independiente en circunstancias similares y al precio más alto que, 
razonablemente, estaría dispuesto a pagar un comprador. Cualquier divergencia entre estas dos cifras 
indicaría el beneficio residual en torno al cual tendrían lugar las negociaciones entre dos empresas 
independientes. Por lo tanto, el análisis residual dividiría el importe del conjunto de beneficios en 
función de cualquiera de los factores relevantes para las empresas asociadas, lo cual mostraría cómo 
unas empresas independientes se hubieran repartido entre sí la diferencia entre el precio mínimo del 
vendedor y el máximo del comprador. 

En ciertos casos, podría efectuarse un análisis, quizás como una parte del reparto del beneficio residual 
o como un método de repartir los beneficios por derecho propio, teniendo en cuenta los flujos de 
tesorería actualizados de las partes de las operaciones vinculadas en el ciclo del producto de la empresa. 
Este método puede ser efectivo en las siguientes circunstancias: cuando se incluya la puesta en marcha, 
cuando las previsiones de tesorería se hayan efectuado sobre la base de la posible viabilidad del 
proyecto, y la inversión en capital y el volumen de ventas puedan estimarse con un nivel de certidumbre 
razonable. En cualquier caso, la fiabilidad de un enfoque de este tipo dependerá del empleo de una tasa 
de actualización adecuada que debería basarse en las referencias existentes en el mercado. Desde este 
punto de vista, debería indicarse que las primas de riesgo fijadas para toda la industria a efectos de 
calcular la tasa de actualización adecuada no distinguen entre las sociedades individuales y aún menos 
entre segmentos de actividades, y la estimación de la fecha de obtención de los ingresos puede ser 
problemática. En consecuencia, un enfoque semejante requiere unas dosis altas de prudencia y debería 
completarse, en lo posible, con información obtenida por otros métodos. 

El objetivo de este Informe no consiste en suministrar una lista exhaustiva de las modalidades de 
aplicación del método de reparto del beneficio. La aplicación del método dependerá de las 
circunstancias concretas de cada caso y de la información disponible. En cualquier caso, el objetivo 
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primordial será aproximarse al máximo al reparto de los beneficios que habrían realizado las partes si 
éstas hubiesen sido empresas independientes operando en condiciones de plena competencia. 

Otra de las posibilidades, aún sin analizar, consiste en repartir el beneficio conjunto de modo tal que 
cada empresa asociada que participa en las operaciones vinculadas obtenga la misma tasa de 
rendimiento del capital invertido en esta operación. Este método asume que el capital invertido por 
cada participante en la operación se halla sometido a un nivel de riesgo similar de forma que cabe 
suponer que los participantes obtendrán tasas similares de rendimiento a las que conseguirían si 
operasen en el mercado libre. No obstante, esta suposición puede no ser realista. Por ejemplo, 
desestima las condiciones de los mercados de capitales y podría ignorar otros aspectos relevantes que 
un análisis funcional evidenciaría y que son significativos en un reparto del beneficio. En 
consecuencia, la aplicación de este método exige mucha prudencia y, en cualquier caso, tendrían que 
considerarse otros métodos de reparto del beneficio antes de elegir éste. 

Otra posibilidad es fijar el reparto del beneficio sobre la base de la actual división efectiva de los 
mismos en operaciones comparables entre empresas independientes. En la mayor parte de los casos 
donde los métodos tradicionales no sean utilizables, será difícil hallar empresas independientes que 
desarrollen operaciones suficientemente comparables para el empleo de este planteamiento como 
opción fundamental. Aun cuando dichas operaciones existan, los contribuyentes y las 
Administraciones tributarias pudieran carecer de las informaciones necesarias acerca de las empresas 
independientes. Sin embargo, los acuerdos de cooperación no se limitan a las empresas asociadas, sino 
que a veces también se producen entre empresas independientes. Las empresas independientes pueden 
establecer acuerdos de tipo joint venture porque quieren desarrollar, por ejemplo, un proyecto de 
investigación concreto. En estos casos, las empresas independientes pueden alcanzar acuerdos en los 
que los precios son corregidos a posteriori, por ejemplo, porque la rentabilidad es imprevisible y 
quieren repartir los riesgos y los costes incurridos. Determinadas empresas independientes podrían 
optar por constituir una verdadera joint-venture y, en ese caso, probablemente acordarían una 
modalidad de reparto del beneficio, ii) Método del margen neto de la operación 
a) Generalidades 

El método del margen neto de la operación determina, a partir de una base adecuada, por ejemplo, 
costes, ventas, activos, el margen neto de beneficio que obtiene un contribuyente de una operación 
vinculada. En consecuencia, el método del margen neto de la operación se implementa de modo similar 
al método del coste incrementado y al método del precio de reventa. Esta similitud significa que, para 
que el método del margen neto de la operación se aplique de forma fiable, debe hacerse de manera 
compatible con la puesta en funcionamiento de los otros dos métodos, método del coste incrementado 
y método del precio de reventa. En particular, esto implica que el margen neto que obtiene el 
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contribuyente de una operación vinculada idealmente debiera fijarse tomando como referencia al 
margen neto que el mismo contribuyente obtiene en operaciones comparables no vinculadas. Cuando 
no sea posible, puede resultar indicativo el margen neto que habría obtenido en operaciones 
comparables una empresa independiente. Es necesario un análisis funcional de la empresa asociada y, 
en último término, de la empresa independiente, para determinar si las operaciones son comparables y 
qué ajustes deben practicarse para obtener resultados fiables. 
b) Ventajas e inconvenientes 

Una de las ventajas del método del margen neto de la operación es que los márgenes netos, por ejemplo, 
el rendimiento de los activos, la relación entre beneficio de explotación y ventas y otros posibles 
indicadores de beneficio neto, son menos sensibles a las diferencias que afectan a las operaciones, lo 
cual no es el caso con el precio, tal y como se usó en el método del precio libre comparable. Los 
márgenes netos pueden ser más tolerantes que el margen bruto con respecto a algunas diferencias 
funcionales entre las operaciones vinculadas y las no vinculadas. Las diferencias entre empresas, desde 
la óptica de las funciones desempeñadas, se suelen reflejar en las variaciones de los gastos de 
explotación. En consecuencia, las empresas pueden tener un amplio abanico de márgenes brutos y a 
pesar de ello obtener un nivel similar de beneficios netos. 

Otra ventaja práctica es que no hay que fijar las funciones desarrolladas ni las responsabilidades 
asumidas por cada una de las empresas asociadas. Asimismo, tampoco es necesario homogeneizar los 
documentos contables de los participantes en la actividad empresarial, ni imputar costes a todos los 
participantes. En la práctica esto puede ser muy ventajoso cuando una de las partes de la operación es 
compleja y realiza diversas actividades estrechamente relacionadas o cuando es difícil obtener 
información fiable sobre una de las partes. 

El método del margen neto de la operación presenta también ciertos inconvenientes. Quizás el mayor 
inconveniente es que el margen neto de un contribuyente está influido por diversos factores que no 
tienen incidencia, o la tienen en menor medida, sobre los márgenes brutos. Estos elementos dificultan 
la fijación exacta y fiable de los márgenes netos de plena competencia. Por ello, es importante 
suministrar unas indicaciones detalladas acerca del establecimiento de la comparabilidad para el 
método del margen neto de la operación. 

La aplicación de cualquier método conforme con el principio de plena competencia requiere 
información relativa a las operaciones no vinculadas que quizá no estén disponibles en el momento en 
que tienen lugar las operaciones vinculadas. Ello puede plantear dificultades a los contribuyentes que 
se esfuercen en aplicar el método del margen neto de la operación en el momento de realizar las 
operaciones vinculadas. Por otra parte, puede que los contribuyentes no tengan acceso a informaciones 
suficientemente precisas acerca de los beneficios imputables a las operaciones no vinculadas que 
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permitan aplicar el método de forma aceptable. Asimismo, puede que sea difícil identificar los 
beneficios y los gastos de explotación relacionados con las operaciones vinculadas que posibilitan la 
fijación del rendimiento financiero empleado como indicador de los beneficios de las operaciones. Los 
funcionarios de la Administración tributaria pueden disponer de más información obtenida de 
actuaciones con otros contribuyentes. De todas formas, al igual que con cualquier otro método, sería 
injusto aplicar el método del margen neto de la operación basándose en dichos datos, salvo que puedan 
revelarse, respetando los límites exigidos por las normas fiscales sobre confidencialidad al 
contribuyente de forma que le permitan defender su posición y garantizar un efectivo control judicial 
por parte de los tribunales. 

El método del margen neto de la operación plantea otro problema y es que suele aplicarse sólo a una 
de las empresas asociadas. Un análisis practicado sólo desde la óptica de una de las partes no distingue 
este método de la mayoría de los demás, puesto que el método del precio de reventa y del coste 
incrementado también adolece de lo mismo. Sin embargo, el hecho de que numerosos factores, ajenos 
a los precios de transferencia, puedan afectar a los márgenes netos y reducir la fiabilidad de este 
método, convierte en más problemático este carácter unilateral. Un análisis unilateral puede ignorar, a 
efectos de comparaciones, la rentabilidad global del grupo multinacional derivada de las operaciones 
vinculadas. También puede llevar a imputar a un miembro de un grupo multinacional un nivel de 
beneficio que, implícitamente, fija unos niveles de beneficios increíblemente bajos o altos para los 
demás miembros del grupo. Aunque el impacto sobre los beneficios de las otras partes de la operación 
no sea siempre un factor decisivo en la fijación del precio de transferencia, puede jugar un papel de 
comprobación adicional de los resultados obtenidos. 

Surgirán grandes dificultades para determinar el ajuste correlativo adecuado, cuando se aplique el 
método del margen neto de la operación, especialmente cuando no sea posible reconstruir un precio 
de transferencia. Es el caso, por ejemplo, de un contribuyente que opera con empresas asociadas tanto 
para vender como para comprar, a efectos de una misma operación vinculada. En esos extremos, si el 
método del margen neto de la operación señala que el beneficio del contribuyente debe ajustarse al 
alza, puede existir incertidumbre respecto a cuál es la empresa asociada que debe ver ajustados a la 
baja sus beneficios. 

Todos estos elementos de juicio deberían contemplarse a la hora de pronunciarse sobre si es adecuada 
la aplicación del método del margen neto de la operación dados los hechos y circunstancias de un caso 
concreto. Y lo que es más importante: por las anteriores consideraciones, la aplicación del margen neto 
está sujeta a las conclusiones y limitaciones de los métodos basados en el beneficio de la operación. 
c) Orientaciones para la aplicación 

1. Criterio de comparabilidad aplicable al método del margen neto de la operación. 
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Los precios probablemente resulten afectados por diferencias en los productos y los márgenes brutos 
probablemente lo sean por diferencias en las funciones, pero los beneficios de explotación acusan 
menos los efectos de estas diferencias. Sin embargo, al igual que para los métodos del precio de reventa 
y del coste incrementado, a los que se parece el método del margen neto de la operación, ello no 
significa que una mera similitud de funciones entre dos empresas lleve necesariamente a 
comparaciones fiables. Admitiendo que se puedan aislar, a fin de aplicar este método, funciones 
similares entre el amplio abanico de las que estas empresas pueden desempeñar, los márgenes de 
beneficio de estas funciones no son automáticamente comparables cuando, por ejemplo, las empresas 
en cuestión las ejercen en distintos sectores económicos o en mercados con distintos niveles de 
rentabilidad. Cuando las operaciones comparables no vinculadas que se emplean son las de una 
empresa independiente, es necesario que exista un elevado grado de similitud en distintos aspectos 
entre la empresa asociada y la empresa independiente en cuestión, a fin de poder comparar las 
operaciones vinculadas; existen múltiples factores, distintos de los productos y las funciones, que 
pueden repercutir significativamente en los márgenes netos. 

El empleo de márgenes netos puede potencialmente introducir una mayor volatilidad en la fijación de 
los precios de transferencia por dos razones. En primer lugar, los márgenes netos pueden verse 
afectados por factores que no producen efectos o que son menos relevantes o menos directos, en los 
márgenes brutos y en los precios, puesto que los gastos de explotación pueden fluctuar de una empresa 
a otra. En segundo lugar, los márgenes netos pueden verse afectados por algunos de los mismos 
factores, tales como la posición competitiva, que pueden repercutir en el precio y en los márgenes 
brutos, pero en este caso, será más difícil eliminar la incidencia de estos factores. En los métodos 
tradicionales basados en las operaciones, el efecto de estos factores puede tal vez eliminarse por el 
mero hecho de recalcar las similitudes entre productos y funciones. 

Los márgenes netos pueden resultar directamente afectados por los factores propios del sector 
empresarial de la siguiente manera: el riesgo de penetración de nuevas compañías; la posición 
competitiva; la eficiencia en la gestión y las estrategias individuales; el riesgo de productos 
sustitutivos; las diferentes estructuras de costes como se refleja, por ejemplo en la antigüedad de la 
planta y de los equipos, las diferencias en el coste del capital autofinanciación o endeudamiento y el 
grado de experiencia sectorial negocio en fase de puesta en marcha o de maduración, por ejemplo,. A 
su vez, cada uno de dichos factores puede verse influido por otros muchos elementos. Así, el nivel de 
amenaza de penetración de nuevas compañías en el mercado dependerá de la diferenciación de 
productos, de las necesidades de capital, de las subvenciones y de la legislación aplicable. Algunos de 
estos factores también pueden intervenir en la aplicación de los métodos tradicionales basados en las 


operaciones. 
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Suponiendo, por ejemplo, que un contribuyente venda magnetoscopios, vídeos de calidad superior a 
una empresa asociada y que los datos de los que se dispone se refieran a los beneficios de la venta de 
magnetoscopios de calidad media. Suponiendo que el mercado de magnetoscopios de calidad superior 
sea un mercado en crecimiento, se caracterice por fuertes barreras de entrada, un número reducido de 
competidores y ofrezca amplias posibilidades de diferenciación de productos. Todos estos factores 
posiblemente entrañan un efecto importante sobre la rentabilidad de las actividades inspeccionadas y 
de las actividades comparadas, en cuyo caso deberán ajustarse. Como en otros métodos, la fiabilidad 
de los ajustes necesarios condiciona la fiabilidad del análisis. Debería hacerse constar que, aun cuando 
dos empresas ejerzan actividades exactamente iguales, la rentabilidad variará en función de sus cuotas 
de mercado, de sus posiciones competitivas, etc. 

Podría argumentarse que las inexactitudes potenciales de los factores citados se reflejarán en la 
amplitud del rango de plena competencia. El uso del rango puede mitigar, en cierta medida, el nivel 
de inexactitud, pero posiblemente no tenga en cuenta las situaciones en que un factor específico del 
contribuyente reduzca sus beneficios. En este caso, el rango no debe incluir aquellos puntos que 
representen los beneficios de las empresas independientes que se hallan afectadas de modo similar por 
un factor único. En definitiva, el empleo de un rango no solucionará, en todos los casos, las dificultades 
expuestas anteriormente. 

El método del margen neto de la operación puede ofrecer una solución práctica a otros problemas de 
precios de transferencia insolubles si se utiliza de forma racional, practicando los ajustes necesarios 
que permitan valorar la clase de diferencias mencionadas anteriormente. La utilización de este método 
demandaría que se fijaran los márgenes netos sobre las operaciones no vinculadas realizadas por el 
mismo contribuyente en circunstancias comparables o que, cuando las operaciones comparables no 
vinculadas fuesen las de una empresa independiente, se tuvieran suficientemente en cuenta las 
diferencias entre las empresas asociadas y las empresas independientes con una influencia sustancial 
sobre el margen neto empleado. Muchos países temen que las salvaguardias establecidas por los 
métodos tradicionales sean ignoradas en la aplicación del método del margen neto de la operación. En 
consecuencia, cuando las diferencias entre las características de las empresas comparadas repercutan 
significativamente sobre los márgenes netos usados, no sería adecuado aplicar el método del margen 
neto de la operación sin practicar los ajustes necesarios para compensar esas diferencias. El alcance y 
fiabilidad de estos ajustes afectarán a la fiabilidad relativa del análisis en el ámbito del método del 
margen neto de la operación. 

Otro aspecto importante de la comparabilidad es la coherencia de las cuantificaciones efectuadas. Los 
márgenes netos de la empresa asociada y los de la empresa independiente deben medirse de forma 
coherente. Asimismo, pueden existir diferencias en el tratamiento de los gastos de explotación y de 
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otros gastos que afecten a los márgenes netos, tales como las amortizaciones, las reservas o las 
provisiones, que deberán considerarse a fin de alcanzar un nivel de comparabilidad aceptable. 

2. Otras orientaciones. 

Para la aplicación del método del margen neto de la operación, distintos elementos deberían afectar a 
la elección del margen. Por ejemplo, entre estos elementos se incluirían si los activos empleados en 
los cálculos han sido adecuadamente valorados y, especialmente, en qué medida existe un activo 
intangible cuyo valor no está registrado en la contabilidad de la empresa y si ciertos costes específicos 
deben repercutirse, incrementarse o excluirse totalmente de los cálculos. 

Un análisis según el método del margen neto de la operación sólo debería considerar los beneficios de 
la empresa asociada que son imputables a determinadas operaciones vinculadas. En consecuencia, no 
sería oportuno aplicar el método del margen neto de la operación al nivel del conjunto de la sociedad 
si ésta realiza muchas operaciones vinculadas diferentes que no pueden compararse adecuadamente de 
forma conjunta con las de una empresa independiente. Del mismo modo, cuando se analizan las 
operaciones entre empresas independientes, en la medida en que es necesario tenerlas en cuenta, los 
beneficios imputables a las operaciones que no son similares a las operaciones vinculadas objeto de 
inspección deberían excluirse de la comparación. Por último, cuando se utilizan los márgenes de 
beneficio de una empresa independiente, los beneficios imputables a las operaciones de la empresa 
independiente no deben distorsionarse por tomar en consideración las operaciones vinculadas de esa 
empresa. 

La empresa asociada a la que se aplica el método del margen neto de la operación debería ser la 
empresa en relación con la cual se han identificado los datos fiables relativos a las operaciones 
comparables más similares. A menudo, esto implicará elegir a la empresa asociada menos compleja 
entre las empresas involucradas en la operación vinculada , que además no posea activos intangibles 
valiosos o activos exclusivos En cualquier caso, la elección puede restringirse por la insuficiencia de 
datos disponibles de las operaciones realizadas por empresas situadas en una jurisdicción fiscal 
extranjera. 

Los datos de distintos años deberían emplearse para la aplicación del método del margen neto de la 
operación, ya sea en la empresa inspeccionada, ya sea en las empresas independientes en la medida en 
que sus márgenes netos se comparan para medir el impacto en los beneficios del ciclo de los productos 
y de la coyuntura económica. Por ejemplo, los datos de distintos años podrían mostrar si las empresas 
independientes que realizan operaciones no vinculadas comparables han sufrido los efectos de la 
coyuntura económica durante el mismo período de tiempo y del mismo modo que la empresa asociada 
inspeccionada. Estos datos podrían demostrar, también, si unos patrones empresariales similares a lo 
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largo del mismo período de tiempo han afectado a los beneficios de las empresas independientes 
comparables de la misma forma que han afectado a los de la empresa asociada objeto de inspección. 
También es importante tomar en consideración un rango o intervalo, de resultados cuando se utiliza el 
método del margen neto de la operación. En este sentido, usar un rango podría contribuir a reducir los 
efectos de las diferencias de las características propias de las empresas asociadas y de cualesquiera 
empresas independientes que realizan operaciones no vinculadas comparables, pues se dispondría de 
un intervalo de resultados para distintas condiciones comerciales y financieras. 

Ejemplos de aplicación del método del margen neto de la operación 

A modo de ejemplo, el caso del método del coste incrementado la necesidad de ajustar el margen bruto 
derivado de las operaciones a fin de obtener una comparación coherente y fiable. Estos ajustes pueden 
efectuarse sin dificultad cuando los costes correspondientes pueden analizarse fácilmente. No obstante, 
cuando es sabido que un ajuste es necesario, pero no pueden identificarse los costes particulares que 
requiere el ajuste, cabe al menos la posibilidad de identificar el margen neto de la operación y de este 
modo asegurar la coherencia en la medición. Por ejemplo, si los gastos de supervisión, generales y 
administrativos que son tratados como parte de los costes de ventas a empresas independientes X, Y y 
Z no pueden identificarse a fin de ajustar el margen bruto para la aplicación fiable del método del coste 
incrementado, puede ser necesario examinar los márgenes netos en ausencia de comparaciones más 
aceptables. 

Quizá se requiera un enfoque similar cuando existen diferencias entre las funciones desarrolladas por 
las partes objeto de comparación. Debido a las diferencias de productos y de mercados, puede resultar 
imposible hallar un precio libre comparable y el método del precio de reventa no sería fiable, dado que 
el margen bruto de las empresas independientes debiera ser más alto que el de la empresa asociada con 
el fin de reflejar las funciones adicionales y cubrir costes adicionales desconocidos. En este ejemplo, 
puede ser más fiable examinar los márgenes netos para evaluar la diferencia en los precios de 
transferencia que correspondería a la diferencia de funciones. En ese caso, el empleo de márgenes 
netos debe tener en cuenta la comparabilidad y puede implicar el riesgo de no resultar fiable si las 
funciones adicionales o las diferencias del mercado tuvieran un efecto importante sobre el margen 
neto. 

Los hechos son los mismos que en el apartado 2.30. Sin embargo, el importe de los gastos de garantía 
en que incurre el distribuidor A resulta imposible de cuantificar, de forma que no puede procederse a 
ajustar de un modo fiable el beneficio bruto de A para que su margen de beneficio bruto sea comparable 
al de B. Sin embargo, si no hay otras diferencias funcionales relevantes entre A y B y si se conoce la 
relación entre el beneficio neto de A y sus ventas, podría aplicarse el método del margen neto de la 
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operación a B, comparando el margen de las ventas de A con relación a sus beneficios netos y el 

margen calculado sobre las mismas bases de B. 

iii) Los métodos del beneficio de la operación: conclusiones 

Los métodos tradicionales son preferibles a los métodos basados en el beneficio de la operación a 
efectos de determinar si un precio de transferencia es un precio de plena competencia; es decir si 
existen o no condiciones especiales que afecten al reparto de los beneficios entre las dos empresas 
asociadas. Hoy por hoy, la experiencia demuestra que, en la mayoría de los casos, pueden aplicarse los 
métodos tradicionales basados en las operaciones. 

Sin embargo, se producen casos en los que los métodos tradicionales no pueden aplicarse solos o, 
excepcionalmente, no pueden aplicarse en absoluto. Estos casos deben considerarse como una última 
opción. Únicamente surgen cuando no existen suficientes datos de operaciones no vinculadas, 
probablemente debido a un comportamiento, por parte del contribuyente, nada cooperativo en la 
aplicación de estas directrices o cuando esos datos no se consideran fiables o las circunstancias de la 
situación económica son muy particulares. En estos extremos, consideraciones prácticas abogan por la 
aplicación de un método del beneficio de la operación, individualmente o en combinación con los 
métodos tradicionales. Sin embargo, incluso en última instancia, no sería oportuno aplicar un método 
del beneficio de la operación sin verificar previamente su fiabilidad. Los mismos factores que 
permitieron concluir que no era posible aplicar de forma fiable el método tradicional basado en las 
operaciones, deben tenerse en cuenta de nuevo a efectos de fiabilidad del método del beneficio de la 
operación. En consecuencia, si es necesario agregar las operaciones para aplicar un método del 
beneficio de la operación y resulta viable agregar las mismas operaciones y aplicar un método 
tradicional, deberán considerarse los efectos de esta agregación sobre la fiabilidad de los dos métodos 
el criterio general es que hay que tratar de evitar la utilización de los métodos del beneficio de la 
operación. 

Un método del beneficio de la operación podrá posiblemente emplearse en los casos en que su 
aplicación haya sido juzgada conveniente por las empresas asociadas afectadas por las operaciones y 
por las Administraciones tributarias de las jurisdicciones de dichas empresas asociadas. Los métodos 
del beneficio de la operación también pueden ser útiles en la identificación de los casos que requieran 
de investigaciones ulteriores. 

En la mayoría de los países, la aplicación de los métodos del beneficio de la operación se limita al 
método de reparto del beneficio, cuya utilización no ha sido muy frecuente y se ha dado sobre todo en 
el ámbito de procedimientos amistosos bilaterales; o sea, en situaciones en las que el riesgo de no 
mitigar la doble imposición es mínimo. Muy pocos países tienen bastante experiencia en la aplicación 
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del método del margen neto de la operación, y la mayoría lo considera experimental y por ello prefiere 
emplear en casos de última instancia el método de reparto del beneficio. 

Como ya se ha indicado, el método del margen neto de la operación suscita serias preocupaciones, 
especialmente porque puede aplicarse sin tener adecuadamente en cuenta las diferencias relevantes 
entre las empresas asociadas y las empresas independientes que son objeto de comparación. Muchos 
países temen que las salvaguardias fijadas por los métodos tradicionales sean ignoradas en la aplicación 
del método del margen neto de la operación. Por ello, cuando las diferencias entre las empresas objeto 
de comparación afectan sensiblemente a los márgenes netos empleados, no sería adecuada la 
aplicación del método del margen neto de la operación sin practicar los ajustes que tengan en cuenta 
esas diferencias. 

El reconocimiento de que el uso de los métodos del beneficio de la operación puede ser necesario no 
implica que las empresas independientes los utilicen para fijar sus precios. Más bien se considera que 
los métodos del beneficio de la operación son métodos que contribuyen a determinar, en casos de 
última instancia, si el precio de transferencia que se ha fijado es conforme con el principio de plena 
competencia. Como para cualquier otro método, es importante que sea posible calcular los ajustes 
correlativos adecuados cuando se apliquen los métodos del beneficio de la operación, teniendo en 
cuenta que en ciertos casos los ajustes correlativos pueden determinarse globalmente. 

La falta de experiencia en la aplicación de los métodos del beneficio de la operación por parte de un 
número significativo de países miembros de la OCDE complica el establecimiento preciso de los 
límites que deben fijarse para la aplicación de estos métodos. Por esta razón y, más especialmente, por 
las preocupaciones que suscitan los métodos del beneficio de la operación, el Comité de Asuntos 
Fiscales acometerá, en los próximos años, un programa de seguimiento de la aplicación de ambos 
métodos, los tradicionales y los del beneficio de la operación a fin de revisar este Informe 
periódicamente, si procede a tenor de los resultados obtenidos. Este seguimiento no sólo abarcará los 
exámenes de evaluación mutua entre los países miembros de la OCDE, sino también el examen de 
cualesquiera casos problemáticos que las Administraciones tributarias o los contribuyentes sometan al 
Comité durante este período de supervisión. Para facilitar este proceso, se recomienda a los países que 
conserven la mayor documentación posible sobre la aplicación de los métodos de fijación de precios 
de transferencia, la frecuencia de utilización de los métodos del beneficio de la operación y las razones 
por las que se recurrió a los primeros métodos citados. En líneas generales, todos los países deberían 
ser conscientes de la necesidad de aplicar las directrices enunciadas en este Informe de forma equitativa 
y equilibrada entre dos Estados afectados, a fin de evitar la doble imposición 

En cualquier caso, se requiere la máxima prudencia a la hora de determinar si un método del beneficio 
de la operación, cuando se aplica a un aspecto particular de un caso, puede dar lugar a un resultado de 
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plena competencia, individualmente o en combinación con un método tradicional. Esta cuestión, en 
último término, sólo podrá resolverse caso por caso, sopesando las ventajas e inconvenientes señalados 
anteriormente respecto del uso de un método del beneficio de la operación. Asimismo, estas 
conclusiones presuponen que los países habrán alcanzado un cierto grado de sofisticación en sus 
sistemas fiscales para aplicar dichos métodos. En consecuencia, los métodos del beneficio de la 
operación no deberían nunca ser utilizados por las administraciones de los países que carecen de un 
sistema jurídico e institucional que garantice que se toman las precauciones necesarias. Ello incluiría 
la existencia de mecanismos eficaces de recursos administrativos. El Comité de Asuntos Fiscales tiene 
la intención de iniciar conversaciones con los países no miembros más importantes sobre la aplicación 
de los principios y métodos enunciados en este informe y sobre sus eventuales modificaciones. 

Una Administración tributaria que reivindique la aplicación de un método de beneficio de la operación 
debiera tener muy en cuenta la carga de demostrar a la Administración tributaria del otro Estado, en 
un procedimiento amistoso, que este método se halla justificado y consigue una mejor aproximación a 
una fijación de precios de plena competencia tomando en consideración todos los hechos y 
circunstancias del caso. Las Administraciones tributarias debieran ser también conscientes del peso 
importante de las normas en materia de carga de la prueba en los procedimientos arbitrales. 

C. Un método que no se adecúa al principio de plena competencia: el reparto global según una 
fórmula preestablecida 
i) Antecedentes y descripción del método 

El reparto global según una fórmula preestablecida ha sido propuesta, en ocasiones, como alternativa 
al principio de plena competencia para determinar el reparto adecuado de los beneficios entre distintas 
jurisdicciones tributarias. Hasta la fecha no se ha aplicado este método en el ámbito de la relaciones 
entre dos países, aunque sí se ha empleado por algunas jurisdicciones fiscales locales. 

El método del reparto global según una fórmula preestablecida repartiría los beneficios globales 
consolidados de un grupo multinacional entre las empresas asociadas situadas en distintos países por 
medio de una fórmula predeterminada y automática. Este método constaría de tres elementos 
esenciales: determinar la unidad gravable es decir, las filiales y sucursales del grupo multinacional 
deberían conformar la entidad global imponible, determinar con precisión los beneficios globales; y 
establecer la fórmula aplicable para repartir los beneficios globales de la unidad considerada. La 
fórmula se fundamenta posiblemente en una combinación de costes, activos, salarios y ventas. 

Los métodos del reparto global según una fórmula preestablecida no deberían confundirse con el resto 
de métodos sobre el beneficio de la operación estudiada en la parte B de este Capítulo. Estos métodos 
emplearían una fórmula de reparto del beneficio predeterminada para todos los contribuyentes, 
mientras que los métodos del beneficio de la operación comparan caso por caso los beneficios de una 
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o varias empresas asociadas con el beneficio que empresas independientes comparables hubieran 
tratado de alcanzar en circunstancias comparables. Los métodos del reparto global según una fórmula 
preestablecida tampoco deberían confundirse con la aplicación específica de una fórmula desarrollada 
por ambas Administraciones tributarias en cooperación con un contribuyente determinado o con un 
grupo multinacional tras un análisis minucioso de los hechos y circunstancias particulares, tal y como 
podría suceder en el ámbito de un procedimiento amistoso, de un acuerdo previo sobre precios de 
transferencia o de otro mecanismo bilateral o multilateral. Esa fórmula se obtiene de los hechos y 
circunstancias específicas del contribuyente y, por tanto, evita el carácter globalmente predeterminado 
y automático de los métodos de reparto global según una fórmula preestablecida. 
ii) Comparación con el principio ele plena competencia 

Los partidarios del reparto global según una fórmula preestablecida estiman que este método ofrece, 
con relación al principio de plena competencia, una mayor comodidad administrativa y una mayor 
seguridad para el contribuyente. Asimismo afirman que los métodos del reparto global según una 
fórmula preestablecida son más coherentes con la realidad económica. Argumentan que un grupo 
multinacional debe considerarse en su globalidad o de forma consolidada para reflejar adecuadamente 
las realidades de las relaciones comerciales entre las empresas asociadas del grupo. Consideran que el 
método basado en contabilidades distintas no resulta adecuado para grupos altamente integrados, 
puesto que es difícil determinar la aportación exacta que cada empresa asociada efectúa al beneficio 
global del grupo multinacional. 

Dejando a un lado estos argumentos, los partidarios del reparto global según una fórmula 
preestablecida sostienen que este método reduce el coste de cumplimiento de las obligaciones fiscales 
para el contribuyente, puesto que en principio es necesario elaborar una sola serie de cuentas para todo 
el grupo a efectos de la legislación fiscal nacional. 

Los países miembros de la OCDE no aceptan estas proposiciones y tampoco consideran, por las 
razones siguientes, que el reparto global según una fórmula preestablecida sea una alternativa realista 
al principio de plena competencia. 

La mayor preocupación que suscita el reparto global según una fórmula preestablecida se refiere a la 
dificultad de aplicar el sistema de forma que proteja contra la doble imposición y, a la vez, garantice 
una única imposición. Para alcanzar estos objetivos sería necesaria una elevada coordinación 
administrativa internacional y un consenso sobre las fórmulas predeterminadas a utilizar y sobre la 
composición del grupo en cuestión. Por ejemplo, para evitar la doble imposición se requeriría, en 
primer lugar, acordar la adopción del método, después la forma de cuantificar la base imponible del 
impuesto para un grupo multinacional, la utilización de un sistema contable común, los factores que 
deberán intervenir para repartir la base imponible entre las distintas jurisdicciones fiscales, incluyendo 
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las de países no miembros y el modo de cuantificar y ponderar esos factores. Alcanzar este acuerdo 
sería muy lento y extremadamente difícil. Dista de estar claro que los países quieran acordar una 
fórmula universal. 

Aun cuando algunos países estuvieran dispuestos a aceptar el reparto global, según una fórmula 
preestablecida se produciría desacuerdos puestos que, sin duda, cada país querría resaltar o incluir 
factores distintos en la fórmula, basándose en las actividades o factores que predominen en su 
jurisdicción. Cada país estaría interesado en que la fórmula o las ponderaciones adoptadas maximicen 
su propia recaudación. Por otra parte, las Administraciones tributarias deberían examinar 
conjuntamente la capacidad de trasladar artificialmente los factores de producción empleados en la 
fórmula, por ejemplo, ventas o capital, hacia países de reducida tributación. Podría existir elusión fiscal 
en la medida en que se puedan manipular los componentes esenciales de la fórmula; por ejemplo, 
efectuando operaciones financieras innecesarias, localizando deliberadamente activos, exigiendo a 
ciertas empresas del grupo multinacional mantener stocks excesivos con relación a los que hubiera 
tenido una sociedad independiente del mismo tipo, etc. 

La transición a un sistema de reparto global según una fórmula preestablecida presentaría unas 
complicaciones en el terreno político y administrativo excepcionales y requeriría un nivel de 
cooperación internacional que difícilmente cabe esperar en el ámbito de la fiscalidad internacional. 
Esta coordinación multilateral exigiría la participación de todos los países importantes en los que 
operen empresas multinacionales. Si todos los países importantes no alcanzaran un acuerdo para 
adoptar este método, las empresas multinacionales se verían con la carga de adaptarse a dos sistemas 
totalmente distintos. En otras palabras, estarían obligadas, para un mismo conjunto de operaciones, a 
calcular los beneficios realizados por cada miembro según dos estándares completamente diferentes. 
El resultado generaría posibilidades de doble imposición o de sub-imposición en todos los casos. 
Además de los problemas de doble imposición que acaban de exponerse, este método plantea otras 
cuestiones cruciales. Se puede temer que las fórmulas predeterminadas sean arbitrarias y no tengan en 
cuenta las condiciones de mercado, las circunstancias particulares de las distintas empresas ni el 
reparto de recursos efectuado por los propios directivos, lo cual llevará a un reparto del beneficio sin 
relación alguna con las circunstancias específicas que rodean la operación. Más concretamente, una 
fórmula basada en una combinación de costes, de activos, de salarios y de ventas está imputando 
implícitamente una tasa fija de beneficio por unidad monetaria, por ejemplo, dólar, franco, marco..., 
de cada elemento a todos los miembros del grupo y en todas las jurisdicciones tributarias, 
independientemente de las diferencias entre funciones, activos, riesgos y eficiencias entre los 
miembros del grupo multinacional. Estos métodos podrían, potencialmente, asignar beneficios a una 
entidad que incurriría en pérdidas si fuera una empresa independiente. 
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Otra dificultad del método del reparto global según una fórmula preestablecida es el tratamiento de las 
fluctuaciones de los tipos de cambio. Aunque las fluctuaciones de los tipos de cambio puedan 
complicar la aplicación del principio de plena competencia, no tienen el mismo impacto que en la 
aplicación del método de reparto global según una fórmula preestablecida; el principio de plena 
competencia está mejor dotado para tratar con las consecuencias económicas derivadas de las 
fluctuaciones de los tipos de cambio, dado que requiere el análisis de los hechos y circunstancias 
particulares del contribuyente. Si la fórmula se basa en los costes, el resultado de aplicar el método del 
reparto global según una fórmula preestablecida sería el siguiente: en cuanto una divisa se aprecie de 
forma regular frente a otra divisa empleada por una empresa asociada en su contabilidad, una porción 
mayor de los beneficios se atribuiría a la empresa situada en el primer Estado para reflejar el 
incremento del coste de los salarios nominales debido a la fluctuación del tipo de cambio. En 
consecuencia, con el método del reparto global según una fórmula preestablecida, la evolución del tipo 
de cambio de este ejemplo conllevaría un aumento de los beneficios de la empresa asociada que opera 
con la moneda más fuerte, mientras que a largo plazo la apreciación de la divisa reduciría la 
competitividad en la exportación y presionaría los beneficios a la baja. 

Contrariamente a lo que afirman sus partidarios, el método del reparto global según una fórmula 
preestablecida puede ocasionar, de hecho, costes muy elevados de cumplimiento tributario y requisitos 
documentales difíciles de satisfacer, ya que la información debe obtenerse sobre la totalidad del grupo 
multinacional y presentarse en cada jurisdicción en su moneda nacional de acuerdo, además, con sus 
normas fiscales y contables. Por lo tanto, la documentación y los requisitos de cumplimiento para la 
aplicación del método del reparto global según una fórmula preestablecida serían normalmente más 
gravosos que la aplicación del principio de plena competencia, que se sitúa en la óptica de empresas 
diferentes. En el método del reparto global según una fórmula preestablecida los costes se 
magnificarían aún más si todos los países no pudieran entenderse sobre los elementos de la fórmula o 
sobre el modo de evaluar esos elementos. 

Las dificultades también surgirían en la determinación de las ventas de cada miembro y en la 
valoración de los activos, por ejemplo, coste histórico o valor de mercado, especialmente en la 
valoración de los activos intangibles. Estas dificultades radicarían en la existencia de diversos criterios 
contables y múltiples unidades monetarias entre las diferentes jurisdicciones fiscales. Habría que 
armonizar dichos criterios entre todos los países si se pretende evaluar adecuadamente el beneficio del 
grupo multinacional en su conjunto. Por supuesto, alguna de estas dificultades —por ejemplo, la 
valoración de activos y de intangibles— también se plantea con la aplicación del principio de plena 
competencia, pero se han efectuado notables progresos en este ámbito, mientras que no se ha propuesto 
ninguna solución creíble en el método del reparto global según una fórmula preestablecida. 
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El método del reparto global según una fórmula preestablecida trataría de gravar al grupo multinacional 
sobre una base consolidada, por lo que abandona el enfoque de entidad separada. En consecuencia, el 
método del reparto global según una fórmula preestablecida no puede, desde un punto de vista práctico, 
reconocer diferencias geográficas sustanciales, distintas eficiencias empresariales ni otros factores 
específicos de una empresa o de un subgrupo dentro del grupo multinacional que legítimamente 
desempeña una función en la determinación del reparto del beneficio entre empresas situadas en 
distintas jurisdicciones fiscales. En cambio, el principio de plena competencia reconoce que una 
empresa asociada puede constituir un centro de beneficios o de pérdidas separado, con características 
específicas, con la posibilidad de obtener beneficios aun cuando el resto del grupo multinacional esté 
incurriendo en pérdidas. El método del reparto global según una fórmula preestablecida carece de la 
flexibilidad necesaria para contemplar esta posibilidad adecuadamente. 

Al olvidarse de las operaciones intragrupo a efectos de cálculo de los beneficios consolidados, el 
método del reparto global según una fórmula preestablecida suscitaría interrogantes acerca de la 
oportunidad de aplicar una retención en la fuente a los no residentes para los pagos transfronterizos 
entre miembros de un mismo grupo y exigiría el abandono de cierto número de reglas incorporadas en 
los Convenios Fiscales bilaterales de doble imposición. 

A menos que incluya a todos los miembros del grupo multinacional, el método del reparto global según 
una fórmula preestablecida deberá conservar una regla del principio de entidad separada para la parte 
del grupo sujeta al reparto global y el resto del grupo multinacional. El método del reparto global según 
una fórmula preestablecida no sirve para valorar operaciones entre el grupo sujeto al reparto global y 
el resto del grupo multinacional. Así, se observa claramente que el inconveniente de este método es 
que no ofrece una solución completa para el reparto del beneficio de un grupo multinacional mientras 
no se aplique sobre el conjunto de la empresa. Esta aplicación a escala del conjunto del grupo 
multinacional sería un reto enorme para una sola Administración tributaria, dada la dimensión y la 
envergadura de las operaciones de los grandes grupos multinacionales y la cantidad de información 
que sería requerida. En cualquier caso, el grupo multinacional también debería mantener una 
contabilidad distinta para las sociedades que no son miembros del grupo multinacional a efectos de la 
aplicación del método del reparto global según una fórmula preestablecida, aun tratándose de empresas 
asociadas a uno o varios miembros del grupo multinacional. En definitiva, muchas normas nacionales 
comerciales y contables seguirían requiriendo la aplicación del principio de plena competencia, por 
ejemplo, las aduaneras, de forma que independientemente de las normas fiscales, el contribuyente 
debería contabilizar correctamente todas las operaciones al precio de plena competencia. 
iii) Rechazo ele los métodos no basados en el principio de plena competencia 
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Por las razones expuestas, los países miembros de la OCDE reiteran su apoyo al consenso, que ha 
surgido de la aplicación del principio de plena competencia entre países miembros y no miembros, y 
acuerdan que debe rechazarse la alternativa teórica al principio de plena competencia representada por 
el reparto global según una fórmula preestablecida. 


2.6 Procedimientos administrativos para evitar controversias en materia De precios de transferencia 

Procedimientos administrativos destinados a evitar y resolver las controversias en materia de 
precios de transferencia 
A. Introducción 

Las controversias, para la aplicación del principio de plena competencia, pueden surgir aun si las 
indicaciones que figuran en este Informe se siguen escrupulosamente. Es posible que los 
contribuyentes y las Administraciones tributarias lleguen a conclusiones diferentes, en lo que respecta 
a las condiciones de plena competencia en operaciones vinculadas que son objeto de una inspección, 
debido a la complejidad de algunas cuestiones relativas a los precios de transferencia y a las 
dificultades en la interpretación y evaluación de las circunstancias en casos concretos. 

Cuando dos o más Administraciones tributarias adoptan posiciones diferentes para la determinación 
de las condiciones de plena competencia, puede resultar una doble imposición. La doble imposición 
significa, la inclusión de la misma renta en la base imponible calculada por más de una Administración 
tributaria, cuando la renta se encuentra en manos de diferentes contribuyentes doble imposición 
económica de empresas asociadas o cuando la renta se encuentra en manos de la misma entidad jurídica 
doble imposición jurídica para establecimientos permanentes. La doble imposición no es deseable y 
debería eliminarse en la medida de lo posible, porque constituye una barrera potencial a la expansión 
de los flujos internacionales de comercio y de inversión. La doble inclusión de la misma renta en la 
base imponible de más de una Administración tributaria no significa siempre que sea efectivamente 
gravada dos veces. 

Los métodos administrativos para resolver las controversias debidas a los ajustes por precios de 
transferencia y evitar la doble imposición. Y las prácticas seguidas por las Administraciones tributarias 
para el cumplimiento del régimen de precios de transferencia, en particular las prácticas de inspección, 
la carga de la prueba y las sanciones. La Sección C versa sobre los ajustes correlativos y el 
procedimiento amistoso. La Sección D describe la utilización de las inspecciones tributarias 
simultáneas por dos o más Administraciones tributarias para acelerar la identificación, el 
procesamiento y la resolución de las cuestiones de precios de transferencia y de otros problemas 
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fiscales internacionales. Las Secciones E y F describen algunas posibilidades tendentes a minimizar 
las controversias en materia de precios de transferencia entre los contribuyentes y sus 
Administraciones tributarias. La Sección E aborda la posibilidad de instaurar regímenes de protección 
para ciertos contribuyentes y la Sección F trata de los acuerdos previos sobre precios de transferencia, 
que plantean la posibilidad de determinar por anticipado una metodología de precios de transferencia 
o las condiciones de fijación de precios de transferencia a las que el contribuyente deberá acomodarse 
para determinadas operaciones vinculadas. La Sección G considera brevemente el uso de los 
procedimientos de arbitraje para resolver las controversias entre países en materia de precios de 
transferencia. 

B. Prácticas para la aplicación del régimen de precios de transferencia 

Las prácticas tendentes al cumplimiento de las normas tributarias son definidas y aplicadas en cada 
país miembro de acuerdo con su legislación interna y con sus procedimientos administrativos. Un gran 
número de prácticas nacionales tendentes al cumplimiento de las normas tributarias se basan 
principalmente en tres elementos: 1. reducir las oportunidades para el incumplimiento, por ejemplo, a 
través de las retenciones en la fuente y exigiendo la comunicación de informaciones; 2. Suministrar de 
manera positiva asistencia para facilitar el cumplimiento, por ejemplo, a través de actuaciones de 
formación educativa y con la publicación de guías; 3. Producir desincentivos a la falta de 
cumplimiento. Estas prácticas de cumplimiento tributario, que resultan de la soberanía nacional y son 
función de las particularidades de sistemas fiscales muy diferentes, deben permanecer dentro de la 
competencia de cada país. Sin embargo, una equitativa aplicación del principio de plena competencia 
requiere normas procedimentales claras para garantizar la adecuada protección del contribuyente y 
asegurar que la recaudación tributaria no sea transferida a países que aplican normas excesivamente 
severas. Cuando un contribuyente sujeto a inspección en un país es miembro de un grupo 
multinacional, es posible que las prácticas de cumplimiento tributario nacionales de un país, que 
inspecciona al contribuyente, tengan consecuencia en otras jurisdicciones fiscales. Este puede ser 
particularmente el caso cuando se trata de cuestiones de precios de transferencia relativas a operaciones 
transfronterizas, porque los precios de transferencia tienen implicaciones en los impuestos recaudados 
en las jurisdicciones fiscales de las empresas asociadas participantes en la operación vinculada. Si el 
mismo precio de transferencia no es aceptado por otras jurisdicciones fiscales, el grupo multinacional 
puede estar sujeto a una doble imposición. En consecuencia, las Administraciones tributarias deberían 
tomar en cuenta el principio de plena competencia cuando apliquen sus prácticas internas de 
cumplimiento, así como las implicaciones del cumplimiento de las reglas de los precios de 
transferencia para otras jurisdicciones fiscales; y tratar de facilitar tanto una equitativa asignación de 
los impuestos entre las jurisdicciones como la evitación de la doble imposición de los contribuyentes. 



85 


Las reglas de precios de transferencia que deberían atenderse, especialmente, para contribuir a que las 
Administraciones tributarias apliquen sus reglas sobre precios de transferencia de una forma que sea 
equitativa tanto para los contribuyentes como para otras jurisdicciones. Si bien otras prácticas para el 
cumplimiento de las leyes tributarias son comúnmente utilizadas en los países miembros de la OCDE, 
por ejemplo, la utilización de procedimientos contenciosos y de sanciones en materia de carga de la 
prueba cuando una Administración tributaria, puede requerir información y esta última no es 
suministrada- estos tres aspectos tendrán, a menudo, una incidencia sobre la manera en que las 
Administraciones tributarias en otras jurisdicciones hacen frente al procedimiento amistoso y definen 
su respuesta administrativa para asegurar el cumplimiento de su propia reglamentación en materia de 
precios de transferencia. Estos tres aspectos son los siguientes: las prácticas en materia de inspección, 
la carga de la prueba y los sistemas de sanciones. La evaluación de estos tres aspectos diferirá 
necesariamente en función de las características del sistema fiscal involucrado, de tal manera que no 
resultará posible definir un conjunto uniforme de principios y cuestiones que sea válido en todos los 
casos. Esta Sección intenta suministrar indicaciones generales en cuanto al tipo de problemas que 
pueden presentarse y procedimientos razonables para conseguir un equilibrio entre los intereses de los 
contribuyentes y de las Administraciones tributarias, implicados en una investigación relativa a precios 
de transferencia. 

i) Prácticas en materia de inspección 

Las prácticas en materia de inspección varían considerablemente entre los países miembros de la 
OCDE. Las diferencias en los procedimientos pueden deberse a toda una serie de factores: 
particularmente, el sistema y estructura de la Administración tributaria, la superficie y la población del 
país, el volumen del comercio interior y del comercio exterior, así como las influencias culturales e 
históricas. 

Los casos de precios de transferencia pueden presentar dificultades específicas en relación con las 
prácticas normales de auditoría o de inspección, tanto para la Administración tributaria como para el 
contribuyente. En efecto, los casos de precios de transferencia ponen en juego un gran número de 
elementos fácticos y pueden exigir evaluaciones complejas por lo que respecta a la comparabilidad, 
los mercados y las informaciones de naturaleza financiera u otras referentes al sector. En consecuencia, 
cierto número de Administraciones tributarias tienen inspectores fiscales especializados en precios de 
transferencia y las inspecciones en materia de precios de transferencia pueden exigir más tiempo que 
otras inspecciones y seguir procedimientos particulares. 

Dado que la fijación de un precio de transferencia no constituye una ciencia exacta, no será siempre 
posible determinar un solo precio correcto de plena competencia; al contrario a veces será menester 
estimar el precio correcto tomando como referencia un rango de cifras aceptables. Por otra parte, la 
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elección de la metodología de fijación de los precios de plena competencia no será a menudo 
perfectamente clara. El contribuyente puede experimentar particulares dificultades cuando la 
Administración tributaria propone aplicar una metodología, por ejemplo, un método del beneficio de 
la operación, que no es el mismo que utiliza el contribuyente. 

Cuando un caso de precios de transferencia plantea problemas particularmente difíciles, incluso el 
contribuyente mejor intencionado puede cometer un error de buena fe debido a la complejidad de los 
hechos que han de evaluarse. Además, incluso el inspector fiscal mejor intencionado puede llegar a 
conclusiones erróneas sobre los hechos. Las Administraciones tributarias están invitadas a tener en 
cuenta esta observación cuando lleven a cabo sus inspecciones en materia de precios de transferencia. 
De ello se derivan dos implicaciones. En primer lugar, es deseable que los inspectores fiscales 
muestren flexibilidad en su enfoque y no exijan de los contribuyentes, para la fijación de sus precios 
de transferencia, un nivel de precisión irreal habida cuenta de los hechos y circunstancias. En segundo 
lugar, es recomendable que los inspectores tomen en consideración la opinión comercial del 
contribuyente acerca de la aplicación del principio de plena competencia, a fin de que el análisis de los 
precios de transferencia responda a las realidades empresariales. Por consiguiente, es recomendable 
que los inspectores comiencen por examinar los precios de transferencia desde la perspectiva que el 
contribuyente ha elegido para fijar sus precios. 

En la asignación de los recursos de auditoría de que dispone la Administración tributaria para efectuar 
las inspecciones, debería tener en cuenta los métodos de fijación de precios utilizados por los 
contribuyentes, por ejemplo si el grupo multinacional opera sobre la base de un centro de beneficios. 
ii) Carga de la prueba 

Al igual que las prácticas en materia de inspección, las reglas que rigen la carga de la prueba en el 
terreno fiscal, también, difieren entre los países miembros de la OCDE. En la mayor parte de las 
jurisdicciones, la Administración tributaria soporta la carga de la prueba, tanto en el área de sus 
relaciones internas con el contribuyente, por ejemplo, en materia de exacción y de recursos, como en 
el área contenciosa. En algunos de estos países, la carga de la prueba puede invertirse, permitiendo que 
la Administración tributaria pueda estimar la renta imponible si se constata que el contribuyente no ha 
actuado de buena fe —por ejemplo, no prestando su cooperación o no cumpliendo con requerimientos 
razonables de documentos o presentando declaraciones falsas o engañosas En otros países la carga de 
la prueba incumbe al contribuyente. 

Debería valorarse la incidencia de las disposiciones que regulan la carga de la prueba en el 
comportamiento de la Administración tributaria y del contribuyente. Por ejemplo, cuando la carga de 
la prueba incumbe a la Administración tributaria según el derecho interno, el contribuyente puede no 
tener ninguna obligación legal de probar la corrección en el cálculo de su precio de transferencia, a 
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menos que la Administración tributaria haya suministrado una prueba, en principio válida, 
demostrando que la fijación de los precios no es conforme con el principio de plena competencia. 
Incluso en ese supuesto, la Administración tributaria podría todavía obligar legítimamente al 
contribuyente a presentar los documentos contables que son susceptibles de permitir a la 
Administración tributaria su inspección. En algunos países los contribuyentes tienen la obligación por 
ley de cooperar con la Administración tributaria. Si el contribuyente no cumple esta obligación, la 
Administración tributaria puede estar autorizada a calcular de oficio sus rentas y a estimar su situación 
sobre la base de los datos de que disponga. En estos supuestos las Administraciones tributarias no 
deberían tratar de imponer en materia de cooperación reglas demasiado estrictas, que serían de difícil 
cumplimiento para los contribuyentes razonables. 

En las jurisdicciones donde la carga de la prueba incumbe al contribuyente, las Administraciones 
tributarias no tienen generalmente la posibilidad de practicar liquidaciones que no descansen sobre 
bases jurídicas sólidas. Por ejemplo, una Administración tributaria de un país miembro de la OCDE, 
no podría practicar una liquidación sobre la base de una renta sujeta a imposición, calculada, a partir 
de un porcentaje fijo sobre el volumen de negocios, sin tener en cuenta el principio de plena 
competencia. En los países donde la carga de la prueba incumbe al contribuyente, en caso de 
procedimiento contencioso, la carga de la prueba se considera a menudo susceptible de ser invertida. 
Cuando el contribuyente presenta ante un tribunal argumentos y pruebas suficientes para demostrar 
que la fijación de sus precios de transferencia está de acuerdo con el principio de plena competencia, 
la carga de la prueba puede, legalmente o "de facto", desplazarse a la Administración tributaria, para 
contrarrestar la posición del contribuyente y presentar argumentos y datos que demuestren por qué el 
precio de transferencia, fijado por el contribuyente, no es conforme con el precio fijado de acuerdo 
con el principio de plena competencia y por qué la valoración de la Administración es correcta. Por 
otra parte, cuando un contribuyente no realiza mucho esfuerzo para demostrar que su precio de 
transferencia está de acuerdo con el principio de plena competencia, la carga de la prueba no se 
justificaría cuando una Administración tributaria ha procedido a una liquidación basada en sólidos 
fundamentos jurídicos. 

En las cuestiones de precios de transferencia, las diferentes reglas de la carga de la prueba, entre los 
países miembros de la OCDE, presentan serios problemas si los derechos procedentes de dichas reglas 
son determinantes para la conducta de los interesados. Tomemos como ejemplo la inspección de una 
operación vinculada en la que interviniera una jurisdicción donde la carga de la prueba incumbe al 
contribuyente, y una segunda jurisdicción donde la carga incumbe a la Administración tributaria. Si la 
carga de la prueba es determinante desde el punto de vista de la conducta adoptada, la Administración 
tributaria de la primera jurisdicción podría hacer valer en materia de precios de transferencia una 
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posición sin fundamento que el contribuyente podría aceptar, y la Administración tributaria de la 
segunda jurisdicción tendría que demostrar entonces que los precios de transferencia no han sido 
correctamente fijados. Podría suceder que ni el contribuyente de la segunda jurisdicción, ni la 
Administración tributaria de la primera, se esfuercen en aceptar un precio aceptable de plena 
competencia. Este tipo de comportamiento podría generar un conflicto significativo así como una 
doble imposición. 

Consideremos una situación idéntica a la del ejemplo del apartado precedente. Si la carga de la prueba 
es todavía determinante desde el punto de vista de la conducta adoptada, un contribuyente de la primera 
jurisdicción que es filial de otro contribuyente de la segunda, no obstante, las reglas en materia de la 
carga de la prueba y estas Directrices, puede ser incapaz de -o no estar dispuesto a- demostrar que sus 
precios de transferencia son de plena competencia. La Administración tributaria de la primera 
jurisdicción, después de realizar la inspección, efectúa un ajuste de buena fe basándose en la 
información de que dispone. La matriz de la segunda jurisdicción no está obligada a facilitar a su 
Administración tributaria ninguna información que demuestre que el precio de transferencia era de 
plena competencia, en la medida en que la carga de la prueba incumbe a la Administración tributaria. 
De esta manera será difícil que las dos Administraciones tributarias lleguen a un acuerdo a través de 
reuniones de las Autoridades competentes. 

En la práctica, ni los países ni los contribuyentes deberían hacer un mal uso de las reglas sobre la carga 
de la prueba, tal como se ha descrito. Debido a las dificultades de los análisis en materia de precios de 
transferencia, sería conveniente que, tanto los contribuyentes como las Administraciones, apliquen con 
particular prudencia y moderación las reglas relativas a la carga de la prueba en el curso de una 
inspección de un caso de precios de transferencia. De forma más particular y, como cuestión de buena 
práctica, la Administración tributaria o el contribuyente no deberían hacer un uso abusivo de las reglas 
de la prueba, como justificación para realizar afirmaciones sin fundamento y no verificables en el 
contexto de los precios de transferencia. La Administración tributaria debería estar dispuesta a actuar 
de buena fe demostrando que ha determinado los precios de transferencia con arreglo al principio de 
plena competencia, aun si la carga de la prueba incumbe al contribuyente; y, de manera similar, los 
contribuyentes deberían estar dispuestos a demostrar de buena fe que han fijado sus precios de 
transferencia conforme al principio de plena competencia, con independencia de dónde recae la carga 
de la prueba. 

Los comentarios al apartado 2 del artículo 9 del Modelo de Convenio Liscal de la OCDE precisan que 
el Estado al que se exige un ajuste correlativo no debería dar trámite a esta solicitud más que si 
"considera que la cifra de beneficios rectificada refleja correctamente la que se habría obtenido si las 
operaciones se hubiesen realizado en condiciones de total independencia". Esto significa que, en el 
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ámbito del procedimiento amistoso, al Estado que ha propuesto el ajuste primario le incumbe la carga 
de demostrar al otro Estado que el ajuste "está justificado, tanto en principio como en lo que se refiere 
a su importe". Es necesario que las Autoridades competentes de los dos países cooperen en el ámbito 
de los procedimientos amistosos. 
iii) Sanciones 

4.18 El propósito de las sanciones consiste generalmente en disuadir al contribuyente del 
incumplimiento de la legislación tributaria cuando las obligaciones en cuestión se refieren a 
requerimientos de naturaleza procedimental -como el suministro de la información necesaria o la 
presentación de declaraciones- o a la determinación real de la deuda tributaria. Las sanciones suelen 
establecerse para conseguir que el coste de los pagos insuficientes de impuestos o de otras 
inobservancias de la legislación tributaria sea más elevado que el que correspondería si se cumplieran 
las obligaciones tributarias. El Comité de Asuntos Fiscales ha reconocido que el objetivo primario de 
las sanciones fiscales de naturaleza civil debería ser favorecer el cumplimiento de la legislación 
tributaria (ver OCDE Report Taxpaycr's Rights and Obligations, el Informe de la OCDE "Derechos y 
obligaciones de los contribuyentes" [1990]). Si un procedimiento amistoso entre dos países lleva a la 
renuncia o a la reducción del ajuste, es importante que existan posibilidades de eliminar o atenuar una 
sanción impuesta por las Administraciones tributarias. 

Debería existir una gran prudencia al comparar las prácticas y políticas en materia de sanciones entre 
diferentes países. En primer lugar, cualquier comparación debe contemplar la posibilidad de que 
existan, en los diversos países, diferentes formas de designar sanciones que tengan los mismos 
objetivos. En segundo lugar, es necesario tener en cuenta el conjunto de las disposiciones en vigor en 
un país miembro de la OCDE, para asegurar el cumplimiento tributario. Las prácticas nacionales en 
materia de cumplimiento tributario, como se ha indicado anteriormente, están en función del conjunto 
del sistema tributario del país y se conciben con relación a las necesidades y al equilibrio interno, 
particularmente la elección entre las medidas fiscales que eliminan o limitan las posibilidades de 
incumplimiento tributario, por ejemplo, imponiendo a los contribuyentes la obligación de cooperar 
con la Administración tributaria o invirtiendo la carga de la prueba cuando el contribuyente parece no 
haber actuado de buena fe, y la utilización de sanciones pecuniarias, por ejemplo, la aplicación, en 
caso de minoración de la cuota tributaria, de un impuesto adicional además de la cuantía del impuesto 
no ingresado. Además, la naturaleza de las sanciones tributarias puede verse afectada por el sistema 
judicial del país. La mayor parte de los países no aplica sanciones si no existe culpabilidad; en 
determinados países, por ejemplo, la imposición de una sanción sin la existencia de culpabilidad sería 
contraria a los principios subyacentes de su sistema jurídico. 
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Existen múltiples tipos de sanciones adoptadas por las jurisdicciones tributarias. Es necesario 
distinguir las sanciones civiles de las sanciones penales. Las sanciones penales, en la práctica, están 
siempre reservadas a los casos de fraude muy grave y la carga de la prueba es generalmente muy alta 
para la parte que invoca la aplicación de la sanción, es decir, la Administración tributaria. En ningún 
país miembro de la OCDE las sanciones penales constituyen el principal medio para promover el 
cumplimiento de las obligaciones tributarias. Las sanciones civiles o administrativas son más 
corrientes, tratándose generalmente de sanciones pecuniarias, aun si, como se vio anteriormente, la 
sanción puede tener un carácter distinto del pecuniario, particularmente bajo la forma de una inversión 
de la carga de la prueba, cuando, por ejemplo, el contribuyente no ha cumplido determinadas reglas de 
procedimiento, o no ha cooperado, y el ajuste discrecional determina una sanción efectiva. 

Algunas sanciones civiles están dirigidas al cumplimiento de obligaciones de orden formal, como la 
presentación de declaraciones en el plazo debido y la comunicación de informaciones. A menudo, las 
sanciones de este tipo son de escasa cuantía, calculándose sobre la base de una cantidad fija por cada 
día de retraso, por ejemplo, en la presentación de la declaración. Las sanciones civiles más fuertes son 
las que atañen a la minoración de la cuota tributaria. 

Aunque algunos países pueden emplear el término "sanción", en otros países, las mismas o similares 
exacciones pueden clasificarse dentro de la categoría de "intereses". Los regímenes sancionadores de 
determinados países pueden, en consecuencia, incluir "un impuesto adicional" o "intereses" en caso de 
declaraciones insuficientes con el resultado de pago de los impuestos con posterioridad a la fecha de 
su exigibilidad. Estas disposiciones están a menudo destinadas a asegurar que la recaudación recupere 
al menos el valor en tiempo real del dinero de los impuestos perdido. 

Las sanciones pecuniarias civiles por declaraciones insuficientes se aplican frecuentemente en uno de 
los siguientes casos: declaración por defecto del impuesto debido por encima de una cierta cuantía 
mínima; negligencia del contribuyente o intención deliberada de evadir el impuesto y también de 
fraude, aun cuando el fraude puede dar lugar a sanciones penales más severas. Un gran número de 
países miembros de la OCDE impone sanciones pecuniarias por negligencia o intención deliberada, 
mientras que sólo unos pocos países penalizan las declaraciones por defecto de impuestos sin que 
exista culpabilidad. 

Es difícil evaluar en abstracto si una sanción pecuniaria civil es, o no, excesiva. En los países miembros 
de la OCDE, las sanciones pecuniarias civiles debidas a una declaración de impuestos por defecto, se 
calculan a menudo en forma de un porcentaje sobre dicha declaración por defecto, que varía 
corrientemente del 10 al 200%. En la mayor parte de los países miembros, la cuantía de la sanción 
aumenta en la medida en que se incrementan las condiciones que determinan su imposición. Por 
ejemplo, las sanciones más severas a menudo se reservan para el caso de un alto grado de culpabilidad 
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del contribuyente, y particularmente si existe una intención deliberada de evadir el impuesto. Las 
sanciones sin la existencia de culpabilidad, cuando son utilizadas, son generalmente menos severas 
que las que implican culpabilidad por parte del contribuyente. 

El uso apropiado de sanciones puede jugar un papel útil, dando respuesta a la preocupación de los 
países miembros por conseguir un mayor respeto de las obligaciones tributarias en el área de los precios 
de transferencia. Sin embargo, debido a la naturaleza de los problemas que plantean los precios de 
transferencia, hay que procurar que la aplicación del sistema sancionador, en tales supuestos, sea justa 
y no constituya una carga excesivamente onerosa para el contribuyente. 

Debido a que las cuestiones transfronterizas en materia de precios de transferencia afectan a la base 
imponible de dos países, un sistema de sanciones demasiado severas en un país puede incitar a un 
contribuyente a declarar por exceso sus rentas en dicho país, contraviniendo el artículo 9. Si se llega a 
este resultado, el dispositivo sancionador no ha conseguido su objetivo primario -es decir, promover 
el respeto de las obligaciones tributarias- y; por el contrario, lleva a una inobservancia de diferente 
género, -es decir, al incumplimiento del principio de plena competencia y a la declaración por defecto 
de las rentas en otra jurisdicción. Cada país miembro de la OCDE debería asegurar que sus prácticas 
en materia de precios de transferencia no sean aplicadas de forma incompatible con los objetivos del 
Modelo de Convenio Fiscal de la OCDE, evitándose las distorsiones mencionadas anteriormente. 

Los países miembros de la OCDE estiman en general que, para apreciar la equidad de un sistema 
sancionador, es necesario considerar si la sanción es proporcional a la infracción. Esto significaría, por 
ejemplo, que la gravedad de la sanción estaría en función de las condiciones bajo las cuales podría 
imponerse y que, en la medida en que aumente la severidad de la sanción, las condiciones para su 
aplicación serían más estrictas, puesto que las sanciones no constituyen más que uno de los numerosos 
aspectos administrativos y procedimentales de un sistema tributario, es difícil pronunciarse sobre la 
equidad de una sanción, en concreto, sin examinar los otros aspectos del sistema tributario. Sin 
embargo, los países miembros de la OCDE están de acuerdo en que es posible extraer las siguientes 
conclusiones, con independencia de los otros aspectos del sistema tributario en vigor en un país 
determinado. En primer lugar, la aplicación de una sanción importante, en ausencia de culpa basada 
en el mero hecho de una menor declaración en una cierta cuantía, sería considerada como 
excesivamente severa cuando se trata de un error de buena fe y no de una negligencia o de una auténtica 
intención de evadir el impuesto. En segundo lugar, sería injusto imponer sanciones importantes a los 
contribuyentes que se han esforzado de buena fe en fijar las condiciones de sus operaciones con 
empresas asociadas, de una manera conforme con el principio de plena competencia. En particular, no 
se debería imponer una sanción a un contribuyente por no haber contemplado, en la fijación de sus 
precios de transferencia, datos a los que no tenía acceso, o por no haber aplicado un método de fijación 
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de precios que exigía contar con datos fuera de su alcance. Las Administraciones tributarias quedan 
invitadas a tener en cuenta estas observaciones en la aplicación de sus disposiciones en materia de 
sanciones. 

C. El ajuste correlativo y el procedimiento amistoso: artículos 9 y 25 del Modelo de Convenio 
Fiscal de la OCDE 

i) El procedimiento amistoso 

El procedimiento amistoso constituye para las Administraciones tributarias un medio tradicional de 
resolver las controversias relativas a la aplicación de los Convenios de doble imposición. Este 
procedimiento, descrito y autorizado por el artículo 25 del Modelo de Convenio Fiscal de la OCDE, 
puede ser utilizado para eliminar la doble imposición que podría producirse como consecuencia de un 
ajuste de precios de transferencia. 

El artículo 25 indica tres áreas en las cuales el procedimiento amistoso suele utilizarse. La primera 
área incluye ejemplos de "imposición que no es conforme con las disposiciones del presente Convenio" 
y está contemplada en los apartados 1 y 2 del artículo. En esta área, los procedimientos se inician 
generalmente por el contribuyente. Las otras dos áreas, que no involucran necesariamente al 
contribuyente, se tratan en el apartado 3 y se refieren a cuestiones de "interpretación o aplicación del 
Convenio" y a la eliminación de la doble imposición en los casos no previstos en el Convenio. El 
apartado 9 de los Comentarios al artículo 25 precisa que el artículo 25 constituye igualmente un 
mecanismo que permite a las Autoridades competentes resolver los casos de doble imposición jurídica 
y económica, derivados de los ajustes de los precios de transferencia efectuados conforme a los 
apartados 1 y 2 del artículo 9. 

El procedimiento amistoso no obliga a las Autoridades competentes a llegar a un acuerdo y a resolver 
sus controversias en materia fiscal. Las Autoridades competentes únicamente están obligadas a 
esforzarse en alcanzar un acuerdo. Es posible que las Autoridades competentes no lleguen a un acuerdo 
debido a divergencias entre sus legislaciones internas o a restricciones en los poderes de negociación 
de la Administración tributaria, derivadas de la legislación nacional. En algunos casos no resueltos 
puede recurrirse al arbitraje, aunque este procedimiento es nuevo y no está universalmente aceptado 
por todos los países miembros de la OCDE. Los Estados miembros de las Comunidades Europeas 
firmaron, el 23 de julio de 1990, un Convenio multilateral de arbitraje, que entró en vigor el 1 de enero 
de 1995. 

ii) El ajuste correlativo: apartado 2 del artículo 9 

Para eliminar la doble imposición en los casos de precios de transferencia, las Administraciones 
tributarias pueden considerar las solicitudes de ajustes correlativos tal y como están descritas en el 
apartado 2 del artículo 9. Un ajuste correlativo que en la práctica puede desarrollarse como parte del 
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procedimiento amistoso puede atenuar o eliminar la doble imposición en los casos en que una primera 
Administración tributaria incrementa los beneficios sujetos a imposición de una sociedad, es decir, 
efectúa un "ajuste primario", como resultado de aplicar el principio de plena competencia a 
operaciones donde interviene una empresa asociada de una segunda jurisdicción tributaria. En este 
supuesto, el ajuste correspondiente consiste en un ajuste a la baja de la deuda tributaria de esta empresa 
asociada, efectuado por la Administración tributaria de la segunda jurisdicción, de manera que la 
asignación de beneficios entre las dos Autoridades tributarias esté conforme con el ajuste primario y 
no se produzca doble imposición. Es también posible que la primera Administración tributaria acepte 
reducir o eliminar el ajuste primario como consecuencia de las consultas llevadas a cabo con la otra 
Administración tributaria, en cuyo caso el ajuste correlativo sería inferior o quizás innecesario. Debería 
señalarse que el ajuste correlativo no tiene por finalidad procurar a un grupo multinacional un beneficio 
superior al que hubiere resultado de operaciones vinculadas realizadas desde el principio en 
condiciones de plena competencia. 

El apartado 2 del artículo 9 recomienda específicamente que las Autoridades competentes 
intercambien las consultas necesarias para determinar el ajuste correlativo. Esto demuestra que el 
procedimiento amistoso del artículo 25 puede utilizarse para considerar las solicitudes de ajuste 
correlativo. Sin embargo, el solapamiento entre los dos artículos ha determinado que los países 
miembros de la OCDE se planteen si el procedimiento amistoso es aplicable, para proceder a un ajuste 
correlativo, cuando el Convenio bilateral sobre las rentas entre dos Estados contratantes no incluye 
una disposición comparable a la del apartado 2 del artículo 9. El apartado 10 de los Comentarios al 
artículo 25 del Modelo de Convenio Fiscal de la OCDE, expone actualmente la opinión explícita de la 
mayor parte de los países miembros de la OCDE, en el sentido de que el procedimiento amistoso es 
aplicable a los ajustes de precios de transferencia aun en ausencia de una disposición comparable a la 
del apartado 2 del artículo 9. El apartado 10 de los Comentarios del artículo citado señala, igualmente, 
que los países miembros de la OCDE que no compartan esta opinión aplicarán en la práctica sus leyes 
nacionales de manera que alivien, en la mayor parte de los casos, la doble imposición que afecte a 
empresas de buena fe. 

Según el apartado 2 del artículo 9, un ajuste correlativo puede efectuarse por un Estado contratante, 
bien calculando de nuevo, sobre la base del precio revisado apropiado, los beneficios imponibles de la 
empresa asociada en ese Estado, o sin modificar los cálculos y concediendo a la empresa asociada una 
desgravación en el impuesto debido en ese Estado, equivalente al impuesto adicional cargado a la 
empresa asociada, por el Estado que efectúa el ajuste, como consecuencia del precio de transferencia 
revisado. El primer método es, con mucho, el más común entre los países miembros de la OCDE. 
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Los ajustes correlativos no son obligatorios, habida cuenta de la regla según la cual las 
Administraciones tributarias no están obligadas a alcanzar un acuerdo dentro del procedimiento 
amistoso. En virtud del apartado 2 del artículo 9, una Administración tributaria solamente debería 
efectuar un ajuste correlativo en la medida en que considere el ajuste primario justificado, tanto en 
principio como en lo que se refiere a su cuantía. La naturaleza no obligatoria de los ajustes correlativos 
es necesaria a fin de que una Administración tributaria no se vea forzada a aceptar las consecuencias 
de un ajuste arbitrario o caprichoso realizado por otro Estado. También es importante además, para 
respetar la soberanía fiscal de cada país miembro de la OCDE. 

Una vez que una Administración tributaria ha aceptado realizar un ajuste correlativo, es necesario 
establecer si ese ajuste ha de ser atribuido al año en el que han tenido lugar las operaciones vinculadas 
que han exigido el ajuste, o a otro año, como por ejemplo al año en el cual se efectuó el ajuste primario. 
A este respecto, a menudo se plantea la cuestión de determinar si un contribuyente tiene derecho a 
intereses por los impuestos que ha ingresado en exceso en la jurisdicción que ha aceptado proceder al 
ajuste correlativo. El primer enfoque es más apropiado porque permite una correlación entre rentas y 
gastos y refleja mejor la situación económica que habría prevalecido si las operaciones vinculadas se 
hubieran efectuado en condiciones de plena competencia. Sin embargo, cuando exista un largo retraso 
entre el año que da lugar al ajuste y el año en que el contribuyente ha aceptado el ajuste o en que se ha 
producido una decisión judicial definitiva, por parte de los tribunales, la Administración debería tener 
la flexibilidad suficiente para aceptar realizar el ajuste correlativo en el año de aceptación del ajuste 
primario o de la decisión judicial sobre el mismo. Este método supone necesariamente disposiciones 
de derecho interno que permitan su aplicación. Aunque no suela ser el preferido, podría resultar 
apropiado como medida equitativa en casos excepcionales para facilitar la aplicación del ajuste y evitar 
una eventual prescripción. 

Los ajustes correlativos pueden constituir un medio muy eficaz para mitigar la doble imposición 
resultante de los ajustes de precios de transferencia. En general, los países miembros de la OCDE se 
esfuerzan de buena fe en llegar a un acuerdo cada vez que se invoca el procedimiento amistoso. Gracias 
a dicho procedimiento, las Administraciones tributarias pueden tratar los problemas en un ámbito no 
contencioso y llegar frecuentemente a una solución negociada conforme al interés del conjunto de las 
partes. El procedimiento amistoso permite igualmente a las Administraciones tributarias tener en 
cuenta otros aspectos de la imposición, particularmente las retenciones en la fuente. 

Al menos un país miembro de la OCDE ha establecido un procedimiento que puede reducir la 
necesidad de los ajustes primarios; este mecanismo consiste en autorizar al contribuyente a declarar 
tributariamente un precio de transferencia que estima conforme al precio de plena competencia para 
una operación vinculada, aun si este precio es diferente del efectivamente cargado entre las dos 
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empresas asociadas. Este ajuste, conocido a veces como "ajuste compensatorio", se realiza antes de 
presentar la declaración tributaria. Los ajustes compensatorios pueden facilitar la declaración de la 
renta imponible por los contribuyentes de acuerdo con el principio de plena competencia, al reconocer 
que la información sobre operaciones comparables puede no estar disponible en el momento en que 
las empresas asociadas establecen los precios de sus operaciones vinculadas. En consecuencia, con la 
finalidad de efectuar una declaración exacta, un contribuyente estaría autorizado a establecer un ajuste 
compensatorio contabilizando la diferencia entre el precio de plena competencia y el precio 
efectivamente registrado en sus documentos contables. 

Sin embargo, la mayor parte de los países miembros de la OCDE no admite los ajustes compensatorios, 
basándose en que la declaración tributaria debe reflejar las operaciones efectivas. Si los ajustes 
compensatorios están autorizados en el país de una empresa asociada, pero no lo están en el país de la 
otra empresa asociada, puede producirse doble imposición porque no será posible un ajuste correlativo 
a falta de un ajuste primario. Existe la posibilidad de recurrir al procedimiento amistoso para reducir 
los problemas que producen los ajustes compensatorios. 
iii) Preocupaciones suscitadas por estos procedimientos 

Si bien es cierto que el ajuste correlativo y los procedimientos amistosos son capaces de resolver la 
mayoría de los conflictos de precios de transferencia, los contribuyentes han expresado serias 
preocupaciones. Por ejemplo, temen que, por razón de la complejidad de los problemas de precios de 
transferencia, los procedimientos destinados a evitar la doble imposición no supongan salvaguardias 
suficientes. Estas inquietudes se evocan en los Comentarios al artículo 25, que contemplan como 
métodos alternativos recurrir a la opinión de un tercero imparcial, someter los problemas al Comité de 
Asuntos Fiscales o el arbitraje. 

Los contribuyentes recelan igualmente de que sus casos no sean resueltos únicamente en función de 
las características individuales de su caso, sino con referencia a un balance global de los resultados en 
otros casos. Asimismo, se pueden temer medidas de represalia o ajustes compensatorios por parte del 
país al que se ha solicitado el ajuste correlativo. Las intenciones de las Administraciones tributarias no 
se corresponden con la adopción de medidas de retorsión; la aprensión de los contribuyentes quizá se 
deba a una información inadecuada. Las Administraciones tributarias deberían tomar iniciativas para 
garantizar a los contribuyentes que no deben temer las medidas de retorsión y que, conforme al 
principio de plena competencia, cada caso se resuelve en función de sus propias particularidades. Los 
contribuyentes no deberían ser disuadidos de iniciar procedimientos amistosos cuando el artículo 25 
sea de aplicación. 

Las preocupaciones más importantes expresadas en relación con el procedimiento amistoso, en la 
medida en que afecta a los ajustes correlativos, se discuten separadamente en las secciones siguientes: 
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a) Los plazos de prescripción previstos en el derecho interno pueden imposibilitar los ajustes 
correlativos, si dichos plazos no se derogan en el correspondiente Convenio Fiscal; 

b) El procedimiento amistoso puede durar excesivamente; 

c) La participación del contribuyente puede estar limitada; 

d) Los contribuyentes pueden encontrar dificultades para conseguir documentos hechos públicos que 
les indiquen como pueden utilizar el procedimiento; 

e) En ciertos casos no existe posibilidad alguna de suspender la recaudación de los descubiertos 
tributarios, o el devengo de los intereses, mientras está pendiente de resolución el procedimiento 
amistoso. 

iv) Recomendaciones para solucionar los problemas 
a) Plazos de prescripción 

La desgravación prevista en el apartado 2 del artículo 9 puede resultar inviable cuando ha expirado el 
plazo fijado por el Convenio o por la Ley interna para realizar el ajuste correlativo. El apartado 2 del 
artículo 9 no establece ningún límite a partir del cual el ajuste correlativo no podrá efectuarse. Algunos 
países prefieren una solución flexible para atenuar la doble imposición. Otros países no consideran 
razonable este enfoque abierto por razones administrativas. En consecuencia, la desgravación puede 
depender de si el Convenio aplicable deroga los plazos de prescripción nacionales, establece otros 
plazos o no tiene ningún efecto sobre los plazos previstos en la Ley interna. 

Los plazos de prescripción, que determinan la terminación de la deuda tributaria de un contribuyente, 
son necesarios para aportar certitud a los contribuyentes y a las Administraciones tributarias. En un 
caso de precios de transferencia, un país puede encontrarse en la incapacidad jurídica de proceder a un 
ajuste correlativo si ha expirado el plazo previsto para liquidar definitivamente el impuesto debido por 
la empresa asociada en cuestión. En consecuencia, la existencia de dichos plazos de prescripción y el 
hecho de que varían de un país a otro, debe tenerse en cuenta con el fin de minimizar la doble 
imposición. 

El apartado 2 del artículo 25 del Modelo de Convenio Fiscal de la OCDE trata la cuestión del plazo de 
prescripción requiriendo que sea aplicable el acuerdo alcanzado siguiendo el procedimiento amistoso, 
independientemente de los plazos previstos por el derecho interno de los Estados contratantes. En 
consecuencia, dichos plazos de prescripción no impiden realizar los ajustes correlativos cuando un 
Convenio bilateral incluye esta disposición. Algunos países sin embargo, que no quieren o no pueden 
derogar los plazos de prescripción previstos en su derecho interno de esta manera, han formulado 
reservas explícitas sobre este punto. Los países miembros de la OCDE están pues invitados, en la 
medida de lo posible, a extender los plazos de prescripción nacionales a efectos de realizar los ajustes 
correlativos cuando se invoca un procedimiento amistoso. 
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Cuando un Convenio bilateral no deroga, a efectos del procedimiento amistoso, los plazos previstos 
de prescripción en el derecho interno, las Administraciones tributarias deberían estar preparadas para 
iniciar rápidamente las discusiones cuando el contribuyente lo solicite, con anterioridad suficiente a la 
expiración de cualquier plazo que impida la realización del ajuste. Además, es deseable que los países 
miembros de la OCDE adopten, en su derecho interno, disposiciones que autoricen la suspensión de 
los plazos aplicables para la determinación del impuesto debido hasta que las discusiones no hayan 
concluido. 

La cuestión de los plazos de prescripción puede resolverse también a través de reglas que regulan los 
ajustes primarios más que los ajustes correlativos. El problema de los plazos en los ajustes correlativos 
obedece a veces al hecho de que los cálculos iniciales de los ajustes primarios no se realizan hasta 
transcurridos muchos años después del período impositivo. Por ello, algunos países estiman que 
debería preverse, en los Convenios Fiscales, una disposición que hiciese imposible una liquidación 
inicial después de un determinado período. Sin embargo, un gran número de países se opone a esta 
solución. En efecto, las Administraciones pueden requerir un tiempo dilatado para realizar las 
investigaciones necesarias en orden a establecer un ajuste. Un gran número de Administraciones 
tributarias encontrarían dificultades en ignorar la necesidad de un ajuste, cualquiera que sea el 
momento en el que se hace sentir su necesidad, siempre que los plazos de prescripción fijados por su 
derecho interno no impidan realizar el ajuste. Aunque no es posible, en la fase actual, formular una 
recomendación general sobre el plazo de prescripción de la liquidación inicial, sin embargo es deseable 
que las Administraciones tributarias procedan a estas liquidaciones en los plazos previstos en su 
legislación interna sin posibilidad de ampliarlos. Si la complejidad del caso o la falta de cooperación 
por parte del contribuyente exigieran una prórroga, ésta debería ser por un período mínimo y 
específico. Además, cuando los plazos máximos aplicables internamente pueden ser ampliados con la 
conformidad del contribuyente, dicha prórroga debería realizarse solamente cuando el consentimiento 
del contribuyente sea plenamente voluntario. Es aconsejable que los inspectores indiquen a los 
contribuyentes, con suficiente antelación, su intención de proceder a una liquidación basada en la 
fijación de los precios de transferencia en el terreno de las operaciones transfronterizas, de manera que 
el contribuyente pueda, si así lo desea, informar a la Administración tributaria del otro Estado 
interesado, pudiendo, pues, esta última considerar la cuestión en el contexto de un eventual 
procedimiento amistoso. 

Otro plazo de prescripción que debe ser tomado en consideración es el de los tres años durante los 
cuales el contribuyente debe invocar el procedimiento amistoso, en virtud del artículo 25 del Modelo 
de Convenio Fiscal de la OCDE. Este plazo de tres años comienza a contarse a partir de la primera 
notificación de la Administración tributaria del ajuste propuesto descrita como "medida de ajuste". 
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Algunos países consideran que un trienio es un plazo demasiado corto para invocar el procedimiento; 
otros países lo consideran demasiado largo y han formulado reservas con respecto a este punto. Los 
Comentarios al artículo 25 indican que el plazo "debe considerarse como mínimo, de tal suerte que los 
Estados contratantes son libres de concertar bilateralmente un plazo más largo en favor de los 
contribuyentes". 

El plazo de prescripción de tres años plantea un problema por lo que se refiere a la determinación de 
la fecha de la ejecución de ajuste. El apartado 18 de los Comentarios al artículo 25 indica que dicho 
plazo "debería interpretarse de la manera más favorable posible para el contribuyente". Además precisa 
que, “cuando la imposición no conforme al Convenio resulte del efecto combinado de decisiones o 
medidas tomadas en los dos Estados contratantes, el plazo se computará desde la primera notificación 
de la decisión o de la actuación más reciente". 

Con el fin de minimizar la posibilidad de que los plazos de prescripción establecidos impidan el 
funcionamiento eficaz del procedimiento amistoso para la reducción o eliminación de la doble 
imposición, el contribuyente debería poder invocar este procedimiento lo antes posible; es decir, desde 
que un ajuste parezca probable. De esta manera las consultas podrían empezar antes de que una u otra 
de las Administraciones tributarias tome medidas irrevocables con objeto de que sean los menos 
posibles los obstáculos procedimentales para conseguir una conclusión mutuamente aceptable de las 
discusiones. Sin embargo, algunas Autoridades competentes pueden no desear intervenir en una fase 
tan temprana porque el ajuste propuesto quizá no produzca una medida final o no dé lugar, 
necesariamente, a una solicitud de ajuste correlativo. Por lo tanto, permitir a los contribuyentes invocar 
prematuramente el procedimiento amistoso puede ser una fuente de trabajo inútil. 

A pesar de todo, las Autoridades competentes deberían estar preparadas para iniciar, dentro del 
procedimiento amistoso, discusiones sobre precios de transferencia tan pronto como les sea posible 
teniendo en cuenta la utilización económica de sus recursos. 
b) Duración de los procedimientos amistosos 

Una vez que las discusiones dentro del procedimiento amistoso han comenzado, éste puede resultar 
muy largo. La complejidad de los casos sobre precios de transferencia puede hacer difícil que las 
Administraciones tributarias alcancen una solución rápida. La distancia impide a veces que las 
Administraciones tributarias se reúnan frecuentemente y el intercambio de correspondencia no suple 
satisfactoriamente las discusiones en persona. Hay que tener en cuenta también las dificultades por la 
diferencia de lengua, de procedimientos y de sistemas jurídicos y contables, que pueden ampliar la 
duración del procedimiento. Este último puede también dilatarse si el contribuyente se retrasa en 
suministrar toda la información que las Administraciones tributarias requieren para un completo 
entendimiento de la cuestión de precios de transferencia. Sin embargo, los retrasos no se producen 
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siempre y, en la práctica, las consultas a menudo dan como resultado una solución relativamente rápida 
del problema. 

Es posible reducir el tiempo necesario para concluir un procedimiento amistoso. Simplificar las 
formalidades requeridas para aplicar el procedimiento puede acelerar el proceso. A este respecto, los 
contactos personales o las conferencias telefónicas pueden ser útiles para establecer más rápidamente 
si un ajuste practicado por un país puede provocar o no dificultades en otro país. Estos contactos son 
caros, pero a largo plazo pueden tener una mejor relación coste-eficacia que las comunicaciones 
formales por escrito, que requieren más tiempo. 

Puede igualmente acelerarse el procedimiento delegando la autoridad de llevar a cabo las consultas, 
dentro del procedimiento amistoso en materia de precios de transferencia, en funcionarios de rango 
elevado, con un buen conocimiento de la materia y situados a un nivel inferior al de la propia Autoridad 
competente. Se ha considerado generalmente que el procedimiento amistoso exige consultas entre 
funcionarios de alto nivel de las Administraciones tributarias. Las razones de este enfoque están 
justificadas: cuantos menos funcionarios estén involucrados, mayor posibilidad habrá de conseguir una 
solución coherente y de asegurar la confidencialidad de la información relativa al contribuyente. 
Ciertamente, sin la supervisión central por parte de especialistas de rango elevado, existiría un peligro 
real de decisiones incoherentes y, en consecuencia, de resultados injustos. Se recomienda, por lo tanto, 
que toda delegación de autoridad por debajo de la propia Autoridad competente debería limitarse a un 
número reducido de funcionarios de alto nivel. Los países miembros de la OCDE están generalmente 
de acuerdo, por otra parte, en estimar —en lo que respecta a los funcionarios en quienes las Autoridades 
competentes deben acordar una delegación de autoridad— que el funcionario designado para el ajuste 
primario no debería estar a cargo del procedimiento, pero podría de hecho dar consejos y participar en 
el procedimiento. Este sistema refuerza la independencia del procedimiento amistoso y el papel de las 
Autoridades competentes. 

La experiencia de varios países demuestra que la delegación de autoridad puede ser útil una vez que 
las Autoridades competentes han iniciado el procedimiento amistoso. A modo de ejemplo, ciertos 
países han establecido con éxito el procedimiento siguiente. Las Autoridades piden a sus inspectores 
encargados de los casos que preparen un informe conjunto sobre el caso bajo inspección basado, entre 
otros, en los siguientes principios: los inspectores deben establecer los hechos y coordinar sus 
resultados de la investigación de manera que los dos países fundamenten su decisión sobre los mismos 
elementos de hecho y las mismas circunstancias; deben a continuación precisar, en su caso, las 
cuestiones jurídicas si efectivamente se plantean, sobre las cuales las Autoridades no están de acuerdo 
y, en el supuesto de una valoración divergente, fijar de común acuerdo, si ello es posible, el límite 
inferior y el límite superior del precio que se estima adecuado, de manera que se pueda definir un rango 
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dentro del cual pueda situarse la decisión de las Autoridades competentes. De este modo las 
Autoridades centrales competentes han delegado competencias a un nivel inferior, ejerciendo de 
manera satisfactoria su misión de control. Este tipo de procedimiento puede no ser adecuado, sin 
embargo, en todos los supuestos. En particular, un informe conjunto de los inspectores encargados de 
los casos puede constituir una pesada carga administrativa e incluso presentar problemas legales para 
algunos países, fuera del contexto de los procedimientos de inspección simultánea, 
c) Participación del contribuyente 

El apartado 1 del artículo 25 del Modelo de Convenio Fiscal de la OCDE otorga al contribuyente el 
derecho a presentar una solicitud para iniciar un procedimiento amistoso. El apartado 23 de los 
Comentarios al artículo 25 precisa que tales solicitudes no deben de rechazarse sin un motivo válido. 
Sin embargo, aunque el contribuyente tiene el derecho de iniciar el procedimiento, carece de un 
derecho específico de participar en el proceso. Se ha argumentado que el contribuyente debería tener 
también el derecho a participar en el procedimiento amistoso, y, como mínimo, a presentar su caso 
ante ambas Autoridades competentes y a ser informado sobre el estado de las discusiones. Debería 
señalarse a este respecto que la aplicación del procedimiento amistoso requiere, en la práctica, el 
acuerdo del contribuyente. Algunos representantes de los contribuyentes han sugerido que el 
contribuyente debería también tener el derecho a presenciar las discusiones personales entre las 
Autoridades competentes. El propósito sería evitar cualquier malentendido, por parte de las 
Autoridades competentes, en cuanto a los elementos de hecho y a la posición del contribuyente. 

El procedimiento amistoso contemplado en el artículo 25 del Modelo de Convenio Fiscal de la OCDE 
y adoptado en un gran número de Convenios bilaterales, no constituye un procedimiento contencioso. 
Si bien es cierto que en determinados casos la intervención del contribuyente puede facilitar el 
desarrollo del procedimiento, esta participación debería dejarse a la discreción de las Autoridades 
competentes. 

Al margen de las discusiones concretas entre las Autoridades competentes, es esencial que el 
contribuyente suministre a las Autoridades competentes todas las informaciones requeridas 
oportunamente. Las Administraciones tributarias disponen de medios limitados y los contribuyentes 
deberían hacer todo lo posible para facilitar el procedimiento amistoso. Además, puesto que el 
procedimiento amistoso tiene por finalidad prioritaria ayudar al contribuyente, las Administraciones 
tributarias deben permitir que los contribuyentes presenten, cuando lo estimen conveniente los hechos 
y argumentos pertinentes con el fin de evitar, en la medida de lo posible, los malentendidos. 

En la práctica común, las Administraciones tributarias de un gran número de países de la OCDE 
ofrecen estas posibilidades al contribuyente lo mantienen informado del estado de desarrollo de las 
discusiones y a menudo le preguntan, durante las discusiones, si aceptaría las soluciones contempladas 
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por las Autoridades competentes. Estas prácticas, que ya constituyen un procedimiento habitual en la 
mayor parte de los países, deberían adoptarse de la manera más amplia posible. 

d) Publicidad de los procedimientos aplicables 

Sería útil, para una mejor información del contribuyente, que las Autoridades competentes 
establecieran e hicieran públicas sus propias reglas o procedimientos internos sobre la utilización del 
procedimiento amistoso, de manera que los contribuyentes entendieran más fácilmente el proceso. El 
establecimiento y la publicación de tales reglas beneficiarían también a las Administraciones 
tributarias, particularmente si se enfrentan con la posibilidad de un número grande y creciente de casos 
en los que puede ser deseable el procedimiento amistoso con otras Administraciones, ahorrándoles la 
necesidad de contestar a numerosas peticiones de información o de elaborar nuevos procedimientos en 
cada caso. 

En la publicación de tales reglas y procedimientos podría clarificarse, por ejemplo, en qué manera el 
contribuyente puede someter un problema a la atención de la Autoridad competente, de suerte que ésta 
pueda iniciar la discusión con la Autoridad competente del otro país. La publicación podría precisar la 
dirección oficial de las Autoridades a contactar; el momento en el que la Autoridad competente podría 
aceptar a trámite el asunto; la naturaleza de las informaciones necesarias o útiles para la Autoridad 
competente a efectos de instruir el expediente, etc. Podría ser igualmente interesante exponer la política 
de las Autoridades competentes en lo que respecta a las cuestiones derivadas de los precios de 
transferencia y de los ajustes correlativos. Esta posibilidad podría ser estudiada unilateralmente por la 
Autoridad competente, quien debería, en su caso, dar la publicidad que convenga en el plano interno a 
las reglas y procedimientos que aplica respetando, sin embargo, la confidencialidad de las 
informaciones concernientes al contribuyente. 

No es menester que las reglas o directrices que regulen el procedimiento amistoso, estén consensuadas 
entre las Autoridades competentes, puesto que sólo se refieren a las relaciones entre la Autoridad 
competente de un país y sus contribuyentes. Convendría, sin embargo, que cada Autoridad competente 
comunicara regularmente sus reglas o directrices unilaterales a las Autoridades competentes de los 
países con los que se ha iniciado un procedimiento amistoso. 

e) Problemas relativos a la recaudación de los descubiertos tributarios y al devengo de intereses 

El proceso de obtención de la desgravación de la doble imposición, por medio de un ajuste correlativo, 
puede complicarse por los problemas de recaudación de los descubiertos tributarios y por el cálculo de 
los intereses sobre dichos descubiertos o sobre los pagos en exceso. Un primer problema se deriva del 
hecho de que la recaudación de la cuota resultante de la liquidación puede tener lugar antes de acabarse 
el procedimiento de ajuste correlativo, debido a la falta de mecanismos internos que permitan 
suspender la recaudación. Ello posiblemente origine que el grupo multinacional pague dos veces el 
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mismo impuesto hasta que su asunto sea resuelto. Este problema surge no sólo en el contexto del 
procedimiento amistoso, sino que puede igualmente producirse en caso de interposición de recursos 
internos. Es deseable que los países que carezcan de un procedimiento que les permita suspender la 
recaudación durante un procedimiento amistoso lo adopten si su Derecho interno lo autoriza, aunque 
manteniendo el derecho a protegerse contra el riesgo de falta de pago por parte del contribuyente. 
Tanto si la recaudación de la liquidación se suspende o no, total o parcialmente, se pueden producir 
otras complicaciones. Debido al largo período de tiempo que requiere la tramitación de muchos casos 
de precios de transferencia, los intereses correspondiente a una insuficiencia en el pago del impuesto 
o, si se permite el ajuste correlativo, los intereses correspondientes al exceso de impuesto satisfecho 
en el otro país, pueden ser iguales o superiores a la cuantía misma del impuesto. Las Administraciones 
tributarias deberían ser conscientes del hecho de que la incompatibilidad entre las reglas de cálculo de 
los intereses aplicadas por dos países puede originar un coste adicional para el grupo multinacional o, 
en otros supuestos, constituir un beneficio para el grupo, por ejemplo, cuando el interés pagado en el 
país que efectúa el ajuste correlativo excede del interés aplicado en el país que efectúa el ajuste 
primario, que no habría existido si las operaciones vinculadas hubieran tenido lugar, desde el principio, 
en condiciones de plena competencia; y este hecho debe ser tenido en cuenta en los procedimientos 
amistosos. 

La cuantía de los intereses, como algo distinto del tipo al cual éstos se calculan puede también depender 
más del año en que las Autoridades competentes efectúan el ajuste correlativo. Las Autoridades que 
efectúan el ajuste correlativo pueden decidir imputar el ajuste al año en que el ajuste primario se ha 
efectuado, en cuyo caso los intereses a pagar, cualquiera que sea el tipo de interés aplicable, serán 
relativamente pocos, mientras que la Administración que efectúa el ajuste primario puede intentar 
aplicar intereses sobre las liquidaciones, insuficientes y no recaudadas, a partir del año en el que las 
operaciones vinculadas han tenido lugar, a pesar del hecho de que el tipo de interés aplicable puede 
ser relativamente bajo. En consecuencia, será conveniente en determinados casos que ambas 
Autoridades competentes acuerden que el ajuste en cuestión no dé lugar al pago de intereses por parte 
del contribuyente o por parte de las Administraciones, pero esto puede no ser viable si falta una 
disposición específica a tal efecto en el Convenio bilateral aplicable. Este procedimiento reduciría 
también las complicaciones administrativas. Sin embargo, en la medida en que los intereses, sobre los 
pagos insuficientes y los relativos a los excesos en el pago, son imputables a contribuyentes diferentes 
de países diferentes, este método no garantiza un resultado económico correcto. 
v) Ajustes secundarios 

Los ajustes correlativos no son los únicos ajustes que pueden producirse como consecuencia de un 
ajuste primario de precios de transferencia. Los ajustes primarios de un precio de transferencia y sus 
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ajustes correlativos modifican la asignación de beneficios imponibles dentro de un grupo multinacional 
a efectos fiscales, pero no alteran el hecho de que el excedente de beneficios correspondiente al ajuste 
no es compatible con el resultado que se hubiera obtenido si las operaciones vinculadas se hubieran 
realizado en condiciones de plena competencia. Para que el reparto efectivo de beneficios sea conforme 
con el ajuste primario del precio de transferencia, algunos países que han propuesto un ajuste de precios 
de transferencia asumen, en virtud de su ley nacional, la existencia de una operación presunta 
operación secundaria, en la cual el excedente de beneficios resultante del ajuste primario se trata como 
si hubiese sido transferido, de una u otra forma, y, en consecuencia, estuviese sujeto a imposición. En 
general, la operación secundaria adoptará la forma de dividendos presuntos, de aportaciones presuntas 
de fondos propios o de préstamos. Por ejemplo, un país que efectúe un ajuste primario sobre la renta 
de una filial de una matriz extranjera podrá tratar el excedente de beneficios de la matriz extranjera 
como un dividendo, sujeto en su caso a una retención en la fuente. Es posible que la filial haya pagado 
a su matriz extranjera un precio de transferencia excesivo para evitar esa retención en la fuente. En 
consecuencia, los ajustes secundarios intentan dar cuenta de la diferencia entre los beneficios 
imponibles ajustados y aquéllos que habían sido inicialmente contabilizados. La sujeción al impuesto 
de una operación secundaria da lugar a un ajuste secundario del precio de transferencia un ajuste 
secundario. Los ajustes secundarios pueden servir para prevenir la evasión fiscal. Las modalidades 
exactas de la operación secundaria y el ajuste secundario consiguiente estarán en función de las 
particularidades del caso en concreto y de la legislación tributaria del país que establece el ajuste 
secundario. 

Otro ejemplo de supuesto en el que una Administración tributaria intenta establecer una operación 
secundaria puede ser aquél en el que la Administración tributaria, que efectúa el ajuste primario, trata 
el exceso de beneficios como un préstamo presunto de una empresa asociada a otra empresa asociada. 
En este caso se admite que hay obligación de reembolsar el préstamo. La Administración tributaria, 
que efectúa el ajuste primario, puede entonces intentar aplicar el principio de plena competencia a esta 
operación secundaria, a los efectos de imputar un tipo de interés de plena competencia. Es necesario, 
en general, estudiar el tipo de interés a aplicar, la fecha a la que los pagos de intereses, en su caso, 
deben vincularse y si los intereses deben capitalizarse. El método del préstamo presunto puede tener 
una incidencia no solamente sobre el año al que se refiere el ajuste primario, sino también sobre los 
años posteriores hasta la fecha en la que el préstamo presunto sea considerado como reembolsado por 
la Administración tributaria que invoque el ajuste secundario. 

Un ajuste secundario puede ocasionar una doble imposición a menos que el otro país no conceda el 
crédito de impuesto correspondiente -o cualquier otra forma de desgravación- para el impuesto 
adicional que puede resultar del segundo ajuste. Cuando el ajuste secundario toma la forma de 
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dividendo presunto, cualquier retención en la fuente, que en ese caso se aplique, puede no ser 
susceptible de desgravación porque el derecho interno del otro país posiblemente considere que los 
dividendos no se han recibido. 

Los Comentarios al apartado 2 del artículo 9 del Modelo de Convenio Fiscal de la OCDE precisan que 
el artículo no trata de los ajustes secundarios y que, en consecuencia, no prohíbe ni obliga a las 
Administraciones tributarias a efectuar tales ajustes. En un sentido amplio, la finalidad de los 
convenios fiscales es evitar la doble imposición y prevenir el fraude y la evasión fiscal con respecto a 
los impuestos sobre la renta y el capital. Muchos países no practican ajustes secundarios, ya sea por 
una cuestión práctica, ya sea porque su derecho interno no les autoriza. Algunos países podrían rehusar 
la concesión de una desgravación con respecto a los ajustes secundarios efectuados por otros países y, 
de hecho, el artículo 9 no les obliga a hacerlo. 

Algunos países no proceden a realizar ajustes secundarios por las dificultades prácticas que presentan. 
A título de ejemplo, si se efectúa un ajuste primario entre dos sociedades relacionadas, el ajuste 
secundario puede producir la distribución de un dividendo teórico por una de las sociedades hasta la 
sociedad matriz, común a través de toda una vía de participaciones, seguida de aportaciones presuntas 
de fondos propios en sentido inverso hasta la otra sociedad implicada en la operación, a través de otra 
cadena de participaciones. Se podría de esta manera crear un gran número de operaciones hipotéticas, 
planteándose la cuestión de si otros países debería extraer consecuencias tributarias más allá de las que 
se relacionan con la operación para la que se efectuó el ajuste primario. Se podría evitar este problema 
asimilando la operación secundaria a un préstamo, pero la mayor parte de los países no utiliza los 
préstamos presuntos con esta finalidad y estos 
D. Inspecciones tributarias simultáneas 
i) Definición y antecedentes 

La inspección tributaria simultánea constituye una forma de asistencia mutua, utilizada en un gran 
número de asuntos relativos a operaciones internacionales, que permite a dos o más países cooperar 
en las investigaciones tributarias. Las inspecciones tributarias simultáneas pueden ser particularmente 
útiles cuando la información, que se encuentra en un tercer país, es determinante para una investigación 
tributaria, ya que en general propician y facilitan los intercambios de información. Tradicionalmente 
las inspecciones tributarias simultáneas en materia de precios de transferencia se centran en aquellos 
casos en los que la interposición de paraísos fiscales enmascara la verdadera naturaleza de las 
operaciones. Sin embargo, en casos complejos de precios de transferencia parece que las inspecciones 
simultáneas podrían jugar un papel más amplio, ya que pueden mejorar la calidad de los datos 
requeridos por las Administraciones tributarias participantes para los análisis de precios de 
transferencia. Se ha sugerido igualmente que las inspecciones simultáneas podrían ayudar a reducir las 
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posibilidades de doble imposición económica, los costes de cumplimiento tributario para el 
contribuyente y acelerar la resolución de los problemas. Cuando una inspección simultánea determina 
una nueva liquidación, los dos países afectados deberían esforzarse en conseguir un resultado que 
permita evitar la doble imposición del conjunto del grupo multinacional. 

Las inspecciones tributarias simultáneas están definidas en la parte A del Modelo de Convenio de la 
OCDE para emprender las inspecciones tributarias simultáneas "Modelo de Convenio de la OCDE". 
Según este acuerdo, una inspección tributaria simultánea es un "acuerdo entre dos o más partes para 
inspeccionar simultánea e independientemente, cada una en su territorio, la situación tributaria de uno 
o de varios contribuyentes que presenta para ellos un interés común o complementario con la finalidad 
de intercambiar las informaciones relevantes obtenidas de esta manera". Esta forma de asistencia 
mutua no intenta reemplazar el procedimiento amistoso. Cualquier intercambio de información que se 
derive de una inspección simultánea continúa efectuándose a través de las Autoridades competentes, 
con todas las salvaguardias previstas en este tipo de intercambios. 

Aunque las disposiciones derivadas del artículo 26 del Modelo de Convenio Fiscal de la OCDE pueden 
constituir la base jurídica necesaria para la realización de las inspecciones simultáneas, las Autoridades 
competentes concluyen a menudo acuerdos específicos que definen los objetivos de sus programas de 
inspecciones simultáneas y los procedimientos prácticos relacionados con estas últimas y con el 
intercambio de información. Una vez que un acuerdo, fijando las grandes líneas a seguir, haya sido 
concluido y que hayan sido seleccionados casos específicos, los inspectores fiscales de cada Estado 
procederán separadamente a sus inspecciones, dentro de su propia jurisdicción y conforme a su derecho 
y prácticas administrativas. 

ii) Fundamento jurídico de las inspecciones fiscales simultáneas 

Las inspecciones tributarias simultáneas entran en el campo de aplicación de las disposiciones 
previstas en materia de intercambio de información en el artículo 26 del Modelo de Convenio Fiscal 
de la OCDE. El artículo 26 rige la cooperación entre las Autoridades competentes de los Estados 
contratantes bajo la forma de los intercambios de información necesarios para la aplicación de las 
disposiciones del Convenio o de su derecho interno relativas a los impuestos cubiertos por el Convenio. 
El artículo 26 y los Comentarios no limitan las posibilidades de existencia a los tres métodos de 
intercambio de información mencionados en los Comentarios intercambio de información previa 
solicitud, automático y espontáneo. 

Las inspecciones tributarias simultáneas pueden autorizarse fuera del contexto de los Convenios de 
doble imposición. A título de ejemplo, el artículo 12 del Convenio Nórdico de Asistencia Mutua en 
materia tributaria rige el intercambio de información y la asistencia en materia de recaudación en los 
países nórdicos y abre la posibilidad de proceder a inspecciones tributarias simultáneas. Este Convenio 
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contiene directrices comunes para la selección de los casos y la ejecución de las inspecciones 
simultáneas. El Convenio conjunto del Consejo de Europa y de la OCDE sobre Asistencia 
Administrativa Mutua en materia tributaria prevé también expresamente, en su artículo 8, la 
posibilidad de inspecciones tributarias simultáneas. 

En todos los casos, las informaciones obtenidas por la Administración tributaria de un Estado deben 
ser tratadas de manera confidencial en el marco de su derecho interno y pueden ser utilizadas sólo para 
determinados fines de naturaleza tributaria y divulgadas únicamente a ciertas personas y Autoridades 
que intervienen en asuntos tributarios, definidos de manera precisa y cubiertos por el Convenio fiscal 
o el Acuerdo de Asistencia Mutua. Los contribuyentes afectados son normalmente notificados de que 
la inspección tributaria a la que serán sometidos es una inspección tributaria simultánea y en ciertos 
países tienen el derecho a ser informados cuando las Administraciones tributarias estén considerando 
una inspección tributaria simultánea o cuando las informaciones sean transmitidas conforme al artículo 
26. En estos casos la Autoridad competente debe informar a su homologa extranjera de que tendrá 
lugar tal divulgación. 

iii) Inspecciones tributarias simultáneas y precios de transferencia 

Las diferencias que existen de un país a otro en cuanto a los plazos en los cuales las inspecciones deben 
ser efectuadas o la liquidación debe ser practicada, así como a los años fiscales susceptibles de ser 
inspeccionados, pueden obstaculizar considerablemente la selección de los casos de precios de 
transferencia que se someterán a la citada inspección. Sin embargo, estos problemas pueden atenuarse 
si las Autoridades competentes se comunican con suficiente antelación sus planes de inspección, con 
el fin de poder determinar en qué casos los períodos de inspección tributaria coinciden y de sincronizar 
los períodos futuros de inspección. Aunque a primera vista parecería positivo un intercambio temprano 
de los planes de inspección, algunos países han constatado que una presentación más completa de los 
problemas, que justifican una inspección simultánea, aumenta muy considerablemente las 
posibilidades de que un socio del tratado acepte tal propuesta de inspección. 

Una vez que un caso ha sido seleccionado para una inspección simultánea, es habitual que los 
inspectores fiscales o los auditores de los servicios tributarios se reúnan para planificar, coordinar y 
seguir de cerca los resultados de la inspección simultánea. Especialmente en casos complejos, las 
reuniones entre los inspectores fiscales o los auditores correspondientes pueden celebrarse con la 
presencia del contribuyente a fin de clarificar los elementos de hecho. En los países donde el 
contribuyente tiene el derecho de ser consultado antes de suministrar información a otra 
Administración tributaria, debería aplicarse igualmente dicho procedimiento en el contexto de una 
inspección simultánea. En este caso, antes de empezar la inspección simultánea, la Administración 
tributaria debería informar sobre la existencia de este requisito a sus socios en el Convenio. 
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Las inspecciones tributarias simultáneas pueden constituir un medio útil para determinar correctamente 
la deuda tributaria de las empresas asociadas cuando, por ejemplo, hay reparto o imputación de costes 
y cuando se distribuyen beneficios entre contribuyentes de diferentes jurisdicciones tributarias o, más 
en general, cuando se plantean problemas de determinación de precios de transferencia. Las 
inspecciones tributarias simultáneas pueden facilitar los intercambios de información relativos a las 
prácticas empresariales multinacionales, a las operaciones complejas, a los acuerdos sobre reparto de 
costes y a los métodos de imputación de beneficios en áreas particulares, tales como el comercio a 
escala mundial o las nuevas operaciones financieras. Como resultado de las inspecciones tributarias 
simultáneas, las Administraciones tributarias pueden adquirir una mejor comprensión de las 
actividades de conjunto de una empresa multinacional y obtener posibilidades más amplias en cuanto 
a la comparación y comprobación de las operaciones internacionales. Las inspecciones tributarias 
simultáneas pueden contribuir igualmente al intercambio de información de una rama de actividad, 
con la finalidad de conocer mejor el comportamiento de los contribuyentes, las prácticas y tendencias 
de un sector y obtener otras informaciones que podrían ser útiles al margen de los asuntos específicos 
objeto de la inspección simultánea. 

Uno de los objetivos de las inspecciones tributarias simultáneas es promover el cumplimiento de las 
reglamentaciones sobre precios de transferencia. En efecto, puede ser difícil para una Administración 
tributaria obtener las informaciones necesarias y determinar los datos y circunstancias relativos, por 
ejemplo, a las condiciones bajo las cuales las empresas asociadas de dos o más países fijan sus precios 
de transferencia, sobre todo si los contribuyentes de su jurisdicción no cooperan o no suministran a su 
debido tiempo las informaciones necesarias. Las inspecciones tributarias simultáneas permiten a las 
Administraciones tributarias establecer más rápida y eficazmente, y a menores costos, estos elementos 
de hecho. 

Este procedimiento puede permitir igualmente la pronta identificación de potenciales disputas en 
materia de precios de transferencia, minimizando así las controversias con los contribuyentes. Sobre 
la base de las informaciones obtenidas en el curso de una inspección tributaria simultánea, los 
inspectores fiscales o los auditores de los servicios tributarios participantes cuentan con la oportunidad 
de discutir sus diferencias sobre las condiciones de determinación de los precios de transferencia entre 
empresas asociadas y allanar estas divergencias. En caso de una inspección tributaria simultánea, los 
funcionarios participantes deberían, en la medida de lo posible, llegar a declaraciones convergentes en 
cuanto al establecimiento y evaluación de los datos y circunstancias referentes a operaciones 
vinculadas, señalando, en su caso, cualesquiera desacuerdos en cuanto a la evaluación de los hechos, 
así como cualesquiera divergencias en cuanto al tratamiento jurídico de las condiciones de 
determinación de precios de transferencia entre las empresas asociadas. Estas declaraciones pueden 
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servir de base a procedimientos amistosos ulteriores, y quizás evitar los problemas que se plantean 
cuando un país inspeccione los negocios de un contribuyente mucho tiempo después de que el otro 
Estado contratante ha liquidado definitivamente el impuesto de la empresa asociada afectada. De esta 
manera se podría, por ejemplo, minimizar las dificultades del procedimiento amistoso debido a la falta 
de informaciones pertinentes. 

En ciertos casos, el procedimiento de la inspección tributaria simultánea puede permitir a las 
Administraciones tributarias participantes alcanzar un acuerdo sobre las condiciones de determinación 
de precios de transferencia de operaciones vinculadas entre empresas asociadas. Cuando se alcanza un 
acuerdo, pueden efectuarse los ajustes correlativos suficientemente pronto, gracias a lo cual se evitan 
al máximo la prescripción y la doble imposición económica. Además, si el acuerdo sobre la fijación 
de los precios de transferencia entre empresas asociadas goza del consentimiento del contribuyente, 
pueden evitarse litigios largos y costosos. 

Aun si las Administraciones tributarias no llegan a un acuerdo durante una inspección tributaria 
simultánea sobre la determinación del precio de transferencia entre empresas asociadas, el Modelo de 
Convenio de la OCDE prevé la posibilidad de que cualquiera de las dos empresas asociadas presente 
una solicitud de apertura de un procedimiento amistoso, con la finalidad de evitar la doble imposición 
en un momento anterior al que hubiera correspondido si no hubiera una inspección tributaria 
simultánea. En tal caso, esta última permite reducir sensiblemente el plazo entre los ajustes de la deuda 
tributaria de un contribuyente efectuados por una Administración tributaria y la ejecución del 
procedimiento amistoso. Además el Modelo de Convenio de la OCDE se apoya en la idea de que las 
inspecciones tributarias simultáneas pueden facilitar el procedimiento amistoso, dado que las 
Administraciones tributarias podrán reunir, de forma más completa, pruebas fácticas para aquellos 
ajustes susceptibles de provocar por parte de un contribuyente la solicitud del procedimiento amistoso. 
Tomando como punto de referencia la determinación y evaluación de los hechos, así como el 
tratamiento tributario propuesto de los temas de precios de transferencia en cuestión, tal como quedan 
expuestos en las anteriores declaraciones de las Administraciones tributarias, la ejecución del 
procedimiento amistoso se verá sensiblemente mejorada, permitiendo a las Autoridades competentes 
alcanzar un acuerdo de una forma más sencilla. 

Las empresas asociadas pueden asimismo beneficiarse de una inspección tributaria simultánea, en la 
medida en que ganen tiempo y economicen recursos, gracias a la coordinación de las investigaciones 
de las Administraciones tributarias afectadas y a la eliminación de duplicaciones. Además, la 
intervención simultánea de dos o más Administraciones tributarias en la inspección de los precios de 
transferencia entre dos empresas asociadas, ofrece a una empresa multinacional la posibilidad de jugar 
un papel más activo en la resolución de sus problemas de precios de transferencia. Presentando los 
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hechos y argumentos pertinentes a cada una de las Administraciones participantes durante la 
inspección tributaria simultánea, las empresas asociadas podrán en efecto evitar malentendidos y 
facilitar el trabajo paralelo de las Administraciones tributarias involucradas en materia de 
determinación y evaluación de sus condiciones de precios de transferencia. Las empresas asociadas 
pueden tener pues certidumbre, en lo que respecta a sus precios de transferencia, en una fase temprana. 
iv) Recomendación relativa a la utilización de inspecciones tributarias simultáneas 
Como resultado de la utilización creciente de las inspecciones tributarias simultáneas entre países 
miembros de la OCDE, el Comité de Asuntos Fiscales ha juzgado útil redactar un Acuerdo Modelo de 
la OCDE para emprender las inspecciones tributarias simultáneas destinadas a aquellos países que 
pueden y desean vincularse a este tipo de cooperación. El 23 de julio de 1992 el Consejo de la OCDE 
ha recomendado a los países miembros utilizar este Acuerdo Modelo, que aporta directrices sobre los 
aspectos legales y prácticos de esta forma de cooperación. 

Con la creciente internacionalización del comercio y de las actividades empresariales, y por la 
complejidad de las operaciones de las empresas multinacionales, los problemas relacionados con los 
precios de transferencia juegan un papel cada vez más importante. Las inspecciones tributarias 
simultáneas pueden atenuar las dificultades que experimentan tanto los contribuyentes como las 
Administraciones tributarias en el campo de la fijación de los precios de transferencia de las empresas 
multinacionales. Se recomienda, en consecuencia, una mayor utilización de las inspecciones tributarias 
simultáneas en materia de precios de transferencia, y facilitar el intercambio de información y la 
aplicación de los procedimientos amistosos. En una inspección tributaria simultánea, si se efectúa un 
ajuste, los dos países implicados deben esforzarse en alcanzar un acuerdo que evite la doble imposición 
del grupo multinacional. 

E. Régimen de protección 

i) Introducción 

La aplicación del principio de plena competencia exige la búsqueda de numerosos elementos de hecho 
y conlleva, a menudo, un amplio margen de apreciación. Posiblemente presente incertidumbre e 
imponga a los contribuyentes y a las Administraciones tributarias una pesada carga administrativa que 
puede agravarse por la complejidad de las reglamentaciones y de las formalidades que los 
contribuyentes deben respetar. Estos hechos han llevado a los países miembros de la OCDE a 
considerar la oportunidad de establecer regímenes de protección en el área de los precios de 
transferencia. 

ii) Concepto y finalidad de los regímenes de protección 

Las dificultades que suscita la aplicación del principio de plena competencia pueden ser atenuadas si, 
en determinados casos, los contribuyentes se adaptaran, en sus precios de transferencia, a un conjunto 
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de reglas simples bajo las cuales los precios de transferencia serían automáticamente aceptados por la 
Administración tributaria nacional. Tales disposiciones se conocen como "régimen de protección" 
"safe harbour" o "safe haven". En materia tributaria, un régimen de protección es una reglamentación 
que se aplica a una categoría determinada de contribuyentes, exonerándolos de ciertas obligaciones 
contenidas en la legislación tributaria y haciéndolos beneficiarios de un régimen excepcional, 
normalmente más simple. En el caso concreto de los precios de transferencia, el conjunto de reglas 
administrativas aplicables a un régimen de protección se sitúa entre la exoneración total, para los 
contribuyentes seleccionados, de la obligación de ajustarse a la legislación nacional en materia de 
precios de transferencia y su reglamentación, y la obligación de conformarse a diversas reglas de 
procedimiento para poder beneficiarse del régimen de protección. Estas reglas podrían, por ejemplo, 
imponer a los contribuyentes el establecimiento de sus precios de transferencia o de sus resultados de 
una determinada manera; por ejemplo, aplicando un método simplificado de fijación de los precios de 
transferencia establecido por la Administración tributaria, o cumpliendo determinadas disposiciones 
relativas a la difusión de la información o al registro contable de determinadas cuentas en sus 
operaciones con empresas asociadas. Tal procedimiento requiere una participación más sustancial por 
parte de la Administración tributaria, ya que será necesario el seguimiento del cumplimiento por parte 
del contribuyente de las reglas de procedimiento. 

Un régimen de protección puede tener dos variantes desde el punto de vista de las condiciones del 
contribuyente en las operaciones vinculadas: o se excluyen ciertas operaciones del ámbito de 
aplicación de las reglas en materia de precios de transferencia, en particular, a través de la fijación de 
umbrales, o se simplifican las reglas que se aplican, por ejemplo, fijando rangos dentro de los cuales 
deberán inscribirse los precios o los beneficios. Estas dos formas de delimitación de los regímenes de 
protección pueden exigir su revisión y publicación periódica por parte de las Autoridades tributarias. 
Los regímenes de protección no incluyen los procedimientos por los cuales una Administración 
tributaria y un contribuyente acuerdan por anticipado el precio de transferencia en operaciones 
vinculadas, acuerdos previos sobre precios de transferencia, que se analizan en la sección F del 
presente Capítulo. Tampoco se trata en esta sección de las disposiciones tributarias destinadas a 
prevenir el endeudamiento "excesivo" de una filial extranjera reglas relativas a la "subcapitalización", 
que serán objeto de trabajos posteriores. 

Los regímenes de protección plantean importantes cuestiones desde el punto de vista: del riesgo de 
arbitrariedad que generaría la determinación de los precios de transferencia por los contribuyentes que 
pueden beneficiarse de estos regímenes; de las posibilidades de planificación fiscal; y del riesgo de 
doble imposición resultante de una eventual incompatibilidad de los regímenes de protección con el 
principio de plena competencia. 
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iii) Factores en favor de la utilización de los regímenes de protección 

Los principales objetivos de los regímenes de protección son los siguientes: simplificar, para los 
contribuyentes que pueden beneficiarse de ellos, el cumplimiento de la reglamentación referente a la 
aplicación del principio de plena competencia a las operaciones vinculadas; otorgar a una categoría de 
contribuyentes la seguridad de que el precio imputado o percibido en operaciones vinculadas será 
aceptado por la Administración tributaria sin comprobación ulterior; y, por último, exonerar a la 
Administración tributaria de la tarea de llevar a cabo ulteriores inspecciones de tales contribuyentes 
con respecto a sus precios de transferencia. 

a) Facilidad para el cumplimiento de obligaciones 

La aplicación del principio de plena competencia puede exigir la captación y análisis de datos difíciles 
de obtener y/o de evaluar. En ciertos casos, tal complejidad puede resultar desproporcionada con 
relación al tamaño de la sociedad o al volumen de sus operaciones vinculadas. 

Los regímenes de protección podrían facilitar sensiblemente el cumplimiento de las obligaciones 
eximiendo a los contribuyentes de ciertas disposiciones. Concebidos como un mecanismo de 
facilitación, los regímenes de protección permiten una mayor flexibilidad sobre todo cuando no existen 
precios de plena competencia equivalentes o comparables. Dentro de un régimen de protección los 
contribuyentes conocerían por anticipado el rango o intervalo de precios o los márgenes de beneficios 
que debe respetar la empresa para beneficiarse de este régimen. El cumplimiento de tales condiciones 
requeriría meramente la aplicación de un método simplificado, predominantemente una medida de 
rentabilidad que evitaría al contribuyente la búsqueda de elementos comparables, ahorrando de esta 
manera el tiempo y los recursos que de otra forma debería haber dedicado a la determinación de los 
precios de transferencia. 

b) Certidumbre 

Otra ventaja de los regímenes de protección residiría en la certidumbre de que los precios de 
transferencia del contribuyente fueran aceptados por la Administración tributaria. Los contribuyentes 
a los que se permite el beneficio del régimen de protección tendrían la seguridad de no estar sujetos a 
una auditoría o a una nueva liquidación en relación con sus precios de transferencia. La Administración 
tributaria aceptaría automáticamente, sin otro examen, todo precio o resultado que sobrepasase un 
umbral mínimo o que cayese dentro de un rango preestablecido. A estos efectos los contribuyentes 
podrían obtener los parámetros pertinentes que permitiesen determinar un precio de transferencia o un 
resultado considerado aceptable por la Administración tributaria. Podría tratarse, por ejemplo, de una 
serie de márgenes comerciales o de indicadores de beneficios correspondientes a un sector específico. 

c) Simplificación administrativa 
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Un régimen de protección simplificaría la tarea de la Administración tributaria. Una vez establecido 
el grupo de contribuyentes beneficiarios del régimen de protección, estos contribuyentes no requerirían 
más que de una inspección mínima de sus precios de transferencia o de los resultados de sus 
operaciones vinculadas. La Administración tributaria podría entonces asignar mayores recursos a la 
inspección de otras operaciones y de otros contribuyentes. 
iv) Problemas que plantea la utilización de regímenes de protección 

La existencia de un régimen de protección para una categoría determinada de contribuyentes podría 
presentar un cierto número de consecuencias adversas, que las Administraciones tributarias deben 
ponderar cuidadosamente con relación a los beneficios que esperan. Estas preocupaciones resultan del 
hecho de que: 

a) la aplicación del régimen de protección en un país determinado puede afectar no solamente el cálculo 
del impuesto en esa jurisdicción, sino que también puede repercutir sobre el cálculo del impuesto para 
las empresas asociadas de otros países; 

b) es difícil establecer criterios satisfactorios para los regímenes de protección, y en consecuencia 
pueden potencialmente producir precios o resultados que no sean conformes al principio de plena 
competencia. 

Esta cuestión puede examinarse desde diversas perspectivas. 

En el contexto de un régimen de protección, los contribuyentes pueden estar exonerados de la 
obligación de aplicar un método concreto de determinación de precios, o incluso de utilizar cualquier 
método de determinación de precios con fines tributarios. Cuando el régimen de protección establece 
un método simplificado de determinación de precios de transferencia, sería poco probable que este 
método fuera en todos los casos el más apropiado para la situación concreta de un contribuyente 
sometido a las reglas generales en materia de precios de transferencia. Por ejemplo, un régimen de 
protección puede establecer un margen de beneficio mínimo expresado en porcentaje en el ámbito de 
un método del beneficio, cuando el contribuyente hubiera podido utilizar el método del precio 
comparable en el mercado libre u otros métodos basados en las operaciones. 

En este caso, podría considerarse que existe una incompatibilidad con el principio de plena 
competencia, que exige la utilización de un método de determinación de precios coherente con las 
condiciones que se habrían convenido entre partes independientes, realizando operaciones 
comparables en el mercado libre y en condiciones comparables. Algunos sectores en los que los bienes, 
las materias primas o los servicios están normalizados y los precios de mercado son ampliamente 
conocidos —por ejemplo, el sector del petróleo o de la minería o el sector de servicios financieros 
podrían posiblemente aplicar un régimen de protección con un alto grado de precisión, apartándose 
menos, en consecuencia, del principio de plena competencia. Pero incluso en estos segmentos 
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mercantiles se produce un conjunto amplio de resultados que un régimen de protección, posiblemente 
no adaptaría satisfactoriamente para las Administraciones tributarias. Además, la existencia de precios 
de mercado hechos públicos facilitaría presumiblemente la utilización de métodos basados en las 
operaciones, en cuyo caso no habrá necesidad de un régimen de protección. 

Aun asumiendo que el método de determinación de precios establecido en un régimen de protección 
se adapte a la situación concreta de determinados casos, la aplicación de un régimen semejante sacrifica 
la precisión en la declaración del precio de transferencia. Esto es inherente a la misma naturaleza de 
los regímenes de protección, ya que en ellos, los precios de transferencia se establecen principalmente 
tomando como referencia un objetivo estandarizado y no las características individuales de la 
operación como se hacía bajo el principio de plena competencia. De lo anterior se sigue que los precios 
o resultados conformes al objetivo estandarizado pueden no ser precios o resultados de plena 
competencia. 

Los regímenes de protección corren el riesgo de ser arbitrarios desde el momento en que raramente se 
ajustan de manera exacta a las diversas situaciones de las empresas, aun cuando éstas pertenezcan al 
mismo sector o rama de actividad. Esta arbitrariedad no se minimizaría sino con gran dificultad, 
dedicando a numerosos agentes especializados a la recopilación, ordenación, clarificación y puesta al 
día permanente de todo un conjunto de informaciones relativas a la evolución de los precios y a las 
modalidades de fijación de los mismos. Obtener la información pertinente para el establecimiento y 
seguimiento de los parámetros del régimen de protección puede, en consecuencia, imponer pesadas 
cargas administrativas sobre las Administraciones tributarias, porque tal información puede no estar 
fácilmente disponible, pudiendo obtenerse solamente a través de investigaciones en profundidad sobre 
los precios de transferencia. Por tanto, la extensión de las investigaciones necesarias para establecer 
los parámetros de un régimen de protección de forma suficientemente precisa como para cumplir el 
principio de plena competencia perjudicaría una de las finalidades del régimen de protección; a saber, 
la simplicidad administrativa. 

a) Riesgo de doble imposición y dificultades en el procedimiento amistoso. 

Desde un punto de vista práctico, el problema más importante que plantean los regímenes de protección 
reside en su impacto internacional. Los regímenes de protección podrían afectar la estrategia de 
determinación de precios por parte de las sociedades. La existencia de "objetivos" fijados por un 
régimen de protección puede inducir a los contribuyentes a modificar los precios que habrían cargado 
en otras circunstancias a las empresas asociadas, con la finalidad de incrementar sus beneficios para 
cumplir los objetivos y evitar de esta manera la comprobación de sus precios de transferencia en el 
curso de una auditoría. El riesgo de una declaración en exceso de la renta imponible en el país que 
concede el régimen de protección aumenta cuando este país sanciona fuertemente la minoración en la 
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declaración o el incumplimiento de los requisitos documentales, lo cual estimula todavía más a los 
contribuyentes a actuar de suerte que sus precios de transferencia sean aceptados sin ulteriores 
revisiones. 

Los contribuyentes pueden valorar la certidumbre que les procura el régimen de protección hasta el 
punto de elevar los precios facturados a las empresas asociadas, con la finalidad de disfrutar del 
beneficio de este régimen, aun cuando estos precios de transferencia sean superiores a los precios de 
plena competencia que hubieran utilizado, habida cuenta de sus circunstancias específicas. En este 
caso, el régimen de protección puede resultar ventajoso para la Administración tributaria que lo 
concede, porque los contribuyentes residentes declararan más rentas imponibles. Por otro lado, el 
régimen de protección penalizaría a la vez a las empresas asociadas y a sus Administraciones 
tributarias, ya que estas empresas declararían menos beneficios y rentas imponibles en sus respectivas 
jurisdicciones. Se crearía, en consecuencia, un problema de reparto apropiado de ingresos tributarios 
entre las dos categorías de jurisdicciones tributarias. 

En efecto, en tales casos, la Administración tributaria del país afectado negativamente por este régimen 
puede no estar dispuesta a aceptar los precios facturados a su contribuyente con ocasión de operaciones 
con empresas asociadas del país que acuerda el régimen de protección. Estos precios pueden diferir de 
los obtenidos en estas jurisdicciones con los métodos de cálculo de los precios de transferencia 
conformes al principio de plena competencia. Se podría esperar que las Administraciones tributarias 
extranjeras discutieran los precios resultantes de la aplicación del régimen de protección, con el riesgo 
para el contribuyente de sufrir una doble imposición. 

A primera vista, se podría argumentar que la posibilidad de doble imposición anularía los objetivos de 
certidumbre y simplicidad perseguidos originalmente por el contribuyente al elegir el régimen de 
protección. Sin embargo, los contribuyentes pueden considerar que una doble imposición limitada 
constituye un precio aceptable a pagar por no tener que cumplir las complejas reglas de fijación de 
precios de transferencia. 

De ello se sigue que la doble imposición puede no ser, en sí misma, un factor de descalificación de los 
regímenes de protección. Se puede argumentar que el contribuyente debería decidir, por sí mismo, si 
el riesgo de doble imposición es aceptable al optar o no por el régimen de protección. Sin embargo, 
para asegurar que los contribuyentes tomen tal decisión claramente en función de este trade-off, sería 
necesario que el país que ofrece el régimen de protección hiciese saber claramente si intentaría o no 
atenuar la doble imposición que pueda resultar del régimen de protección. Desde el momento en que 
el régimen de protección otorga al contribuyente el privilegio de eludir toda revisión o auditoría ulterior 
de los precios de transferencia derivados de su aplicación y, en que los precios o resultados obtenidos, 
por la naturaleza de los regímenes de protección, no son por definición más que una aproximación de 
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los que se obtendrían aplicando el principio de plena competencia, sería del todo normal que el 
contribuyente estuviera igualmente dispuesto, cuando opte por un régimen de protección, a soportar la 
doble imposición internacional que puede resultar de la no aceptación, por una Administración 
tributaria extranjera, de los precios de transferencia practicados en el marco de dicho régimen. Esto 
implicaría lógicamente que los contribuyentes que opten por un régimen de protección deberían, en 
general, perder el derecho de llevar ante las Autoridades competentes los casos de doble imposición 
cuando la utilización del régimen de protección diera como resultado la doble imposición 
internacional. La atenuación de la doble imposición atribuible a la elección de un régimen de 
protección por un contribuyente sólo debería ser concedida en el país extranjero si el contribuyente 
puede demostrar que los resultados obtenidos en aplicación del régimen de protección son conformes 
al principio de plena competencia. 

Sin embargo, los ajustes de los precios de transferencia realizados por Administraciones tributarias 
serán más complejos cuando la multinacional se haya decidido por un régimen de protección en otro 
país, porque el contribuyente discutirá probablemente el ajuste para evitar la doble imposición. Como 
los procedimientos amistosos no permiten, generalmente, ajustar a la baja los precios o resultados 
establecidos en el contexto de un régimen de protección, la aplicación de tal régimen puede tener un 
efecto negativo para la Administración tributaria de los países extranjeros. 

La adopción de regímenes de protección en un país puede obligar a las Administraciones tributarias 
de otros países a examinar la política de precios de transferencia de todas las empresas asociadas con 
empresas que han elegido un régimen de protección, a fin de identificar los eventuales casos de 
inconsistencia con el principio de plena competencia. De no hacerlo así puede producirse una 
transferencia de ingresos fiscales desde estos países en beneficio del país que ha acordado el régimen 
de protección. En consecuencia, la simplificación administrativa obtenida por la Administración 
tributaria del país que acuerda el régimen de protección se obtendría a expensas de otros países, 
quienes, para proteger su propia base de imposición, deberían determinar sistemáticamente si los 
precios o resultados autorizados dentro del régimen de protección son compatibles con los que se 
conseguirían en aplicación de sus propias reglas de precios de transferencia. El trabajo administrativo 
que se ha evitado en el país que concede el régimen de protección se desplaza de esta manera hacia las 
jurisdicciones extranjeras. 

Los riesgos de doble imposición no sólo existen cuando un único país adopta un régimen de protección. 
La adopción de un régimen de protección por diversos países no evitará la doble imposición si cada 
jurisdicción fiscal adopta procedimientos y métodos contradictorios. Los parámetros tenidos en cuenta 
en los regímenes de protección de dos países para ramas específicas de actividad serán sin duda 
diferentes, ya que ambos países querrán preservar sus ingresos tributarios. En teoría, la coordinación 
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internacional podría conseguir un grado de armonización de los sistemas nacionales necesario para 
evitar la doble imposición. Pero, en la práctica, es bastante improbable que dos jurisdicciones puedan 
armonizar regímenes de protección contradictorios de manera que se elimine la doble imposición. 
b) Posibilidad de favorecer la planificación fiscal 

Los regímenes de protección abrirían igualmente a los contribuyentes posibilidades de planificación 
fiscal. Las empresas pueden tener un incentivo para modificar sus precios de transferencia a fin de 
transferir rentas imponibles a otras jurisdicciones. Esto puede favorecer la elusión fiscal, en la medida 
en que los contribuyentes utilicen mecanismos artificiales para sacar partido de los regímenes de 
protección. 

Si un régimen de protección estuviera basado en la media de un sector, podrían existir oportunidades 
de planificación fiscal para los contribuyentes con una rentabilidad superior a la media. Por ejemplo, 
una empresa coste eficiente que venda a precios de plena competencia puede estar realizando un 
margen del 15 por ciento sobre las ventas a empresas asociadas. Esta empresa tendría interés en optar 
por el régimen de protección que provea un margen del 10 por ciento. En el ámbito del régimen de 
protección, la empresa sería sometida a imposición sobre un beneficio infravalorado, 
independientemente, del hecho de que los precios de transferencia para operaciones vinculadas sean 
sensiblemente inferiores a los precios de plena competencia. En consecuencia se produciría una 
transferencia de renta imponible al extranjero. A gran escala, esto podría traducirse en una considerable 
pérdida de ingresos fiscales para el país que ofrece el régimen de protección. Por la concepción misma 
del mecanismo, la Administración tributaria no tendría ningún recurso para contrarrestar tales 
transferencias de beneficios. 

Los regímenes de protección pueden potencialmente producir una sub imposición de las rentas a escala 
internacional, desde el momento en que resultan precios o beneficios que no se aproximan a los 
obtenidos en aplicación del principio de plena competencia y que permiten transferir rentas sujetas a 
imposición hacia países de baja fiscalidad o hacia paraísos fiscales. 

Corresponde a cada país decidir si está dispuesto a sufrir una cierta erosión de su base imponible por 
poner en práctica un régimen de protección. El trade off fundamental para tomar tal decisión de política 
fiscal es el campo de aplicación y el atractivo del régimen de protección para los contribuyentes, por 
una parte, y la erosión de ingresos fiscales, por otra. Cuanto más atractivo sea un régimen de protección 
para los contribuyentes, más contribuyentes elegirán el régimen, reduciendo de esta manera la carga 
administrativa de la Administración tributaria. Pero, por otra parte, cuanto más interesante sea el 
régimen de protección más se agrava el riesgo de pérdida de ingresos debido a una minoración en la 
declaración de las rentas. Sin embargo, la magnitud respectiva de los costes y beneficios de tal opción 
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es irrelevante si la Administración tributaria no está dispuesta, como cuestión de principio, a renunciar 
a una parte de sus prerrogativas en materia de imposición. 
c) Cuestiones de equidad y de uniformidad 

Finalmente, los regímenes de protección dan lugar a problemas de equidad y uniformidad. Al 
establecer un régimen de protección, se crean dos conjuntos distintos de reglas en la determinación de 
los precios de transferencia: uno que requiere la conformidad de los precios con el principio de plena 
competencia y otro que requiere la conformidad con condiciones diferentes y más sencillas. Puesto 
que deberían fijarse necesariamente ciertos criterios para diferenciar a los contribuyentes con derecho 
al régimen de protección de los demás contribuyentes, puede suceder que, en ciertas circunstancias, 
dos contribuyentes similares y posiblemente competidores se sitúen en lados opuestos del umbral del 
régimen de protección y estén, en consecuencia, sometidos a un trato tributario diferente: uno, que se 
rige por las reglas del régimen de protección y, de esta manera, está exento del cumplimiento de las 
obligaciones normales; y el otro que se ve obligado a respetar en todos los casos el principio de plena 
competencia ya porque la empresa de hecho trate en condiciones de plena competencia o porque esté 
sujeta a una legislación sobre precios de transferencia fundada sobre el principio de plena competencia. 
Un tratamiento tributario preferencial bajo un régimen de protección para una categoría específica de 
contribuyentes puede implicar una discriminación y una distorsión de la competencia. 
v) Recomendaciones para la utilización del régimen de protección 

El análisis anterior sugiere que, aun cuando pueden conseguir un cierto número de objetivos relativos 
al cumplimiento y a la gestión de las reglas sobre precios de transferencia, los regímenes de protección 
presentan problemas fundamentales. En efecto, podrían tener potencialmente efectos negativos sobre 
las decisiones en materia de precios de las empresas que efectúen operaciones vinculadas. Pueden tener 
también repercusiones negativas sobre los ingresos fiscales del país que aplica el régimen de 
protección, así como de los países cuyas empresas asociadas realizan operaciones vinculantes con 
contribuyentes que han elegido un régimen de protección. Pero, sobre todo, los regímenes de 
protección no son, generalmente, compatibles con la aplicación de precios de transferencia conformes 
al principio de plena competencia. Estos inconvenientes deben ser evaluados en relación con los 
beneficios esperados de los regímenes de protección; a saber, la certidumbre y la simplicidad del 
cumplimiento para el contribuyente y el aligeramiento de la carga administrativa para la 
Administración tributaria. 

Bajo una administración normal de las leyes tributarias, no puede garantizarse una certidumbre para 
el contribuyente puesto que la Administración tributaria debe conservar la posibilidad de revisar todos 
los elementos de cálculo del impuesto sobre la renta del contribuyente, particularmente en el área de 
los precios de transferencia. Fundamentalmente, la aplicación de un régimen de protección significa 
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que la Administración tributaria renuncia en parte a sus prerrogativas en beneficio de la aplicación de 
reglas automáticas. Las Administraciones tributarias pueden no estar dispuestas a llegar tan lejos y tal 
vez, consideren esencial mantener la posibilidad de verificar la exactitud de la autoliquidación del 
contribuyente y de su base imponible. Además la sencillez del cumplimiento puede estar a menudo 
subordinada a otros objetivos de política fiscal, como la aportación de documentación justificativa, la 
presentación de declaraciones razonables y adecuadas y la prevención de la elusión fiscal. 

Por otra parte, las Administraciones tributarias disponen en un plano general de una gran flexibilidad 
para la gestión de la legislación tributaria. Pueden elegir la opción de concentrar más recursos en casos 
que afecten a grandes contribuyentes o que se caractericen por una proporción importante de 
operaciones vinculadas, mostrándose más tolerantes respecto a los pequeños contribuyentes. 
Ciertamente, unas prácticas administrativas más flexibles en relación con los pequeños contribuyentes 
no constituyen un sustituto de un régimen formal de protección pero pueden conseguir, hasta cierto 
punto, los mismos objetivos perseguidos por los regímenes de protección. Habida cuenta de las 
consideraciones anteriores, los regímenes derogatorios en favor de ciertas categorías de contribuyentes 
para la determinación de los precios de transferencia no se juzgan en general deseables y, 
consecuentemente, la utilización de regímenes de protección no es recomendable. 

F. Acuerdos previos sobre precios de transferencia 

i) Definición y características ele los acuerdos previos sobre precios de transferencia 
Un acuerdo previo en materia de precios de transferencia (APP) es un acuerdo que determina, con 
carácter previo a las operaciones entre empresas asociadas, un conjunto apropiado de criterios 
relativos, por ejemplo, al método de cálculo, los elementos de comparación, los ajustes pertinentes a 
introducir y las hipótesis de base referentes a la evolución futura, para la determinación de los precios 
de transferencia aplicados a estas operaciones, a lo largo de un cierto período. Un APP se inicia 
formalmente a instancias del contribuyente y supone negociaciones entre el contribuyente, una o más 
empresas asociadas y una o más Administraciones tributarias. Los APP tienen por objeto completar 
los mecanismos tradicionales —de naturaleza administrativa, judicial y convencional— de resolver los 
problemas derivados de los precios de transferencia. Pueden ser de la máxima utilidad cuando los 
mecanismos tradicionales fallan o son difíciles de aplicar. 

Una de las cuestiones claves en el concepto del APP es la correspondiente a su grado de especificidad 
al establecer los precios de transferencia de un contribuyente a lo largo de cierto número de años; por 
ejemplo, ¿es necesario definir el método de determinación de precios de transferencia o fijar resultados 
más específicos? En general, es preciso ser muy prudente si el APP va más allá de la metodología, de 
sus modalidades de aplicación y de las hipótesis fundamentales, dado que las conclusiones más 
específicas se fundan en previsiones de futuro. 
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La fiabilidad de una previsión utilizada en un APP es función a la vez de la naturaleza de esta 
predicción y de las hipótesis fundamentales sobre las cuales se basa la predicción. Por ejemplo, no 
sería razonable considerar que, en condiciones de plena competencia, el tipo de interés para préstamos 
a corto plazo de una empresa determinada en el contexto de un grupo siga siendo igual al 6 por ciento 
durante los tres años siguientes. Una previsión más plausible sugeriría que ese tipo de interés fuera 
igual al LIBOR incrementado en un porcentaje fijo. Esta previsión sería incluso más fiable si se 
añadiese una hipótesis básica relativa a la clasificación crediticia, por ejemplo, que el incremento del 
LIBOR será modificado si la clasificación crediticia cambia. 

Otro ejemplo: no sería apropiado fijar una fórmula de reparto (Split) del beneficio entre empresas 
asociadas si se espera que la asignación de funciones entre estas últimas sea inestable. Sería por el 
contrario posible utilizar una fórmula de reparto del beneficio si determinadas hipótesis de base 
permitiesen articular adecuadamente el papel de cada empresa. En ciertos casos resultaría factible 
formular una previsión razonable, en relación con un apropiado ratio real de reparto del beneficio, si 
se puede apoyar sobre suficientes hipótesis. 

Para decidir sobre el grado de especificidad de un APP en un caso particular, las Administraciones 
tributarias deberían reconocer que son las previsiones concernientes a la evolución futura de los 
beneficios contemplados en forma absoluta las que parecen las menos plausibles. Se podrían utilizar 
como elementos comparables las tasas de beneficio de empresas independientes, pero éstas son a 
menudo volátiles y difíciles de prever. El uso de hipótesis de base pertinentes y la utilización de rangos 
o intervalos, permitirán previsiones más fiables. Los datos retrospectivos referentes a una rama de 
actividad pueden constituir igualmente una referencia útil. 

En resumen, la fiabilidad de una previsión depende de los hechos y circunstancias de cada caso 
particular. Los contribuyentes y las Administraciones tributarias deben prestar una gran atención a la 
fiabilidad de las previsiones al plantearse la esfera de un APP. Las previsiones no fiables no deberían 
incluirse en un APP. En general, podrá formularse una previsión más fiable sobre la pertinencia de un 
método y de su aplicación, así como sobre las hipótesis de base realizadas, que sobre la correspondiente 
a resultados futuros nivel de precios o de beneficios. 

En algunos países existen acuerdos unilaterales en los que la Administración tributaria y el 
contribuyente de su jurisdicción establecen un convenio sin la intervención de otras Administraciones 
tributarias interesadas. Sin embargo, un APP unilateral puede tener una incidencia en la 
responsabilidad tributaria de empresas asociadas situadas en otra Administración tributaria. Cuando 
los APP unilaterales están permitidos, las Autoridades competentes de los otros países afectados 
deberían ser informadas lo antes posible del procedimiento, a fin de determinar si ellas están 
dispuestas, —y pueden considerarlo— a un acuerdo bilateral en el ámbito del procedimiento amistoso. 
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Debido a los problemas de doble imposición, la mayor parte de los países prefiere los APP bilaterales 
o multilaterales es decir, un acuerdo con uno o varios países y, en efecto, ciertos países no conceden 
un APP unilateral, es decir, el APP entre el contribuyente y una sola Administración tributaria a los 
contribuyentes de su jurisdicción. El procedimiento bilateral o multilateral ofrece muchas más 
posibilidades de reducir el riesgo de doble imposición, de ser equitativo para el conjunto de 
Administraciones tributarias y de contribuyentes afectados y de ofrecer más certidumbre a los 
contribuyentes. Así mismo, en ciertos países la legislación interna no permite a las Administraciones 
tributarias concluir directamente con el contribuyente un acuerdo vinculante, de manera que un APP 
sólo puede firmarse con la Autoridad competente de un Estado parte en un Convenio, en el marco del 
procedimiento amistoso. A los efectos de las discusiones que siguen, no se tendrá en cuenta en los 
APP los acuerdos unilaterales, salvo referencia específica a un APP unilateral. 

Las Administraciones tributarias pueden considerar que los APP son, particularmente, útiles en las 
cuestiones de reparto del beneficio o de imputación de rentas que se plantean en el contexto de 
operaciones mundiales sobre títulos y sobre mercancías e igualmente en aquellas derivadas de acuerdos 
multilaterales de reparto de costes. El concepto de APP puede resultar también útil en la resolución de 
las cuestiones que plantea el artículo 7 del Modelo de Convenio Fiscal de la OCDE sobre problemas 
de imputación y operaciones de establecimientos permanentes y de sucursales. 

Los APP, incluso cuando son unilaterales, difieren en ciertos puntos de las tradicionales resoluciones 
que algunas Administraciones tributarias pueden emitir a solicitud de los contribuyentes. Un APP 
valora generalmente elementos de hecho, mientras que las resoluciones tradicionales se limitan 
generalmente a la interpretación de cuestiones de naturaleza legal, sobre la base de los datos 
presentados por el contribuyente. En el caso de una resolución tradicional a instancia de parte, la 
Administración tributaria puede que no se cuestione los hechos subyacentes, mientras que en un APP 
es probable que los hechos sean analizados en profundidad. Además, un APP cubre generalmente 
varias operaciones, varias categorías de operaciones recurrentes o la totalidad de las operaciones 
internacionales del contribuyente para un determinado período de tiempo. Por el contrario, la 
resolución tradicional a instancias de parte generalmente sólo es vinculante para una determinada 
operación. 

La cooperación de las empresas asociadas es vital para el éxito de las negociaciones que desembocarán 
en el APP. Por ejemplo, las empresas asociadas deberían normalmente indicar a las Administraciones 
tributarias el método que ellas juzgan más adecuado dada su situación particular. Las empresas 
asociadas deberían igualmente presentar la documentación en apoyo de su propuesta que incluiría, por 
ejemplo, los datos referentes al sector, a los mercados y países a los que se extenderá el acuerdo. 
Además, las empresas asociadas podrán identificar las operaciones en el mercado libre que son 
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comparables o similares a sus operaciones, desde el punto de vista de las actividades económicas 
ejercidas y de las condiciones de precios de transferencia; por ejemplo, los costes económicos y los 
riesgos incurridos, etc., y efectuar un análisis funcional. 

En general, las empresas asociadas están autorizadas para participar en el procedimiento de obtención 
de un APP, presentando el caso y negociando con las Autoridades fiscales implicadas, suministrando 
a las mismas la información necesaria y buscando el acuerdo en materia de precios de transferencia. 
Desde el punto de vista de las empresas asociadas, esta posibilidad de intervenir puede aparecer como 
una ventaja en relación con el procedimiento amistoso convencional. 

Una vez concluido el procedimiento de un APP, las Administraciones tributarias deberían garantizar 
a las empresas asociadas de su jurisdicción que no se efectuará ningún ajuste de precio de transferencia 
en tanto los contribuyentes cumplan las cláusulas de los acuerdos. El APP debería contener igualmente, 
para años futuros, una cláusula de revisión o de anulación, quizás tomando como referencia un rango 
en caso de modificación importante de las operaciones del sector o de circunstancias económicas 
imprevisibles. Por ejemplo, modificaciones importantes de los tipos de cambio, con una incidencia 
importante en la fiabilidad del método utilizado, de tal forma que empresas independientes hubieran 
considerado estos cambios significativos para la fijación de sus precios de transferencia. 

Un APP puede referirse al conjunto de los precios de transferencia de un contribuyente es la solución 
preferida por ciertos países o dejar al contribuyente la posibilidad de limitar su petición de APP a 
filiales o a operaciones entre empresas determinadas. En general, el APP no se aplicaría más que a 
ejercicios futuros y operaciones futuras; su duración estaría en función de la rama de actividad, de los 
productos o de las operaciones en cuestión. Las empresas asociadas podrán limitar su petición a 
ejercicios futuros concretos. El APP podrá, asimismo, abrir la posibilidad de aplicar el método 
convenido de fijación de precios de transferencia para resolver problemas similares que se hayan 
planteado en ejercicios anteriores no prescritos. Sin embargo, aplicarlo de esa manera requeriría el 
acuerdo de la Administración tributaria, del contribuyente y, en su caso, de la Administración del 
Estado con el que se haya concluido un Convenio fiscal. 

Naturalmente, cada Administración tributaria firmante del APP querrá efectuar un seguimiento del 
cumplimiento del acuerdo por parte de los contribuyentes de su jurisdicción, lo que podrá realizar en 
general de dos maneras. En primer lugar, podrá exigir al contribuyente un informe anual demostrando 
la conformidad de sus precios de transferencia con las condiciones previstas en el APP y mostrando la 
relevancia de las hipótesis fundamentales. En segundo lugar, podrá continuar el examen de la situación 
del contribuyente en el seno de sus auditorías regulares, sin evaluar de nuevo la validez del método. 
En su lugar, la Administración tributaria puede limitar la inspección de los precios de transferencia a 
la verificación de los datos iniciales sobre los que se ha fundado la propuesta del APP y a la 
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determinación de si el contribuyente ha cumplido o no con los términos y condiciones del APP. Podrá, 
igualmente, revisar la fiabilidad y precisión de las informaciones consignadas en el APP y en los 
informes anuales, así como de la aplicación sistemática del método establecido. Cualquier otra cuestión 
no vinculada con el APP cae dentro del procedimiento ordinario de inspección. 

El APP debería poder ser objeto de cancelación, incluso retroactivamente, en caso de fraude o de 
presentación inadecuada de la información en el curso de las negociaciones del APP, o en caso de 
inobservancia por el contribuyente de las condiciones previstas en el APP. En el caso de cancelación 
o revocación de un APP, la Administración tributaria que lo propone debería informar a las otras 
Administraciones de su intención y de sus motivos. 

ii) Enfoques posibles para las reglas jurídicas y administrativas que regulan los acuerdos previos 
sobre precios de transferencia 

Los APP, que involucran a la Autoridad competente de un país con el cual existe Convenio fiscal, 
deberían considerarse dentro del ámbito del procedimiento amistoso previsto en el artículo 25 del 
Modelo de Convenio Fiscal de la OCDE, aunque tales acuerdos no sean especialmente mencionados 
en el mismo. El apartado 3 de dicho artículo dispone que las Autoridades competentes hagan lo posible 
por resolver las dificultades o las dudas que plantee la interpretación o aplicación del Convenio, 
recurriendo al procedimiento amistoso. Aunque el apartado 32 de los Comentarios indica que las 
cuestiones cubiertas en este apartado son dificultades de una naturaleza general referentes a una 
categoría de contribuyentes, reconoce expresamente que las cuestiones pueden surgir en relación con 
un caso individual. En un cierto número de casos, si los APP se han iniciado, es porque la aplicación 
de reglas en materia de precios de transferencia a una categoría particular de contribuyentes origina 
dudas y dificultades. El apartado 3 del artículo 25 indica igualmente que las Autoridades competentes 
pueden consultarse con la finalidad de eliminar la doble imposición en los casos no previstos en el 
Convenio. Los APP bilaterales deberían entrar en esta disposición porque uno de sus objetivos es evitar 
la doble imposición. El Convenio prevé ajustes por precios de transferencia, pero no indica métodos 
ni procedimientos particulares distintos del principio de plena competencia establecido en el artículo 
9. Se podría pues considerar que los APP están autorizados por el apartado 3 del artículo 25, ya que 
los supuestos específicos de precios de transferencia sometidos a un APP no están de otra manera 
contemplados en el Convenio. El artículo 26, relativo al intercambio de información, podría 
igualmente facilitar los APP, ya que dispone la cooperación entre Autoridades competentes bajo la 
forma de intercambio de información. 

Las Administraciones tributarias podrían adicionalmente apoyarse sobre las prerrogativas generales 
que les confiere su ley interna, en el campo de la administración de los impuestos, para concluir los 
APP. En ciertos países las Administraciones tributarias están habilitadas para formular directrices 
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administrativas o procedimentales específicas para los contribuyentes, que describen el régimen fiscal 
de las operaciones y el método adecuado de fijación de precios. Como se ha mencionado 
anteriormente, las leyes generales tributarias de ciertos países miembros de la OCDE incluyen 
disposiciones que permiten a los contribuyentes obtener resoluciones específicas a sus consultas con 
diferentes finalidades. Aun si esas resoluciones no han sido concebidas específicamente para los APP, 
su campo de aplicación es a menudo suficientemente amplio para cubrirlos. 

Algunos países no pueden, en virtud de su derecho interno, concluir los APP. Sin embargo, cuando un 
Convenio fiscal contiene una cláusula relativa al procedimiento amistoso —similar al artículo 25 del 
Modelo de Convenio fiscal de la OCDE—, las Autoridades competentes deberían, en general, estar 
autorizadas para concluir un APP si los problemas que plantean los precios de transferencia fueran 
susceptibles de acarrear la doble imposición o plantear dificultades o dudas en cuanto a la 
interpretación o aplicación del Convenio. Tal acuerdo sería jurídicamente vinculante para los dos 
Estados y crearía derechos para los contribuyentes implicados. En la medida en que los Convenios de 
doble imposición tienen primacía sobre el derecho intemo, la ausencia de base jurídica en derecho 
interno para la conclusión de un APP no impediría la aplicación del mismo sobre la base de un 
procedimiento amistoso. 

iii) Ventajas de los acuerdos previos sobre precios de transferencia 

Un programa de APP puede ser muy útil para los contribuyentes porque elimina la incertidumbre y 
hace más previsible el régimen tributario de las operaciones internacionales. Asumiendo que se han 
respetado las hipótesis fundamentales, el APP constituye para los contribuyentes implicados un factor 
de seguridad jurídica para el régimen tributario de las operaciones sujetas a precios de transferencia a 
las que se refiere el APP, y durante un período fijo de tiempo. En ciertos casos, un APP puede también 
otorgar una posibilidad de prorrogar el período de tiempo al cual se aplica. Cuando el plazo de vigencia 
de un APP expira, puede también existir la oportunidad para las Administraciones tributarias y los 
contribuyentes afectados de renegociarlo. Gracias a la certidumbre que suministra un APP, el 
contribuyente puede estar en mejor posición para prever sus responsabilidades tributarias, creando en 
consecuencia un entorno fiscal que es favorable a la inversión. 

Los APP constituyen la ocasión para que las Administraciones tributarias y los contribuyentes se 
consulten y cooperen en un espíritu de concertación. La posibilidad que se ofrece de examinar 
problemas fiscales complejos en un ambiente más sereno que el de una inspección de precios de 
transferencia puede favorecer la libre circulación de informaciones entre todas las partes implicadas 
con la finalidad de llegar a un resultado que sea jurídicamente correcto y realizable en la práctica. La 
ausencia de confrontación puede igualmente conducir a una mayor objetividad en la revisión de los 
datos e informaciones suministrados que en un contexto más o menos contencioso, por ejemplo, en un 
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proceso. Las consultas y la cooperación necesarias entre Administraciones tributarias, para la puesta 
en práctica de un programa de APP, se traduce igualmente en relaciones más estrechas entre los países 
parte en un Convenio en lo que se refiere a la fijación de precios de transferencia. 

Un APP puede evitar a los contribuyentes y a las Administraciones tributarias las inspecciones y las 
controversias largas y costosas a que pueden dar lugar los precios de transferencia. Habiéndose llegado 
a un APP, las Administraciones tributarias necesitarán menos recursos para subsiguientes inspecciones 
de las declaraciones fiscales del contribuyente, porque tendrán más información sobre el 
contribuyente. Sin embargo, podrá ser aún difícil un seguimiento de la aplicación del Acuerdo. El 
procedimiento del APP puede en sí mismo, igualmente, hacer ahorrar tiempo tanto a los contribuyentes 
como a las Administraciones tributarias en relación con las inspecciones tradicionales, aunque en 
conjunto puede no haber un ahorro neto de tiempo; por ejemplo, en los países que no tienen un 
procedimiento de auditoría y donde la existencia de un APP puede no afectar directamente al importe 
de los recursos destinados al cumplimiento de la legislación tributaria. 

Los APP bilaterales y multilaterales reducen sustancialmente o eliminan la posibilidad de doble 
imposición o de no imposición, jurídica o económica, desde el momento en que participan todos los 
Estados implicados. Por el contrario, los APP unilaterales no aportan certidumbre en la reducción de 
la doble imposición, porque las Administraciones tributarias afectadas por las operaciones cubiertas 
por el APP pueden considerar que la metodología adoptada no da lugar a un resultado conforme al 
principio de plena competencia. Además los APP bilaterales o multilaterales pueden mejorar el 
procedimiento amistoso reduciendo significativamente el tiempo necesario para alcanzar un acuerdo, 
en la medida en que las Autoridades competentes están tratando con datos actuales y no con datos 
referentes a ejercicios anteriores, cuya obtención puede ser difícil y exigir un tiempo. 

Las obligaciones de comunicación de informaciones en el contexto de un programa de APP y el espíritu 
de cooperación que preside la negociación del APP pueden permitir a las Administraciones tributarias 
comprender mejor ciertas operaciones internacionales complejas a las que se dedican las 
multinacionales. Gracias a un programa de APP, es posible conocer y comprender mejor los aspectos 
extremadamente técnicos y los elementos de hecho de ciertas operaciones, como las operaciones 
financieras a escala mundial y los problemas fiscales que plantean. El desarrollo de competencias muy 
especializadas sobre ciertos sectores o ciertos tipos de operaciones posibilitará que las 
Administraciones tributarias den un mejor servicio a otros contribuyentes que se encuentren en 
situaciones similares. A través de un programa de APP, las Administraciones tributarias acceden a 
datos sectoriales muy útiles y a análisis de métodos de fijación de precios en un espíritu de cooperación. 
iv) Desventajas de los acuerdos previos sobre precios de transferencia 
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Los APP unilaterales pueden presentar serios problemas tanto para las Administraciones tributarias 
como para los contribuyentes. Desde el punto de vista de otras Administraciones tributarias, pueden 
plantearse problemas si éstas se muestran disconformes con las conclusiones del APP. Desde el punto 
de vista de las empresas asociadas, uno de estos problemas se refiere a la incidencia que pueden tener 
sobre su comportamiento. Contrariamente a los APP bilaterales o multilaterales, los APP unilaterales 
pueden no reducir la incertidumbre para el contribuyente implicado, ni la doble imposición económica 
o jurídica para el grupo multinacional. Si el contribuyente, a fin de evitar largas y costosas 
investigaciones sobre los precios de transferencia o sanciones excesivas, acepta un acuerdo que se 
traduce en una sobre imputación de rentas en beneficio del país con el que ha concluido el APP, la 
carga administrativa se desplazará desde el país que acuerda el APP a otras jurisdicciones tributarias. 
Estos motivos no deberían llevar a los contribuyentes a concluir un APP. 

Los APP unilaterales plantean otro problema, el del ajuste correlativo. La flexibilidad que ofrece un 
APP puede conducir a que el contribuyente y la empresa asociada acomoden sus precios dentro del 
rango autorizado en el APP. En un APP unilateral es absolutamente necesario que esta flexibilidad 
preserve el principio de plena competencia, ya que una Autoridad competente extranjera 
probablemente rehusará efectuar un ajuste correlativo que se derive de un APP no conforme, desde su 
punto de vista, al principio de plena competencia. 

Un APP puede presentar otro posible inconveniente si se basa en previsiones concernientes a la 
evolución del mercado que no son fiables, sin contener las hipótesis fundamentales necesarias, tal 
como se analizó anteriormente. Para evitar el riesgo de doble imposición, es necesario que el programa 
de APP permanezca flexible, porque un APP rígido puede no reflejar satisfactoriamente las 
condiciones de plena competencia. 

Un dispositivo de APP puede inicialmente suponer grandes esfuerzos para los servicios encargados de 
la comprobación de los precios de transferencia, porque las Administraciones tributarias deberán 
generalmente desviar recursos afectados a otras finalidades, por ejemplo, inspecciones, consultas, 
litigios, etc... Los contribuyentes, preocupados por cumplir con sus objetivos empresariales y respetar 
sus calendarios, pueden demandar la conclusión de un APP en el plazo más breve posible, y el 
programa de APP en su conjunto dependerá a menudo de las exigencias de los medios empresariales. 
Estas exigencias pueden no coincidir con el programa de gestión de recursos de las Administraciones 
tributarias, que experimentarán dificultades para llevar adelante con eficiencia la negociación del APP 
y otros trabajos igualmente importantes. La renovación de un APP, sin embargo, probablemente 
tomará menos tiempo que su conclusión inicial. El proceso de renovación puede centrarse en la puesta 
al día y adaptación de los elementos de hecho, de los criterios, y cálculos sectoriales y económicos. 
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Para evitar la doble imposición o no imposición será necesario, en el caso de los APP bilaterales, 
obtener el acuerdo de las Autoridades competentes de ambos Estados contratantes para su renovación. 
Otro inconveniente potencial puede presentarse cuando una Administración tributaria ha acometido 
un cierto número de APP bilaterales que conciernen solamente a una parte de las empresas asociadas 
de un grupo multinacional. Puede existir una tendencia a concluir los APP ulteriores sobre bases 
similares a las de los acuerdos precedentes, sin tener suficientemente en cuenta las condiciones que se 
dan en otros mercados. Es necesario tener cuidado de no considerar los resultados de los APP 
anteriores como representativos de todos los mercados. 

Se puede temer igualmente que, por su propia naturaleza, el procedimiento de APP interese a los 
contribuyentes que siempre han cumplido correctamente con sus obligaciones tributarias. En ciertos 
países, la experiencia ha mostrado que, la mayor parte de las veces, los contribuyentes interesados por 
los APP son las empresas muy grandes que son objeto de inspecciones periódicas y cuyos métodos de 
fijación de precios son examinados en cualquier caso. La diferencia en la inspección efectuada del 
precio de transferencia se referiría más a la fecha que al contenido. Asimismo, no se ha demostrado 
que el APP sea de interés, exclusiva o principalmente, para dichos contribuyentes. Ciertamente parece 
que los contribuyentes, que han experimentado dificultades con las Administraciones tributarias en 
materia de precios de transferencia y que desean poner fin a las mismas, están a menudo interesados 
en la solicitud de un APP. Existe un grave riesgo de desviar hacia esos contribuyentes recursos y 
competencias que sería preferible destinar a la inspección de los contribuyentes menos escrupulosos, 
donde estos recursos podrían emplearse mejor reduciendo el riesgo de pérdida de recaudación. El 
equilibrio de recursos para facilitar el cumplimiento puede ser particularmente difícil de alcanzar 
porque un programa de APP suele requerir un personal muy experimentado y a menudo especializado. 
Las solicitudes de APP pueden concentrarse en áreas o sectores particulares —por ejemplo, las 
operaciones financieras a escala mundial—, lo cual puede sobrecargar el personal especializado que las 
Autoridades tributarias ya han asignado a esas áreas. Las Administraciones tributarias necesitan tiempo 
para formar expertos en campos especializados, con el fin de atender solicitudes impredecibles de APP 
por parte de los contribuyentes en esas áreas. 

Además de las anteriores preocupaciones, existe un cierto número de posibles escollos, tal como se 
describen después, que se producirían cuando un programa APP no está convenientemente 
administrado. Las Administraciones tributarias que utilizan los APP deben realizar esfuerzos para 
eliminar estos obstáculos mientras se desarrolla la práctica de los APP. 

Por ejemplo, un APP podría exigir informaciones específicas, sobre una rama de actividad o sobre un 
contribuyente, más detalladas que las necesarias para la inspección de un precio de transferencia. En 
principio, éste no debería ser el caso y la documentación requerida para un APP no tendría por qué ser 
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más onerosa que para una inspección excepto que, en el contexto de un APP, la Administración 
tributaria necesitará disponer de precisiones referentes a las previsiones y a sus fundamentos, mientras 
que estos elementos no ocupan un lugar esencial en el contexto de una inspección de precios de 
transferencia, que se refiere a operaciones que ya han tenido lugar. De hecho, como se ha visto 
precedentemente, debería intentarse limitar la documentación para los APP, circunscribiéndola a los 
elementos relacionados con las prácticas empresariales del contribuyente. Es necesario que las 
Administraciones tributarias reconozcan que: 

a) son limitadas las informaciones accesibles al público referentes a competidores y a operaciones 
comparables; 

b) no todos los contribuyentes disponen de los medios para proceder a un análisis en profundidad del 
mercado; y 

c) solamente las sociedades matrices pueden estar perfectamente informadas de la política de fijación 
de precios en el seno del grupo. 

Puede entenderse, igualmente, que un APP permita a la Administración tributaria estudiar las 
operaciones en cuestión con más profundidad que en caso de inspección de los precios de transferencia, 
al depender de los hechos y circunstancias. El contribuyente deberá suministrar informaciones 
detalladas sobre la fijación de sus precios de transferencia y ajustarse a cualquier otra obligación que 
la Administración tributaria le imponga para asegurar el respeto de las condiciones exigidas en el APP. 
Al mismo tiempo, el contribuyente no está exento de las inspecciones normales y periódicas a las que 
la Administración tributaria puede proceder sobre otros puntos. La conclusión de un APP no determina 
obligatoriamente que el contribuyente esté exento de una inspección de sus operaciones de precios de 
transferencia. El contribuyente podrá todavía tener que demostrar que ha cumplido de buena fe con los 
términos y condiciones del APP, que los principales enunciados del APP siguen siendo válidos, que 
los datos utilizados para aplicar el método escogido eran correctos, que las hipótesis de base sobre las 
que descansa el APP siguen siendo pertinentes y son aplicadas consistentemente y que el método es 
aplicado de manera coherente. Las Administraciones tributarias deberían, en consecuencia, actuar de 
manera que los procedimientos de APP no sean demasiado gravosos y no se impongan a los 
contribuyentes exigencias que vayan más allá de las condiciones de aplicación del APP. 

Pueden plantearse igualmente problemas si las Administraciones tributarias hacen un uso abusivo, en 
sus prácticas inspectoras, de las informaciones obtenidas en un APP. Si el contribuyente retira su 
solicitud de APP o si ésta es rechazada después de la instrucción del expediente, las informaciones de 
carácter no fáctico que ha suministrado en el curso de esta solicitud, tales como ofertas de acuerdo, 
razonamientos, opiniones y juicios, no pueden considerarse utilizables a efectos de inspección. 
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Además una petición infructuosa de APP por parte de un contribuyente no debe incitar a la 
Administración tributaria a iniciar una inspección de su situación. 

Las Administraciones tributarias deberían igualmente preservar la confidencialidad de los secretos 
mercantiles y de otras informaciones y documentos sensibles que se les ha suministrado durante el 
procedimiento de APP. En consecuencia, las normas internas contrarias a la divulgación de 
informaciones deben ser aplicadas. En caso de un APP bilateral, es necesario que las reglas en materia 
de confidencialidad se apliquen a los Estados con los que se haya concluido un Convenio fiscal, de 
suerte que se impida la divulgación al público de datos confidenciales. 

Un programa de APP no podrán utilizarlo todos los contribuyentes porque el procedimiento puede ser 
costoso y largo y los pequeños contribuyentes no dispondrán generalmente de los recursos necesarios. 
Tal será el caso en particular si deben interven ir expertos independientes. Los APP pueden, en 
consecuencia, contribuir solamente a resolver casos de precios de transferencia de gran envergadura. 
Además, un programa de APP que exija medios importantes por parte de la Administración tributaria 
no podrá probablemente satisfacer más que una parte de las solicitudes. En la valoración de los APP, 
las Administraciones tributarias pueden atenuar estos problemas potenciales asegurándose de que las 
informaciones demandadas se corresponden con la importancia de las operaciones internacionales en 
cuestión. 

v) Recomendaciones 
a) De orden general 

En el momento presente, solamente unos pocos países miembros de la OCDE tienen experiencia con 
los APP. Por el momento, los países con alguna experiencia parecen satisfechos con este programa, 
por lo que cabe esperar que, dándose las circunstancias apropiadas, la experiencia de los APP 
continuará desarrollándose. El éxito de los programas de APP es función de varios elementos: la 
atención prestada para determinar el grado adecuado de especificidad del acuerdo sobre la base de las 
hipótesis fundamentales, la buena gestión del programa y la existencia de adecuadas salvaguardias 
para evitar los escollos descritos anteriormente, a lo que hay que añadir la flexibilidad y el espíritu 
abierto que debe presidir este procedimiento. 

Desde el punto de vista de la forma y del ámbito de aplicación de los APP, existen ciertos problemas 
continuos que exigen una mayor experiencia para resolverlos y llegar a un acuerdo entre los países 
miembros, siendo una de estas complicaciones la de los APP unilaterales. Aunque es demasiado pronto 
para formular una recomendación definitiva sobre si es necesario o no incentivar los programas de 
APP, parece sin embargo probable que, en ciertas circunstancias, estos dispositivos contribuirán a 
resolver las controversias sobre precios de transferencia. El Comité de Asuntos Fiscales se propone el 
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seguimiento cuidadoso de todo uso más amplio de los APP y el fomento de una mayor coherencia en 
la práctica entre los países que utilizan este programa. 

b) Campo de aplicación de un acuerdo. 

En el examen del campo de aplicación de un acuerdo, los contribuyentes y las Administraciones 
tributarias han de prestar una atención particular a la fiabilidad de las previsiones, de manera que se 
excluyan aquellas no fiables. Es necesario, en general, una gran prudencia cuando el APP va más allá 
de la metodología aplicada, su aplicación y las hipótesis de base. 

c) Acuerdos unilaterales versus bilaterales (multilaterales) 

En la medida de lo posible, un APP debería concluirse bilateralmente o multilateralmente entre las 
Autoridades competentes, por medio del procedimiento amistoso del Convenio correspondiente. En el 
ámbito de un APP bilateral, los contribuyentes corren menos peligro de sentirse obligados a concluir 
un APP, o de aceptar un acuerdo no conforme al principio de plena competencia, con la finalidad de 
evitar costosas y prolongadas inspecciones y eventuales sanciones. Además, un APP bilateral reduce 
enormemente los riesgos de no imposición o de doble imposición de los beneficios. Por otra parte, la 
conclusión de un APP a través del procedimiento amistoso puede constituir la única fórmula disponible 
para la Administración tributaria de un país cuya legislación interna no autoriza a concluir directamente 
con el contribuyente acuerdos vinculantes. 

d) Igualdad de acceso de todos los contribuyentes a los APP 

Como se ha visto anteriormente, el procedimiento del APP, por su propia naturaleza, puede "de facto" 
limitar su acceso a los grandes contribuyentes. La restricción de los APP a los grandes contribuyentes 
puede plantear cuestiones de igualdad y de uniformidad, desde el momento en que los contribuyentes 
que se encuentren en situaciones idénticas no deberían ser tratados diferentemente. Un reparto flexible 
de los recursos de la inspección puede remediar estas preocupaciones. Quizás sea también necesario 
que las Administraciones tributarias contemplen la posibilidad de adoptar un procedimiento 
simplificado para los pequeños contribuyentes. Las Administraciones tributarias deberían procurar 
adaptar el nivel de investigación, en la evaluación de los APP, a la importancia de las operaciones 
internacionales en cuestión. 

e) Adopción de acuerdos entre las Autoridades competentes relativos a los APP y mejora de 
procedimientos 

Una uniformidad de las prácticas relativas a los APP entre los países que los utilizan podría ser 
beneficiosa tanto para las Administraciones tributarias como para los contribuyentes. En consecuencia, 
las Administraciones tributarias de tales países podrían contemplar la conclusión de acuerdos entre 
Autoridades competentes referentes a los APP. Estos acuerdos podrían establecer las directrices 
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generales y las modalidades para alcanzar un acuerdo mutuo cuando el contribuyente ha solicitado un 
APP referente a precios de transferencia. 

Además los APP bilaterales con socios convencionales deberían responder a ciertas exigencias. Por 
ejemplo, sería necesario que cada una de las Administraciones tributarias dispusiera simultáneamente 
de las mismas informaciones necesarias y pertinentes, y que el método convenido fuera conforme al 
principio de plena competencia. 

G. Arbitraje 

En la medida en que el comercio y la inversión han adquirido progresivamente un carácter 
internacional, las controversias tributarias que ocasionalmente se derivan de tales actividades se sitúan 
también, cada vez más, en el plano internacional. Más concretamente, las disputas ya no constituyen 
simples controversias entre un contribuyente y su Administración tributaria, sino que implican 
diferencias entre las propias Administraciones tributarias. En muchas de estas situaciones, el grupo 
multinacional no desempeña el papel principal y los verdaderos protagonistas son los Gobiernos 
implicados. Tradicionalmente los problemas de doble imposición se han resuelto a través de un 
procedimiento amistoso, como se ha visto en el presente capítulo. Pero este tipo de procedimiento no 
garantiza un remedio si las Administraciones tributarias, después de las consultas, no consiguen llegar 
a un acuerdo. 

Se plantean en otros contextos problemas similares relativos a la resolución de los puntos de vista 
gubernamentales en conflicto. En el contexto de la inversión y del comercio internacional, el GATT y 
su sucesor, la Organización Mundial del Comercio, han establecido procedimientos e instituciones 
cada vez más sofisticados para resolver las controversias en el campo del comercio internacional. El 
mecanismo de base consiste en la creación de una instancia esencialmente arbitral, compuesta de 
expertos independientes, que toma una resolución motivada con fuerza legal sobre la cuestión que le 
ha sido sometida. De forma similar, el Acuerdo de libre comercio entre Canadá y los Estados Unidos 
y su ampliación al Tratado de libre comercio de América del Norte proveen un procedimiento que hace 
intervenir una instancia arbitral para resolver las controversias referentes a los derechos antidumping 
y a los derechos compensatorios. Existen unas medidas arbitrales similares en el Tratado de la Carta 
de la Energía. 

También en el área tributaria se ha prestado atención a la utilización del arbitraje para resolver las 
controversias tributarias. El Convenio más conocido a este respecto es el "Convenio Sobre Precios de 
Transferencia" acordado por los Estados miembros de la Comunidad Europea el "Convenio de 
arbitraje", que entró en vigor el 1 de enero de 1995. Además, algunos convenios bilaterales incluyen 
igualmente un procedimiento de arbitraje. Hasta el momento presente, no han sido aplicados ni el 
Convenio de la Comunidad Europea, ni las disposiciones de los convenios bilaterales. 
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La posibilidad de recurrir al arbitraje en las controversias fiscales ha sido reconocida, después de un 
cierto tiempo, en los trabajos referentes al Modelo de Convenio fiscal de la OCDE. Desde 1977, los 
Comentarios al artículo 25 mencionan la posibilidad de pedir "opiniones" de "árbitros independientes". 
La versión actual de los Comentarios al artículo 25 se refieren también a la posible "solución" del 
arbitraje y del Convenio de arbitraje, así como a los desarrollos respecto a dicho tema en los Convenios 
bilaterales. 

Es en el contexto de los precios de transferencia donde el arbitraje ha recibido la máxima atención por 
parte de la OCDE. El Informe de 1984 sobre los ajustes correlativos analiza la utilización de los 
procedimientos de arbitraje para asegurar la coherencia de los mismos. Después de haber sopesado las 
ventajas y los inconvenientes de los ajustes correlativos, el Informe concluía que "por el momento" no 
era apropiado recomendar un procedimiento de arbitraje. Sin embargo, como se indicó anteriormente, 
la situación ha evolucionado desde que, en 1984, fue redactado el Informe. El convenio de arbitraje al 
que se ha hecho referencia anteriormente era, en esa época, solamente un proyecto; los procedimientos 
de resolución de diferencias en los acuerdos comerciales no se habían desarrollado completamente; 
los Convenios fiscales bilaterales no habían comenzado a adoptar procedimientos de arbitraje; y 
tampoco había aumentado de forma importante el interés por los problemas referentes a los precios de 
transferencia, con la correspondiente incidencia que pueden tener desde el punto de vista de las 
controversias en materia fiscal. En consecuencia, parece apropiado analizar de nuevo y con mayor 
detalle si la puesta en práctica de un procedimiento de arbitraje en materia fiscal no podría jugar un 
papel complementario útil en las relaciones fiscales internacionales. En consecuencia, el Comité de 
Asuntos Fiscales ha acordado comenzar el estudio de esta cuestión y complementar estas Directrices 
con las conclusiones de dicho estudio cuando éste haya sido finalizado. 

2.7 Documentación 

A. Introducción 

En este Capítulo se someten a la consideración de las Administraciones tributarias unos criterios 
generales a la hora de establecer normas y/o procedimientos acerca de la documentación que han de 
solicitar a los contribuyentes en el marco de una investigación sobre precios de transferencia. También 
se ofrece orientación para ayudar a los contribuyentes a identificar la documentación que resulta más 
útil para demostrar que sus operaciones vinculadas cumplen con el principio de plena competencia y, 
así, resolver cuestiones sobre precios de transferencia y facilitar las inspecciones tributarias. 

Las obligaciones en materia de documentación se verán afectadas por las normas reguladoras de la 
carga de la prueba en la jurisdicción pertinente. En la mayoría de las jurisdicciones, la Administración 
tributaria tiene la carga de la prueba. De esta manera, al contribuyente no le corresponde probar la 
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corrección de sus precios de transferencia a menos que la Administración tributaria demuestre, prima 
facie, que la valoración no es coherente con el principio de plena competencia. Las reflexiones sobre 
documentación contenidas en este Capítulo no pretenden establecer más obligaciones a cargo de los 
contribuyentes además de las impuestas por normas internas. Sin embargo, debe indicarse que, incluso 
cuando la carga de la prueba corresponde a la Administración tributaria, ésta puede razonablemente 
obligar al contribuyente a presentar la documentación sobre sus precios de transferencia, porque la 
Administración tributaria no podría inspeccionar el caso adecuadamente sin la información oportuna. 
De hecho, cuando el contribuyente no suministra información adecuada, en algunos países puede 
producirse el traslado de la carga de la prueba mediante la presunción, salvo prueba en contrario, en 
favor del ajuste propuesto por la Administración tributaria. Quizás sería más importante que tanto la 
Administración tributaria como el contribuyente hicieran un esfuerzo de buena fe para demostrar que 
sus determinaciones de precios de transferencia satisfacen el principio de plena competencia, 
independientemente de quién soporta la carga de la prueba. Durante los procedimientos de inspección 
las actuaciones de la Administración tributaria no debieran resultar afectadas por la certeza de que pesa 
sobre el contribuyente la carga de la prueba, en el caso de que así sea. La carga de la prueba no debiera 
nunca ser utilizada ni por la Administración tributaria, ni por el contribuyente, como pretexto para 
sostener afirmaciones infundadas o inverificables en relación con los precios de transferencia. 

B. Criterios a seguir sobre procedimientos y normas de documentación 

De todo contribuyente se espera un esfuerzo para determinar la fijación de los precios de transferencia 
a efectos fiscales de acuerdo con el principio de plena competencia, basada en la información que se 
encuentre razonablemente disponible en el momento de su determinación. Por esto, el contribuyente 
debería considerar normalmente si su precio de transferencia es adecuado a efectos fiscales antes de 
que quede establecido. Por ejemplo, sería deseable que el contribuyente hubiera llegado a una 
conclusión respecto a la disponibilidad o no de los datos comparables relativos a operaciones no 
vinculadas. También se podría esperar que el contribuyente analizase, basándose en la información 
disponible, si han cambiado las condiciones utilizadas para fijar los precios de transferencia en años 
anteriores, en el caso de que esas condiciones influyan a la hora de determinar los precios de 
transferencia durante el año en curso. 

El proceso a seguir por el contribuyente para la fijación de los precios de transferencia que es adecuada 
a efectos fiscales debe resolverse a la luz de los principios de una gestión prudente de empresa que 
gobernarían el proceso de evaluación de una decisión empresarial con un nivel de complejidad e 
importancia similar. Se podría esperar que la aplicación de estos principios requiera que el 
contribuyente prepare o se refiera a documentos escritos que pudieran servir para ilustrar los esfuerzos 
realizados con el fin de cumplir con el principio de plena competencia, incluyéndose la información 
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en que se basó la fijación de los precios de transferencia, los factores que tuvo en cuenta y el método 
que seleccionó. Sería razonable que las Administraciones tributarias esperasen que los contribuyentes, 
al fijar sus precios de transferencia para una actividad empresarial particular, preparasen o procurasen 
esos documentos relativos a la naturaleza de la actividad y a la determinación de los precios de 
transferencia y que conservasen la documentación para ser presentada, si fuera necesario, en el curso 
de una inspección tributaria. Tales actuaciones deberían contribuir a que los contribuyentes presentaran 
correctamente sus declaraciones fiscales. Sin embargo, se debe observar que no debería existir una 
obligación contemporánea de elaborar este tipo de documentos o de prepararlos para su revisión por 
la Administración tributaria en el momento en que se fija el precio o se presenta la declaración fiscal. 
En la medida en que el interés último de la Administración tributaria quedaría satisfecho si se 
presentasen los documentos necesarios a tiempo cuando fueran demandados en el curso de una 
inspección, el procedimiento de conservación de documentos debería dejarse al arbitrio del 
contribuyente. Por ejemplo, el contribuyente puede elegir almacenar documentos relevantes en su 
forma original o compilados en forma de libro, en el idioma que prefiera, antes de tener que 
suministrarlos a la Administración tributaria. Aun así, el contribuyente debería cumplir con 
requerimientos razonables para traducir los documentos que se sometan a la Administración tributaria. 
Al considerar si un precio de transferencia es adecuado a efectos fiscales, puede ser necesario, 
atendiendo a los principios de una gestión prudente de empresa, que el contribuyente prepare o se 
refiera a documentos escritos que de otra forma no habría preparado o a los que no se habría referido 
en ausencia de consideraciones tributarias, incluyendo documentos de empresas asociadas extranjeras. 
Cuando se requiera la presentación de este tipo de documentos, la Administración tributaria debe 
mostrarse cuidadosa y medir la necesidad de los documentos en relación con el coste y la carga 
administrativa que supone para el contribuyente crearlos u obtenerlos. Por ejemplo, no se debería 
esperar que el contribuyente incurra en costes y cargas desproporcionadamente altos para obtener 
documentos de empresas asociadas extranjeras o que efectúe una investigación exhaustiva de datos 
comparables de operaciones no vinculadas cuando considera razonablemente, atendiendo a los 
principios expuestos en este Informe, que no existen datos comparables o que los costes de localizar 
datos comparables serían desproporcionadamente altos en relación con los importes que se cuestionan. 
Las Administraciones tributarias deberían reconocer también que disponen de instrumentos sobre 
intercambio de información incluidos en los convenios bilaterales de doble imposición para obtener 
esa información, cuando cabe esperar su recepción a tiempo y de forma eficiente. 

Así, mientras que algunos documentos que podrían ser utilizados razonablemente o en los que se podría 
confiar para determinar un precio de transferencia de plena competencia a efectos fiscales son de 
naturaleza tal que no habrían sido elaborados u obtenidos sino para fines tributarios, se podría esperar 
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que el contribuyente hubiera elaborado u obtenido esos documentos sólo si son indispensables para 
una valoración razonable acerca del cumplimiento, por el precio de transferencia, del principio de 
plena competencia y pueden ser elaborados u obtenidos por el contribuyente sin incurrir en costes 
desproporcionadamente altos. No se debería esperar que el contribuyente haya elaborado y obtenido 
más documentos que los mínimos necesarios para realizar una valoración razonable acerca del 
cumplimiento del principio de plena competencia. 

Con arreglo a los criterios anteriores, sólo se debería obligar a los contribuyentes a conservar un tiempo 
razonable documentos que fueron preparados o que se refirieron a operaciones que tuvieron lugar en 
unos años respecto de los cuales el ajuste no es factible por prescripción, dado que el tiempo 
transcurrido es superior al período exigido en la legislación interna para la conservación de documentos 
de naturaleza similar. Además, normalmente las Administraciones tributarias no deberían requerir 
documentos relativos a esos años aun cuando se hubieran conservado. Sin embargo, esos documentos 
pueden ser relevantes, en ocasiones, para la investigación de precios de transferencia de un año 
posterior respecto del cual no ha transcurrido el período de prescripción —por ejemplo, cuando los 
contribuyentes conservan por propia iniciativa los documentos relativos a sus contratos a largo plazo- 
- o para determinar si se cumplen las normas estándares de comparabilidad relativas a la aplicación de 
un método de fijación de los precios de transferencia de ese año ulterior. Las Administraciones 
tributarias no deberían olvidar las dificultades que entraña la localización de documentos de años 
anteriores y deberían restringir sus requerimientos a los casos en que existan razones fundadas para 
revisar los documentos en cuestión en relación con la operación objeto de inspección. 

Las Administraciones tributarias deberían igualmente limitar sus requerimientos de los documentos 
que se encuentran disponibles, sólo después de que la operación en cuestión haya tenido lugar, a 
aquéllos que razonablemente contengan información relevante, según los principios rectores de la 
utilización de datos de múltiples años que se mencionaron en el Capítulo I, o información acerca de 
los hechos que concurrieron en el momento en que se fijó el precio de transferencia. Al valorar qué 
información resulta oportuna, la Administración tributaria debería considerar en qué medida el 
contribuyente podría haber dispuesto razonablemente de esa información cuando se determinó el 
precio de transferencia. 

Además, las Administraciones tributarias no deberían exigir a los contribuyentes que presentaran 
documentos que éstos no tienen o que no controlan o que no son asequibles - por ejemplo, la 
información que no se puede obtener legalmente o de la que el contribuyente no puede realmente 
disponer por ser confidencial para sus competidores o porque no está publicada y no puede ser obtenida 
solicitándola o a través de datos del mercado. 
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En muchos casos, la información sobre empresas asociadas extranjeras es crucial para las inspecciones 
de precios de transferencia. Sin embargo, el contribuyente se puede encontrar con dificultades para 
reunir esa información, que no tendría si aportara sus propios documentos. Cuando el contribuyente es 
una filial de una empresa extranjera asociada o es sólo un accionista minoritario, puede ser difícil 
obtener la información como consecuencia de que el contribuyente no tiene control sobre la empresa 
asociada. En cualquier caso, las normas contables y las obligaciones legales de documentación, 
incluidos los plazos para su preparación y remisión difieren de un país a otro. Los documentos 
requeridos al contribuyente pueden no ser aquéllos que los principios de una gestión prudente de 
empresa indicaran que fueran conservados por la empresa asociada extranjera; y traducir y presentar 
estos documentos puede suponer un tiempo y un coste importantes. Estas consideraciones deben ser 
sopesadas al definir las obligaciones de documentación exigióles al contribuyente. 

Podría no ser necesario ampliar el requerimiento de información a todas las empresas asociadas 
involucradas en las operaciones vinculadas bajo comprobación. Por ejemplo, al fijar un precio de 
transferencia para un distribuidor que ha desempeñado pocas funciones, podría ser oportuno tener 
información sobre esas tareas sin extender la petición de información a otros miembros del grupo 
multinacional. 

Las Administraciones tributarias deberían tener cuidado para asegurar que no se divulguen secretos 
comerciales o científicos y otros datos confidenciales. Por lo tanto, las Administraciones tributarias 
deberían dar pruebas de discreción al requerir este tipo de información y únicamente deberían proceder 
cuando puedan comprometerse a que la información se mantenga confidencial frente a terceras partes, 
salvo cuando la divulgación resulte necesaria en procedimientos públicos ante tribunales o en 
resoluciones judiciales. Deberían realizarse todos los esfuerzos para garantizar que se mantiene la 
confidencialidad en la mayor medida posible en dichos procedimientos y resoluciones. 

Los contribuyentes deberían reconocer que, sin perjuicio de las limitaciones en los requisitos 
documentales, la Administración tributaria tendrá que llegar a concretar un precio de transferencia de 
plena competencia aunque la información disponible sea incompleta. Como consecuencia, el 
contribuyente debe considerar que una conservación adecuada de archivos y la presentación 
espontánea de documentos darán mayor credibilidad a su determinación de precios de transferencia. 
Así será tanto si un caso concreto es muy claro como si resulta complejo pero, cuanto más complicado 
e inusual sea, mayor importancia tendrá la documentación. 

Las Administraciones tributarias deberían limitar la cantidad de documentación exigióle en el 
momento de presentar la declaración tributaria. En ese momento no se ha concretado la comprobación 
de precios de transferencia respecto de ninguna operación. Resultaría muy gravoso exigir en esta fase 
información detallada sobre las operaciones transfronterizas entre empresas asociadas y sobre la 
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totalidad de las empresas participantes en las mismas. De esta manera, no sería lógico exigir que el 
contribuyente aportara, junto con la declaración tributaria, documentos que justifiquen de manera 
específica la procedencia de los precios de transferencia determinados. Podría obstaculizarse el 
comercio internacional y la inversión exterior. La documentación exigióle en la fase de presentación 
de la declaración tributaria debería estar limitada a requerir que el contribuyente suministrara 
información suficiente como para permitir que la Administración tributaria determinara 
aproximadamente qué contribuyentes necesitan una comprobación más en profundidad. 

C. Información útil para efectuar auditorías de precios de transferencia 

La información relevante para la verificación de los precios de transferencia depende de los hechos y 
de las circunstancias del caso. Por esta razón, no es posible definir con carácter general la medida y 
naturaleza precisas de la información que sería razonable que la Administración tributaria requiriese y 
que el contribuyente presentase con ocasión de la inspección. Sin embargo, hay ciertos rasgos 
distintivos que son comunes a cualquier comprobación de precios de transferencia que dependen de 
informaciones relativas al contribuyente, a las empresas asociadas, a la naturaleza de la operación y a 
la base para fijar su precio. La Sección siguiente expone en líneas generales la información que podría 
ser relevante según las circunstancias particulares de cada caso. Se intenta demostrar qué tipo de 
información facilitaría la investigación en la generalidad de los casos, pero se debería subrayar que la 
información descrita más adelante no debería entenderse como normas mínimas a cumplir. De forma 
similar, no se pretende recoger una enumeración exhaustiva de la información que una Administración 
tributaria puede tener derecho a exigir. 

Un análisis con arreglo al principio de plena competencia exige normalmente información acerca de 
las empresas asociadas partícipes de la operación vinculada, acerca de las operaciones en cuestión, de 
las funciones desempeñadas, de la información obtenida de empresas independientes implicadas en 
operaciones o negocios similares y acerca de otros factores que se hayan podido comentar a lo largo 
de este Informe. Podría ser relevante alguna información adicional sobre la operación vinculada en 
cuestión. Podría ser el caso de su naturaleza y de los términos en que se produce, las condiciones 
económicas y los bienes objeto de la misma, de cómo circulan los productos o servicios de la operación 
vinculada entre las empresas asociadas y de las modificaciones en las condiciones comerciales o las 
renegociaciones de los acuerdos en vigor. También podría incluir una descripción de las circunstancias 
de cualesquiera otras operaciones conocidas entre el contribuyente y un tercero independiente que sean 
similares a la operación con una empresa asociada extranjera y cualquier información susceptible de 
ser útil para saber si empresas independientes que negocian en plena competencia hubieran concluido 
operaciones estructuradas de forma similar en circunstancias comparables. Otra información útil puede 
ser la relación de sociedades comparables conocidas con operaciones similares a las vinculadas. 
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En casos concretos sobre precios de transferencia puede ser útil referirse a informaciones relativas a 
cada empresa asociada partícipe en la operación vinculada sometida a revisión, como pueden ser: 

i) la descripción general de la empresa; 

ii) la estructura organizativa; 

iii) la articulación de la propiedad en el seno del grupo multinacional; 

iv) el volumen de ventas y los resultados de la explotación en los años más próximos precedentes a la 
operación; 

v) el nivel de operaciones del contribuyente con empresas extranjeras asociadas: por ejemplo, el 
montante de ventas de activos inventariados, las prestaciones de servicios, el arrendamiento de activos 
materiales, el uso y la transmisión de activos intangibles y los intereses de préstamos. 

La información sobre fijación de precios, incluyéndose las estrategias comerciales y otras 
circunstancias especiales del caso, también puede ser útil. Ésta podría incluir factores que hayan 
influido en la fijación de los precios o de cualesquiera políticas de precios del contribuyente y de todo 
el grupo multinacional. Por ejemplo, esas políticas podrían consistir en añadir un margen fijo al coste 
de fabricación, en deducir del precio de venta en el mercado para el consumidor final los costes 
correspondientes cuando las partes asociadas extranjeras están realizando ventas al por mayor o en 
practicar una política integrada de fijación de precios o de reparto de costes basándose en la 
consideración global del grupo. La información relacionada con los factores que hayan conducido al 
desarrollo de cualquiera de estas políticas puede ayudar a la multinacional a convencer a las 
Administraciones tributarias de que sus políticas de precios de transferencia son conformes con las 
condiciones de las operaciones en el mercado libre. También podría ser útil precisar la selección, 
aplicación y consistencia con el principio de plena competencia del método de valoración empleado 
para fijar el precio de transferencia. Se debe mencionar a este respecto que la información más útil 
para fijar precios de plena competencia puede estar en función del método utilizado. 

Entre las circunstancias particulares a considerar se encontrarían los pormenores de las operaciones de 
compensación que puedan incidir en la determinación de los precios de plena competencia. En tal caso, 
es útil disponer de documentos que ayuden a describir los hechos relevantes, la conexión cualitativa 
entre las operaciones y la cuantificación de la compensación. La documentación simultánea a la 
operación permitirá minimizar el recurso a la reconstrucción de los hechos. Como se discutió en el 
Capítulo I, una operación de compensación puede tener lugar, por ejemplo, cuando el vendedor 
suministra bienes a un precio inferior porque el comprador le presta servicios gratuitamente, cuando 
se fija un canon superior para compensar una reducción intencionada en los precios de los bienes o 
cuando se concluye un acuerdo de cesión recíproca y gratuita del uso de propiedad industrial o de 
know-how sin dar lugar al pago de cánones. 
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Otras circunstancias especiales podrían ser la estrategia de gestión o el tipo de empresa -por ejemplo, 
cuando la actividad del contribuyente persigue la penetración en un mercado, el incremento de la cuota 
de mercado, la introducción de nuevos productos en el mercado o afrontar incrementos de 
competencia. 

Asimismo puede ser relevante la situación general del contribuyente desde el punto de vista comercial 
o industrial. También pueden ser importantes la información relativa al entorno de la empresa y los 
cambios previstos, y la influencia de estas previsiones en el sector en que opera el contribuyente, la 
dimensión del mercado, las condiciones de competencia, el marco legal, el progreso tecnológico y el 
mercado de divisas. 

La información acerca de las funciones desempeñadas, teniendo en cuenta los activos utilizados y los 
riesgos asumidos puede ser útil para el análisis funcional que, normalmente, se practica para aplicar el 
principio de plena competencia. Las funciones comprenden la fabricación, el montaje, la gestión de 
compras y de material, la comercialización, las ventas al por mayor, los controles de existencias, la 
gestión de garantías, la publicidad y la comercialización, las actividades de transporte y de almacenaje, 
las condiciones de los préstamos y los términos de los pagos, la formación y la gestión de personal. 
Los posibles riesgos asumidos que se contemplan en el análisis funcional son los riesgos en la variación 
de los costes, de los precios o de las existencias, los riesgos referidos al éxito o al fracaso de actividades 
de investigación y desarrollo, los riesgos financieros, incluyéndose los relativos a las alteraciones en 
los tipos de cambio y a los tipos de interés, los riesgos derivados de las condiciones de los préstamos 
y de los plazos de los pagos, los riesgos propios de la responsabilidad en la fabricación y los riesgos 
empresariales ligados a la propiedad de los activos y de las instalaciones. 

La información financiera puede ser útil igualmente cuando resulta necesario comparar beneficios y 
pérdidas entre empresas asociadas con quien el contribuyente mantiene operaciones sometidas a las 
normas sobre precios de transferencia. Esta información podría consistir en la documentación que 
explicase los beneficios y las pérdidas en la medida necesaria para valorar si la política de precios de 
transferencia de un grupo multinacional es adecuada. De la misma manera, podría comprender 
documentos relativos a los gastos soportados por empresas asociadas extranjeras, como los gastos de 
promoción de ventas o de publicidad. 

Asimismo, la empresa asociada extranjera podría disponer de información financiera útil. Esta última 
constaría de informes sobre costes de fabricación, de investigación y desarrollo y/o sobre gastos 
generales y administrativos. 

También puede resultar útil contar con documentos que sirvan para mostrar el proceso de negociación 
para determinar o revisar precios de operaciones vinculadas. Cuando los contribuyentes negocian para 
determinar o revisar un precio facturado a empresas asociadas, pueden ser de interés los documentos 
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sobre previsiones de beneficios y de gastos administrativos y de ventas en que han de incurrir las 
filiales extranjeras, como los gastos de personal, amortizaciones, comercialización, distribución o 
transporte, y que explican cómo se determinan los precios de transferencia - por ejemplo, deduciendo, 
para las filiales, los márgenes brutos de los precios de venta estimados para los consumidores finales. 

D. Resumen de las recomendaciones sobre documentación 

Los contribuyentes deberían hacer un esfuerzo razonable cuando fijan los precios de transferencia para 
determinar si el precio de transferencia es adecuado a efectos fiscales de conformidad con el principio 
de plena competencia. Las Administraciones tributarias deberían tener derecho a obtener la 
documentación preparada o utilizada en este proceso con el fin de comprobar el cumplimiento del 
principio de plena competencia. Sin embargo, la medida de la exigibilidad de las obligaciones de 
documentación debe concretarse considerando los mismos principios de una gestión prudente de 
empresa que regirían el proceso de evaluación de cualquier decisión empresarial de un nivel de 
complejidad e importancia similar. Aún más, la necesidad de los documentos debe ponderarse junto 
con sus costes y cargas administrativas, en particular cuando este proceso condujera a la elaboración 
de documentos que, de otra forma, no se prepararían ni se utilizarían en ausencia de estas 
consideraciones tributarias. Las obligaciones de documentación no deben implicar costes y cargas 
desproporcionadas a las circunstancias para los contribuyentes. Aun así, éstos deben ser conscientes 
de que las prácticas adecuadas de registro de operaciones y la presentación espontánea de documentos 
facilitan las inspecciones y la resolución de los problemas de precios de transferencia que puedan 
surgir. 

Las Administraciones tributarias y los contribuyentes deben comprometerse a cooperar más 
estrechamente en lo que concierne a la documentación con el objeto de evitar obligaciones excesivas 
en la materia siempre que, al mismo tiempo, se suministre la información adecuada para aplicar de 
forma fiable el principio de plena competencia. Los contribuyentes deberían estar dispuestos a facilitar 
la información necesaria en su poder y las Administraciones tributarias deberían reconocer que tienen 
a su disposición provisiones de intercambio de información en algunos casos, con lo cual no existe 
tanta necesidad de requerir al contribuyente en el contexto de una inspección. El Comité de Asuntos 
Fiscales se propone realizar un estudio más detallado de la cuestión de la documentación para cxciii 
Desarrollar unos criterios a seguir suplementarios que pueden darse con el fin de asistir a los 
contribuyentes y a las Administraciones tributarias en esta área. 

2.8 Acuerdo de reparto de Costo 

A. Introducción 
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En este Capítulo se examinarán los acuerdos de reparto de costes (ARC) entre dos o más empresas 
asociadas y, ocasionalmente, con empresas independientes. Existen numerosos tipos de acuerdos de 
reparto de costes. Este Capítulo no pretende analizar ni describir las consecuencias fiscales de cada 
uno de los tipos, sino proporcionar una orientación general que permita determinar si las condiciones 
establecidas por las empresas asociadas para un ARC son coherentes con el principio de plena 
competencia. Las consecuencias fiscales de un ARC varían en función de que el acuerdo se celebre, 
conforme al principio de plena competencia, en los términos de las disposiciones del presente Capítulo 
y de que se documente de manera adecuada. Este Capítulo no resuelve todas las cuestiones relevantes 
sobre la gestión de los ARC ni las consecuencias fiscales de éstos. Por ejemplo, podrá resultar 
necesario disponer de directrices complementarias sobre la evaluación de las aportaciones a los ARC, 
especialmente, para determinar cuándo procede basarse en los costes o en los precios de mercado y 
precisar los efectos de las subvenciones públicas o de los incentivos fiscales. También podría resultar 
de utilidad profundizar en las características fiscales de las aportaciones, de los pagos compensatorios 
y de los pagos de entrada y de salida. Se llevarán a cabo los trabajos complementarios necesarios para 
la actualización y profundización del contenido de este Capítulo a medida que vaya disponiéndose de 
más experiencia sobre el funcionamiento efectivo de los ARC. 

La sección B ofrece una definición genérica del ARC y examina las características generales del 
concepto. La sección C describe la norma que permite determinar si un ARC cumple con el principio 
de plena competencia. El análisis incluye asimismo orientaciones sobre la forma de medir las 
aportaciones a un ARC con tal fin, sobre la necesidad o no de efectuar pagos compensatorios, es decir, 
pagos entre participantes que permitan ajustar la proporción de las aportaciones que les corresponde a 
cada uno y sobre qué tratamiento fiscal conviene reservar a dichas aportaciones y pagos 
compensatorios. La sección C aborda asimismo la determinación de los participantes y el tratamiento 
de las sociedades que tienen un fin específico. La sección D analiza los ajustes a realizar cuando se 
considere que las condiciones previstas en un ARC no son compatibles con el principio de plena 
competencia, en particular en lo relativo a los ajustes del reparto proporcional de las aportaciones en 
virtud del acuerdo. La sección E trata lo referente a la adhesión a un ARC o a la retirada del acuerdo 
tras su puesta en práctica. Por último, la sección L formula una serie de sugerencias sobre la estructura 
y la documentación de los ARC. 

B. Concepto de ARC 
i) Cuestiones generales 

Un ARC es un acuerdo marco que permite a las empresas mercantiles distribuir los costes y los riesgos 
de desarrollar, producir u obtener activos, servicios o derechos y determinar la naturaleza y el alcance 
de los intereses de cada uno de los participantes en estos activos, servicios o derechos. Un ARC es más 
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bien un acuerdo contractual que una entidad jurídica distinta o un establecimiento permanente 
compuesto por todos sus participantes. En un ARC, la proporción de los beneficios esperados del 
acuerdo que recibe un participante corresponde a su parte en el total de las aportaciones al acuerdo, 
teniendo en cuenta que la determinación de los precios de transferencia no constituye una ciencia 
exacta. Además, cada participante en un ARC tendrá derecho a explotar separadamente su 
participación en el ARC, en cuanto propietario efectivo de esa parte y no en cuanto licenciatario y, por 
consiguiente, exento de pagar a ninguna de las partes canon o remuneración alguna. Inversamente, 
cualquier otra parte deberá abonar una remuneración apropiada a un participante, por ejemplo, un 
canon, por explotar toda o parte del porcentaje propiedad de dicho participante. 

Ciertos beneficios obtenidos en las actividades, que se desarrollan en el marco de un ARC, se 
conocerán por anticipado, mientras que otras como, por ejemplo, los resultados de las actividades de 
investigación y de desarrollo serán inciertos. Ciertos tipos de actividades del ARC producirán 
beneficios a corto plazo, mientras que otros tendrán un marco temporal más largo o tal vez no sean 
exitosos. En todo caso, en un ARC siempre existe un beneficio esperado al que cada participante aspira 
con su aportación, incluyéndose el derecho asociado a que el ARC sea administrado adecuadamente. 
Los derechos de cada participante sobre los resultados de la actividad llevada a cabo en el marco del 
ARC deberían establecerse a priori, incluso en el supuesto en que dichos derechos estén 
interrelacionados con los del resto de participantes, por ejemplo, porque la propiedad legal del activo 
intangible desarrollado pertenezca a uno de los participantes, y, no obstante, todos tengan el derecho 
de explotarlo. 
ii) Tipos de ARC 

Quizás el tipo de ARC más frecuente tome la forma de un acuerdo para el desarrollo conjunto de 
activos intangibles donde cada participante recibe una participación de los derechos sobre el activo 
que se desarrolla. En ese ARC, a cada participante se le conceden derechos específicos de explotación 
del activo intangible, por ejemplo, para ciertas zonas geográficas o para ciertas aplicaciones. En 
general, el participante utiliza el activo intangible más bien para su uso particular que en el marco de 
una actividad conjunta con otros participantes. Los derechos específicos obtenidos pueden ser 
verdaderos derechos de propiedad; igualmente, puede ocurrir que sólo uno de los participantes sea el 
propietario legal del activo pero que, económicamente, todos los participantes sean copropietarios. En 
el caso de que un participante posea un derecho efectivo de propiedad sobre cualquier activo 
desarrollado en el marco de un ARC y de que las aportaciones sean proporcionales, no procede el pago 
de un canon o de cualquier otra remuneración por la utilización del activo desarrollado en función del 
derecho adquirido por el participante. 
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Sin duda, los ARC más frecuentes son aquellos acordados para actividades de investigación y 
desarrollo de activos intangibles, aunque no se limitan a ese tipo de actividad. Podría haber unos ARC 
para la financiación conjunta o para el reparto de los costes y de los riesgos, para el desarrollo o la 
adquisición de activos o para la obtención de servicios. A título de ejemplo, las empresas mercantiles 
pueden aunar recursos para adquirir servicios de gestión centralizados o desarrollar campañas 
publicitarias comunes en los mercados de los participantes. 

C. Aplicación del principio de plena competencia 
i) Cuestiones generales 

Para que las condiciones previstas en un ARC se ajusten al principio de plena competencia, las 
aportaciones efectuadas por cada participante deben ajustarse a las que una empresa independiente 
aceptaría en circunstancias comparables, teniendo en cuenta los beneficios que le cabe esperar 
razonablemente del acuerdo. Lo que diferencia la aportación a un ARC de una transmisión ordinaria 
intragrupo de activos o de servicios es que, total o parcialmente, la remuneración buscada por los 
participantes está constituida por los beneficios esperados por cada uno al poner en común los recursos 
y las técnicas. Las empresas independientes concluyen acuerdos de reparto de costes y de riesgos 
cuando existe una necesidad común a la que pueden responder en interés mutuo. Por ejemplo, las 
partes independientes, que operan conforme al principio de plena competencia, posiblemente desearían 
compartir los riesgos, sobre todo de la investigación en el ámbito de las tecnologías avanzadas para 
reducir al mínimo las pérdidas que pudieran resultar de una actividad o procederían a un reparto de los 
costes o a un desarrollo conjunto con el fin conseguir ahorros, quizás, a través de las economías de 
escala o de mejorar la eficiencia y la productividad, tal vez, aprovechando los puntos fuertes y la 
experiencia de cada una. De manera más general, se dan estos acuerdos cuando un grupo de sociedades, 
donde cada una necesita de ciertas actividades, decide centralizar o desarrollar conjuntamente estas 
actividades de forma que se reduzcan los costes y los riesgos en beneficio de cada participante. 

La expectativa de beneficios mutuos es fundamental para la aceptación, por parte de las empresas 
independientes, de un acuerdo para la puesta en común de recursos y competencias que no dé lugar a 
un pago adicional. Las empresas independientes exigirían que la aportación de cada participante, con 
respecto del total del acuerdo, sea proporcional a su parte en el total de los beneficios que espera recibir 
del mismo. Para aplicar el principio de plena competencia a un ARC es, por tanto, necesario constatar 
que todas las partes del acuerdo esperan obtener beneficios; posteriormente, calcular la aportación 
relativa en dinero o en especie de cada participante en la actividad conjunta; y, finalmente, determinar 
si es apropiado el porcentaje de las aportaciones al ARC, eventualmente ajustadas para tener en cuenta 
cualquier pago compensatorio efectuado entre participantes. Sería preciso tener en cuenta que estos 
factores pueden comportar un cierto grado de incertidumbre. Es posible que se repartan los costes entre 
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los participantes de un ARC para que resulte una sobreestimación de los beneficios imponibles en 
ciertos países y una subestimación en otros, si se aplica el principio de plena competencia. Por esta 
razón, los contribuyentes deberían estar en condiciones de justificar el fundamento de su petición con 
respecto al ARC. 

ii) Determinación de los participantes 

La noción de beneficio mutuo es fundamental en un ARC, ya que una parte no puede ser considerada 
como participante si no puede esperar razonablemente un beneficio de la propia actividad del ARC y 
no sólo del ejercicio de toda o parte de esta actividad. A un participante se le debe, por tanto, asignar 
un derecho sobre los beneficios del activo o de los servicios objeto del ARC y tener una expectativa 
legítima para, directa o indirectamente a través de acuerdos de licencia, o de venta a empresas 
asociadas o independientes, por ejemplo, explotar o utilizar el derecho que le ha sido asignado. 

La exigencia de un beneficio esperado no impone la condición de que la actividad tenga un resultado 
positivo. A título de ejemplo, la investigación y el desarrollo, tal vez, no consigan producir activos 
intangibles con valor comercial. No obstante, si a lo largo del período durante el cual se debería obtener 
un beneficio, la actividad no produce ningún beneficio efectivo, la Administración tributaria podrá 
plantearse si las partes, en el caso de haberse tratado de empresas independientes, habrían continuado 
con su participación 

En ciertos casos, quizá los participantes en un ARC decidan confiar una parte o la totalidad de la 
actividad objeto del ARC a una sociedad distinta que no se considera participante en los términos del 
apartado 8.10 anterior. En el caso de un contrato de investigación y/o de fabricación, esta sociedad 
deberá estar retribuida a un precio de plena competencia en los servicios prestados a los participantes 
del ARC. Este sería el caso incluso si, por ejemplo, la sociedad es una filial de uno o varios de los 
participantes en el ARC y ha sido creada para beneficiarse de un régimen de responsabilidad limitada 
si la actividad de investigación-desarrollo es de alto riesgo. La retribución a un precio de plena 
competencia se determinaría según los principios generales expuestos en el Capítulo I, teniendo en 
cuenta las funciones realizadas, los activos utilizados y los riesgos asumidos, así como las 
consideraciones especiales sobre la remuneración de plena competencia de los servicios. 

iii) Importe de la aportación de cada participante 

Para determinar si un ARC se ajusta al principio de plena competencia —es decir, si la proporción 
relativa de cada participante en el total de las aportaciones al ARC es la misma que su proporción 
relativa en el total de los beneficios esperados del ARC— es necesario medir el valor o el importe de 
las aportaciones de cada uno de los participantes en el ARC. En virtud del principio de plena 
competencia, el valor de la aportación de cada participante debería ser compatible con el importe que 
habría sido fijado entre empresas independientes en circunstancias comparables. Por ejemplo, como 
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se indica en el Capítulo I, la aplicación del principio de plena competencia tendría en cuenta, los 
términos contractuales y las circunstancias económicas específicas de un ARC como, verbi gratia, el 
reparto de riesgos y de costes. 

No puede ofrecerse ningún resultado específico para todas las situaciones y los problemas deben más 
bien resolverse, caso por caso, respetando la aplicación general del principio de plena competencia. 
Los países tienen experiencia en la utilización de los costes y de los precios de mercado para determinar 
el valor de las aportaciones a los ARC según el principio de plena competencia. Probablemente, no es 
fácil determinar el valor relativo de la aportación de cada participante, salvo que todas las aportaciones 
se realicen íntegramente en dinero, como, por ejemplo, cuando la actividad la ejerce un proveedor de 
servicios externo y todos los participantes financian conjuntamente los costes. 

Es esencial que el proceso de evaluación reconozca todas las aportaciones de los participantes en el 
acuerdo, incluyendo los activos o servicios que se utilizan tanto para la actividad del ARC como, 
simultáneamente, para las actividades profesionales específicas del participante. Puede ser difícil 
medir las aportaciones que incluyan activos o servicios compartidos como, por ejemplo, cuando un 
participante aporta la utilización parcial de activos fijos como inmuebles o equipo, o ejerce funciones 
de vigilancia, de oficina o de administración para el ARC y para su propia actividad. Será necesario 
determinar la proporción de los activos o de los servicios relacionados con la actividad del ARC de 
forma comercialmente justificable respecto de las normas contables aceptadas y de los datos reales; 
asimismo habrá, quizá, que efectuar ajustes, si éstos son importantes, que otorguen una mayor 
coherencia cuando estén implicadas diferentes jurisdicciones. Una vez determinada esta proporción, 
la aportación podrá medirse conforme a los principios establecidos. 

Para evaluar la aportación de un participante, hay que determinar el tratamiento del ahorro que puede 
resultar de las subvenciones o de los beneficios fiscales bajo la forma de deducciones para inversiones 
concedido por una Administración. La posible consideración de este ahorro y su importancia, que 
deberían tenerse en cuenta al evaluar la aportación de un participante, dependerán de cómo hubieran 
actuado las empresas independientes en circunstancias comparables. 

Pueden ser necesarios pagos compensatorios para ajustar las aportaciones proporcionales de los 
participantes. Un pago compensatorio supone el aumento de las aportaciones relativas del pagador y 
la reducción de la aportación del beneficiario en un importe equivalente al pago efectuado. Los pagos 
compensatorios deberán respetar las reglas de plena competencia, según las cuales la proporción de 
cada participante en el total de las aportaciones debe ser correlativa con su proporción en el total de 
los beneficios esperados del acuerdo. 
iii) Determinación de si el reparto es correcto 
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No existe una regla de aplicación universal para determinar si la proporción relativa de cada 
participante en el total de aportaciones a la actividad de un ARC corresponde a su proporción relativa 
en el total de beneficios esperados del acuerdo. El objetivo es estimar la parte de beneficios esperados 
por cada participante y determinar las aportaciones en la misma proporción. La proporción de los 
beneficios esperados podría estimarse tomando como punto de referencia la renta adicional o los 
ahorros en términos de costes que cada participante espere como resultado del acuerdo. Pueden ser 
útiles, en ciertos casos, otras técnicas para la estimación de los beneficios esperados, por ejemplo, la 
utilización del precio cargado en la venta de activos o de servicios comparables. Otro enfoque 
frecuentemente utilizado en la práctica consistiría en determinar la proporción de los beneficios 
esperados atribuidas a cada participante utilizando un criterio de reparto. Entre los criterios de reparto 
posibles, podemos citar las ventas, el número de unidades utilizadas, producidas o vendidas, el 
beneficio bruto o el beneficio de explotación, el número de asalariados, el capital invertido, etc. La 
validez del criterio de reparto depende de la naturaleza de la actividad del ARC y de la relación entre 
dicho criterio y los beneficios esperados. 

En la medida en que se espere que los beneficios de la actividad de un ARC, en todo o en parte, se 
materialicen en el futuro y no en el presente, el reparto de las aportaciones debe contemplar las 
previsiones de los participantes en esos beneficios. La utilización de previsiones puede causar 
problemas a las Administraciones tributarias cuando se trate de verificar que las previsiones se han 
realizado de buena fe y cuando se trate de supuestos en los que las previsiones distan mucho de los 
resultados reales. Los problemas pueden agravarse cuando la actividad objeto del ARC concluya varios 
años antes de que los beneficios esperados se materialicen realmente. Podría ser oportuno, 
especialmente cuando se espera que los beneficios se materialicen en el futuro, que un ARC prevea, 
durante toda su vigencia, la posibilidad de realizar ajustes de los porcentajes respectivos de las 
aportaciones, dentro de una óptica prospectiva, con el fin de que afloren los cambios en las 
circunstancias relevantes que, a su vez, darán lugar a modificaciones en el reparto de los citados 
beneficios. Cuando los resultados reales son muy diferentes de las previsiones, las Administraciones 
tributarias podrán plantearse si las empresas independientes, en condiciones comparables, habrían 
considerado fiables las previsiones que se hicieron, teniendo en cuenta todos los acontecimientos que 
se hubieran podido prever razonablemente en ese preciso momento y no retrospectivamente. 

Para estimar los beneficios relativos esperados de una actividad de I + D dirigida a la puesta a punto 
de una nueva línea de productos o de un nuevo proceso, las empresas utilizan a veces como un 
indicador las ventas previstas de la nueva línea de productos o los ingresos previstos en concepto de 
cánones por la concesión de licencias relativas al nuevo proceso. Se ofrece este ejemplo a título 
ilustrativo y no significa que la utilización de los datos relativos a las ventas sea preferible en ningún 
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caso particular. Sea cual sea el indicador elegido, si los beneficios deben materializarse en el futuro, 
hay que asegurarse de que todos los datos actuales utilizados constituyen un indicador fiable para la 
distribución futura de dichos beneficios. 

Sea cual sea el método de reparto, en ciertos casos habrá que realizar ajustes en el indicador utilizado 
para tener en cuenta las diferencias entre los beneficios que deben recibir los participantes, en particular 
desde el punto de vista del calendario de los beneficios esperados, del carácter exclusivo de sus 
derechos, de los diferentes riesgos ligados a la obtención de los beneficios, etc. Es posible que el 
criterio de reparto que mejor se adapte a un determinado ARC varíe a lo largo del tiempo. Si un acuerdo 
se refiere a múltiples actividades, será deseable tener en cuenta este factor en la elección de un método 
de reparto de las aportaciones, con el fin de que dicha distribución esté ligada a los beneficios esperados 
por los participantes. Uno de los métodos posibles que, sin embargo, no es el único consiste en utilizar 
diversos criterios de reparto. Por ejemplo, si se concluye un ARC entre cinco participantes y uno no 
puede beneficiarse de ciertas actividades de investigación llevadas a cabo en el marco del ARC, ni 
tampoco existe alguna forma de compensación o de disminución de la aportación, los costes ligados a 
las actividades citadas podrían repartirse únicamente entre los otros cuatro participantes. En este caso, 
se podrían utilizar dos criterios para repartir los costes. Además, pueden contribuir a determinar el 
grado de aceptación del método de reparto el intercambio de información entre las partes de un 
convenio, el procedimiento amistoso y los acuerdos previos sobre precios de transferencia, bilaterales 
o multilaterales. 

iv) Tratamiento fiscal de las aportaciones y de los pagos compensatorios 

Las aportaciones de un participante en un ARC deberían tratarse desde un punto de vista fiscal de 
acuerdo con las reglas tributarias generales que se aplicarían a dicho participante si estas aportaciones 
se efectuaran al margen de un ARC para realizar la misma actividad objeto del acuerdo, por ejemplo, 
para llevar a cabo actividades de investigación y desarrollo, obtener un beneficio patrimonial en los 
activos necesarios para el ejercicio de la actividad del ARC. El carácter de la aportación —por ejemplo, 
un gasto en investigación y desarrollo— dependerá de la naturaleza de la actividad llevada a cabo por 
el ARC y determinará su tratamiento desde un punto de vista fiscal. A menudo las aportaciones se 
consideran gastos deducibles en aplicación de estos criterios. Ninguna porción de la aportación de un 
participante en un ARC constituirá un canon por la utilización de activos intangibles, salvo en la 
medida en que la aportación tan sólo permita a quien la ha efectuado disponer de un derecho a utilizar 
los activos intangibles pertenecientes a uno de los participantes o a un tercero y en que el contribuyente 
no obtenga además un beneficio patrimonial en el propio activo intangible. 

Como la aportación adecuada para un participante en un ARC debe estar compensada por los 
beneficios que espera obtener del acuerdo y estos beneficios, probablemente, no podrán conseguirse 
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hasta después de transcurrido un plazo de tiempo, generalmente no se reconoce al que realiza la 
aportación una renta inmediata en el momento en que se efectúa dicha aportación. Se considerará el 
rendimiento de una aportación, para quien la ha satisfecho, ya sea como un ahorro en términos de 
coste, en cuyo caso, es posible que no genere directamente ninguna renta la actividad del ARC o como 
un rendimiento obtenido a medida que los resultados de la actividad generen ingresos o pérdidas para 
dicho participante como, por ejemplo, en el caso de una actividad de investigación y desarrollo. Por 
supuesto, en ciertos casos, como en el de la prestación indirecta de servicios, los beneficios surgidos 
del acuerdo pueden materializarse en el momento en que se efectúa la aportación y serán, por tanto, 
tomados en consideración en dicho momento. 

Un pago compensatorio debe tratarse como unos costes adicionales para el pagador y como un 
reembolso y, por tanto, una reducción de costes para el beneficiario. Normalmente, un pago 
compensatorio no constituye un canon, salvo en la medida en que otorgue al pagador tan sólo el 
derecho a utilizar los activos intangibles pertenecientes a un participante o a un tercero y en que el 
pagador no adquiera una parte del propio activo intangible. En ciertos casos, un pago compensatorio 
podría ser superior a los gastos o costes fiscalmente deducibles por el beneficiario, según se definan 
en su sistema fiscal nacional, en cuyo caso el excedente se consideraría como un beneficio imponible. 
D. Consecuencias fiscales de la no conformidad de un ARC con el principio de plena 
competencia. 

Un ARC será considerado conforme al principio de plena competencia cuando la proporción respectiva 
de cada participante en el total de las aportaciones al acuerdo, ajustada teniendo en cuenta posibles 
pagos compensatorios, se corresponda con la proporción de los beneficios esperados por el participante 
en el marco del acuerdo. En caso contrario, la retribución recibida por, al menos, uno de los 
participantes por su aportación será insuficiente y la retribución recibida, por al menos, otro 
participante será excesiva si se compara con lo que habrían recibido en el mismo supuesto las empresas 
independientes. En tal caso, el principio de plena competencia exigiría que se lleve a cabo un ajuste. 
La naturaleza de este ajuste dependerá de los hechos y circunstancias pero, en la mayoría de los casos, 
se traducirá en un ajuste de la aportación neta, posiblemente mediante la realización o la imputación 
de un pago compensatorio. Cuando la realidad comercial de un acuerdo difiere de las condiciones en 
principio acordadas por los participantes, posiblemente sea conveniente renunciar a considerar total o 
parcialmente los términos del ARC. Estas situaciones son las que vamos a examinar a continuación. 
i) Ajuste de las aportaciones 

Cuando la parte proporcional de un participante en el total de las aportaciones a un ARC, ajustada para 
considerar los pagos compensatorios, no se reparte en la misma proporción que los beneficios 
esperados del acuerdo, la Administración tributaria tiene derecho a ajustar la aportación del 
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participante teniendo en cuenta, en todo caso, que las Administraciones tributarias, a menudo deberían 
considerar con cautela la práctica de ajustes menores o marginales. Esta situación puede presentarse 
cuando la proporción de las aportaciones de activos o servicios de un participante no ha sido 
determinada correctamente o cuando se ha calculado erróneamente el reparto proporcional de los 
beneficios esperados de los participantes, por ejemplo, cuando el criterio de imputación establecido o 
ajustado para tener en cuenta la variación de las circunstancias no ha reflejado adecuadamente el 
reparto proporcional de los beneficios esperados. Normalmente el ajuste tomará la forma de un pago 
compensatorio hecho por uno o más participantes, realizado o imputado a otro. 

Si un ARC es por lo demás aceptado y ejecutado correctamente, teniendo en cuenta las 
recomendaciones de la Sección F, la Administración tributaria generalmente debería abstenerse de 
realizar un ajuste basado en un solo ejercicio fiscal. Hay que tener en cuenta si la parte proporcional 
relativa de cada participante en el total de las aportaciones equivale a su parte proporcional en el total 
de los beneficios esperados del acuerdo a lo largo de varios años 
ii) Decisión de ignorar todo o parte de un ARC 

En ciertos casos, de los hechos y circunstancias puede deducirse que la realidad de un acuerdo difiere 
de los términos supuestamente convenidos por los participantes. Por ejemplo, cuando uno o varios de 
éstos no pueden esperar razonablemente obtener beneficios de la actividad del ARC. Aunque, en 
principio, la insignificancia de la parte de beneficios esperados por un participante, en general no 
constituye un obstáculo para su participación. No obstante, en el supuesto de un participante que 
ejecute toda la actividad no se beneficie más que de una pequeña proporción de los beneficios 
esperados, es posible plantearse si este participante ha suscrito el acuerdo con objeto de participar en 
los beneficios o con el exclusivo fin de obtener resultados más favorables en el ámbito fiscal. En estos 
casos, la Administración tributaria puede establecer las consecuencias fiscales como si los términos 
del acuerdo correspondieran a aquéllos que podían haberse esperado razonablemente si dicho acuerdo 
se hubiera concluido entre empresas independientes, 

Una Administración tributaria puede también renunciar a considerar todos o una parte de los términos 
convenidos en un ARC si, a lo largo de un determinado período, se comprueba una diferencia 
sustancial entre la aportación proporcional de un participante, teniendo en cuenta los pagos 
compensatorios y su parte proporcional en los beneficios esperados, y si la realidad comercial impone 
que el participante, que aporta una parte desproporcionadamente alta, reciba un beneficio patrimonial 
mayor por la actividad objeto del acuerdo. En este caso, el participante pudiera tener derecho a recibir 
un pago compensatorio de plena competencia de los demás participantes que se están beneficiando del 
uso de esa aportación. Si las circunstancias indican que se trata de un intento de abuso de las reglas de 
los ARC, la Administración tributaria podrá hacer caso omiso del ARC en su totalidad. 
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E. Adhesión, retirada o rescisión 

Una entidad que se adhiera a un ARC ya en vigor podría obtener una participación en cualesquiera de 
los resultados de la actividad anterior al ARC, tales como los activos intangibles constituidos en el 
marco del acuerdo, los trabajos en curso y los conocimientos adquiridos de actividades pasadas. En tal 
caso, los antiguos participantes transfieren de manera efectiva una parte de sus derechos respectivos 
en los resultados de la actividad anterior del ARC. De acuerdo con el principio de plena competencia, 
toda transmisión de derechos preexistentes de los participantes miembros debe dar lugar a un pago 
compensatorio determinado sobre la base de este principio. Este pago compensatorio se denomina 
“pago de entrada”. La terminología utilizada varía según los países y sucede, por tanto, que cada 
aportación o pago compensatorio, realizada como contrapartida de la transmisión de activos o de 
derechos ya existentes se califica como pago de entrada, les sea o no, efectuado por un nuevo partícipe 
en el ARC. Sin embargo, en el marco de este Capítulo, el término “pago de entrada” se limita a los 
pagos efectuados por los nuevos participantes en un ARC ya en vigor para la obtención de una 
participación en los resultados de las actividades anteriores del ARC. 

El importe de un pago de entrada debería determinarse sobre la base del valor en plena competencia 
de los derechos que el nuevo participante obtenga, teniendo en cuenta la proporción de los beneficios 
esperados que cabe obtenerse del ARC. Tal vez, los resultados de las actividades anteriores del ARC 
puede que carezcan de valor y, en consecuencia, no exista pago de entrada. Es posible que se den casos 
donde un nuevo participante aporte al ARC activos intangibles ya existentes y donde proceda que los 
otros partícipes tengan que efectuar pagos compensatorios para retribuir esta aportación. En estos 
casos, los pagos compensatorios y el pago de entrada podrían expresarse en valor neto en un caso así, 
pero, a efectos fiscales, habrá que contabilizar el importe total de los pagos efectuados de forma 
separada. 

Un pago de entrada debería tener, a efectos fiscales, el mismo tratamiento que en el marco de los 
sistemas fiscales generales, incluidos los Convenios de doble imposición, que se aplica a los 
participantes, como si se efectuara, al margen del ARC, por la adquisición de una participación en la 
propiedad que se obtiene, por ejemplo, un interés en los activos intangibles ya desarrollados por el 
ARC, de los trabajos en curso y de los conocimientos adquiridos en las actividades del ARC en el 
pasado. Ningún elemento de un pago de entrada efectuado a un ARC constituiría un canon, salvo en 
la medida en que este pago acredite al pagador para obtener tan sólo un derecho a utilizar los activos 
intangibles pertenecientes a un participante o a un tercero y en la medida en que el pagador no obtenga 
un beneficio patrimonial sobre el propio activo intangible. 

Podrían aparecer problemas similares a los relativos a los pagos de entrada cuando un participante 
abandona un ARC. En particular, un participante que deja un ARC puede ceder su parte de sus 
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derechos a los resultados de las actividades anteriores al acuerdo, incluidas aquellas en las que existan 
trabajos en curso a los demás partícipes. Si existe una transmisión efectiva de derechos de propiedad 
en el momento de la retirada de un participante, esta transmisión debe dar lugar a un pago 
compensatorio de acuerdo con el principio de plena competencia. Este pago se denomina pago “de 
salida”. 

En ciertos casos, los resultados de las actividades anteriores del ARC pueden no tener ningún valor y, 
en consecuencia, no dar lugar a ningún pago de salida. Además, para determinar el importe del pago 
de salida según el principio de plena competencia, habría que considerar la opinión de los otros 
participantes. Por ejemplo, en ciertos casos, la retirada de un partícipe conduce a una reducción 
identificable y cuantificable del valor de las actividades ulteriores del ARC. Sin embargo, cuando el 
valor del derecho del participante que permanece en el ARC en los resultados de las actividades 
pasadas de dicho ARC no ha aumentado como consecuencia de la retirada, no procede que este 
participante efectúe un pago de salida. Al pago de salida se aplicaría el mismo tratamiento fiscal que 
al que resulte de las disposiciones generales del sistema fiscal incluidos los convenios para evitar la 
doble imposición aplicables a los diferentes participantes, como si el pago se hubiera efectuado al 
margen de un ARC, considerando la cesión de los derechos preexistentes, por ejemplo, un derecho de 
propiedad de los activos intangibles ya desarrollados por el ARC, de los trabajos en curso y de los 
conocimientos adquiridos de las actividades pasadas desarrolladas en el marco del ARC. Ninguna parte 
de un pago de salida efectuado respecto de un ARC constituiría un canon por el uso de activos 
intangibles, salvo en la medida en que este pago no confiera a su autor más que el derecho de utilizar 
los activos intangibles pertenecientes al participante que se retira y en que el pagador no obtenga 
asimismo un beneficio patrimonial sobre el propio activo intangible. 

8.36 En ciertos casos, la ausencia de pagos de entrada o de salida no genera problemas. Por ejemplo, 
las disposiciones anteriores no serían necesarias cuando el acuerdo afecta exclusivamente a la 
prestación de servicios que los participantes adquieren conjuntamente y pagan a medida que se utilizan 
y cuando estos servicios no desembocan en la creación de activos o derechos. 

Cuando un participante se adhiere a un ARC o se retira de él, puede ser también necesario ajustar las 
proporciones relativas de las aportaciones, tomando como referencia la modificación del reparto de los 
beneficios esperados en función del número incrementado o reducido de participantes que 
permanezcan tras la adhesión o la retirada. 

Pueden darse casos en los que, incluso si el ARC no prevé nada en relación con las consecuencias de 
una adhesión o de una retirada, los participantes efectúen pagos de entrada o de salida y ajusten las 
proporciones relativas de las aportaciones, reflejando la modificación del reparto de los beneficios 
esperados, cuando se producen tales movimientos. La ausencia de disposiciones específicas a este 
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respecto no debería impedir llegar a la conclusión de que existe el ARC con respecto a las actividades 
realizadas en el pasado siempre que las intenciones y el comportamiento de las partes implicadas 
respeten las directrices. Sin embargo, en teoría, tales acuerdos deberían modificarse para tener en 
cuenta de manera específica cualquier modificación futura en la composición del mismo. 

Cuando un ARC finaliza, el principio de plena competencia exige que cada participante reciba un 
interés patrimonial sobre los resultados de la actividad del ARC proporcional a su participación en las 
aportaciones durante toda la duración del acuerdo ajustada en función de los pagos compensatorios 
efectivamente realizados, incluyendo aquellos relacionados con la rescisión del ARC. También sería 
posible que un participante sea compensado de acuerdo con el principio de plena competencia por uno 
o varios de los restantes participantes a cambio de renunciar a su derecho en los resultados de la 
actividad del ARC. 

F. Recomendaciones para la estructuración y la documentación de los ARC 

Un ARC debería estructurarse de forma que se ajuste al principio de plena competencia. Un ARC 
conforme al principio de plena competencia debería cumplir las condiciones siguientes: 

a) los participantes deberían ser exclusivamente empresas que puedan obtener mutuos beneficios de la 
actividad del ARC, directa o indirectamente y no sólo del ejercicio de toda o de parte de esta actividad. 

b) el acuerdo debería especificar la naturaleza y la importancia del interés patrimonial de cada 
participante sobre los resultados de las actividades del ARC; 

c) no debería realizarse ningún pago distinto de las aportaciones al ARC y de los pagos compensatorios 
correspondientes en concepto de interés patrimonial sobre los activos, servicios o derechos obtenidos 
gracias al ARC; 

d) el reparto proporcional de las aportaciones debería determinarse de forma apropiada, utilizando un 
método de asignación que refleje el reparto de los beneficios esperados del acuerdo; 

e) el acuerdo debería tener en cuenta los pagos compensatorios o la modificación prevista en la 
asignación de las aportaciones tras un plazo razonable para reflejar las variaciones en la distribución 
proporcional de los beneficios esperados entre los participantes; y 

f) podrían efectuarse los ajustes necesarios en particular, respecto de posibles pagos de entrada o de 
salida con la adhesión o la retirada de un participante y con la rescisión del ARC. 

8.41 Como se indicó en el Capítulo V sobre Documentación, la aplicación de los principios de 
prudencia en la gestión de empresas debería llevar a los participantes en un ARC a preparar o a obtener 
información sobre la naturaleza de la actividad del ARC, los términos del acuerdo y su coherencia con 
el principio de plena competencia. Lo anterior lleva implícito que los participantes tengan acceso 
completo a los detalles de las actividades que deberían llevarse a cabo en el marco del acuerdo, a las 
previsiones sobre las que se basará el importe de las aportaciones y el importe de los beneficios 
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esperados, así como a los gastos previstos y efectivos en el marco de las actividades del ARC. Toda 
esta información podría ser pertinente y útil para las Administraciones tributarias y los contribuyentes 
deberían poder suministrarla si se la solicitaran. La información relativa a un determinado ARC 
dependerá de los datos y de las circunstancias. Conviene subrayar que la información anterior no 
constituye ni una norma obligatoria de mínimos ni una lista exhaustiva de informaciones que una 
Administración tributaria tiene derecho a solicitar. 

La siguiente información relativa a las condiciones iniciales de un ARC es útil e importante: 

a) una lista de participantes; 

b) una lista de empresas asociadas que participarán en la actividad de un ARC o que explotarán o 
usarán los resultados de esta actividad; 

c) el ámbito de las actividades y proyectos específicos cubiertos por el ARC; 

d) la duración del acuerdo; 

e) los criterios para cuantificar las respectivas partes proporcionales en los beneficios esperados de 
cada participante y las previsiones utilizadas para determinar sus importes; 

f) la forma y el valor de las aportaciones iniciales de cada participante, así como una descripción 
detallada de la metodología utilizada para determinar el valor de las aportaciones iniciales y en curso 
y cómo los principios contables se aplican coherentemente a todos los participantes para la evaluación 
de los gastos y del valor de las aportaciones; 

g) el reparto previsto de las responsabilidades y de las tareas asociadas a la actividad del ARC entre 
los participantes y otras empresas; 

h) los procedimientos y consecuencias de una adhesión o de una retirada de un participante en el ARC 
y de la rescisión del ARC; y 

i) cualesquiera disposiciones que prevean pagos compensatorios o ajustes de los términos del acuerdo 
para reflejar una modificación de las circunstancias económicas. 

Durante la duración del acuerdo, podría ser útil contar con la siguiente información: 

a) cualquier modificación del acuerdo, por ejemplo: condiciones, participantes, actividades, etc., y las 
consecuencias de tal modificación; 

b) una comparación entre las previsiones utilizadas para determinar los beneficios esperados de la 
actividad del ARC y los resultados concretos; y 

c) los gastos anuales incurridos por el ARC en el marco de sus actividades, la forma y el valor de las 
aportaciones de cada participante realizadas durante el período de vigencia del ARC, así como una 
descripción detallada del modo de cuantificar el valor de las aportaciones y de aplicar los principios 
contables a todos los participantes en la determinación de los gastos y en la valoración de las 
aportaciones. 
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CAPITULO III 

AUDITORIA DE PRECIOS DE TRANSFERENCIA DE UNA EMPRESA DE 
TELECOMUNICACIONES 

3.1 Sistema fiscal y marco jurídico vigente 
1. Sistema fiscal y marco jurídico vigente 

La correcta determinación de un precio de transferencia en operaciones entre partes relacionadas es un 
asunto fiscal para el gobierno y para las empresas multinacionales. Los Estados regulan los métodos 
de valuación de un precio para proteger la base gravable y atraer los ingresos necesarios para cubrir el 
gasto público; al mismo tiempo, las empresas multinacionales son susceptibles de utilizar los precios 
de transferencia para maximizar sus riquezas al disminuir la carga fiscal corporativa. 

Las operaciones que se realizan entre partes relacionadas 1 se clasifican como “transacciones 
controladas”, y cuando estas son realizadas con un tercero independiente son 

Agrupadas como “transacciones no controladas”. La normatividad en Guatemala establece que los 
precios en todas las operaciones que celebren las partes relacionadas deben ser comparables con los 
precios que usarían con las partes independientes, es decir, que ambas operaciones se realicen a valores 
de mercado. Para ello, es obligación de los contribuyentes elaborar y conservar en su contabilidad la 
documentación que demuestre que los precios en operaciones con partes relacionadas residentes en el 
extranjero se determinaron a valores de mercado. Adicionalmente, los contribuyentes deben presentar 
conjuntamente con la declaración anual de impuestos, un anexo que resuma los términos de dichas 
operaciones. En caso que las autoridades determinen que las operaciones entre partes relacionadas no 
se realizaron a valores de mercado, 

Esta tiene facultad de realizar ajustes a los resultados de los contribuyentes. 

La documentación comprobatoria que debe resguardar el contribuyente en su contabilidad es la que 
haya servido como base para determinar ingresos, compras y gastos relativos a las transacciones 
celebradas con partes relacionadas residentes en el extranjero, con la que compruebe que las 
operaciones se efectuaron de acuerdo a los precios o montos de contraprestaciones que se hubieran 
celebrado con terceros, es decir, que las operaciones fueron comparables. 
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La Ley del Impuesto Sobre la Renta (ISR) “Ley de Actualización Tributaria” decreto 10-2012 
establece en el libro capítulo VI lo siguiente: 

ARTICULO 54. Principio de libre competencia. 

Se entiende para efectos tributarios, por principio de libre competencia, el precio o monto para una 
operación determinada que partes independientes habrían acordado en condiciones de libre 
competencia en operaciones comparables a las realizadas. 

ARTICULO 55. Facultades de la Administración Tributaria. 

La Administración Tributaria puede comprobar si las operaciones realizadas entre partes relacionadas 
se han valorado de acuerdo con lo dispuesto en el artículo anterior y efectuar los ajustes 
correspondientes cuando la valoración acordada entre las partes resultare en una menor tributación en 
el país o un diferimiento de imposición; de los ajustes realizados conferirá audiencia al obligado dentro 
del procedimiento de determinación de la obligación tributaria por la Administración, establecido en 
el Código Tributario. 

ARTICULO 56. 

Definición de partes relacionadas. 

A. A los efectos de este libro, dos personas se consideran partes relacionadas, entre una persona 
residente en Guatemala y una residente en el extranjero, cuando se den los casos siguientes: 

1. Cuando una de ellas dirija o controle la otra, o posea, directa o indirectamente, al menos el 
veinticinco por ciento (25%) de su capital social o de sus derechos de voto, ya sea en la entidad nacional 
o en la extranjera. 

2. Cuando cinco o menos personas dirijan o controlen ambas partes relacionadas, o posean en su 
conjunto, directa o indirectamente, al menos el veinticinco por ciento (25%) de participación en el 
capital social o los derechos de voto de ambas personas. 

3. Cuando se trate de personas jurídicas, ya sea la residente en Guatemala o la extranjera, que 
pertenezcan a un mismo grupo empresarial. En particular, se considera a estos efectos que dos 
sociedades forman parte de un mismo grupo empresarial si una de ellas es socio o partícipe de la otra 
y se encuentra en relación con ésta en alguna de las siguientes situaciones: 

a. Posea la mayoría de los derechos de voto. 

b. Tenga la facultad de nombrar o destituir a los miembros del órgano de administración o que a través 
de su representante legal intervenga decididamente en la otra entidad. 

c. Pueda disponer, en virtud de acuerdos celebrados con otros socios, de la mayoría de los derechos de 
voto. 

d. Haya designado exclusivamente con sus votos a la mayoría de los miembros del órgano de 
administración. 
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e. La mayoría de los miembros del órgano de administración de la persona jurídica dominada, sean 
personeros, gerentes o miembros del órgano de administración de la sociedad dominante o de otra 
dominada por ésta. 

Cuando dos sociedades formen parte cada una de ellas de un grupo empresarial respecto de una tercera 
sociedad de acuerdo con lo dispuesto en este numeral, todas estas sociedades integran un grupo 
empresarial. 

A los efectos de la literal A., también se considera que una persona natural posee una participación en 
el capital social o derechos de voto cuando la titularidad de la participación o de acciones, directa o 
indirectamente, corresponde al cónyuge o persona unida por relación de parentesco, por 
consanguinidad hasta el cuarto grado o por afinidad hasta el segundo grado. 

El término persona en esta sección se refiere a personas naturales, jurídicas y demás organizaciones 
con o sin personalidad jurídica. 

B. También se consideran partes relacionadas: 

1. Una persona residente en Guatemala y un distribuidor o agente exclusivo de la misma residente en 
el extranjero. 

2. Un distribuidor o agente exclusivo residente en Guatemala de una entidad residente en el exterior y 
esta última. 

3. Una persona residente en Guatemala y sus establecimientos permanentes en el extranjero. 

4. Un establecimiento permanente situado en Guatemala y su casa matriz residente en el exterior, otro 
establecimiento permanente de la misma o una persona con ella relacionada. 

ARTICULO 57. Ámbito objetivo de aplicación. 

El ámbito de aplicación de las normas de valoración de las operaciones entre partes relacionadas 
alcanza a cualquier operación que se realice entre la persona residente en Guatemala con la residente 
en el extranjero, y tenga efectos en la determinación de la base imponible del período en el que se 
realiza la operación y en los siguientes períodos. 

ARTICULO 58. Análisis de operaciones comparables. 

Para el análisis de operaciones comparables se procederá de la manera siguiente: 

1. A los efectos de determinar el precio o monto que habrían acordado en operaciones comparables 
partes independientes, en condiciones de libre competencia, a que se refiere este capítulo, se comparan 
las condiciones de las operaciones entre personas relacionadas con otras operaciones comparables 
realizadas entre partes independientes. 

2. Dos o más operaciones son comparables cuando no existan entre ellas diferencias económicas 
significativas que afecten al precio del bien o servicio o al margen de la utilidad de la operación o, 
cuando existiendo dichas diferencias, puedan eliminarse mediante ajustes razonables. 
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3. Para determinar si dos o más operaciones son comparables, se tomarán en cuenta los siguientes 
factores en la medida que sean económicamente relevantes: 

a. Las características específicas de los bienes o servicios objeto de la operación. 

b. Las funciones asumidas por las partes en relación con las operaciones objeto de análisis, 
identificando los riesgos asumidos y ponderando, en su caso, los activos utilizados. 

c. Los términos contractuales de los que, en su caso, se deriven las operaciones, teniendo en cuenta las 
responsabilidades, riesgos y beneficios asumidos por cada parte contratante. 

d. Las características de los mercados u otros factores económicos que puedan afectar a las 
operaciones. 

e. Las estrategias comerciales, tales como las políticas de penetración, permanencia o ampliación de 
mercados, así como cualquier otra circunstancia que pueda ser relevante en cada caso. 

4. El análisis de operaciones comparables así determinado y la información sobre las operaciones 
comparables constituyen los factores que, de acuerdo con lo dispuesto en este artículo, determinan el 
método más adecuado en cada caso. 

5. Si el contribuyente realiza varias operaciones de idéntica naturaleza y en las mismas circunstancias, 
puede agruparlas para efectuar el análisis de operaciones comparables siempre que con dicha 
agrupación se respete el principio de libre competencia. También pueden agruparse dos o más 
operaciones distintas cuando se encuentren tan estrechamente ligadas entre sí o sean tan continuas que 
no puedan ser valoradas adecuadamente de forma independiente. 

ARTICULO 59. Métodos para aplicar el principio de libre competencia. 

1. Para la determinación del valor de las operaciones en condiciones de libre competencia, se aplica 
alguno de los siguientes métodos: 

a. Método del precio comparable no controlado: consiste en valorar el precio del bien o servicio en 
una operación entre personas relacionadas al precio del bien o servicio idéntico o de características 
similares en una operación entre personas independientes en circunstancias comparables, efectuando, 
si fuera necesario, las correcciones necesarias para obtener la equivalencia, considerando las 
particularidades de la operación. 

b. Método del costo adicionado: consiste en incrementar el valor de adquisición o costo de producción 
de un bien o servicio en el margen habitual que obtenga el contribuyente en operaciones similares con 
personas o entidades independientes o, en su defecto, en el margen que personas o entidades 
independientes aplican a operaciones comparables efectuando, si fuera necesario, las correcciones 
necesarias para obtener la equivalencia considerando las particularidades de la operación. Se considera 
margen habitual el porcentaje que represente la utilidad bruta respecto de los costos de venta. 

c. Método del precio de reventa: consiste en sustraer del precio de venta de un bien o servicio el margen 
que aplica el propio revendedor en operaciones similares con personas o entidades independientes o, 
en su defecto, el margen que personas o entidades independientes aplican a operaciones comparables, 
efectuando, si fuera necesario, las correcciones necesarias para obtener la equivalencia considerando 
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las particularidades de la operación. Se considera margen habitual el porcentaje que represente la 
utilidad bruta respecto de las ventas netas. 

2. Cuando, debido a la complejidad de las operaciones o a la falta de información no puedan aplicarse 
adecuadamente alguno de los métodos indicados en las literales del numeral 1, se aplica alguno de los 
métodos descritos a continuación: 

a. Método de la partición de utilidades: consiste en asignar, a cada parte relacionada que realice de 
forma conjunta una o varias operaciones, la parte del resultado común derivado de dicha operación u 
operaciones. Esta asignación se hace en función de un criterio que refleje adecuadamente las 
condiciones que habrían suscrito personas o entidades independientes en circunstancias similares. Para 
la selección del criterio más adecuado, se puede considerar los activos, ventas, gastos, costos 
específicos u otra variable que refleje adecuadamente lo dispuesto en este párrafo. 

Cuando sea posible asignar, de acuerdo con alguno de los métodos anteriores una utilidad mínima a 
cada parte en base a las funciones realizadas, el método de partición de utilidades se aplica sobre la 
base de la utilidad residual conjunta que resulte una vez efectuada esta primera asignación. La utilidad 
residual se asignará en atención a un criterio que refleje adecuadamente las condiciones que habrían 
suscrito personas independientes en circunstancias similares, teniendo en cuenta lo dispuesto en el 
párrafo anterior. 

b. Método del margen neto de la transacción: consiste en atribuir a las operaciones realizadas con una 
persona relacionada el margen neto que el contribuyente o, en su defecto, terceros habrían obtenido en 
operaciones idénticas o similares realizadas entre partes independientes, efectuando, cuando sea 
preciso, las correcciones necesarias para obtener la equivalencia y considerar las particularidades de 
las operaciones. El margen neto se calcula sobre costos, ventas o la variable que resulte más adecuada 
en función de las características de las operaciones. Se aplica el método más adecuado que respete el 
principio de libre competencia, en función de lo dispuesto en este artículo y de las circunstancias 
específicas del caso. 

ARTICULO 60. Método de valoración para importaciones o exportaciones de mercancías. 

En los casos que se indican a continuación, las operaciones entre partes relacionadas se valoran de la 
forma siguiente: 

En el caso de importaciones, el precio de las mercancías no puede ser superior a su precio en base a 
parámetro internacional a la fecha de compra en el lugar de origen. 

En el caso de exportaciones, el precio de las mercancías exportadas se calcula de acuerdo a la 
investigación de precios internacionales, según la modalidad de contratación elegida por las partes a 
la fecha del último día de embarque, salvo prueba de que la operación se cerró en otra fecha. A estos 
efectos, la única fecha admitida es la del contrato, pero sólo si éste ha sido reportado a la 
Administración Tributaria, en el plazo de tres (3) días después de suscrito el mismo. 

Cuando en una operación de exportación entre partes relacionadas intervenga un intermediario que no 
tenga presencia real y efectiva en su país de residencia o no se dedique de forma mayoritaria a esta 
actividad de intermediación, se considera que el mismo está relacionado con el exportador en el sentido 
del artículo, definición de partes relacionadas de este libro. 
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Los precios de estas operaciones, se expresan en Quetzales al tipo de cambio que rija el día de la 
liquidación de las divisas en un banco del sistema; de lo contrario se determinará al tipo de cambio de 
referencia que rija el día o fecha del embarque o del contrato. 

ARTICULO 61. Recalificación de las operaciones. 

La Administración Tributaria está facultada para recalificar la operación de acuerdo con su verdadera 
naturaleza, de conformidad con los procedimientos del Código Tributario, si la realidad económica de 
la operación difiere de su forma jurídica, o que los acuerdos relativos a una operación, valorados 
globalmente, difieren sustancialmente de los que hubieran adoptado personas independientes y la 
estructura de aquélla operación, tal como se presenta, impide a la Administración Tributaria determinar 
el precio de transferencia apropiado. 

ARTICULO 62. 

Tratamiento específico aplicable a servicios entre partes relacionadas. 

1. Los gastos en concepto de servicios recibidos de una persona relacionada, tales como los servicios 
de dirección, legales o contables, financieros, técnicos o cualesquiera otros, se valoran de acuerdo con 
los criterios establecidos en este libro. La deducción de dichos gastos está condicionada al 
cumplimiento de los requisitos establecidos en este libro. 

2. Cuando se trate de servicios prestados conjuntamente en favor de varias personas relacionadas y 
siempre que sea posible la individualización del servicio recibido o la cuantificación de los elementos 
determinantes de su remuneración, se imputa en forma directa el cargo al destinatario. Si no fuera 
posible la individualización del servicio recibido o la cuantificación de los elementos determinantes 
de su remuneración, se distribuye la contraprestación total entre los beneficiarios de acuerdo con reglas 
de reparto que atiendan a criterios de razonabilidad. Se entiende cumplido este criterio cuando el 
método de reparto se base en una variable que tenga en cuenta la naturaleza del servicio, las 
circunstancias en que éste se preste así como los beneficios obtenidos o susceptibles de ser obtenidos 
por los destinatarios. 

ARTICULO 63. Acuerdos de precios por anticipado. 

1. Los contribuyentes pueden solicitar a la Administración Tributaria que determine la valoración de 
las operaciones entre personas relacionadas con carácter previo a la realización de éstas. Dicha 
solicitud se acompañará de una propuesta del contribuyente que se fundamente en el valor que habrían 
convenido partes independientes en operaciones similares. 

2. La Administración Tributaria tendrá la facultad para instruir y resolver este procedimiento. 

3. La Administración Tributaria puede aprobar la propuesta, denegarla o modificarla con la aceptación 
del contribuyente. 

4. Este acuerdo surte efectos respecto de las operaciones realizadas con posterioridad a la fecha en que 
se apruebe y tiene validez durante los períodos de liquidación que se concreten en el propio acuerdo, 
sin que pueda exceder de los cuatro (4) períodos siguientes al de la fecha en que se apruebe. Asimismo, 
puede determinarse que sus efectos alcancen a las operaciones del período en curso. 
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5. La propuesta a que se refiere este artículo puede entenderse desestimada una vez transcurrido el 
plazo de treinta (30) días a partir de la solicitud, sin perjuicio de la obligación de resolver el 
procedimiento de acuerdo con el numeral 3. 

ARTICULO 64. Comprobaciones simultáneas. 

Cuando los Acuerdos o Convenios Internacionales de Intercambio de Información así lo permitan y 
previa decisión de las Administraciones Tributarias con intereses en el caso, se pueden llevar a cabo 
comprobaciones de bases imponibles en el ámbito de esta normativa de forma simultánea y coordinada, 
pero manteniendo cada administración la debida independencia en su jurisdicción sobre las partes 
relacionadas que tengan vinculaciones comerciales o financieras entre ellas. 

ARTICULO 65. Principios generales de información y documentación. 

Son principios generales de información y documentación los siguientes: 

1. Los contribuyentes deben tener, al momento de presentar la declaración jurada del Impuesto Sobre 
la Renta, la información y el análisis suficiente para demostrar y justificar la correcta determinación 
de los precios, los montos de las contraprestaciones o los márgenes de ganancia en sus operaciones 
con partes relacionadas, de acuerdo con las disposiciones de este libro. 

2. El contribuyente debe aportar la documentación que le requiera la Administración Tributaria, dentro 
del plazo de veinte (20) días desde la recepción del requerimiento. Dicha obligación se establece sin 
perjuicio de la facultad de la Administración Tributaria de solicitar la información adicional que 
considere necesaria para el ejercicio de sus funciones. 

3. La información o documentación a que se refieren los dos artículos siguientes de este libro deben 
incluir la información que el contribuyente haya utilizado para determinar la valoración de las 
operaciones entre partes relacionadas y estará formada por: 

a. La relativa al contribuyente. 

b. La relativa al grupo empresarial al que pertenezca el contribuyente. 

ARTICULO 66. Información y documentación relativa al grupo empresarial al que pertenezca 
el contribuyente. 

La información y documentación relativa al grupo a que se refiere el numeral 3 del artículo anterior, 
es exigióle en todos aquellos casos en que las partes relacionadas realicen actividades económicas 
entre sí y comprende: 

1. Descripción general de la estructura organizativa, jurídica y operativa del grupo, así como cualquier 
cambio relevante en la misma, incluyendo la identificación de las personas que, dentro del grupo, 
realicen operaciones que afecten a las del contribuyente. 

2. Descripción general de la naturaleza e importe de las operaciones entre las empresas del grupo, en 
cuanto afecten a las operaciones en que intervenga el contribuyente. 
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3. Descripción general de las funciones y riesgos de las empresas del grupo, en cuanto queden afectadas 
por las operaciones realizadas por el contribuyente, incluyendo cualquier cambio respecto del período 
anterior. 

4. Una relación de la titularidad de las patentes, marcas, nombres comerciales y demás activos 
intangibles en cuanto afecten al contribuyente y a sus operaciones relacionadas, así como el detalle del 
importe de las contraprestaciones derivadas de su utilización. 

5. Una descripción de la política del grupo en materia de precios de transferencia si la hubiera o, en su 
defecto, la descripción del método o métodos utilizados en las distintas operaciones. 

6. Relación de los contratos de prestación de servicios entre partes relacionadas y cualesquiera otros 
que el contribuyente sea parte o, no siéndolo, le afecten directamente. 

7. Relación de acuerdos de precios por anticipado que afecten a los miembros del grupo en relación 
con las operaciones descritas. 

8. Memoria del grupo o informe anual equivalente. 

ARTICULO 67. Información y documentación relativa al contribuyente. 

La documentación específica del contribuyente se exige en todos los casos a que se refiere el artículo 
"Definición de Partes Relacionadas" de este libro y comprende: 

1. Identificación completa del contribuyente y de las distintas partes relacionadas con el mismo. 

2. Descripción detallada de la naturaleza, características e importe de sus operaciones con partes 
relacionadas con indicación del método o métodos de valoración empleados. En el caso de servicios, 
se incluirá una descripción de los mismos con identificación de los distintos servicios, su naturaleza, 
el beneficio o utilidad que puedan producirle al contribuyente, el método de valoración acordado y su 
cuantificación, así como, en su caso, la forma de reparto entre las partes. 

3. Análisis de operaciones comparables detallado de acuerdo con el artículo "Análisis de Operaciones 
Comparables" de este libro. 

4. Motivos de la elección del método o métodos así como su procedimiento de aplicación y la 
especificación del valor o intervalo de valores que el contribuyente haya utilizado para determinar el 
precio o monto de sus operaciones. 

5. La documentación referida en este artículo puede presentarse de forma conjunta para todas las partes 
relacionadas, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo anterior, siempre que se respete el grado de 
detalle que exige el presente artículo. 

Para cumplir con estas disposiciones legales se hace necesario realizar para las transacciones con partes 
relacionadas en el extranjero un análisis funcional o actividades, de los activos utilizados en la 
transacción, y un análisis de riesgos, el asumido por cada uno de los contribuyentes. 
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La conveniencia del análisis funcional estriba en ubicar la posición entre las partes relacionadas y 
observar qué función están desempeñando. El propósito de vincular los elementos es para observar la 
congruencia de la transacción con respecto a las actividades que realizan las partes relacionadas. Al 
mismo tiempo se evalúan los activos, tangibles o intangibles, que cada una de las partes relacionadas 
aporta a la operación. Los riesgos asumidos concatenan la transacción realizada con los activos 
utilizados. A partir del análisis funcional se determina el tipo de comparables a utilizar y el método de 
precios de transferencia que se utili z ará. 


Análisis funcional 


Análisis 


Análisis de 


Análisis de 

Luncional 


Activos 


Riesgos 


Términos contractuales, Circunstancias económicas y Estrategias 

de negocios. 


Las funciones de las partes relacionadas que se evalúan son: el diseño, la manufactura, el ensamble, 
la investigación y desarrollo, los servicios, las compras, la distribución, la mercadotecnia, publicidad, 
transportación, financiamiento y la administración. Los activos que participan en la operación son: el 
recursos humano, los inventarios, inmuebles, maquinaria y equipo, equipo de transporte e intangibles. 
Los riesgos que se evalúan son: de mercado, inventarios, cambiarios, cobranza, garantías, activos fijos, 
investigación y desarrollo, y financieros. 

El análisis funcional incluye el estudio de los términos contractuales con que se pactan las 
transacciones controladas, el cual conceptualiza las responsabilidades de las partes residencia fiscal, 
funciones y condiciones, y la participación directa e indirecta de las empresas que celebran la 
transacción, así como las especificaciones sobre las operaciones convenidas y sus montos. 

Cuando se analizan dos o más bienes, tangibles o intangibles, servicios o empresas similares con el 
fin de descubrir afinidades y semejanzas, permite a las partes relacionadas comparar el precio de 
trasferencia pactado, con precios pactados de las partes relacionadas con operaciones no controladas. 

Ser comparable significa que ninguna de las diferencias, si existen entre las situaciones que se 
están comparando afectaría en forma significativa la condición que se está examinando en la 
metodología, por ejemplo, precio o margen, o que se pueden efectuar ajustes adecuados lo 
suficientemente precisos para eliminar el efecto de cualquier diferencia (OCDE 1995:1.1.15). 
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De esta manera, se puede definir el precio o ajustar las diferencias que lo afectan aplicando alguno de 
los métodos (Ley de actualización tributaria Decreto 10-2012, artículo 59) que establece la Ley. 

De acuerdo con las Guías de la OCDE (1995, p. II.2.49), los métodos se clasifican en tradicionales y 
alternativos. “Los métodos tradicionales de transacción son los medios más directos para establecer si 
las relaciones comerciales y financieras entre empresas asociadas se dan sobre una base arm ’s length ”, 
principio de plena competencia, comparando los precios de transacciones controladas, con los precios 
en transacciones no controladas. 

Para efectos de la Ley del ISR “las operaciones o las empresas son comparables, cuando no existan 
diferencias entre éstas que afecten significativamente el precio o monto de la contraprestación o el 
margen de utilidad a que hacen referencia los métodos”, tradicionales o transaccionales, y si existieran 
se eliminen mediante ajustes razonables. Los elementos importantes para determinar la 
comparabilidad las características de los bienes y servicios, el análisis funcional, los términos 
contractuales, las circunstancias económicas y las estrategias de negocio. 

La legislación en Guatemala alude que las operaciones deben darse en condiciones de libre 
competencia entendiéndose efectos tributarios, por principio de libre competencia, el precio o monto 
para una operación determinada que partes independientes habrían acordado en condiciones de libre 
competencia en operaciones comparables a las realizadas (Decreto 10-2012 Articulo 54 ) 

Los métodos aceptados en Guatemala están de acuerdo con los establecidos en las Guías de la 
OCDE y adicionalmente el método de valoración para importaciones o exportaciones de mercancías 
el cual cuestiono si efectivamente constituye un método. Por lo que las empresas que celebran 
operaciones con partes relacionadas residentes en el extranjero aplican los métodos (Decreto 10-2012 
artículo 59 y 60) siguientes: Comparable Uncontrolled Price Method (CLIP, por sus siglas en inglés), 
Resale Price Method (RPM), y Cost Plus Method (CP). 

Los métodos alternativos son aquellos que “examinan las utilidades que se originan de transacciones 
específicas entre empresas asociadas” (OECD 1995, p. III.3.1). Los métodos alternativos son: Profit 
Split Method (PSM), Residual Profit Split Method (RPSR), y Transaction Net Margin Profits Method, 
(TNMM). 

Con la aplicación de alguno de los métodos en operaciones comparables se obtiene un rango de precios 
de las contraprestaciones o de márgenes de utilidad. Estos rangos se ajustan mediante la aplicación de 
métodos estadísticos. Si se encuentra dentro de estos rangos se considerarán como pactados o 
utilizados con externos. Cuando el contribuyente se encuentre fuera del rango, se considera que el 
precio o monto de la contraprestación que se utilizó con externos, es la mediana de dicho rango. 
Cuando un contribuyente requiere de comparables intemos y no reúne la información necesaria para 
determinar su precio de transferencia, utiliza bases de datos como una referencia de operaciones de 
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terceros a terceros para documentar su estudio funcional y económico que servirá de base para 
sustentar su estudio de precios de transferencia. 

Las bases de datos proporcionan, día a día, información de miles de empresas y “nos lleva a usar 
información de compañías que pueden ser comparables fimcionalmente” (IMCP 2008, p. 89). El uso 
de las bases de datos es útil para fijar un precio de transferencia debido a que estos son expulsados de 
la búsqueda realizada en la base de datos. Existen dos tipos de bases de datos: la base de datos pública 
y la base de datos privada. La primera tiene regulación gubernamental en todos los ámbitos jurídicos 
y financieros. Contiene información de la empresa que fue presentada al estado. 

Tabla 1. Clasificación de los métodos 
De precios de transferencia 
Métodos tradicionales 

CPU Comparable uncontrolled Price Method 

RPM Resale Price Method 

CP Cosí Plus Method 

Métodos transaccionales 

PSM Profit Split Method 

RPSR Residual profit Split Method 

Transaction Net Margin Profits Method 

La base de datos privada representa la extracción de información pública por un proveedor 
independiente y proporciona a los usuarios, mediante una clave, el acceso a su base de datos. 

No existen bases de datos privadas en Latinoamérica que permitan a las empresas recopilar 
información para realizar estudios de precios de transferencia. En Guatemala, no existe una base de 
datos pública por lo que la Superintendencia de Administración Tributaria tiene que realizar un buen 
esfuerzo para iniciar con la construcción de la base de datos lo cual no solamente es muy caro si no 
que necesita mejorar su capacidad técnica para llevarlo a cabo por lo que tendrá que conformarse con 
la información suministrada por las empresas que ya realizan el estudio de precios de transferencia 
basados en bases de datos privadas normalmente de Estados Unidos de América. 

Existen también siete fuentes de información empresarial, contable y financiera, con cobertura 
internacional muy conocidas como: “Company Analysis, DataStream, Extel Financiáis, Global 
Vantage (Compustat Global), BvD Osiris, Thomson’s Financial y Worldscope” (García et ál., 2005, 
p. 35), usadas también para la determinación de precios de transferencia. Algunas de las bases de datos 
de los Estados Unidos, son: Anual Report and SEC Filing & Fonns (EDGAR), Dun & Bradstreet’s 
Hoover’s (North América), Standard & Poor Compustat Nort America, Disclosure SEC, Osha. 
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La Unión Europea tiene bases de datos como, por ejemplo, Amadeus, Dun & Bradstreet’s Who 
Owns Whom (Europe), Fortune Top 500 (Non-US), Industriáis Forbes Top 500, Kompass Europe. 
Algunos países de la Unión Europea tienen sus propias bases de datos; el Reino Unido cuenta con 
Companies House, Stock Exchange Official Year Book, Dun & Bradstreet’s Who Owns Whom (UK), 
FT Suplement Top Companies, UK’s Top 10,000 Companies, entre muchas otras. 

En Guatemala, la SAT “se inclina a rechazar el uso de información perteneciente a empresas privadas 
bajo la perspectiva de que no es posible corroborar esa información en su fuente original, lo que sí 
ocurre con información financiera de empresas públicas”. Sin embargo, cuando se utilizan base de 
datos privadas, al distinguir a las compañías que se comparan, se identifica el país donde está 
establecida la empresa, macroeconomía de la región, eventos específicos que pudieran influir en la 
situación financiera de la compañía, además de evaluar los diferentes riesgos y la técnica de su 
normatividad financiera, de manera que esta se acerque al escenario de la parte relacionada. 

3.2 Requerimientos de información relativos a precios de transferencia 
2. Pautas para las Auditorías tributarias 

En Guatemala, la administración tributaria está tratando con algunos esfuerzos establecer bases de 
datos, políticas y programas que redunden en una mayor eficacia en la fiscalización; asimismo, ha 
optimizado la percepción de riesgo ante el incumplimiento del contribuyente. 

La administración tributaria identificó algunos tipos de “riesgos que abarcan desde el comportamiento 
de contribuyentes en términos de impuestos internos o de actividades de comercio exterior; hasta 
seguimiento específico de agentes asociados al ciclo tributario, como auditores externos, contadores 
públicos registrados (CPRs) y despachos de abogados. En todos los casos se busca incidir en los 
contribuyentes incumplidos. Auditoría tributaria de los precios de transferencia. En los últimos años, 
se hicieron cambios administrativos en busca de hacer más eficiente el sistema fiscal, cambios que 
concedieron una fiscalización más efectiva. La Superintendencia de Administración Tributaria (SAT), 
considera a su interior constituir un equipo especializado en precios de transferencia para realizar 
auditorías o revisiones de gabinete y fiscalizar sobre precios de transferencia. La administración está 
calificada para emitir resoluciones y dictaminar sobre asuntos de precios de transferencia. 

Cuando la autoridad ejerce sus facultades de comprobación, requiere información específica para 
examinar, situación coloca al contribuyente en una condición fiscal particular. En los resultados que 
la autoridad determina, considera, en primera instancia, la evidencia suficiente y competente que 
integró el estudio del análisis funcional, cuyo propósito es caracterizar a la empresa analizada y sus 
operaciones inter-compañía. Aunado a este, se incorpora el análisis económico, el cual tiene como 
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objetivo otorgar una herramienta con métodos estadísticos, que sirven de base para dar una opinión 
sobre el cumplimiento o no del principio de valor 

Para conformar la evidencia se presentan los estados financieros, el acta constitutiva, el libro de 
actas, el diagrama accionario, el estudio de las cláusulas principales de los contratos celebrados, las 
estrategias de negocios, innovación, desarrollo de nuevos productos, grado de diversificación, los 
aspectos políticos, la legislación aplicable y la información de operaciones comparables, además de 
aquellos factores que incidan en los negocios. 

3.3 Políticas de auditorías tributarias 

3. Política de auditoría tributaria 

Los lincamientos establecidos por OECD definen tres consideraciones vinculadas con el cumplimiento 
de los precios de transferencia para concatenar reglas de una manera equitativa a los contribuyentes y 
a las administraciones tributarias de las otras jurisdicciones. “Estos tres aspectos son: prácticas de 
revisión, la carga de la prueba y sus sistema de sanciones” (1995, p. IV.2-3), que evidentemente es 
adaptado al enfoque de la jurisdicción que se trate, entendiendo que cubrirá los criterios generales 
sobre los tipos de problemas que pueden presentarse. 

La práctica de auditoría fiscal y revisiones se fundamenta, principalmente, en el principio de 
comparabilidad en el mercado, en la información financiera y en la información de la industria, por lo 
tanto, la determinación de los precios de transferencia no es una ciencia exacta, no siempre será posible 
determinar el precio correcto arm’s length; más bien, [...], el precio correcto podría ser estimado 
dentro de un rango de cifras admisibles. Además, la elección de la metodología para establecer el 
precio arm ’s length no siempre estará libre de ambigüedades (OECD, 1995, p.IV.8). 

Los lincamientos de la OECD exhortan a las administraciones fiscales al realizar sus auditorías 
tributarias a ser “flexibles en su enfoque y que no le pidan a los contribuyentes una precisión en sus 
precios de transferencia que no es realista en función de todos los hechos y circunstancias” y, al mismo 
tiempo, consideren el punto de vista comercial de las partes relacionadas sobre la aplicación del 
principio Arm ’s length , desde la perspectiva del Auditoría tributaria de los precios de transferencia y 
el método que el contribuyente ha elegido al fijar sus precios. 

En lo referente a la carga de la prueba, la administración fiscal en su vínculo con el contribuyente, 
a efecto de exigir impuestos, prestaciones, multas, deudas, apelaciones y litigios, si detecta que el 
contribuyente no cooperó con ella al solicitarle la documentación o presentando declaraciones falsas 
o confusas, los lincamientos de la OECD permiten a la administración fiscal estimar el ingreso 
gravable. La carga de la prueba debe ser usada de forma apropiada por las administraciones tributarias 
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o los contribuyentes, como un argumento para hacer afirmaciones con fundamento, comprobables 
sobre la determinación de los precios de transferencia. El contribuyente debe realizar un buen estudio 
de precios de transferencia para demostrar que su evaluación del precio se concatena con el principio 
de Arm ’s length independientemente de donde resida la carga de la prueba. 

Las prácticas de cumplimiento fiscal de un Estado dependen de su sistema fiscal y están diseñadas 
de acuerdo a sus necesidades domésticas. Generalmente, las sanciones están dirigidas a promover el 
cumplimiento, cuando este es relacionado a requisitos del procedimiento administrativo. “Las 
sanciones generalmente están diseñadas para hacer que las omisiones de impuestos y otros tipos de no 
cumplimiento fiscal sean más costosas que el cumplimiento”. Es factible que una sanción pueda 
cancelarse cuando surja de un acuerdo mutuo entre los estados, derivado del retiro o reducción de un 
ajuste. Los países miembros de la OECD deben de considerar las disposiciones para el cumplimiento, 
es decir, imponiendo la obligación a los contribuyentes de cooperar con la administración fiscal o 
invirtiendo la carga de la prueba en aquellas situaciones en donde el contribuyente no actuó de buena 
fe, y el uso de disuasiones monetarias, es decir, pagos adicionales de impuestos como consecuencia de 
omisiones de impuestos además de la cantidad que no se pagó (OECD, 1995, p. IV.4.19). 

Las sanciones por omisión de impuestos pueden ser calculadas como un porcentaje de la omisión del 
0 al 100% más multas e intereses. En todos los casos, un sistema de sanciones excesivamente agresivo 
en una jurisdicción puede proporcionarles a los contribuyentes un incentivo para exagerar el ingreso 
gravable en esa jurisdicción. [...] conduce a un no cumplimiento de una naturaleza diferente no 
cumplimiento con el principio de arm ’s length y presentando utilidades inferiores en la otra 
jurisdicción. 

De acuerdo con la OECD es inapropiado imponer sanciones a los contribuyentes a los precios 
de transferencia por no tomar en consideración la información necesaria o que no estaba 
disponible al contribuyente. Las administraciones fiscales deben considerar estas 
observaciones en el momento de establecer sus sanciones. 


3.4 Procedimientos de auditoria 

Procedimiento de la auditoría tributaria de precios de transferencia 

Cuando una administración tributaria conoce la información relevante de un contribuyente, es factible 
que determine una tributación proporcional y equitativa. Si la administración fiscal intensifica su 
sistema de fiscalización con la búsqueda información y otras investigaciones fiscales, su resultado será 
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la determinación y cobro de las diferencias de impuestos. La administración tributaria en Guatemala 
debe mejorar sustantivamente sus facultades de comprobación y sus herramientas. Los auditores 
tributarios deben ser capacitados para abordar renglones nacionales contables y fiscales, así como lo 
relacionado al derecho internacional. 

La administración tributaria considera que no tiene sentido fiscalizar un estudio de precios de 
transferencia sino no existiese afiliación entre empresas. Conforme a su criterio dice que el primer 
paso es establecer qué partes directa o indirectamente afiliadas existen”. La información fiscal y 
contable que examine la autoridad, revelará si existe inconsistencia entre las partes relacionadas, con 
el dictamen fiscal, declaraciones y papeles de trabajo; la autoridad tributaria realiza con ello, cruces de 
información, y al no corresponder dicha información, son indicadores para que la administración 
tributaria ejerza sus facultades de comprobación. 

La contabilidad de la compañía emite los atributos para determinar el grado de relación accionaria 
entre sus afiliadas; en cuanto a las operaciones, muestra la comparabilidad del mercado; los contratos 
celebrados estipulan los términos pactados; el estudio de precios de transferencia define la correcta 
aplicación de los métodos utilizados, y la determinación de los ajustes, entre otros. 

Una de las prácticas del contribuyente que más observa la autoridad son operaciones que presentan 
complejidad en la determinación de los precios, operaciones que requieren de un análisis preciso, con 
exceso de ajustes alrededor, o basado en supuestos difíciles de demostrar. Otro tipo de acciones que 
llama la atención de la autoridad es de los contribuyentes que presentan pérdidas fiscales por varios 
ejercicios fiscales continuos. Desde la perspectiva de los negocios hechos para maximizar la riqueza, 
una empresa estaría poco dispuesta a tener pérdidas continuas por un tiempo prolongado. 

El procedimiento de fiscalización se inicia mediante un requerimiento de información por escrito, y de 
acuerdo a lo que examine en esta revisión previa, determina si se realiza una visita en el domicilio 
fiscal del contribuyente, de manera que esta visita permita un examen específico de las operaciones. 
La revisión parte obligatoriamente del dictamen del contador público y auditor independiente como 
herramienta fundamental dentro del proceso de fiscalización, para luego pasar a solicitar información 
y documentación correspondiente al contribuyente. 

Para fijar un precio de transferencia se consideran hechos, evaluaciones, comparaciones de 
mercados, de información financiera e industrias. Por la multiplicidad de los hechos a estudiar, más 
aun si el caso es difícil, el contribuyente puede cometer errores. En este sentido, la OECD motiva a las 
administraciones fiscales al practicar sus revisiones de precios de transferencia a que sean 
Flexibles en su enfoque y que no le pidan a los contribuyentes una precisión en sus precios de 
transferencia que no es realista en función de todos los hechos y circunstancias, a tomar en 
consideración el punto de vista comercial del contribuyente sobre la aplicación del principio arm ’s 
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length, para que el análisis de los precios de transferencia esté ligado a las realidades empresariales. 
Por consiguiente, desde la perspectiva del método que el contribuyente ha elegido al fijar sus 
precios. 

La autoridad revisa con cuidado el análisis funcional que se realizó, atendiendo principalmente al 
tratamiento de los activos intangibles, nombres y marcas comerciales, el valor de marketing, la imagen 
corporativa, la calidad de la organización y del personal, los conocimientos técnicos, software , bases 
de datos, canales de distribución, licencias, patentes, etc., debido a que frecuentemente no han sido 
registrados individualmente en los libros y registros, y sus funciones son importantes y agregan valor. 
Las transacciones a precio comercial que las partes relacionadas celebran y, que a su vez, son de mayor 
interés para la administración tributaria son la transferencia de una parte de la empresa; la transferencia 
de funciones que producen los activos intangibles; por ejemplo, Investigación y Desarrollo; la 
transferencia de otras funciones, como fabricación, distribución, garantía, almacenamiento y control 
de calidad; la transferencia de riesgos; el suministro de materia prima, productos semiterminados, y 
terminados; componentes; suministro de servicios; y finanzas. 

Conocida la participación de las partes relacionadas en las operaciones controladas, en este punto la 
autoridad observa “la influencia que tiene la parte del grupo sobre el precio, los volúmenes y la 
asignación de costos, qué riesgos se corren, qué costos se incurren y qué retribución compensa estos 
costos y riesgos” atendiendo que entre los riesgos que las empresas corren son el riesgo de eficiencia 
y cálculo; riesgo de inventario; riesgo de precio, deudas incobrables y cambiario; riesgo de desarrollo; 
riesgo responsabilidad, de mercado, de garantía; y el riesgo con relación al entorno físico; la parte 
relacionada que tenga mejores condiciones es la que asume el riesgo. 

Al inicio de la auditoría de precios de transferencia la administración tributaria se examina la 
información relativa a la declaración anual de impuestos, la declaración informativa de precios de 
transferencia Formato, dictamen del contador público y auditor independiente, contratos inter¬ 
compañía y la documentación comprobatoria anual de precios de transferencia. 

La circunstancia favorable para el contribuyente se orientan a que en el proceso de revisión, esté 
presente la información suficiente que satisfaga a la autoridad y la dirija al cierre de la auditoría 
emitiendo el oficio de observaciones o el acta de culminación de la auditoria. 

A partir de este momento, el contribuyente tiene el derecho de presentar contra-argumentos que 
desvirtúen los hechos. Cuando la administración tributaria determina un ajuste de precios de 
transferencia en donde resulta en un crédito fiscal, es deseable que el contribuyente realice una 
evaluación minuciosa de los procedimientos empleados por la autoridad, que analice la evidencia y 
argumentos técnicos aplicados por la autoridad para la determinación. Si el contribuyente no desahoga 
las pruebas que desvirtúen los hechos, la administración tributaria cierra el periodo de revisión 
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firmando el acta final en la cual determina el crédito fiscal. Ante esta situación, la compañía puede 
ejercer su derecho de iniciar defensa fiscal, indicando a la instancia para resolver la controversia y el 
recurso jurídico que aplicará. En Guatemala, las instancias para resolver las controversias son luego 
de la junta conciliatoria el recurso de revocatoria, el proceso contencioso administrativo, la casación 
previsto en el código tributario. Estos medios de defensa pueden usarse en forma sucesiva, más no 
simultánea. 

Si las consideraciones legales, económicas y financieras, para la determinación del crédito fiscal que 
propone la autoridad, son válidas, y si el ajuste corresponde a transacciones con un residente en el 
extranjero el cual Guatemala tiene celebrado un tratado fiscal, el contribuyente puede aceptar el monto 
del crédito fiscal, pagar el importe, la actualización, recargos y multas correspondientes o invocar el 
procedimiento de autoridad competente para solicitar el pago correspondiente de la diferencia de 
impuesto impuesto en Guatemala. 

La legislación otorga derechos a los contribuyentes; uno de ellos es la posibilidad de hacer consultas 
vinculantes y realizar el acuerdo de precios previamente convenidos en materia de precios de 
transferencia. Las autoridades fiscales podrán resolver las consultas que formulen los contribuyentes 
interesados relativas a los métodos a utilizar en la determinación de los precios o montos de las 
contraprestaciones, en operaciones con partes relacionadas, cuando el contribuyente presenta la 
información, datos y documentación, necesarios para la emisión de la resolución correspondiente. 

Las resoluciones pueden condicionarse al cumplimiento de requisitos que demuestren que las 
operaciones se realizan a precios o montos de contraprestaciones que hubieran utilizado partes 
independientes en operaciones comparables. 


3.5 Papel del dictaminador en materia de precios de transferencia 

Papel del dictaminador (Contador Público y Auditor Independiente Registrado) en materia de precios 
de transferencia 

Los contribuyentes en Guatemala se encuentran obligados a dictaminar sus estados financieros cuento 
sean una entidad calificada como contribuyente especial y este tributando en el régimen general de las 
actividades lucrativas 

LA SAT, mediante el cuestionario en materia de precios de transferencia que debe llenar el 
contribuyente, busca que cerciorarse que la información financiera de los contribuyentes hayan 
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cumplido con sus obligaciones fiscales en materia de precios de transferencia, que hayan presentado 
la declaración de impuesto sobre la renta y el estudio de precios de transferencia de operaciones con 
partes relacionadas residentes en el extranjero y que cuenten con la documentación comprobatoria que 
sustente que las operaciones con partes relacionadas se determinaron a valor de mercado. Las 
preguntas sobre operaciones con partes relacionadas, requieren información general, fechas, precios 
de transferencia, importes y montos. Además, el cuestionario requiere la revisión de información como 
créditos respaldados, costo de venta, gastos, operaciones financieras derivadas, capitalización 
insuficiente y cálculo del impuestos sobre la renta. 

El cuestionario en materia de precios de transferencia se distingue por la descripción de las 
funciones, riesgos y activos, tangibles e intangibles de la compañía, y la revisión extensiva del 
cumplimiento de la obligación fiscal del estudio de precios de transferencia. 

3.6 Dimensión internacional de la auditoria tributaria de precios de transferencia 
Dimensión internacional de la auditoría tributaria de precios de transferencia 

Las administraciones tributarias en materia internacional consideran que una auditoría fiscal 
simultánea “es una forma de ayuda mutua, que permite a dos o más países cooperar en el área de 
investigaciones fiscales” debido que se propicia el intercambio de información. La auditoría fiscal 
simultánea en materia de precios de transferencia coadyuva a las administraciones fiscales que 
participan, en disminuir la posibilidad de una doble tributación económica para el grupo multinacional. 
La parte A del Modelo de Acuerdo de la OECD define el concepto de una auditoría fiscal simultánea. 
El artículo 26 del Modelo de Acuerdo Fiscal de la OCDE establece la cooperación entre las autoridades 
competentes de los Estados, vía intercambio de información, los cuales son necesarios para cumplir 
con las disposiciones de los tratados y la normatividad nacional, vinculada con los impuestos que se 
definan en el tratado. Lo establecido en el artículo 26 no es limitativo a las formas de ayuda para los 
métodos de intercambio de información. Un acuerdo entre dos o más partes para revisar 
simultáneamente y en forma independiente, cada una en su territorio, los asuntos fiscales de unos 
contribuyentes en donde tienen un interés común o relacionado, con el fin de intercambiar cualquier 
información relevante que obtengan (OECD, 1995, p. IV.4.79). 

Una vez se establece el acuerdo entre los auditores fiscales de cada Estado, se realizan, de manera 
independiente, sus revisiones en sus jurisdicciones territoriales de acuerdo a su normatividad y práctica 
administrativa (OECD, 1995, p. IV.4.80). 

Las auditorías fiscales simultáneas pueden ser un instrumento para consolidar pasivos fiscales de 
las asociadas, para ubicar las utilidades distribuidas entre las asociadas en diferentes jurisdicciones 
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fiscales. El objetivo es promover el cumplimiento con las disposiciones de precios de transferencia” 
(OECD, 1995, p. IV.4.87). Recuperar la información que sirvió de base para la determinación de 
precios de transferencia de transacciones controladas entre empresas asociadas en dos o más 
jurisdicciones puede ser difícil para una administración tributaria sobre todo si su jurisdicción no 
coopera o no proporciona la información necesaria. Una auditoría fiscal simultánea puede ayudar a las 
administraciones fiscales a establecer estos hechos de una manera más rápida, más efectiva y 
económica. 

La intemacionalización de las actividades empresariales de los corporativos multinacionales, 
la complejidad de las operaciones y los problemas relacionados con los precios de transferencia 
están cada vez más presentes. Los lincamientos de la OECD (IV.4.83) establecen que el “uso 
de las auditorías fiscales simultáneas es recomendado al auditar los precios de transferencia y 
para facilitar el intercambio de información y operación de los procedimientos de acuerdo 
mutuo”, debido a que si se determina una omisión de impuestos, las jurisdicciones de los 
Estados involucrados deben alcanzar un acuerdo que evite la doble tributación del grupo 
multinacional. 

3.7 Consideraciones finales 

Consideraciones finales 

La administración tributaria ha mejorado sus procedimientos administrativos al establecer programas 
orientados a ser más eficaces en la fiscalización, de acuerdo a como lo establecen los lincamientos de 
la OECD. Aunque la administración está calificada para emitir resoluciones y dictaminar sobre asuntos 
de precios de transferencia, actualmente, no se encontró información tributaria que muestre el grado 
de éxito de la administración tributaria cuando ejerce sus facultades de comprobación, limitación del 
estudio fiscal. Sería saludable que la administración tributaria proporcione información respecto de las 
partida recaudatorias del régimen de precios de transferencia, proveniente de resoluciones de la 
autoridad al determinar créditos fiscales; sobre las cifras respecto al estudio funcional y los métodos 
de valuación de los precios de transferencia, vinculada a grado de recaudación que aportan al gasto 
social estos contribuyentes. A diferencia de otros países, la SAT en Guatemala no cuenta con los 
recursos económicos suficientes para analizar en forma científica la información que permita un 
análisis profundo, por ejemplo de los insumos utilizados, los instrumentos financieros, la transferencia 
de tecnología, entre otros, lo cual puede desentrañar la realidad de las operaciones. En consecuencia, 
la actividad de fiscalización será de carácter parcial, no obstante que, con las condiciones actuales se 
han reflejado resultados muy positivos. 
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Los futuros estudios fiscales que se realicen, se pretende orientarlos a la búsqueda de la información 
respecto a los métodos de valuación de los precios de transferencia en referencia a las partidas que se 
recaudan y las resoluciones que la autoridad determina cuando ejerce sus facultades de comprobación. 
Distinguir el impacto recaudatorio de ello es un tratamiento particular en el tema de la fiscalización de 
la autoridad en materia de precios de transferencia, que podría ayudar a definir una política económica- 
fiscal más clara y definida para la inversión extranjera en Guatemala. 



CAPITULO IV 


ANALISIS DE PRECIOS DE TRANSFERENCIA PROPUESTOS POR LA 
ORGANIZACIÓN PARA LA COOPERACION Y EL DESARROLLO ECONOMICO 
(OCDE) Y LA LEGISLACIÓN DE PRECIOS DE TRANSFERENCIA DE 
GUATEMALA. 

4.1 Operaciones entre empresas relacionadas 

4.1.1 El principio de libre competencia 

El principio de plena competencia es la norma internacional sobre precios de transferencia acordada 
por los países miembros de la OCDE para que sea utilizada, a efectos fiscales, por los grupos 
multinacionales y las Administraciones tributarias. El principio de plena competencia, reafirma su 
condición de estándar internacional y establece criterios para su aplicación. 

Cuando las empresas independientes negocian entre sí, las fuerzas del mercado vienen determinando 
normalmente las condiciones de sus relaciones comerciales y financieras, por ejemplo, el precio de los 
bienes transmitidos o de los servicios prestados y las condiciones de la transmisión o de la prestación. 
Cuando las empresas asociadas negocian entre sí, tal vez las fuerzas externas del mercado no afecten 
de la misma manera a sus relaciones comerciales y financieras aunque, a menudo, las empresas 
asociadas pretendan reproducir en sus negociaciones la dinámica de las fuerzas del mercado. Las 
administraciones tributarias no deberían considerar automáticamente que las empresas asociadas 
pretendan manipular sus beneficios. Pueden existir dificultades reales en la determinación exacta de 
precio de mercado ante la ausencia de fuerzas de mercado o ante la adopción de una estrategia 
comercial particular. Es importante tener presente que la necesidad de practicar ajustes para 
aproximarse a las condiciones de plena competencia surge con independencia de cualquier obligación 
contractual asumida por las partes de satisfacer un precio en particular o de cualquier intento de 
minimizar la imposición. De esta manera, cualquier ajuste fiscal guiado por el principio de plena 
competencia no debería afectar a las obligaciones contractuales esenciales asumidas por las empresas 
asociadas sin una finalidad fiscal y podría ser procedente incluso cuando no hay intención de minimizar 
o evadir impuestos. La consideración de los precios de transferencia no debería confundirse con la 
consideración de los problemas de fraude o de la elusión fiscal, aun cuando las políticas de precios de 
transferencia puedan ser utilizadas por dichos fines 
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Cuando los precios de transferencia no responden a las fuerzas del mercado y al principio de plena 
competencia, podrían distorsionarse las deudas tributarias de empresas asociadas y los ingresos 
tributarios de los países receptores de la inversión. Por esto, los países miembros de la OCDE han 
acordado que, a efectos fiscales, los beneficios de empresas asociadas puedan ser ajustados en la 
medida necesaria para corregir las distorsiones mencionadas y asegurar de este modo que se cumple 
el principio de plena competencia. Los países miembros de la OCDE consideran que se logra un ajuste 
adecuado determinado las condiciones de las relaciones comerciales y financieras susceptibles de 
encontrarse entre empresas independientes en operaciones similares y bajo circunstancias similares. 

Aparte de las consideraciones fiscales, otros factores pueden distorsionar las condiciones de las 
relaciones comerciales y financieras establecidas entre empresas asociadas. Por ejemplo, dichas 
empresas pueden estar sometidas a presiones gubernamentales opuestas tanto en el propio país como 
en el extranjero relativas a las valoraciones aduaneras, derechos anti-dumping y controles de cambios 
o de precios. Además las distorsiones en los precios de transferencia pueden estar causadas por las 
necesidades de tesorería de las empresas de un grupo multinacional. Un grupo multinacional cuyo 
capital está muy distribuido entre el público puede verse presionado por los accionistas a mostrar una 
elevada rentabilidad en la compañía matriz, en particular si la información dirigida a los accionistas 
no se presenta de forma consolidada. Todos estos factores pueden afectar a los precios de trasferencia 
y la cuantía de los beneficios atribuidos a las empresas asociadas de un grupo multinacional. 

No se debería suponer que las condiciones establecidas en las relaciones comerciales y financieras 
entre empresas asociadas se desvían respecto de las que demandaría el mercado libre. Las empresas 
asociadas de los grupos multinacionales tienen normalmente un grado de autonomía considerable y, a 
menudo, negocian entre sí como si fueran empresas independientes. Las empresas responden a las 
situaciones económicas derivadas de las condiciones de mercado en sus relaciones, tanto con terceros 
como con empresas asociadas. Por ejemplo los directivos locales pueden estar interesados en 
conseguir unos buenos resultados y, por lo tanto no querrían fijar precios que redujeran los beneficios 
de sus propias sociedades. La administración tributaria debería tener presente que, desde el punto de 
vista de la gerencia, las multinacionales se encuentran incentivadas para utilizar precios de plena 
competencia con el objeto de poder juzgar la actuación de los diversos centros generadores de 
beneficios. Las administraciones tributarias deberían recordar estas consideraciones con el objeto de 
facilitar una asignación eficiente de sus recursos a la hora de seleccionar y llevar a cabo 
comprobaciones de precios de transferencia. En ocasiones puede suceder que las relaciones entre 
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empresas asociadas incluyen en el resultado de la negociación. En consecuencia la evidencia de 
condiciones de negociación duras no es suficiente, por sí sola para determinar si éstas responden al 
principio de plena competencia. 

Declaración del principio de plena competencia. 

El artículo 9 del modelo de Convenio Fiscal de la OCDE 

La declaración que otorga un carácter oficial al principio de plena competencia se encuentra en el 
apartado 1 del artículo 9 del Modelo de Convenio Fiscal de la OCDE, constituyendo éste el fundamento 
de los convenios fiscales bilaterales entre países miembros de la OCDE y entre un número cada vez 
mayor de países no miembros. 

El Artículo 9 dispone: 

“Cuando dos empresas Asociadas estén, en sus relaciones comerciales o financieras, unidas por 
condiciones aceptadas o impuestas que difieran de las que serían acordadas por empresas 
independientes, los beneficios que habrían sido obtenidos por una de las empresas de no existir dichas 
condiciones, y que de hecho no se han rechizado a causa de las mismas, podrán incluirse en los 
beneficios de esa empresa y someterse a imposición en consecuencia ” 

Con el objeto de ajustar beneficios, tomando como referencia las condiciones que hubieran concurrido 
entre empresas independientes en operaciones comparables, el principio de plena competencia 
persigue tratar a los miembros de un grupo multinacional como si operaran como empresas separadas 
en lugar de como partes inseparables de una sola empresa unificada. La preocupación se centra en la 
índole de las relaciones comerciales entre esos participes porque su consideración como empresas 
separadas lleva a tratar a los miembros del grupo multinacional como si fueran emitidas 
independientes. 

Hay varias razones que explican por qué los países miembros de la OCDE y otros no miembros han 
adoptado el principio de plena competencia. Una de las primeras causas es que este principio ofrece 
un tratamiento fiscal similar para empresas multinacionales y para empresas independientes. El trato 
más igualitario a efectos fiscales entre empresas asociadas e independientes que supone el principio 
de plena competencia evita que surjan ventajas o desventajas fiscales que, de otra forma, 
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distorsionarían la posición competitiva relativa de cada tipo de entidad. El principio de plena 
competencia facilita el crecimiento del comercio y de las inversiones internacionales al excluir las 
consideraciones fiscales de las decisiones económicas. 

Se ha observado que el principio de plena competencia funciona muy eficazmente en la gran mayoría 
de casos. Por ejemplo hay muchas situaciones referidas a las compras y venta de bienes y a los 
préstamos de dinero en las que el precio de plena competencia se puede encontrar fácilmente en 
operaciones comparables llevadas a cabo por empresas independientes comparables bajo 
circunstancias comparables. Sn embargo, hay casos muy significativos en los que el principio de plena 
competencia es difícil y complicado de aplicar ejemplo en el caso de grupos multinacionales 
involucrados en la producción integrada de bienes altamente especializados en intangibles exclusivos 
y o en la prestación de servicios cualificados. 

Hay quienes observan imperfecciones inherentes al principio de plena competencia ya que la 
consideración de empresas separadas puede que no tenga siempre en cuenta las economías de escala y 
la interrelación de actividades diversas generadas por la integración de empresas. Sin embargo, no 
existen criterios objetivos de general aceptación para distribuir entre empresas asociadas las 
economías de escala o los beneficios derivados de la integración. 

La aplicación del principio de plena competencia encuentra dificultades prácticas porque las empresas 
asociadas pueden involucrarse en operaciones que las empresas independientes no llevarían a cabo. 
Tales operaciones no estarían motivadas necesariamente por la elusión fiscal, sino que podrían tener 
lugar porque, en las operaciones entre unas y otras, los miembros del grupo multinacional se enfrentan 
con circunstancias comerciales diferentes a las que se enfrentarían las empresas independientes. Por 
ejemplo puede ocurrir que una empresa independiente no desee vender un intangible. Por ejemplo, el 
derecho a explotar los resultados de futuras investigaciones, por un precio determinado si el beneficio 
potencial de dicho intangible no puede ser estimado y hay otras formas de explotación del citado 
intangible. En tal caso, una empresa independiente puede no querer arriesgar una venta definitiva 
porque puede ser que el precio no refleje la capacidad del bien intangible para llegar a ser 
extremadamente rentable. De modo parecido, el propietario de un bien intangible puede mostrarse 
reticente a entrar en acuerdos de cesión vía licencia con empresas independientes por temor a que se 
degrade su valor. Por el contrario, este mismo propietario estaría dispuesto a ofrecer condiciones 
menos restrictivas a empresas asociadas en la medida en que se puede controlar más de cerca el uso 
del bien intangible. No hay riesgos para el beneficio global del grupo en una operación de este tipo 
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entre miembros de un grupo multinacional. En estas mismas circunstancias, una empresa 
independiente explotaría por si misma el bien o lo cedería vía licencia a otras empresas independientes 
durante un período limitado de tiempo o posiblemente bajo un acuerdo que permita ajustar los cánones. 
Sin embargo siempre existe el riesgo de que el bien intangible no sea tan valioso como parece. Por 
tanto, una empresa independiente tiene que optar entre vender el bien intangible, disminuyendo así el 
riesgo y asegurando el beneficio, o explotarlo, asumiendo el riesgo de que el beneficio difiera del que 
se podría haber obtenido de la venta del intangible. El principio de plena competencia es difícil de 
aplicar cuando las empresas independientes rara vez participan en operaciones de la naturaleza de las 
realizadas por empresas asociadas, porque no hay, o hay poca evidencia, de las condiciones que éstas 
hubieran establecido. 

En determinados casos, el principio de plena competencia puede convertirse en una carga 
administrativa en la valoración de un número significativo y diverso de operaciones transfronterizas, 
tanto para los contribuyentes como para las administraciones tributarias. Aunque una empresa 
asociada fija normalmente las condiciones de una operación a la hora de llevarla a cabo, en algún 
momento podrá requerirse a la empresa que se demuestre que aquéllas son consistentes con el principio 
de plena competencia. También la administración tributaria posiblemente haya de involucrarse en un 
proceso de comprobación varios años después de que las operaciones hayan tenido lugar. La 
administración tributaria tendría que intentar reunir información relativa a operaciones similares a las 
condiciones de mercado en el momento en que aquellas se produjeron etc., respecto de operaciones 
numerosas y diferentes. Esta tarea suele resultar cada vez más ardua con el paso del tiempo. 

Con frecuencia, tanto las administraciones tributarias como los contribuyentes encuentran dificultades 
para obtener información adecuada para aplicar el principio de plena competencia. Este puede exigir 
una cantidad importante de datos ya que normalmente, requiere que los contribuyentes y las 
administraciones tributarias evalúen operaciones no vinculadas y las actividades comerciales de 
empresas independientes y las comparen con las operaciones y actividades de empresas asociadas. La 
información a la que se pueda acceder puede resultar incompleta y difícil de interpretar, si existiera 
otra información, podría ser complicado obtenerla a causa de la localización geográfica tanto de ésta 
como de las partes que pueden procurarla. Además puede suceder que, por razones de confidencialidad 
resulte inviable conseguir información de empresas independientes. En otros casos, puede ser que 
simplemente no exista información relevante acerca de empresas independientes. En este punto, se 
debería recordar que los precios de transferencia no son una ciencia exacta, sino que exigen juicios de 
valor por parte tanto de la Administración tributaria como de los contribuyentes. 
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4.1.2 El mantenimiento del principio de plena competencia (como consenso internacional). 

El criterio de los países miembros de la OCDE continúa siendo que el principio de plena 
competencia debe regir la evaluación de los precios de transferencia entre empresas 
asociadas. Este principio tiene sentido en teoría, ya que ofrece la posición más próxima al 
funcionamiento del libre mercado en los casos en que se transmiten bienes y servicios entre 
empresas asociadas. Aunque no siempre resulte sencillo aplicarlo en la práctica, determina 
generalmente niveles adecuados de rentas entre miembros de grupos multinacionales, 
aceptables para las administraciones tributarias. Así, se refleja la realidad económica de los 
hechos y circunstancias particulares de contribuyentes asociados y se adopta como punto de 
referencia el funcionamiento normal del mercado. 

Abandonar el principio de plena competencia supondría renunciar a la fundada base teórica 
descrita anteriormente y amenazar el consenso internacional, incrementado sustancialmente, 
de esta manera, el riesgo de que se produzca una doble imposición. La experiencia bajo este 
principio es ya lo suficientemente amplia y sofisticada como para haber provocado una base 
sólida de común entendimiento entre el mundo empresarial y las Administraciones 
tributarias. Este entendimiento compartido alcanza un gran valor práctico para conseguir 
los objetivos de fijar las bases imponibles adecuadas en cada jurisdicción y evitar la doble 
imposición. Esta experiencia debería utilizarse para profundizar el principio de plena 
competencia, afinar su funcionamiento y mejorar su aplicación, ofreciendo más orientación 
a los contribuyentes y realizando comprobaciones más oportunas. En resumen los países de 
la OCDE mantienen firmemente su apoyo al principio de plena competencia. En realidad, 
no ha surgido ninguna alternativa a este principio que se admisible o realista. El método del 
reparto del beneficio según una formula preestablecida, mencionado en ocasiones como 
alternativa posible no sería aceptable en su concepción teórica, en su aplicación ni en su 
práctica. 

4.1.3 Criterios para aplicar el principio de libre competencia (Comparabilidad) 
i) Análisis de comparabilidad 

a) Razones para el examen de comparabilidad 

La aplicación del principio de plena competencia se basa generalmente en la comparación de las 
condiciones de una operación vinculada con las condiciones de las operaciones entre empresas 
independientes. Para que estas comparaciones sean útiles, las características económicas relevantes de 
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las situaciones que se comparan deben ser lo suficientemente comparables. Ser comparable significa 
que ninguna de las diferencias, si las hay entre las situaciones que se comparan pueda afectar 
materialmente a las condiciones analizadas en la metodología, por ejemplo, el precio o el margen, o 
que se pueden realizar ajustes suficientemente precisos para eliminar los efectos de dichas diferencias. 
En la determinación del grado de comparabilidad, incluyendo los ajustes que resulten necesarios para 
lograrla, se ha de comprender cómo evalúan las sociedades independientes las posibles operaciones. 
Las empresas independientes, a la hora de valorar los términos de una posible operación, los comparan 
con otras opciones reales de que disponen y sólo participarán en ella si no ven una alternativa que sea 
claramente más atractiva. Por ejemplo, no parece probable que una empresa acepte un precio ofertado 
por una empresa independiente si sabe que otros clientes potenciales desearían pagar más por su 
producto en condiciones similares. Este punto es relevante en la cuestión de la comparabilidad ya que 
las empresas independientes, con carácter general, tendrán en cuenta cualesquiera diferencias con 
relevancia económica entre las opciones realmente disponibles a la hora de valorarlas, tales como 
diferencias en el grado de riesgo u otros factores comparables que se mencionan más adelante. Por 
tanto, cuando se proceda a las comparaciones que implica la aplicación del principio de plena 
competencia, las Administraciones tributarias deberán tener en cuenta también estas diferencias para 
determinar si hay comparabilidad entre las situaciones comparadas y cuáles son los ajustes que puedan 
resultar necesarios para lograrla. 

Todos los métodos que aplican el principio de plena competencia giran en torno a la idea de que las 
empresas independientes consideran las opciones que tienen disponibles y, al compararlas entre sí, 
atienden a cualquier diferencia que pudiera afectar a su valor de manera significativa. Por ejemplo, es 
normal suponer que las empresas independientes consideren si pueden comprar un mismo producto de 
un tercero a un precio inferior antes de comprarlo a otro precio dado. Por tanto, como se menciona en 
el Capítulo II, el método del precio libre comparable compara una operación vinculada con una 
operación no vinculada similar con el objeto de ofrecer una estimación directa del precio que las partes 
hubieran acordado de haber acudido directamente a una opción alternativa de mercado a la operación 
vinculada. Sin embargo, el método pasa a ser menos fiable como sustituto de las negociaciones de 
plena competencia cuando no son comparables todas las características de estas operaciones no 
vinculadas que influyen significativamente en el precio cargado entre empresas independientes. De 
manera similar, los métodos del precio de reventa y del coste incrementado comparan el margen de 
beneficio bruto obtenido en las operaciones vinculadas con los márgenes de beneficio bruto obtenidos 
en operaciones no vinculadas equivalentes. La comparación ofrece una estimación del margen bruto 
de beneficios que hubiera podido obtener una de las partes en el caso de haber realizado las mismas 
funciones para una empresa independiente y, por tanto, proporciona un cálculo del precio que ésta 
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hubiera demandado y que la otra parte hubiera estado dispuesta a satisfacer por realizar esas funciones 
en plena competencia. Como se comenta en el Capítulo III, otros métodos se basan en comparaciones 
de ratios de beneficio o márgenes de beneficio entre empresas independientes y asociadas como medio 
para estimar los beneficios que hubieran podido obtener una de las empresas asociadas o ambas en el 
caso de que hubieran negociado sólo con empresas independientes y, en consecuencia, la retribución 
que esas mismas empresas hubieran pedido, en condiciones de plena competencia, en compensación 
por la utilización de sus recursos en las operaciones vinculadas. Resulta necesario, en todos los casos, 
realizar ajustes para considerar las diferencias existentes entre situaciones vinculadas e independientes 
que hubieran afectado significativamente el precio cargado o la retribución exigida por empresas 
independientes. De esta manera, las retribuciones medias no ajustadas del sector industrial no pueden, 
en ningún caso, determinar por sí mismas las condiciones de plena competencia. 

Como se indicó anteriormente, se deben tener en cuenta las diferencias materiales entre las operaciones 
o entre las empresas comparadas a la hora de efectuar la comparación. Es necesario cotejar las 
características de las operaciones o de las empresas que hubieran influido en las condiciones de las 
negociaciones en plena competencia para poder determinar el grado de comparabilidad actual y poder 
realizar así los ajustes apropiados para establecer las condiciones de plena competencia o un rango de 
las mismas. Las características que pueden ser importantes son las de la propiedad o de los servicios 
transmitidos, las funciones desempeñadas por las partes teniendo en cuenta los activos utilizados y los 
riesgos asumidos, las cláusulas contractuales, las circunstancias económicas de las partes y las 
estrategias empresariales que éstas persiguen. Más adelante se analizan estos factores con más detalle. 
La importancia de estos factores en la determinación de la comparabilidad dependerá de la naturaleza 
de la operación vinculada y del método de determinación de precios adoptado. En lo que concierne al 
papel de estos factores en la aplicación de los métodos particulares de determinación de precios, 
b) Los factores determinantes de la comparabilidad 
1. Características de los activos o de los servicios 

Las diferencias en las características específicas de los activos o de los servicios explican a menudo, 
al menos en parte, las diferencias en su valor en el mercado libre. En consecuencia, la comparación de 
estas características puede ser útil en la determinación de la comparabilidad entre operaciones 
vinculadas y no vinculadas. En general, la similitud en las características de los activos o servicios 
transmitidos será más relevante cuando se comparen precios de operaciones vinculadas y no vinculadas 
y menos relevantes cuando se comparen márgenes de beneficios. Será preciso tener en cuenta las 
características siguientes: en el caso de transmisiones de bienes tangibles, las características físicas de 
los mismos, sus cualidades y su fiabilidad, así como su disponibilidad y el volumen de la oferta; en el 
caso de la prestación de servicios, la naturaleza y el alcance de los servicios; y en el caso de activos 
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intangibles, la forma de la operación, por ejemplo, la concesión de una licencia o su venta, el tipo de 
activo, por ejemplo, patente, marca o know-how, la duración y el grado de protección y los beneficios 
previstos derivados de la utilización del activo en cuestión. 

2. Análisis funcional 

En las relaciones comerciales entre dos empresas independientes, la remuneración reflejará las 
funciones desempeñadas por cada empresa teniendo en cuenta los activos utilizados y los riesgos 
asumidos. Por tanto, para determinar si son comparables entre sí operaciones vinculadas y no 
vinculadas o entidades asociadas e independientes, es necesario comparar las tareas asumidas por las 
partes. Esta comparación se basa en un análisis funcional que pretende identificar y comparar 
actividades y responsabilidades, significativas desde un punto de vista económico, que son o van a ser 
asumidas por la empresa independiente y por la asociada. Con tal fin, se debe prestar particular 
atención a la estructura y organización del grupo. También será relevante concretar a qué título jurídico 
el contribuyente ejerce sus funciones. 

Las funciones que los contribuyentes y las Administraciones tributarias podrían tener que identificar 
y comparar incluyen, por ejemplo, el diseño, la fabricación, el montaje, la investigación y el desarrollo, 
la prestación de servicios, las compras, la distribución, la comercialización, la publicidad, el transporte, 
la financiación y la gestión. Deberían identificarse las principales funciones asumidas por el interesado 
sometido a inspección. Debería procederse a un ajuste ante cualquier diferencia importante respecto 
de las actividades asumidas por cualquier empresa independiente con la que se compara al interesado. 
Aun cuando una de las partes asuma un número considerable de funciones respecto de las asumidas 
por la otra parte implicada en la operación, la importancia radica en la significación económica de esas 
actividades desde el punto de vista de su frecuencia, naturaleza y valor para los respectivos interesados. 
También puede ser relevante y útil, en la identificación y comparación de las funciones desempeñadas, 
la tarea de considerar los activos que son o serán utilizados. Este análisis debe ponderar el tipo de 
activos utilizados, tales como instalaciones y equipos, la utilización de intangibles valiosos, etc., y la 
naturaleza de los mismos, así como su antigüedad, el valor de mercado, la ubicación, la existencia de 
derechos de propiedad industrial. 

También puede ser relevante y útil, en la comparación de las funciones desempeñadas, la valoración 
de los riesgos asumidos por los respectivos interesados. En el mercado libre, la asunción de mayores 
riesgos se compensará al mismo tiempo con un aumento del rendimiento esperado. Por tanto, las 
operaciones y entidades vinculadas e independientes no son comparables entre sí cuando hay 
diferencias significativas en los riesgos asumidos respecto de las cuales no se puede realizar un ajuste 
adecuado. El análisis funcional resultará incompleto a menos que se consideren los principales riesgos 
asumidos por cada parte, ya que la asunción o la distribución de riesgos influyen en las condiciones de 
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las operaciones entre empresas asociadas. En teoría, en el mercado libre, la asunción de mayores 
riesgos debe ser compensada al mismo tiempo por un aumento del rendimiento esperado, aunque el 
rendimiento real pueda o no verse incrementado, dependiendo del grado en que se concrete 
efectivamente el riesgo. 

Los riesgos a tener en cuenta son: los del mercado, tales como las fluctuaciones en los costes de los 
factores y en los precios de los productos; los de pérdidas asociadas a la inversión en activos, 
instalaciones y bienes de equipo y a su uso; los derivados del éxito o fracaso de las inversiones en 
investigación y desarrollo; los riesgos financieros, como los motivados por la inestabilidad de los tipos 
de cambio de moneda y de los tipos de interés; los riesgos crediticios, etc. 

Las funciones ejercidas considerando los activos utilizados y los riesgos asumidos determinarán hasta 
cierto punto la distribución del riesgo entre las partes y, por ende, las condiciones que cada interesado 
debería poder esperar en las negociaciones de plena competencia. Por ejemplo, cuando un distribuidor 
se responsabiliza de la comercialización y de la publicidad, arriesgando sus propios medios en dichas 
actividades, debería tener derecho a una retribución esperada proporcionalmente mayor por dicha 
actividad y las condiciones de la operación deberían diferir de las existentes cuando el distribuidor se 
limita a actuar como un agente, que ve sus costes reembolsados y que recibe una retribución adecuada 
a dicha actividad. De forma similar, un fabricante o un investigador previamente contratado que no 
asume riesgos importantes deberían tener derecho solamente a una remuneración limitada. 

Conforme al análisis que se propone más adelante en relación con las cláusulas contractuales, es 
posible considerar si una pretendida asignación de riesgos resulta o no consistente con la sustancia 
económica de la operación. A este respecto, la conducta de las partes debería entenderse, con carácter 
general, como la mejor evidencia de la verdadera distribución de los riesgos. Si, por ejemplo, un 
fabricante vende un activo a un distribuidor asociado en otro país y se afirma que el distribuidor es 
quien asume todos los riesgos derivados del tipo de cambio, pero el precio de transferencia parece de 
hecho ajustado de forma que el distribuidor está protegido de las oscilaciones del tipo de cambio, 
entonces las Administraciones tributarias podrían cuestionar la pretendida asignación de los riesgos 
derivados del tipo de cambio. 

Un factor adicional a considerar a la hora de examinar la sustantividad económica de la pretendida 
distribución de riesgos es la consecuencia que tendría dicha distribución en operaciones basadas en el 
principio de plena competencia. En general, en las relaciones comerciales en plena competencia tiene 
más sentido que cada parte asuma mayores cuotas de riesgo en aquellos aspectos sobre los que se tiene 
mayor control. Por ejemplo, supongamos que la sociedad A contrata con B producir y enviarle 
mercancías. A B le corresponde decidir el nivel de producción y envío de bienes. En tal caso, no parece 
probable que la sociedad A esté dispuesta a asumir muchos riesgos respecto de las existencias al no 
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controlar su nivel, siendo la sociedad B quien lo fija. No cabe duda de que existen riesgos, como los 
que se producen a lo largo del ciclo económico, respecto de los cuales ninguna de las partes en la 
operación posee un control significativo y que en condiciones de plena competencia pudieran haber 
sido asignados a cualquiera de ellas. Es necesario realizar algún tipo de análisis para determinar en la 
práctica en qué medida cada una de las partes soporta tales riesgos. Cuando se plantea el grado en que 
cada uno de los interesados en la operación soporta los riesgos derivados de los tipos de cambio y/o 
de los tipos de interés, normalmente será necesario considerar en qué medida, en el caso de que exista, 
el contribuyente y/o el grupo multinacional desarrollan algún tipo de estrategia comercial para 
minimizar o hacer frente a los riesgos mencionados. En la actualidad son comunes las operaciones de 
cobertura, los contratos a plazo fijo, las opciones de compra y de venta, etc., concertadas en el mercado 
y fuera de él. El fracaso de un contribuyente que hace frente a los riesgos de los tipos de cambio y de 
los tipos de interés puede ser el resultado de una estrategia del grupo multinacional dirigida a 
protegerse de forma global o parcial de los riesgos a que se expone el grupo. El hecho de no tener 
apropiadamente en cuenta esta última práctica puede conducir a realizar beneficios o pérdidas 
importantes que pueden ser asignados .al lugar más ventajoso para el grupo multinacional. 

3. Cláusulas contractuales 

En las relaciones comerciales en condiciones de plena competencia, las cláusulas contractuales de las 
operaciones definen generalmente, de forma expresa o implícita, cómo se reparten las 
responsabilidades, riesgos y beneficios entre las partes. En este sentido el examen de los términos 
contractuales debe formar parte del análisis funcional al que nos hemos referido anteriormente. Las 
cláusulas de una operación se pueden encontrar, además de en el contrato escrito, en la correspondencia 
y en las comunicaciones entre las partes. Cuando no consten por escrito las condiciones contractuales 
entre las partes, habrá que deducirlas de su conducta y de los principios económicos que rigen 
normalmente las relaciones entre empresas independientes. 

En las relaciones comerciales entre empresas independientes, las diferencias de intereses entre las 
partes aseguran que éstas intenten normalmente hacer respetar los términos del contrato, que sólo serán 
ignorados o modificados si resulta de interés para ambas. Esta misma divergencia de intereses puede 
que no exista en el caso de empresas asociadas, siendo importante, en consecuencia, examinar si la 
conducta de las partes es conforme con las condiciones del contrato o si ésta indica que no se han 
seguido o si son simuladas. En estos casos es necesario realizar un análisis más minucioso para 
determinar las verdaderas condiciones de la operación. 

4. Circunstancias económicas 

Los precios de plena competencia pueden variar entre mercados diferentes incluso para operaciones 
referidas a unos mismos bienes o servicios; por tanto, para lograr la comparabilidad se requiere que 
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los mercados en que operan las empresas independientes y las asociadas sean comparables y que las 
diferencias existentes no incidan materialmente en los precios o que se puedan realizar los ajustes 
apropiados. Como primer paso, resulta esencial identificar el mercado o los mercados considerando 
los bienes y servicios sustitutos disponibles. Las circunstancias económicas que pueden ser relevantes 
para determinar la comparabilidad de los mercados son: su localización geográfica; su dimensión; el 
grado de competencia y la posición competitiva relativa en el mismo de compradores y vendedores; la 
disponibilidad el riesgo de bienes y servicios sustitutivos; los niveles de oferta y demanda en el 
mercado en su totalidad, así como en determinadas zonas, si son relevantes; el poder de compra de los 
consumidores, la naturaleza y alcance de las reglamentaciones públicas que inciden sobre el mismo; 
los costes de producción, incluyendo los costes del suelo, del trabajo y del capital; los costes de 
transporte; la fase de comercialización, por ejemplo, venta al por menor o al por mayor; el período de 
la operación; etc. 

5. Estrategias mercantiles 

También es necesario examinar las estrategias mercantiles al determinar la comparabilidad, con el fin 
de fijar los precios de transferencia. Éstas atenderían un gran número de aspectos propios de la 
empresa, como pueden ser la innovación y el desarrollo de nuevos productos, el grado de 
diversificación, la aversión al riesgo, la valoración de los cambios políticos, la incidencia de las leyes 
laborales vigentes y en proyecto, así como cualesquiera otros factores que influyen en la dirección 
cotidiana de la empresa. Puede ser necesario tener en cuenta estas estrategias comerciales al determinar 
la comparabilidad entre operaciones vinculadas y no vinculadas y entre empresas asociadas e 
independientes. Al mismo tiempo, será relevante considerar si las estrategias comerciales han sido 
ideadas por el grupo multinacional o por uno de sus miembros aisladamente, así como la forma y la 
medida en que se han involucrado otros miembros del grupo multinacional ante la necesidad de aplicar 
esta estrategia. 

Las estrategias comerciales también podrían incluir modalidades de penetración en los mercados. Un 
contribuyente que intenta penetrar en un mercado, o incrementar su cuota en el mismo, podría facturar 
temporalmente sus productos con precios inferiores a los facturados sobre cualquier otro producto 
comparable en el mismo mercado. Más aún, cualquier contribuyente que pretenda entrar en un mercado 
o aumentar o proteger su cuota en el mismo podría, temporalmente, incurrir en costes mayores, por 
ejemplo, debido a costes de lanzamiento o al incremento en sus esfuerzos de comercialización, y así 
lograr unos niveles de beneficios inferiores a los de otros contribuyentes que operan en el mismo 
mercado. 

Las razones de oportunidad temporal pueden crear problemas concretos a las Administraciones 
tributarias a la hora de valorar la legitimidad de la afirmación del contribuyente que sigue una estrategia 
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comercial que le diferencia respecto de otras empresas potencialmente comparables. Algunas de estas 
estrategias, como las que se refieren a la penetración en mercados o al aumento de cuotas de 
participación en el mismo, implican la reducción de los beneficios actuales del contribuyente en 
previsión del aumento de beneficios en el futuro. Si en el futuro no se logra ese incremento en los 
beneficios porque el contribuyente no siguió la estrategia comercial propuesta, puede suceder que 
ciertas condiciones legales impidan una nueva comprobación de las Administraciones tributarias de 
períodos impositivos anteriores. Al menos en parte por esta razón, las Administraciones tributarias tal 
vez quieran someter a un examen particular las peticiones de los contribuyentes que siguen estas 
estrategias comerciales. 

A la hora de valorar la afirmación de un contribuyente de que seguía una estrategia comercial por la 
que temporalmente obtenía menores beneficios en espera de mejores resultados a largo plazo, deberían 
considerarse diversos factores. Las Administraciones tributarias deberían examinar el comportamiento 
de las partes para determinar si es consecuente con la estrategia comercial declarada. Por ejemplo, si 
un fabricante factura a su distribuidor asociado un precio inferior al del mercado como parte de su 
estrategia de penetración en el mismo, el ahorro de costes del distribuidor debería reflejarse en el precio 
facturado a sus propios clientes o en la incursión en mayores costes destinados a la introducción en el 
mercado. Una estrategia comercial de un grupo multinacional para la penetración en un mercado puede 
ser llevada a la práctica por el fabricante o por el distribuidor, que actúa con independencia respecto 
del primero, pudiendo ser soportado el coste por cualquiera de ellos. Además, una estrategia de 
penetración en el mercado o de aumento de la cuota de participación en el mismo va acompañada, con 
frecuencia, de intensos esfuerzos de comercialización y publicidad excepcionales. Otro factor a 
considerar es si la naturaleza de las relaciones entre las partes en la operación vinculada es coherente 
con la situación del contribuyente que soporta los costes de la estrategia comercial. Por ejemplo, en 
condiciones de plena competencia una sociedad que actúa únicamente como agente de ventas, con 
poca o ninguna responsabilidad en el desarrollo en el mercado a largo plazo, normalmente no 
soportaría los costes de estrategias de introducción en el mismo. Con el objeto de determinar la 
comparabilidad, debe reflejarse en el análisis de funciones el caso en que una sociedad emprenda, bajo 
su propio riesgo, actividades de desarrollo en el mercado y aumente el valor de un producto a través 
de una marca de fábrica o un nombre comercial o incremente el crédito mercantil asociado a ese 
producto. 

Una consideración adicional resultaría de la posibilidad o imposibilidad de que exista una expectativa 
razonable de obtener unos ingresos suficientes que justifiquen los costes incurridos con dicha estrategia 
comercial en un período de tiempo que sería aceptable en una operación en plena competencia. Se 
reconoce que una estrategia comercial dirigida a la introducción en un mercado puede ser infructuosa 
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sin que este fracaso deba conducir a que se ignore la estrategia seguida en la determinación del precio 
de transferencia. Sin embargo, cabe dudar de lo que el contribuyente aduce si dicho resultado esperado 
no es factible en el momento en que se realiza la operación, o si la estrategia comercial alegada es un 
fracaso y, a pesar de ello, sigue utilizándose más allá de lo que una empresa independiente aceptaría. 
Las Administraciones tributarias tal vez deseen considerar las estrategias comerciales practicadas en 
el país en que la estrategia en cuestión se desarrolla para determinar el período de tiempo que sería 
aceptable para una empresa independiente. Sin embargo, la consideración más importante, en 
definitiva, es si la estrategia en cuestión podría razonablemente, resultar rentable en un futuro 
previsible, aun reconociendo que la estrategia pudiera no tener éxito y si un tercero que operase en 
condiciones de plena competencia hubiera estado dispuesto a renunciar a una determinada rentabilidad 
durante un período similar en las mismas circunstancias económicas y condiciones de competencia. 
ii) Identificación de las operaciones realmente efectuadas 

La comprobación por parte de una Administración tributaria de una operación vinculada debe estar 
basada en las operaciones realmente efectuadas por las empresas asociadas y de acuerdo con la forma 
en que aquéllas la han estructurado, utilizando los métodos que los contribuyentes han aplicado 
siempre que éstos sean coherentes con los métodos adoptados y admitidos. Salvo en casos 
excepcionales, las Administraciones tributarias no deben ignorar las operaciones reales ni sustituirlas 
por otras. La reestructuración de operaciones comerciales legítimas constituiría un ejercicio totalmente 
arbitrario que resultaría injusto como consecuencia de producir doble imposición cuando la otra 
Administración tributaria no comparta el mismo punto de vista sobre cómo debería estudiarse la 
operación. 

Sin embargo, hay dos circunstancias particulares en las que, excepcionalmente, puede resultar 
adecuado y legítimo que la Administración tributaria considere que debe hacer caso omiso de la 
estructura seguida por los contribuyentes en la realización de la operación vinculada. La primera 
circunstancia surge cuando el sustrato económico de la operación difiere de su forma. En tal caso, las 
Administraciones tributarias pueden ignorar la caracterización de la operación realizada por las partes 
y re caracterizarla de acuerdo con su sustancia. Un ejemplo podría ser una inversión en una empresa 
asociada en forma de préstamo con devengo de intereses cuando, en plena competencia, en función de 
las circunstancias económicas de la sociedad prestataria, la inversión no hubiera adoptado 
normalmente esa forma. En este caso, sería oportuno que la Administración tributaria calificase la 
inversión de acuerdo con su sustrato económico, con el resultado de considerar al préstamo como una 
suscripción de capital. La segunda circunstancia concurre cuando, coincidiendo la forma y el fondo de 
la operación, los acuerdos relativos a la misma, valorados globalmente, difieren de los que hubieran 
sido adoptados por empresas independientes que actúan de modo racional desde un punto de vista 
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comercial y su estructuración real impide que la Administración tributaria determine el precio de 
transferencia apropiado. Un ejemplo de esta segunda circunstancia podría ser una venta en virtud de 
un contrato a largo plazo en el que se realiza un pago único a cambio de un derecho ilimitado sobre 
los activos intangibles que resulte de investigaciones futuras durante la duración del contrato. Mientras 
que en este caso parece oportuno respetar la calificación de la operación como una transmisión de 
activo comercial, sin embargo sería adecuado que la Administración tributaria configurase las 
condiciones del contrato en su totalidad y no únicamente desde el punto de vista de la fijación del 
precio, de acuerdo con las que razonablemente se hubieran esperado si la transmisión del activo hubiera 
constituido el objeto de una operación entre empresas independientes. Así, en el caso descrito, sería 
adecuado que la Administración tributaria, por ejemplo, ajustara las condiciones del acuerdo de manera 
racional, desde un punto de vista comercial, como si se tratara de un acuerdo permanente de 
investigación. 

En ambos conjuntos de circunstancias descritas anteriormente, la calificación de la operación puede 
resultar de las relaciones entre las partes más que de las condiciones comerciales habituales, que 
pueden haber sido estructuradas para eludir o minimizar impuestos. En tales casos, todas las cláusulas 
podrían ser el resultado de una condición a la que no se habría llegado si las partes hubieran negociado 
en condiciones de plena competencia. De este modo, el artículo 9 permitiría un ajuste en las 
condiciones para reflejar aquéllas a las que las partes se hubieran atenido en el caso de que la operación 
se hubiera estructurado de acuerdo con la realidad económica y comercial de quienes negocian en un 
contexto de plena competencia. 

Las empresas asociadas pueden realizar una mayor variedad de contratos y acuerdos que las 
independientes porque a menudo no existe el conflicto de intereses que normalmente está presente 
entre partes independientes. Las empresas asociadas pueden, y frecuentemente lo hacen, concluir 
contratos de una naturaleza muy concreta que rara vez, o nunca, se encuentran entre partes no 
vinculadas. Así puede ser por diversas razones, económicas, legales o fiscales, dependiendo de las 
circunstancias de cada caso en particular. Más aun, los contratos celebrados en el seno de un grupo 
multinacional podrían ser alterados, suspendidos, ampliados o resueltos con facilidad, según la 
estrategia global del grupo multinacional en su conjunto, alteraciones que incluso pueden tener carácter 
retroactivo. En estos casos, las Administraciones tributarias tendrían que determinar cuál es la realidad 
que subyace tras un acuerdo contractual para poder concretar el principio de plena competencia. 
Además, las Administraciones tributarias pueden encontrar útil referirse alternativamente a 
operaciones estructuradas entre empresas independientes para determinar si la construcción de una 
operación vinculada satisface el principio de plena competencia. El hecho de que se considere o no la 
evidencia de una alternativa en particular dependerá de los factores y de las circunstancias de cada 
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caso concreto, incluyendo el número y la precisión de los ajustes necesarios para tener en cuenta las 
diferencias entre la operación vinculada y su alternativa, así como la fiabilidad de cualquier otro dato 
disponible. 

Se demuestra en el siguiente ejemplo la diferencia existente entre la reestructuración de una operación 
vinculada objeto de revisión que, como se indicó anteriormente, es un método inadecuado con carácter 
general, y el recurso a operaciones estructuradas de otra forma como elementos comparables de las 
operaciones no vinculadas ya estructuradas. Supongamos que un fabricante vende bienes a un 
distribuidor asociado situado en otro país y que éste acepta todos los riesgos del cambio de moneda 
derivados de estas operaciones. Supongamos también que las operaciones similares concertadas entre 
fabricantes y distribuidores independientes se estructuran de manera diferente, de tal forma que es el 
fabricante y no el distribuidor quien soporta todos los riesgos del tipo de cambio. En tal caso, la 
Administración tributaria no debería ignorar la intención de asignar el riesgo del tipo de cambio al 
distribuidor asociado, salvo que haya buenas razones para dudar del sustrato económico de su 
atribución a este contribuyente. El hecho de que las empresas independientes no estructuren sus 
operaciones de una determinada manera puede ser una razón para examinar de cerca la lógica 
económica de una construcción determinada, pero no debería ser concluyente. Sin embargo, las 
operaciones no vinculadas con una diferente estructuración en la asignación de los riesgos de cambio 
pueden ser útiles en la determinación del precio de una operación vinculada, quizás acudiendo al 
método del precio libre comparable siempre que se puedan realizar ajustes a los precios 
suficientemente precisos como para reflejar la diferente estructuración de las operaciones. 
iii) Evaluación de operaciones separadas o combinadas 

En teoría, el principio de plena competencia debe aplicarse operación por operación si se pretende la 
aproximación más precisa a un valor de mercado equitativo. Ahora bien, a menudo se dan situaciones 
en las que operaciones separadas se encuentran tan estrechamente ligadas entre sí, o son tan continuas, 
que no pueden ser valoradas adecuadamente de forma independiente. Es el caso, por ejemplo de: 1. 
algunos contratos a largo plazo para el suministro de bienes o servicios; 2. derechos de uso de activos 
intangibles; 3. la determinación del precio de un conjunto de productos muy similares, por ejemplo, 
una línea de productos, cuando es impracticable la determinación del precio de cada producto o de 
cada operación en particular. Otro ejemplo podría ser la cesión vía licencia de know-how de 
fabricación y el suministro de componentes esenciales a un fabricante asociado, situaciones en las que 
sería más razonable determinar las condiciones de plena competencia de forma conjunta para las dos 
operaciones que aisladamente para cada una de ellas. Ambas operaciones deben valorarse 
conjuntamente utilizando el método o métodos de plena competencia más adecuados. Otro ejemplo 
más podría ser la canalización de una operación a través de otra empresa asociada. En este caso, puede 
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ser más oportuno considerar la operación, en la que la canalización es sólo una parte de su totalidad, 
antes que considerar cada una de las operaciones de forma separada. 

Mientras que hay operaciones entre empresas asociadas contratadas separadamente que requieren ser 
evaluadas de forma conjunta para determinar si reúnen las condiciones propias de la plena 
competencia, existen otras operaciones contratadas globalmente entre esas mismas empresas que 
necesitan ser evaluadas separadamente. Un grupo multinacional puede reagrupar en una única 
operación y a un único precio un conjunto de beneficios tales como la cesión de patentes, de know- 
how, de marcas, la prestación de servicios técnicos y administrativos y el arrendamiento de 
instalaciones de producción. Este tipo de acuerdos se suele conocer como acuerdos globales. Estas 
fórmulas, acuerdos de conjunto difícilmente incluyen la venta de bienes, aunque el precio exigido por 
la venta de bienes puede cubrir la prestación de algunos servicios auxiliares. En algunos casos, puede 
que no sea posible valorar el acuerdo en su conjunto de tal forma que resulte necesario segregar algunos 
de sus elementos. En estos casos, una vez que se determine el precio de transferencia que corresponda 
al elemento separado, la Administración tributaria, no obstante, deberá considerar si, en su totalidad, 
el precio de transferencia para los diferentes elementos responde al principio de plena competencia. 
Incluso en una operación no vinculada, los acuerdos globales pueden combinar elementos sujetos a 
regímenes fiscales distintos de acuerdo con las leyes internas o con algún convenio de doble 
imposición sobre la renta. Por ejemplo, puede ocurrir que pagos en concepto de cánones estén sujetos 
a una retención mientras que los pagos de arrendamiento tributen por su valor neto. En estas 
circunstancias, puede resultar apropiado determinar el precio de transferencia respecto del acuerdo 
considerado en su conjunto; la Administración tributaria también podría determinar si, por otras 
razones fiscales, es necesario distribuir el precio entre los elementos del conjunto. Para llegar a esta 
conclusión, las Administraciones tributarias deberían examinar el acuerdo global entre empresas 
asociadas de la misma forma que analizarían acuerdos similares celebrados entre empresas 
independientes. Los contribuyentes deberían poder demostrar que el acuerdo global recoge un precio 
de transferencia correcto. 

iv) Utilización de un rango de plena competencia 

Es posible en algunos casos concretar el principio de plena competencia hasta determinar una cifra 
única, por ejemplo, un precio o un margen, que constituirá la referencia más fiable para establecer si 
una operación responde a las condiciones de plena competencia. Sin embargo, en la medida en que los 
precios de transferencia no constituyen una ciencia exacta, habrá muchas ocasiones donde la aplicación 
del método o métodos más apropiados conduzcan a un rango de cifras en el que cualquiera sería, 
relativamente, igual de fiable. En estos casos, las diferencias entre las cifras incluidas en el rango 
pueden originarse en que, en general, la aplicación del principio de plena competencia permite sólo 



191 


una aproximación a las condiciones que hubieran sido establecidas entre empresas independientes. Es 
posible también que las diferencias en los puntos del rango reflejen que empresas independientes 
involucradas en operaciones comparables en circunstancias comparables quizá no establezcan 
exactamente el mismo precio para la operación. Sin embargo, en algunos casos, no todas las 
operaciones comparables examinadas tendrán el mismo grado de comparabilidad. Por tanto, la 
determinación concreta del precio de plena competencia exige necesariamente algún margen de 
interpretación. Como se menciona en el Capítulo III, la utilización de un rango de plena competencia 
puede ser particularmente adecuada, en la aplicación del método del margen neto de la operación, 
como último recurso. 

El rango de cifras también puede producirse cuando se aplica más de un método para evaluar una 
operación vinculada. Por ejemplo, dos métodos que alcanzan grados similares de comparabilidad 
pueden ser utilizados para valorar la conformidad de una operación con las condiciones de plena 
competencia. Cada método puede determinar un resultado o un rango de resultados que difiera de los 
obtenidos con otros métodos como consecuencia de las diferencias en su naturaleza y de los datos 
utilizados relevantes para la aplicación de un método en particular. Sin embargo, cada método podría 
ser utilizado para determinar un rango aceptable de precios de plena competencia. Los datos resultantes 
de estos rangos podrían permitir la determinación con mayor exactitud del intervalo de plena 
competencia, por ejemplo, cuando los rangos se superponen, o pueden llevar a reconsiderar la exactitud 
de los métodos usados, cuando no lo hacen. No es posible establecer una regla general en lo 
concerniente a la utilización de los rangos obtenidos en la utilización de métodos diversos ya que las 
conclusiones que se extraigan de su uso dependerán de la fiabilidad relativa de los métodos empleados 
para determinar los rangos y de la calidad de la información utilizada para aplicar los diferentes 
métodos. 

Cuando la aplicación de uno o más métodos determina un rango de cifras, una desviación importante 
entre puntos del mismo posiblemente indique que los datos utilizados para concretar algunos puntos 
tal vez no sean tan fiables como los utilizados para determinar los restantes puntos en el rango, o que 
dicha desviación resulte de características de los datos comparables que a su vez requieren ajustes. En 
tales casos, puede ser necesario un análisis más detenido de esos puntos con el objeto de evaluar su 
idoneidad para ser incluidos en el rango de plena competencia. 

Si las condiciones relevantes de las operaciones vinculadas, por ejemplo, el precio o el margen, se 
encuentran dentro del rango de plena competencia, no será necesario realizar ajustes. Si las condiciones 
relevantes de una operación vinculada, por ejemplo, el precio o el margen, se encuentran fuera del 
rango de plena competencia determinado por la Administración tributaria, el contribuyente debería 
tener la oportunidad de demostrar que las condiciones de la operación satisfacen el principio de plena 
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competencia y que el rango de plena competencia engloba sus resultados. Si el contribuyente no es 
capaz de demostrar este hecho, la Administración tributaria debe decidir cómo ajustar las condiciones 
de la operación vinculada teniendo en cuenta el rango de plena competencia. Se podría argumentar 
que, sin embargo, cualquier punto en el rango satisface el principio de plena competencia. En general, 
en cuanto sea posible distinguir entre los diversos puntos del rango, tales ajustes deberían realizarse 
sobre el punto del mismo que refleje mejor los hechos y circunstancias de una determinada operación 
vinculada. 

v) Utilización de datos de varios años 

En general, puede ser útil examinar los datos tanto del año que se comprueba como de los años 
anteriores a fin de entender completamente los datos y circunstancias que rodean a una operación 
vinculada. El análisis de esta información podría poner de manifiesto hechos que pueden haber influido 
o deberían haber influido en la determinación del precio de transferencia. Por ejemplo, el uso de datos 
procedentes de años anteriores mostrará si la pérdida en una operación declarada por un contribuyente 
es parte de una serie de pérdidas producidas en operaciones similares, si es el resultado de 
circunstancias económicas particulares de un año anterior que implicaron incrementos en los costes en 
el año siguiente o si constituye el reflejo del hecho de que un producto determinado se encuentra al 
final de su ciclo vital. Este tipo de análisis puede ser particularmente útil cuando se acude al método 
del beneficio de la operación como último recurso. 

Los datos de varios años también son útiles para suministrar información acerca de los ciclos 
económicos relevantes y de los ciclos de vida productos de las empresas comparables. Las diferencias 
en el ciclo económico o en el ciclo de los productos pueden tener un efecto sustancial en las 
condiciones de los precios de transferencia que debe evaluarse para determinar su comparabilidad. Los 
datos de años anteriores pueden mostrar si una empresa independiente involucrada en una operación 
comparable se vio afectada de manera comparable por circunstancias económicas comparables, o si 
las diferentes circunstancias de algún año anterior afectaron a sus precios o a sus beneficios de tal 
forma que dicha operación de la empresa no debería ser utilizada como elemento comparable. 

Los datos de años posteriores al año de la operación también pueden ser relevantes en el análisis de 
los precios de transferencia, pero las Administraciones tributarias deben tener cuidado en el análisis 
retrospectivo. Por ejemplo, los datos de años posteriores pueden ser prácticos para comparar ciclos de 
vida de productos y operaciones vinculadas y no vinculadas con el objeto de determinar si una 
operación independiente constituye un elemento comparable adecuado en la aplicación de un método 
concreto. El comportamiento posterior de las partes también puede ser relevante para averiguar los 
términos y circunstancias reales existentes entre ellas. 

vi) Pérdidas 
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Cuando una empresa asociada incurre en pérdidas constantemente mientras que el grupo multinacional 
en su conjunto es rentable, los hechos podrían suscitar un examen especial de los temas relativos a la 
fijación de los precios de transferencia. Por supuesto, las empresas asociadas, lo mismo que las 
empresas independientes, pueden sufrir pérdidas reales, ya sea debido a costes altos de puesta en 
marcha, a circunstancias económicas desfavorables, a ineficiencias o a otras razones comerciales 
legítimas. Sin embargo, una empresa independiente no estaría preparada para soportar pérdidas 
indefinidamente. Una empresa independiente que incurre en pérdidas de forma recurrente cesaría 
eventualmente en sus actividades en estas condiciones. Por el contrario, una empresa asociada que 
realiza pérdidas puede continuar su actividad si ésta beneficia al grupo multinacional en su conjunto. 
El hecho de que exista una empresa que arroje pérdidas y que concierte negocios con otros miembros 
rentables de su grupo multinacional sugeriría a los contribuyentes o a las Administraciones tributarias 
que se deberían examinar los precios de transferencia. Puede ser que la empresa con pérdidas no esté 
siendo retribuida adecuadamente por el grupo multinacional del que forma parte si se consideran los 
beneficios derivados de sus actividades. Por ejemplo, un grupo multinacional puede necesitar la 
producción de toda una línea de productos y/o de servicios si quiere seguir siendo competitiva y ser 
globalmente rentable, pero puede ocurrir que alguna línea concreta de productos sea deficitaria 
normalmente. Un miembro del grupo multinacional podría tener pérdidas continuas porque produce 
todos los productos deficitarios mientras que otros miembros del mismo fabrican los productos 
generadores de beneficios. Una empresa independiente prestaría dicho servicio sólo si estuviera 
retribuida adecuadamente. En consecuencia, una forma de afrontar este problema de fijación de precios 
de transferencia consistiría en considerar que la empresa deficitaria recibe la misma clase de 
remuneración que la que obtendría una empresa independiente conforme al principio de plena 
competencia. 

Un factor a considerar en el análisis de las pérdidas es la diferencia que puede existir entre las 
estrategias comerciales de un grupo multinacional y de otro por varias razones de orden histórico, 
económico y cultural. Puede ser que las pérdidas recurrentes durante un período razonable estén 
justificadas, en algunos casos, por el desarrollo de una estrategia comercial consistente en fijar precios 
especialmente bajos para lograr la penetración en el mercado. Por ejemplo, un productor podrá bajar 
los precios de sus productos, incluso hasta el punto de incurrir en pérdidas temporalmente, para poder 
entrar en nuevos mercados, incrementar su cuota en mercados ya existentes, introducir nuevos 
productos o servicios o desalentar a posibles competidores. Aun así, unos precios especialmente bajos 
sólo serían practicables durante un período limitado, con el objeto concreto de mejorar los resultados 
a largo plazo. Si la estrategia de precios se prolonga más allá de un período razonable, resultaría 
procedente un ajuste de precios de transferencia, en particular cuando los datos comparables de varios 
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años muestran que se ha incurrido en pérdidas durante un período más largo del que afecta a empresas 
independientes comparables. Más aún, las Administraciones tributarias no deberían aceptar precios 
especialmente bajos, por ejemplo, determinaciones de precios iguales al coste marginal en una 
situación de capacidades de producción infrautilizadas, como precios de plena competencia, salvo que 
pudiera esperarse que las empresas independientes hubieran determinado sus precios de forma 
comparable. 

vii) Efectos de las políticas de los poderes públicos 

Hay algunas situaciones en las que los contribuyentes pretenderán que el precio de plena competencia 
debe ser ajustado para tomar en cuenta intervenciones estatales, como puedan ser controles en los 
precios, incluidos los recortes en los precios, en los tipos de interés, en los pagos de servicios u 
honorarios de dirección, en los pagos en concepto de cánones, subsidios a determinados sectores, 
controles de cambios, derechos anti-dumping o políticas de los tipos de cambio. Como regla general, 
estas intervenciones de los poderes públicos deben tratarse como factores del mercado de un 
determinado país y, en condiciones normales, deben ser tomadas en cuenta en la evaluación del precio 
de transferencia del contribuyente en ese mercado. La cuestión que queda planteada es si, a la luz de 
esos factores, las operaciones emprendidas por las empresas asociadas son consistentes con las 
operaciones entre empresas independientes. 

Queda planteada la cuestión de determinar el momento en que un control en los precios afecta al precio 
de un producto o de un servicio. Con frecuencia, la incidencia directa se producirá en el precio final 
para el consumidor pero, aun así, puede producirse algún efecto en los precios pagados en fases 
anteriores durante el suministro de productos al mercado. En la práctica, puede suceder que las 
multinacionales no realicen ajustes en sus precios de transferencia para tener en cuenta dichos 
controles, dejando que sea el vendedor final quien padezca las consecuencias de reducciones 
eventuales en beneficios, o que carguen precios que de alguna manera permitan distribuir esa carga 
entre el vendedor final y el suministrador intermediario. Se debería considerar si un suministrador 
independiente hubiera o no participado en los costes derivados de un control de precios y si una 
empresa independiente hubiera buscado una línea de productos alternativa u otras oportunidades 
comerciales. En este sentido, no parece posible que una empresa independiente hubiera estado 
preparada para producir, distribuir o proveer de otra forma productos o servicios en condiciones tales 
que no le hubieran reportado beneficios. Sin embargo, es obvio que un país con controles en los precios 
debe tener en cuenta que esos controles afectaran a los beneficios que pueden realizar las empresas 
que venden bienes sujetos a dichos controles. 

Un problema particular surge cuando un país impide o “bloquea” el pago de una suma que es adeudada 
por una empresa asociada a otra o que, en un acuerdo en condiciones de plena competencia, hubiera 
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sido facturada por una empresa asociada a otra. Por ejemplo, los controles de cambio pueden impedir 
efectivamente que una empresa asociada transmita pagos de intereses al exterior derivados de un 
préstamo concedido por otra empresa asociada situada en otro país. Puede ser que esta circunstancia 
sea valorada de manera diferente por los dos países involucrados: el del prestatario puede o no entender 
que los intereses no transmitidos han sido pagados y el del prestamista puede o no entender que éste 
los haya recibido. Como regla general, cuando la intervención estatal se aplica por igual a operaciones 
entre empresas asociadas y entre empresas independientes, tanto legalmente como de hecho, la 
cuestión, cuando surge entre empresas asociadas, debe abordarse de la misma manera a efectos fiscales 
que cuando se plantea respecto de operaciones entre empresas independientes. En el caso de que la 
intervención pública se aplique sólo a operaciones entre empresas asociadas, no hay una solución 
sencilla. Quizás una forma de afrontar el problema sea aplicar el principio de plena competencia 
considerando la intervención como un factor que afecta a las condiciones de la operación. Los 
convenios internacionales podrían enfocar las soluciones disponibles para las partes en el tratado 
cuando se den estas circunstancias. 

Este análisis plantea como dificultad que, con frecuencia, las empresas independientes no concertaran 
operaciones en las que los pagos estuvieran bloqueados. Ocasionalmente, una empresa independiente 
pudiera encontrarse envuelta en una operación así posiblemente porque la intervención estatal sea 
impuesta con posterioridad a que se haya concertado el acuerdo. Pero parece poco probable que una 
empresa independiente desee someterse a tan alto riesgo de impago de productos o servicios prestados 
suscribiendo un acuerdo al existir ya medidas fiscales rígidas, salvo que los beneficios previstos o la 
remuneración esperada de la estrategia comercial propuesta por la empresa independiente sean 
suficientes para producir una tasa de rendimiento aceptable, a pesar de la existencia de la intervención 
estatal que pueda afectar a los pagos. 

Debido a que las empresas independientes no concertarían operaciones sujetas a intervenciones 
estatales, no resulta evidente cómo operaría el principio de plena competencia. Una posibilidad es 
tratar el pago como si hubiera sido efectuado entre las empresas asociadas, suponiendo que una 
empresa independiente en circunstancias similares hubiera insistido en que el pago se efectuase por 
otros medios. Desde esta perspectiva, se trataría a la parte a la que se le debe el pago que está bloqueado 
como si estuviera prestando un servicio al grupo multinacional. Otra opción, posible en algunos países, 
sería diferir tanto los ingresos como los gastos relevantes del contribuyente. En otras palabras, la parte 
a la que se debía el pago bloqueado no podría deducir gastos, como los costes financieros adicionales, 
hasta que no se realice el pago bloqueado. La preocupación de las Administraciones tributarias en estas 
situaciones se encuentra básicamente en sus respectivas bases imponibles. Si una empresa asociada 
reclama una deducción en el cómputo fiscal de un ingreso bloqueado, entonces debería producirse el 
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ingreso correspondiente en la otra parte. En cualquier caso, no se debería permitir que un contribuyente 
tratara los pagos bloqueados vencidos de una empresa asociada de forma diferente que los pagos 
bloqueados vencidos de una empresa independiente. 
viii) Compensaciones intencionadas 

Existe una compensación intencionada cuando una empresa asociada la integra ex profeso en las 
cláusulas de las operaciones vinculadas. Tiene lugar cuando una empresa asociada provee un beneficio 
a otra empresa asociada dentro del grupo que se corresponde en alguna medida con la recepción, a 
cambio, de diferentes beneficios de dicha empresa. Estas empresas pueden pretender que los 
beneficios, ventajas que cada una ha recibido deberían compensarse con los que cada una ha aportado 
como pago total o parcial de estos mismos, de tal forma que únicamente debe ser considerada en la 
liquidación de la deuda tributaria la ganancia o la pérdida neta si la hay derivada de la operación. Por 
ejemplo, una empresa puede autorizar el uso de una patente a otra empresa en contraprestación por la 
provisión de know-how en virtud de otra relación y afirmar que la operación no produce ganancias ni 
pérdidas a ninguna de las dos partes. En ocasiones se puede encontrar este tipo de acuerdos entre 
empresas independientes, dando lugar a evaluaciones de acuerdo con el principio de plena competencia 
con el objeto de cuantificar el valor de los respectivos beneficios cuya compensación se pretende. 

Las compensaciones intencionadas pueden variar en importancia y complejidad. Pueden resultar desde 
la simple compensación de dos operaciones, por ejemplo, fijar un precio de venta favorable para bienes 
manufacturados a cambio de un precio de compra favorable para las materias primas utilizadas en la 
producción del bien, hasta un acuerdo general para equilibrar todos los beneficios que fluyen a las 
partes durante un período. Difícilmente las empresas independientes considerarían esta última fórmula 
de contratación, a menos que los beneficios se puedan cuantificar con precisión y el contrato se 
concluya con anterioridad. De otra forma, las empresas independientes preferirán normalmente que 
sus ingresos y sus gastos fluyan independientemente unos de otros, asumiendo cualquier pérdida o 
beneficio derivados de su comercio normal. 

La existencia de compensaciones intencionadas no altera la condición esencial que es la conformidad 
con el principio de plena competencia, a efectos fiscales, de los precios de transferencia de las 
operaciones vinculadas. Sería útil que los contribuyentes pusieran de manifiesto la existencia de 
compensaciones elaboradas intencionadamente en dos o más operaciones entre empresas asociadas y 
probaran o reconocieran que tienen la documentación pertinente y que han efectuado análisis 
suficientes como para demostrarlo que, después de tener en cuenta las compensaciones, las condiciones 
que rigen las operaciones son compatibles con el principio de plena competencia a la hora de presentar 
las declaraciones tributarias. 
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Puede ser necesario evaluar las operaciones separadamente para determinar si satisfacen o no el 
principio de plena competencia. En el caso de que se vayan a analizar las operaciones de forma 
conjunta, se debe tener cuidado al seleccionar las operaciones comparables y observar las 
consideraciones realizadas anteriormente. Las disposiciones concernientes a la compensación de 
operaciones internacionales vinculadas pueden no ser compatibles en su totalidad con las operaciones 
nacionales no vinculadas debido a las diferencias en el régimen fiscal aplicable a las compensaciones 
conforme a diferentes sistemas fiscales nacionales o a las diferencias en el régimen fiscal de los pagos 
con arreglo a un convenio bilateral de doble imposición. Por ejemplo, una retención en la fuente 
complicaría la compensación entre cánones e ingresos por ventas. 

Con ocasión de una comprobación tributaria, un contribuyente puede intentar obtener una reducción 
en un ajuste por precios de transferencia basándose en una sobrevaloración de la renta imponible no 
intencionada. Dependerá de la discrecionalidad de las Administraciones tributarias concederla o no. 
Las Administraciones tributarias también pueden considerar esta solicitud en el contexto de un 
procedimiento amistoso y del ajuste correlativo. 
ix) Utilización del valor de aduana 

Con carácter general, el principio de plena competencia es aplicado por muchas Administraciones de 
aduanas como principio para comparar entre el valor atribuible a bienes importados por empresas 
asociadas y el valor de bienes similares importados por empresas independientes. 

Sin embargo, tanto las Autoridades aduaneras como las Administraciones tributarias persiguen, 
generalmente, la determinación del valor de los productos en el momento en que fueron transmitidos 
o importados. Para las Administraciones tributarias, el momento relevante es, con carácter general, la 
conclusión del contrato, que en muchas ocasiones coincide con el momento de la transmisión. Así, las 
valoraciones aduaneras, en cuanto que tienen lugar en el momento en que se produce la transmisión o 
en un momento próximo, pueden ser útiles a las Administraciones tributarias en la evaluación de la 
condición de plena competencia del precio de transferencia de la operación vinculada. En particular, 
las Autoridades aduaneras dispondrán de documentación contemporánea relativa a la operación que 
puede ser relevante en el examen de los precios de transferencia, especialmente si está preparada por 
el contribuyente. 

Aunque las Autoridades aduaneras y las Administraciones tributarias pueden tener un propósito similar 
cuando comprueban los valores declarados de operaciones vinculadas transfronterizas, los 
contribuyentes pueden tener incentivos opuestos al fijar los valores a efectos aduaneros y fiscales. En 
general, un contribuyente que importa bienes está interesado, con fines aduaneros, en fijar un precio 
bajo para la operación a fin de que así los derechos de aduana también lo sean. Las mismas 
consideraciones podrían surgir respecto de impuestos sobre el valor añadido, de impuestos sobre 
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ventas y de impuestos especiales. Sin embargo, a efectos fiscales, el contribuyente puede querer 
declarar el pago de un precio más alto por los mismos bienes con el objeto de incrementar los gastos 
deducibles. La cooperación entre Administraciones tributarias y aduaneras dentro de un país para 
evaluar los precios de transferencia es cada vez más frecuente y debería ayudar a reducir el número de 
casos en que la valoración en aduana no es aceptable a efectos fiscales o viceversa. Sería 
particularmente provechosa una mayor cooperación en el área del intercambio de información, sin que 
fuera difícil de conseguir en países en los que la administración de los impuestos sobre la renta y de 
los derechos de aduana ya se ha integrado. Los países que tienen administraciones separadas podrían 
considerar la modificación de las normas relativas al intercambio de información de tal manera que 
ésta pueda fluir con mayor facilidad entre las distintas administraciones. 
x) Utilización de los métodos para determinar los precios de transferencia 

Los métodos permitidos permiten determinar si las condiciones que reúnen las relaciones comerciales 
o financieras entre empresas asociadas son compatibles con el principio de plena competencia. No 
existe ningún método que resulte útil en todas las circunstancias ni la aplicabilidad de cualquier método 
en particular debe ser desestimada. Las Administraciones tributarias no deberían precipitarse a la hora 
de realizar ajustes menores o marginales. Más aún, los grupos multinacionales tienen libertad para 
aplicar métodos no descritos en este Informe con el objeto de determinar precios, siempre que 
satisfagan el principio de plena competencia con arreglo a las Directrices reflejadas en el presente 
documento. Sin embargo, el contribuyente debe mantener y estar preparado para suministrar 
documentación referida a la determinación de sus precios de transferencia. 

El principio de plena competencia no exige la aplicación de más de un método y, de hecho, confiar 
indebidamente en la necesidad de acudir a diversos métodos puede suponer una carga importante para 
los contribuyentes. Así, este Informe no exige, ni al inspector fiscal ni al contribuyente, practicar 
diversos métodos en sus análisis. Mientras que en algunos casos la elección de un método no sea 
evidente e inicialmente se considere más de un método, en general será posible seleccionar aquél que 
sea apto para ofrecer la mejor estimación de un precio de plena competencia. En casos complicados, 
sin embargo, cuando ningún enfoque resulte concluyente, una aproximación flexible a la cuestión 
llevaría a la evidencia de la utilización conjunta de diversos métodos. En tales casos, se debería intentar 
llegar a una conclusión conforme al principio de plena competencia que sea satisfactoria desde un 
punto de vista práctico para todas las partes interesadas, teniendo en cuenta los hechos y circunstancias 
del caso, el conjunto de datos disponibles y la fiabilidad relativa de los diversos métodos a considerar. 
No es posible establecer normas específicas que cubran todos los casos. En general, las partes deberían 
intentar llegar a un acuerdo razonable, teniendo presente la imprecisión de los diversos métodos, la 
preferencia por grados más altos de comparabilidad y por una relación más directa y cercana a la 
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operación. No debería darse el caso de desechar información útil, como la que pudiera derivarse de 
operaciones no vinculadas divergentes de la operación vinculada, simplemente porque no se cumple 
con estándares rígidos de comparabilidad. De manera similar, las informaciones obtenidas de empresas 
involucradas en operaciones vinculadas con empresas asociadas pueden ser útiles para entender la 
operación bajo comprobación o como indicador de futuras investigaciones. Aún más, debería admitirse 
cualquier método cuando su aplicación es aceptable para los miembros del grupo multinacional 
implicados en la operación u operaciones a las que se aplica, así como para las Administraciones 
tributarias de los países de todas esas empresas. 

4.1.4 Métodos en materia de precios de transferencia 

Métodos tradicionales basados en las operaciones 

A. Introducción 

Este Capítulo describe con detalle los métodos tradicionales basados en las operaciones que se utilizan 
para aplicar el principio de plena competencia. Estos métodos son el método del precio libre 
comparable, el método del precio de reventa y el método del coste incrementado. 

B. Relación con el Artículo 9 

Como se mencionó en el Capítulo I, el apartado 1 del artículo 9 del Modelo de Convenio Fiscal de la 
OCDE dispone que cuando “dos empresas estén, en sus relaciones comerciales o financieras, unidas 
por condiciones aceptadas o impuestas que difieran de las que serían acordadas por empresas 
independientes, los beneficios que habrían sido obtenidos por una de las empresas de no existir dichas 
condiciones y que, de hecho, no se han realizado a causa de las mismas, podrán incluirse en los 
beneficios de esa empresa y someterse a imposición en consecuencia". 

Los Comentarios al apartado 1 del artículo 9 señalan que, en virtud de este apartado, las Autoridades 
fiscales de un Estado contratante "podrán, con el fin de calcular las deudas tributarias, rectificar la 
contabilidad de las empresas asociadas si, por las relaciones especiales existentes entre las mismas, 
sus libros no reflejan los beneficios imponibles reales obtenidos en ese Estado". Los "beneficios 
imponibles reales" son aquéllos que se hubieran logrado en ausencia de las condiciones que no 
responden a la plena competencia. El Comentario enfatiza que el artículo no es aplicable cuando las 
operaciones se han producido "en condiciones de plena competencia"; sólo se puede rectificar la 
contabilidad "cuando se hayan convenido o impuesto condiciones especiales entre las dos empresas". 
De esta manera, la cuestión que plantea el artículo 9 es si las condiciones en las relaciones comerciales 
o financieras de empresas asociadas responden a las condiciones de plena competencia o si, por el 
contrario, concurren una o más "condiciones especiales" a saber, condiciones que no son de plena 
competencia. 
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Las relaciones comerciales o financieras de las empresas asociadas pueden adoptar muchas formas. 
Estas incluyen la participación en operaciones vinculadas a un precio de transferencia convenido y/o 
bajo ciertos términos y condiciones en acuerdos que se traducen en la aportación de beneficios a otros 
miembros del grupo multinacional a título gratuito. Las relaciones comerciales y financieras pueden 
incidir no sólo en una operación vinculada respecto de la que se cuestiona un precio de transferencia 
específico, sino también en las características esenciales de una empresa; por ejemplo, la proporción y 
el volumen de endeudamiento y de capital propio de que se dota la empresa para el desarrollo de su 
actividad. La cuestión relativa a la subcapitalización o capitalización vía deuda será tratada en trabajos 
posteriores. 

El camino más directo para determinar si las condiciones establecidas o impuestas entre dos empresas 
asociadas responden a las de plena competencia consiste en comparar los precios facturados en 
operaciones vinculadas entre esas dos empresas asociadas con los precios facturados en operaciones 
comparables entre dos empresas independientes. 

Esta vía es la más directa porque cualquier diferencia en el precio de una operación vinculada respecto 
del precio de una operación no vinculada comparable puede ser directamente imputable a las relaciones 
comerciales y financieras establecidas o impuestas entre las dos empresas; y las condiciones de plena 
competencia pueden establecerse directamente sustituyendo el precio de la operación vinculada por el 
precio de la operación no vinculada comparable. Sin embargo, no siempre se encontrarán operaciones 
comparables que permitan una solución tan directa, de tal forma que a veces será necesario comparar 
otros indicios menos claros como los márgenes brutos, derivados de operaciones vinculadas y de 
operaciones no vinculadas para determinar si las condiciones entre dos empresas asociadas responden 
a las de plena competencia. Estos enfoques, directo e indirecto, están reflejados en los métodos 
tradicionales basados en las operaciones descritas a continuación. 

C. Los diferentes métodos tradicionales basados en las operaciones 
i) Método del precio libre comparable 

El método del precio libre comparable consiste en comparar el precio facturado por activos o servicios 
transmitidos en una operación vinculada, con el precio facturado por activos o servicios transmitidos 
en una operación no vinculada en circunstancias comparables. Si hay diferencias entre los dos precios, 
esto puede indicar que las condiciones de las relaciones comerciales y financieras de las empresas 
asociadas no responden a las condiciones de plena competencia y que el precio de la operación 
vinculada tal vez tenga que ser sustituido por el precio de la operación no vinculada. 

Conforme a los principios expuestos en el Capítulo I, una operación no vinculada es comparable a una 
operación vinculada esto es, se trata de una operación no vinculada comparable, a fin de aplicar el 
método del precio libre comparable, si se cumple una de las dos condiciones siguientes: 1. ninguna de 
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las diferencias si las hay, entre las dos operaciones que se comparan o entre las dos empresas 
involucradas en esas operaciones es susceptible de influir materialmente en el precio del libre mercado; 
2. Pueden realizarse ajustes suficientemente precisos como para eliminar los importantes efectos de 
esas diferencias. Cuando sea posible encontrar operaciones no vinculadas comparables, el método del 
precio libre comparable es el camino más directo y fiable para aplicar el principio de plena 
competencia. En consecuencia, en tales casos este método es preferible a los demás. 

Puede resultar difícil encontrar una operación entre dos empresas independientes suficientemente 
parecida a una operación vinculada como para que no existan diferencias que tengan un efecto 
importante sobre el precio. Por ejemplo, una diferencia menor en los activos transmitidos en 
operaciones vinculadas y en operaciones no vinculadas podría afectar al precio, aunque la naturaleza 
de las actividades comerciales emprendidas pueda asemejarse lo suficiente como para generar el 
mismo margen global de beneficio. Si tal es el caso, será oportuno practicar ajustes. Como se examinan 
a continuación en el apartado 2.9, el alcance y la fiabilidad de esos ajustes afectarán a la exactitud 
relativa del análisis realizado según el método del precio libre comparable. 

Al considerar si son comparables unas operaciones vinculadas y otras no vinculadas, debería 
ponderarse el efecto que tienen sobre los precios otras funciones más importantes de la empresa propias 
de la actividad y no sólo el grado de comparabilidad del producto Cuando existen diferencias entre la 
operación vinculada y la no vinculada o entre las dos empresas que efectúan tales operaciones, será 
difícil determinar unos ajustes suficientemente precisos que eliminen los efectos de esas diferencias 
sobre el precio. Las dificultades que surgen al intentar realizar dichos ajustes precisos no deberían 
llevar a descartar automáticamente la posible aplicación del método del precio libre comparable. 
Razones prácticas llevarían a un enfoque más flexible para permitir la utilización del método del precio 
libre comparable, complementado si fuese necesario por otros métodos apropiados que deberían ser 
valorados según su precisión relativa. Se requieren todos los esfuerzos posibles para ajustar los datos 
de tal forma que puedan ser utilizados apropiadamente en el método del precio libre comparable. Como 
sucede con cualquier otro método, la fiabilidad relativa del método del precio libre comparable está 
condicionada por el grado de precisión con que puedan realizarse los ajustes para lograr la 
comparabilidad. 

Ejemplos de aplicación del método del precio libre comparable 

Los siguientes ejemplos ilustran la aplicación del método del precio libre comparable, incluyendo 
situaciones en las que puede resultar necesario realizar ajustes en las operaciones no vinculadas para 
hacerlas comparables a las vinculadas. 

El método del precio libre comparable es especialmente fiable cuando una empresa independiente 
vende el mismo producto que es vendido entre dos empresas asociadas. Por ejemplo, una empresa 
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independiente vende granos de café de Colombia sin marca, de clase, calidad y en cantidad similares 
a los vendidos entre dos empresas asociadas, suponiendo que la operación vinculada y la no vinculada 
tienen lugar más o menos al mismo tiempo, en la misma fase del proceso de producción, del canal de 
distribución y en condiciones similares. Si la única operación independiente de referencia tenía por 
objeto granos de café de Brasil sin marca, sería necesario averiguar si la diferencia en los granos de 
café afecta materialmente al precio. Por ejemplo, habría que preguntarse si la procedencia de los granos 
de café implica una prima o un descuento en el mercado libre. Esta información se puede obtener en 
el mercado de materias primas o se puede deducir de los precios entre comerciantes. Si esta diferencia 
tiene un importante efecto sobre el precio sería apropiado practicar ajustes. Si no se puede efectuar un 
ajuste suficientemente preciso se reducirá la fiabilidad de este método, pudiendo plantearse la 
necesidad de combinar el método con otros menos directos o de utilizar estos últimos en su lugar. 

Un ejemplo ilustrativo donde se requieren ajustes puede darse cuando las circunstancias que rodean 
las ventas de empresas asociadas e independientes son idénticas salvo que el precio de venta de la 
operación vinculada sea un precio de entrega y el de venta de la operación no vinculada sea un precio 
de fábrica franco a bordo. Las diferencias en las condiciones del transporte y del seguro tienen, con 
carácter general, un efecto definido y suficientemente cuantificable en el precio. Por tanto, se deben 
efectuar ajustes del precio por la diferencia en las condiciones de la entrega para determinar el precio 
de las ventas en el mercado libre. 

En otro ejemplo, supongamos que un contribuyente vende 1.000 toneladas de un producto a 80 $ por 
tonelada a una empresa asociada de su grupo multinacional y, al mismo tiempo, 500 toneladas del 
mismo producto a 100 $ por tonelada a una empresa independiente. Este caso exige valorar si las 
diferencias en el volumen de las ventas deberían dar lugar a un ajuste del precio de transferencia. El 
mercado relevante debería investigarse, analizando operaciones de productos similares para conocer 
los descuentos habituales en función del volumen suministrado. 
ii) Método del precio de reventa 

El método del precio de reventa se inicia con el precio al que se ha comprado a una empresa asociada 
un producto que es revendido a una empresa independiente. Este precio, el precio de reventa, entonces, 
se reduce en un margen bruto adecuado, el "margen del precio de reventa o “margen de reventa” 
representativo de la cuantía con la que el revendedor pretendería cubrir sus costes de venta y sus gastos 
de explotación y, en función de las tareas desarrolladas considerando los activos utilizados y los riesgos 
asumidos, obtener un beneficio apropiado. El resultado derivado de sustraer el margen bruto puede 
entenderse que constituye, después de realizar los ajustes para tener en cuenta costes asociados a la 
compra del producto, por ejemplo, los derechos de aduana, un precio de plena competencia en la 
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transmisión originaria de los activos entre las empresas asociadas. Este método probablemente sea más 
útil cuando se aplica a actividades de comercialización. 

El margen de reventa o margen del precio de reventa, del revendedor en la operación vinculada puede 
resultar determinado tomando como referencia el margen de reventa obtenido por el propio revendedor 
sobre artículos comprados y vendidos en operaciones no vinculadas comparables. Al mismo tiempo, 
el margen de reventa conseguido por una empresa independiente en operaciones no vinculadas puede 
servir de indicación. Cuando el revendedor desarrolla actividades de corretaje, el margen de reventa 
puede estar referido a una comisión de corretaje que, normalmente, se calcula en un porcentaje del 
precio de venta del producto enajenado. La determinación del margen del precio de reventa, en tal 
caso, debería tener en cuenta si el corredor está actuando como intermediario o en nombre propio. 
Conforme a los principios enunciados en el Capítulo I, una operación no vinculada es comparable a 
una operación vinculada esto es, constituye una operación no vinculada comparable para la aplicación 
del método del precio de reventa cuando se cumple una de las dos condiciones siguientes: 1. ninguna 
de las diferencias si es que existe alguna entre las dos operaciones que se comparan o entre las dos 
empresas que emprenden esas operaciones puede influir materialmente en el margen de reventa en el 
mercado libre; o 2. Se pueden realizar ajustes suficientemente precisos como para eliminar los efectos 
sustanciales de esas diferencias. A la hora de establecer comparaciones con el objeto de aplicar el 
método del precio de reventa, normalmente se requieren menos ajustes para tener en cuenta las 
diferencias entre los productos que al aplicar el método del precio libre comparable, ya que es menos 
probable que las diferencias secundarias entre productos tengan un efecto tan importante sobre los 
márgenes de beneficio como el que tienen sobre el precio. 

En una economía de mercado, la remuneración por el ejercicio de funciones similares en actividades 
diferentes tiende a igualarse. En cambio, los precios entre los diferentes productos sólo tienden a 
equipararse en la medida en que unos productos sean sustitutivos unos de otros. Las diferencias entre 
los productos son menos significativas como consecuencia de que el margen bruto de beneficio 
representa una remuneración bruta sobre el coste de venta de las funciones concretas realizadas 
teniendo en cuenta los activos utilizados y los riesgos asumidos. Por ejemplo, los datos pueden indicar 
que una sociedad de distribución desarrolla las mismas funciones dados los activos utilizados y los 
riesgos asumidos cuando vende tostadores que cuando vende licuadoras y, por ello, en una economía 
de mercado, la remuneración de estas dos actividades debería ser similar. Sin embargo, los 
consumidores no considerarán que un tostador y una licuadora sean bienes sustitutivos, por lo que no 
hay razón para esperar que sus precios sean iguales. 

Aunque en el método del precio de reventa se puedan permitir mayores diferencias entre los productos, 
los activos transmitidos en una operación vinculada deben seguir siendo comparables a los 



204 


transmitidos en la operación no vinculada. Las diferencias mayores se reflejarán posiblemente más en 
las distintas tareas asumidas por las dos partes en la operación vinculada y en la no vinculada. Aunque 
pueda exigirse una menor comparabilidad en los productos cuando se utiliza el método del precio de 
reventa, los productos con mayor comparabilidad producen mejores resultados. Por ejemplo, cuando 
la operación en cuestión incluye un intangible de elevado valor o relativamente único, la similitud de 
los productos cobrará mayor importancia y se le debería prestar especial atención para garantizar que 
la comparación sea válida. 

Puede ser oportuno conceder más peso a otras condiciones de comparabilidad mencionadas se pueden 
citar las funciones ejercidas, las circunstancias económicas, etc. Cuando el margen de beneficio resulta 
básicamente de esas otras condiciones y, sólo de forma secundaria, del producto concreto que se 
transfiere. Esta circunstancia concurrirá en particular cuando se determina el margen de beneficio de 
una empresa asociada que no ha utilizado activos relativamente únicos como pueden ser intangibles 
muy valiosos, para añadir un valor significativo al producto objeto de transmisión. Así, cuando las 
operaciones no vinculadas y las vinculadas son comparables en todas sus características excepto en el 
producto en sí mismo, el método del precio de reventa posiblemente sería una medida más fiable de 
que se cumplen las condiciones de plena competencia que el método del precio libre comparable, salvo 
cuando se pueden realizar ajustes suficientemente precisos como para tener en cuenta las diferencias 
en los productos transmitidos. Lo mismo cabe decir del método del coste incrementado, que será objeto 
de estudio más adelante. 

Cuando el margen del precio de reventa utilizado es el de una empresa independiente en una operación 
comparable, la fiabilidad del método del precio de reventa puede estar afectada si existen diferencias 
importantes en la forma en que las empresas asociadas y las independientes realizan sus actividades 
mercantiles. Tales diferencias posiblemente serían aquéllas que afectan a los niveles de costes 
considerados, por ejemplo, las diferencias podrían incluir los efectos que produce una gestión eficiente 
en los niveles y variedad de las existencias, que bien pueden tener incidencia en la rentabilidad de una 
empresa, pero que no afectan necesariamente al precio al que se compran o se venden sus bienes o 
servicios en el mercado libre. Este tipo de características debería ser analizado al determinar si una 
operación no vinculada es comparable cuando se aplica el método del precio de reventa. 

El método del precio de reventa depende también de la comparabilidad de las funciones desempeñadas 
dados los activos utilizados y los riesgos asumidos. Puede resultar menos fiable cuando hay diferencias 
entre las operaciones vinculadas y la no vinculadas y entre las partes que intervienen en las operaciones 
y esas diferencias tienen un efecto sensible en el indicador utilizado para medir las condiciones de 
plena competencia; en este caso, el margen de reventa realizado. Cuando existen diferencias 
importantes que afectan a los márgenes brutos obtenidos en operaciones vinculadas y no vinculadas, 
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por ejemplo, en la naturaleza de las funciones ejercidas por las partes implicadas en las operaciones, 
deberían realizarse ajustes para tener en cuenta esas diferencias. El alcance y la fiabilidad de esos 
ajustes afectarán a la fiabilidad relativa del análisis realizado conforme al método del precio de reventa 
en cualquier caso particular. 

Es más fácil determinar un margen de reventa apropiado cuando el revendedor no añade 
sustancialmente valor al producto. En cambio, puede ser más difícil utilizar el método del precio de 
reventa para llegar a un precio de plena competencia cuando, antes de la venta, los bienes son objeto 
de una nueva transformación o se incorporan a un producto más complejo de tal modo que pierden su 
identidad o se transforman, por ejemplo, cuando se unen componentes en un producto acabado o sema- 
acabado. Otro ejemplo en el que el margen de reventa exige particular cuidado es cuando el revendedor 
contribuye sustancialmente a la creación o a la conservación de activos intangibles asociados al 
producto, por ejemplo, marcas o nombres comerciales, propiedad de una empresa asociada. En tales 
casos, la contribución de los bienes originalmente transferidos al valor del producto final no puede ser 
evaluada fácilmente. 

El margen de reventa es más exacto cuando se ha obtenido poco tiempo después de que el revendedor 
comprara los bienes. Cuanto más tiempo transcurre entre la compra inicial y la reventa, más 
posibilidades hay de que se deban tener en cuenta otros factores -variaciones en el mercado, en los 
tipos de cambio, en los costes, etc.- en cualquier comparación. 

Debería esperarse que la cuantía del margen de reventa dependa de las tareas ejercidas por el 
revendedor. Estas funciones pueden variar mucho, desde el caso en que el revendedor realiza servicios 
mínimos como agente de transporte, hasta el caso en que asume la totalidad de los riesgos de la 
propiedad de los bienes junto con la plena responsabilidad y los riesgos derivados de la publicidad, 
comercialización, distribución y garantía de éstos, de la financiación de existencias y de otros servicios 
complementarios. Si el revendedor en la operación vinculada no lleva a cabo una actividad comercial 
importante, sino que sólo transfiere los bienes a un tercero, el margen de reventa podría ser pequeño 
en vista de las funciones ejecutadas. El margen de reventa podría incrementarse cuando se pueda 
demostrar que el revendedor manifiesta una pericia especial en la comercialización de tales bienes, 
soporta realmente riesgos especiales o contribuye sustancialmente a la creación o a la conservación de 
activos intangibles asociados al producto. Sin embargo, el grado de actividad desplegada por el 
revendedor, ya sea mínimo o sustancial, debería estar bastante apoyado por pruebas concluyentes. 
Entre éstas se encontrarían: la justificación de gastos de comercialización que pudieran considerarse 
desproporcionadamente altos; por ejemplo, cuando se haya incurrido en parte o en la mayoría de los 
gastos de promoción en concepto de servicio realizado en favor del propietario legal de la marca 
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comercial. En tal caso, el método del coste incrementado puede complementar bien el método del 
precio de reventa. 

Cuando el revendedor desempeña claramente una actividad comercial sustancial añadida a la actividad 
de reventa propiamente dicha, cabe esperar un margen de reventa razonablemente importante. Si en 
sus actividades el revendedor emplea activos relativamente valiosos y posiblemente únicos, por 
ejemplo, activos intangibles del revendedor, como puede ser su organización de comercialización, 
podría resultar inadecuado evaluar las condiciones de plena competencia en la operación vinculada, 
utilizando un margen de reventa no ajustado derivado de operaciones no vinculadas en las que el 
revendedor independiente no se vale de activos similares. Si el revendedor posee intangibles 
comercializables valiosos, el margen de reventa en la operación no vinculada podría infravalorar el 
beneficio que corresponde al revendedor en la operación vinculada, salvo que la operación no 
vinculada comparable incluya al mismo revendedor o a un revendedor con intangibles 
comercializables igualmente valiosos. 

En el caso de que exista un canal de distribución de bienes a través de una sociedad intermediaria, 
puede ser relevante para las Administraciones tributarias observar no sólo el precio de reventa de los 
bienes que han sido comprados a la sociedad intermediaria, sino también el precio que dicha sociedad 
paga a su suministrador y las funciones que la sociedad en cuestión desempeña. Bien podría haber 
dificultades para obtener esta información y determinar las funciones exactas de la sociedad 
intermediaria. Si no se puede demostrar que la sociedad intermediaria o soporta riesgos reales o 
desempeña una función económica en el canal que ha incrementado el valor de los bienes, entonces 
cualquier elemento del precio que se reclame imputable a las actividades de la sociedad intermediaria 
sería con toda razón atribuible a otro elemento del grupo multinacional, ya que las empresas 
independientes normalmente no hubieran permitido la participación de tal sociedad en los beneficios 
de la operación. 

Se podría esperar que el margen de reventa varíe en función de que el revendedor tenga el derecho 
exclusivo de revender los bienes en cuestión. Este tipo de acuerdos se encuentra en operaciones entre 
dos empresas independientes y puede influir en el margen. De esta manera, este tipo de derechos 
exclusivos debe tomarse en consideración en cualquier comparación. El valor a atribuir a tal clase de 
derechos exclusivos dependerá en alguna medida de su ámbito geográfico y de la existencia y 
competitividad relativa de los posibles bienes sustitutivos. El acuerdo puede ser beneficioso tanto para 
el proveedor como para el revendedor en una operación en plena competencia. Por ejemplo, vender 
una línea concreta de productos del proveedor puede promover un mayor esfuerzo del revendedor. Por 
el contrario, un acuerdo semejante puede ofrecer al revendedor una especie de monopolio que le 
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permita obtener un volumen de negocio importante sin gran esfuerzo. Debe examinarse 
cuidadosamente, en cada caso, el efecto de este factor sobre el margen de reventa apropiado. 

Cuando las prácticas contables difieren entre la operación vinculada y la no vinculada, se deberían 
practicar los ajustes pertinentes de los datos utilizados para calcular el margen de reventa a fin de 
asegurar que se manejan los mismos tipos de costes en cada caso para llegar al margen bruto. Por 
ejemplo, los gastos de investigación y desarrollo pueden estar reflejados en los gastos de explotación 
o en los costes de venta. Los respectivos márgenes brutos no serían comparables sin los ajustes 
oportunos. 

Ejemplos de aplicación del método del precio de reventa 

Supongamos que hay dos distribuidores vendiendo los mismos productos en el mismo mercado con el 
mismo nombre comercial. El distribuidor A garantiza el producto; el distribuidor B, no. El distribuidor 
A no está incluyendo la garantía como parte de la estrategia de precios; vende a precios superiores, 
determinando un margen bruto de beneficio mayor, si no se tienen en cuenta los costes de dar un 
servicio de garantía que el obtenido por el distribuidor B que vende a un precio inferior. Estos márgenes 
no son comparables si no se realiza un ajuste para tener en cuenta esa diferencia. 

Supongamos que se ofrece garantía para todos los productos de forma que es uniforme el precio de la 
matriz a la filial. El distribuidor C asume la función de garantía, pero, de hecho, su proveedor lo 
compensa con precios inferiores. El distribuidor D no asume la función de garantía, sino que ésta es 
ejercida por el suministrador los productos se devuelven a fábrica. Sin embargo, el proveedor de D le 
factura con un precio más alto que al distribuidor C. Si el distribuidor C contabiliza el coste de asumir 
la función de garantía como un coste de los bienes vendidos, entonces el ajuste del margen bruto de 
beneficio por esta diferencia es automático. Sin embargo, si los costes de la garantía se contabilizan 
como gastos de explotación, se produce una distorsión en los márgenes que debe ser corregida. El 
razonamiento en este caso sería que, si D asume la función de garantía por sí mismo, su proveedor 
reduciría sus precios y, en consecuencia, el margen bruto de beneficio de D sería mayor. 

Una sociedad vende un producto a través de distribuidores independientes en cinco países en los que 
no tiene filiales. Los distribuidores se limitan a comercializar el producto sin desempeñar ninguna tarea 
adicional. La sociedad ha establecido una filial en un país. Por la importancia estratégica de este 
mercado concreto, la sociedad exige a su filial que venda sólo su producto y que preste servicios 
técnicos a sus clientes. Incluso si todos los demás factores y circunstancias son similares, si los 
márgenes proceden de empresas independientes que no están sujetas a acuerdos de venta en exclusiva 
ni realizan servicios técnicos como los asumidos por la filial, es necesario plantearse si deben hacerse 
algunos ajustes para lograr la comparabilidad. 
iii) Método del coste incrementado 
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El método del coste incrementado parte de los costes en que ha incurrido el proveedor de los activos 
o de los servicios en una operación vinculada para proporcionar los activos transmitidos o los servicios 
prestados indirectamente a un comprador asociado. A este coste se añade un margen de coste 
incrementado para poder realizar un beneficio adecuado en vista de las funciones desempeñadas y de 
las condiciones del mercado. El resultado, que se obtiene después de añadir el margen del coste 
incrementado a los costes antes mencionados, puede ser considerado como precio de plena 
competencia de la operación vinculada original. Este método será probablemente más útil cuando se 
venden productos semi-acabados entre dos partes asociadas, habiéndose concluido unos acuerdos de 
puesta en común de equipos u otros de compra-aprovisionamiento a largo plazo o cuando la operación 
vinculada consiste en la prestación de servicios. 

La solución ideal sería establecer el margen del coste incrementado del proveedor en la operación 
vinculada, tomando como referencia el margen del coste incrementado que el mismo proveedor 
obtiene en operaciones no vinculadas comparables. Además, puede servir como guía el mismo margen 
que hubiera sido obtenido en operaciones comparables de una empresa independiente. 

Con arreglo a los principios formulados en el Capítulo I, una operación no vinculada es comparable a 
una operación vinculada, es decir, es una operación comparable en el mercado libre a los efectos de 
aplicar el método del coste incrementado si se da una de las dos condiciones siguientes: 1. ninguna de 
las diferencias si las hay entre las dos operaciones que se comparan o entre las dos empresas que 
intervienen en esas operaciones puede influir sustancialmente en el precio en el libre mercado. 2. Se 
pueden realizar ajustes suficientemente precisos como para eliminar los efectos importantes de esas 
diferencias. Para determinar si una operación es una operación no vinculada comparable, a los efectos 
de aplicar el método del coste incrementado, respecto del método del precio de reventa. Así, pueden 
ser necesarios menos ajustes para tener en cuenta las diferencias entre los productos en el método del 
coste incrementado, que en el método del precio libre comparable y, posiblemente, sea oportuno 
conceder más importancia a otros factores de comparabilidad, alguno de los cuales puede tener un 
efecto más significativo en el margen del coste incrementado que el que tiene en el precio. Como en 
el método del precio de reventa, cuando existen diferencias que afectan significativamente a los 
márgenes del coste incrementado obtenidos en las operaciones vinculadas y en las no vinculadas, por 
ejemplo, en la naturaleza de las funciones desempeñadas por las partes en las operaciones, deberían 
realizarse ajustes para corregir tales diferencias. El alcance y la fiabilidad de esos ajustes afectarán a 
la fiabilidad relativa del análisis realizado conforme al método del coste incrementado en determinados 
casos particulares. 

Por ejemplo, supongamos que la sociedad A vende tostadores a un distribuidor que es una empresa 
asociada, que la sociedad B vende planchas a un distribuidor que es una empresa independiente y que 
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los márgenes de beneficio en la fabricación de estos productos son generalmente los mismos en el 
sector de pequeños aparatos electrodomésticos. La utilización del método del coste incrementado 
supone aquí que no existen fabricantes de tostadores muy similares. Si se aplicara el método del coste 
incrementado, los márgenes de beneficio objeto de comparación en las operaciones vinculadas y no 
vinculadas serían la diferencia entre el precio de venta del fabricante al distribuidor y el coste de 
producción del producto. Sin embargo, la sociedad A puede ser mucho más eficiente en su proceso de 
fabricación que la sociedad B, lo cual le permite soportar menores costes. Como resultado, incluso si 
la sociedad A, estuviera fabricando planchas en lugar de tostadores y facturando el mismo precio que 
la sociedad B, carga en las planchas esto es, si no existen condiciones especiales, sería adecuado que 
la sociedad A tuviera márgenes de beneficio más altos que la sociedad B. Por tanto, salvo que sea 
posible ajustar el margen de beneficio para tener en cuenta esta diferencia, la aplicación del método 
del coste incrementado no sería plenamente fiable en este contexto. 

El método del coste incrementado presenta algunas dificultades para su aplicación correcta, en 
particular en la determinación de los costes. Aunque sin duda una empresa debe cubrir sus costes en 
un determinado período de tiempo para poder mantener su actividad, esos costes pueden no ser 
determinantes del beneficio que deba obtenerse en un caso concreto y en un año cualquiera. En tanto 
que las sociedades se ven, frecuentemente, compelidas por la competencia a bajar sus precios en 
relación con los costes de producción de los bienes pertinentes o de prestación de los servicios, 
también, pertinentes, existen otras circunstancias en las que no se aprecia un vínculo entre el nivel de 
costes en que se ha incurrido y un precio de mercado por ejemplo, cuando se ha realizado un 
descubrimiento muy valioso y su propietario ha incurrido en costes de investigación bajos para 
lograrlo. 

Además, al aplicar el método del coste incrementado se debería prestar atención y aplicar un margen 
comparable a una base de costes comparable. Por ejemplo, si el proveedor, al que se hace referencia 
en la aplicación del método del coste incrementado, cuando desarrolla su actividad utiliza activos 
empresariales arrendados, la base de costes puede no ser comparable sin ajustes si el suministrador en 
la operación vinculada es propietario de sus activos. Como sucede en el método del precio de reventa, 
el método del coste incrementado se fundamenta en la comparación del margen del coste incrementado 
logrado por el proveedor de bienes o servicios asociado y el obtenido por una o más entidades 
independientes respecto de operaciones comparables. Por tanto, deben analizarse las diferencias entre 
las operaciones vinculadas y las no vinculadas que tienen efectos en el importe del margen para 
determinar qué ajustes deberían realizarse en los márgenes correspondientes de las operaciones no 
vinculadas. 
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A estos efectos es, particularmente, importante considerar las diferencias en los niveles y tipos de 
gastos, gastos de explotación y otros gastos, incluyéndose los gastos de financiación- asociados con 
las funciones desempeñadas y los riesgos asumidos por las partes o con las operaciones que se 
comparan. El estudio de estas diferencias puede poner de manifiesto lo siguiente: 

1. Si los gastos reflejan una diferencia funcional dados los activos utilizados y los riesgos asumidos 
que no ha sido tenida en cuenta al aplicar el método, puede resultar necesario realizar un ajuste del 
margen del coste incrementado. 

2. Si los gastos reflejan funciones adicionales distintas de las actividades verificadas por el método, 
puede resultar necesario determinar remuneraciones independientes para esas funciones. Estas últimas 
pueden consistir, por ejemplo, en prestaciones de servicios para las que se podrá establecer una 
remuneración apropiada. Análogamente, pueden exigir ajustes particulares los gastos derivados de la 
estructura de capital que no responden a acuerdos basados en el principio de plena competencia. 

3. Si las diferencias en los gastos de las partes que se comparan reflejan simplemente eficiencias o 
ineficiencias de las empresas como sería el caso, normalmente, para los gastos de supervisión, 
generales y administrativos, no será necesario realizar ajustes del margen bruto. 

En cualquiera de las circunstancias anteriores podrá ser útil complementar los métodos del coste 
incrementado y del precio de reventa atendiendo a los resultados derivados de la aplicación de otros 
métodos 

Otro aspecto importante de la comparabilidad es la coherencia de la contabilidad. Cuando difieren las 
prácticas contables empleadas en la operación vinculada y la operación no vinculada, deberían 
practicarse los ajustes oportunos de los datos utilizados con el objeto de asegurar, en aras de la 
consistencia, que se utiliza el mismo tipo de costes en cada caso. Los márgenes brutos deben medirse 
de forma que permita la comparación entre la empresa asociada y la empresa independiente. Además, 
pueden existir diferencias entre las empresas en el tratamiento de los costes que afectan a los márgenes 
brutos de beneficio que deberán tenerse en cuenta para conseguir una comparabilidad fiable. En 
algunos casos puede resultar necesario considerar determinados gastos de explotación con el objeto de 
lograr coherencia y comparabilidad; en estas circunstancias el método del coste incrementado 
comienza a aproximarse al margen neto más que al margen bruto. En la medida en que el análisis 
considera gastos de explotación, pueden ser relevantes para valorar la fiabilidad de estos análisis. 
Aunque las normas y los estándares contables precisos pueden variar, en general los costes y los gastos 
de una empresa se pueden entender divididos en tres grandes categorías. En primer lugar, existen costes 
directos de producción de un bien o un servicio, como puede ser el coste de las materias primas. En 
segundo lugar, existen costes indirectos de producción que, aunque muy relacionados con el proceso 
de producción, pueden ser comunes a varios bienes o servicios, por ejemplo, el coste de un 
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departamento de reparaciones que atiende a los equipos utilizados en la producción de los diferentes 
bienes. Por último, hay gastos de explotación de la empresa en su conjunto, como los gastos de 
supervisión, generales y de administración. 

La distinción entre el análisis del margen bruto y neto se puede comprender en los siguientes términos. 
En general, el método del coste incrementado utilizará márgenes computados sobre los costes directos 
e indirectos de producción, mientras que un método del margen neto utilizará márgenes calculados 
también sobre los gastos de explotación de la empresa. Se debe reconocer que, como consecuencia de 
las diferencias en las prácticas de los países, es difícil trazar una línea precisa entre las tres categorías 
descritas anteriormente. Así, por ejemplo, una aplicación del método del coste incrementado puede 
incluir en un caso particular la consideración de algunos gastos que podrían entenderse como gastos 
de explotación, Sin embargo, los problemas de delinear con precisión matemática los límites entre las 
tres categorías anteriormente descritas no alteran la distinción práctica fundamental entre los enfoques 
del margen bruto y del margen neto. 

En principio, los costes históricos deberían atribuirse a las diferentes unidades productivas, aunque se 
debe admitir que el método del coste incrementado puede sobrevalorar los costes históricos. Ciertos 
costes, por ejemplo, los costes de materiales, mano de obra y transporte, variarán en un período de 
tiempo y puede ser oportuno, en tal caso, promediar los costes a lo largo de ese período. También 
puede resultar adecuado promediar entre diferentes grupos de productos o entre líneas de productos 
específicas. 

Más aún, puede ser oportuno promediar los costes de los activos fijos cuando se producen o procesan 
simultáneamente diferentes productos y cuando fluctúa el volumen de actividad. También puede ser 
necesario considerar costes como los de reposición y los marginales, siempre que puedan ser medidos 
y den lugar a un cálculo más preciso del margen de beneficio adecuado. 

Los costes que pueden ser tenidos en cuenta en la aplicación del método del coste incrementado se 
limitan a los del proveedor de bienes o servicios. Esta limitación puede crear el problema de cómo 
distribuir algunos gastos entre el suministrador y el comprador. Existe la posibilidad de que algunos 
gastos sean soportados por el comprador para disminuir el coste del proveedor sobre el que se calcula 
el margen. En la práctica, esto se puede lograr no atribuyendo al proveedor un porcentaje apropiado 
de gastos generales y de otros costes soportados por el comprador con frecuencia, una sociedad matriz 
en beneficio del proveedor con frecuencia, una filial. La atribución debería realizarse mediante un 
análisis de las funciones desempeñadas, dados los activos utilizados y los riesgos asumidos, por cada 
una de las partes, como se indicó en el Capítulo I. Un problema conexo es cómo se deberían asignar 
los gastos generales, si con referencia a la facturación, al número de trabajadores o a su coste o a 
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cualquier otro criterio. La cuestión de la asignación de los costes será tratada, posteriormente, en un 
capítulo dedicado a los acuerdos de reparto de costes. 

En algunos casos, la utilización exclusiva de costes variables o marginales, puede estar fundamentada 
en la medida en que las operaciones representan la venta de producción marginal. Este razonamiento 
podría justificarse si los bienes no pudieran venderse a un precio superior en un mercado extranjero 
relevante. Para evaluar esta propuesta, son factores a tener en cuenta la información acerca de la 
existencia o inexistencia de otras ventas del contribuyente de productos iguales o similares en ese 
mercado exterior, en particular, el porcentaje de producción del contribuyente tanto en términos de 
volumen como de valor que representa la producción marginal propuesta, las cláusulas del acuerdo y 
los detalles del análisis de comercialización que fue realizado por el contribuyente o por el grupo 
multinacional que condujo a la conclusión de que los bienes no podían ser vendidos a un precio 
superior en ese mercado extranjero. 

No es posible formular una regla general para todos los casos. Los diversos métodos para determinar 
los costes deberían ser uniformes, tanto para las operaciones vinculadas, como para las no vinculadas, 
así como para determinadas empresas en el transcurso del tiempo. Por ejemplo, tal vez sea necesario 
contemplar si los productos pueden ser suministrados por varias fuentes a costes que varían 
considerablemente al determinar el margen del coste incrementado apropiado. Las partes asociadas 
pueden optar por calcular su base de coste incrementado según criterios estandarizados. Un tercero 
independiente, probablemente, no aceptaría pagar un precio más alto que resulte de las ineficiencias 
de la otra parte. Por otro lado, si la otra parte es más eficiente de lo que se puede esperar en condiciones 
normales, ésta debería beneficiarse de dicha ventaja. La empresa asociada puede acordar, previamente, 
los costes que serían aceptables como base para el método del coste incrementado. 

Ejemplos de aplicación del método del coste incrementado 

A es un fabricante nacional de mecanismos de relojería para relojes fabricados en serie. A vende este 
producto a su filial extranjera B. A obtiene un margen bruto de beneficio del 5% en su actividad de 
fabricación. X, Y y Z son fabricantes nacionales independientes de mecanismos de relojería para 
relojes fabricados en serie. X, Y y Z venden a compradores extranjeros independientes. X, Y y Z 
realizan márgenes brutos de beneficio en sus actividades de fabricación del 3 al 5%. A contabiliza los 
costes de supervisión, generales y administrativos como gastos de explotación, por lo cual éstos no se 
recogen como costes de los bienes vendidos. Sin embargo, los márgenes brutos de beneficio de X, Y 
y Z reflejan los costes de supervisión, generales y administrativos como costes de los bienes vendidos. 
Por tanto, los márgenes brutos de beneficio de X, Y y Z deben ser ajustados para asegurar la coherencia 
en la contabilización. 
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La sociedad C del país D es una filial al 100% de la sociedad E, situada en el país F. En comparación 
con el país F, en el país D los salarios son muy bajos. La sociedad C monta aparatos de televisión a 
expensas y riesgo de la sociedad E. Esta última suministra todos los componentes necesarios, el know- 
how, y otros. La sociedad E se compromete a comprar los productos montados en el caso de que los 
aparatos de televisión no superen un determinado nivel de calidad. Después de pasar los controles de 
calidad se envían los aparatos de televisión, a expensas y riesgo de la sociedad E, a los centros de 
distribución que esta sociedad tiene en diversos países. Las funciones de la sociedad C se limitan a la 
fabricación, desde el punto de vista de sus costes. Los riesgos que pudiera soportar la sociedad C 
derivan de diferencias que, eventualmente, se pudieran producir en la cantidad y calidad acordadas. La 
base para aplicar el método del coste incrementado estará compuesta por todos los costes ligados a las 
actividades de montaje. 

La sociedad A de un grupo multinacional acuerda con la sociedad B del mismo grupo realizar una 
investigación, previo contrato, para esta última. La sociedad B soporta los riesgos del fracaso de la 
investigación. Esta sociedad es también propietaria de todos los intangibles desarrollados, a través de 
la investigación y, por lo tanto, le corresponden también, las perspectivas de los beneficios que se 
deriven de las investigaciones. Este es un esquema típico de aplicación del método del coste 
incrementado. Se deben retribuir todos los costes de la investigación acordados por las partes 
asociadas. El coste incrementado adicional puede reflejar cuán innovadora y compleja es la 
investigación desarrollada. 

D. Relación con otros métodos 

Los métodos tradicionales basados en la operación constituyen el medio más directo para precisar si 
las condiciones de las relaciones comerciales y financieras entre empresas asociadas responden a las 
de plena competencia. Por tanto, estos métodos tradicionales son preferibles a otros. Sin embargo, las 
complejidades de las situaciones reales de las actividades empresariales pueden implicar dificultades 
en la forma de aplicar los métodos tradicionales. En esas situaciones excepcionales en las que no 
existen datos disponibles o los disponibles no son de suficiente calidad como para confiar, únicamente 
o de forma absoluta, en los métodos tradicionales, puede resultar necesario preguntarse si —y en qué 
condiciones—, se pueden utilizar otros métodos. Esta cuestión, en particular, el papel de los métodos 
del beneficio de la operación 
Otros métodos 
A. Introducción 

El estudio de los planteamientos que podrían emplearse para aproximarse a las condiciones del 
principio de plena competencia cuando los métodos tradicionales de la operación no resultan 
adecuados si se aplican solos o, excepcionalmente, cuando su aplicación no es posible. El estudio 
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denomina a estas otras alternativas "los métodos del beneficio de la operación", p.e. métodos que 
analizan los beneficios derivados de determinadas operaciones entre empresas asociadas. Los únicos 
métodos basados en los beneficios que satisfacen el principio de plena competencia son aquéllos que 
resultan compatibles con el método de reparto del beneficio y con el método del margen neto de la 
operación, tal y como son descritos en estas Directrices. De hecho, los denominados "métodos de los 
beneficios comparables" o "métodos del coste incrementado/precio de reventa modificados" sólo 
pueden ser aceptados en la medida en que sean compatibles con estas Directrices. La parte C estudia 
una alternativa que no puede considerarse que respete las condiciones del principio de plena 
competencia: el reparto global según una fórmula preestablecida. Los países miembros de la OCDE 
reiteran su apoyo al principio de plena competencia, por lo que rechazan el uso del reparto global según 
una fórmula preestablecida. 

B. Métodos del beneficio de la operación 

Un método del beneficio de la operación estudia los beneficios que se derivan de determinadas 
operaciones vinculadas. A efectos de estas Directrices, los métodos del beneficio de la operación son 
el método de reparto del beneficio y el método del margen neto de la operación. Es muy poco frecuente 
que las empresas realicen operaciones donde el beneficio sea una condición "establecida o impuesta" 
en las operaciones. De hecho, las empresas raramente, si es que lo hacen en alguna ocasión, emplean 
un método del beneficio de la operación para fijar sus precios. No obstante, el beneficio derivado de 
una operación vinculada puede ser un indicador importante para conocer si la operación se ha visto 
afectada por condiciones distintas de las que hubieran establecido empresas independientes en 
circunstancias comparables. Por ello, en esos casos excepcionales en que la complejidad del mundo 
de los negocios dificulta en la práctica el modo de aplicar los métodos tradicionales de la operación y 
se respetan las salvaguardias establecidas en este Capítulo, la aplicación de los métodos del beneficio 
de la operación métodos de reparto del beneficio y del margen neto de la operación puede aportar una 
aproximación en materia de precios de transferencia que resulte consistente con el principio de plena 
competencia. Sin embargo, los métodos del beneficio de la operación pueden no aplicarse de forma 
automática sencillamente por la dificultad de obtener la información. Los mismos criterios que sirven 
para concluir que no es recomendable aplicar un método tradicional deben reconsiderarse cuando se 
evalúa la conveniencia de un método del beneficio de la operación. La fiabilidad del método se debería 
determinar, pues, teniendo en cuenta los principios enunciados en este informe: en especial, la 
relevancia de los ajustes que deban practicarse sobre los datos empleados y su fiabilidad. 

Los métodos basados en los beneficios sólo pueden aceptarse en la medida en que sean compatibles 
con el artículo 9 del Modelo de Convenio Liscal de la OCDE, especialmente en lo que se refiere a su 
comparabilidad. Esto se alcanza mediante la aplicación de los métodos de tal forma que se aproximen 
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al principio de plena competencia, lo cual comporta la tarea de comparar los beneficios procedentes 
de determinadas operaciones vinculadas con los que derivan de operaciones comparables entre 
empresas independientes. 

En ningún caso deberían emplearse los métodos del beneficio de la operación de tal forma que lleven 
a una sobreimposición de las empresas por la única razón de que obtienen beneficios inferiores a la 
media; o en sentido contrario, rebajar la imposición a las empresas que generen unos beneficios 
superiores a la media. No existe justificación alguna, según el principio de plena competencia, para 
aplicar un impuesto adicional a las empresas que obtengan resultados menos favorables que la media 
cuando ello se deba a factores comerciales. 
i) Método de reparto del beneficio 
a) Generalidades 

Cuando las operaciones se hallan muy relacionadas, quizá no sea factible evaluarlas de forma separada. 
En circunstancias similares, empresas independientes podrían decidir la constitución de una sociedad 
de personas y acordar una fórmula de reparto de los beneficios. Así pues, el método del reparto del 
beneficio trata de eliminar la incidencia que, sobre los beneficios, provocan las condiciones especiales 
acordadas o impuestas en una operación vinculada, fijando un reparto del beneficio que normalmente 
habrían acordado empresas independientes si hubieran realizado la operación u operaciones en 
cuestión. El método de reparto del beneficio identifica, en primer lugar, el beneficio que ha de 
distribuirse entre las empresas asociadas por las operaciones vinculadas. Posteriormente, se reparte ese 
beneficio entre las empresas asociadas en función de unos criterios económicamente válidos que se 
aproximan al reparto del beneficio que se hubiera previsto y reflejado en un acuerdo en condiciones 
de plena competencia. El beneficio conjunto puede ser el beneficio total derivado de las operaciones o 
un beneficio residual que representa el beneficio que no puede asignarse fácilmente a una de las partes, 
como es el beneficio derivado de intangibles de gran valor y, en ocasiones, únicos. La contribución de 
cada empresa se determinará a partir de un análisis funcional, tal como queda expuesto en el Capítulo 
I, y se valorará, en la medida en que ello resulte posible, sobre la base de datos externos fiables 
disponibles en el mercado. El análisis funcional es un análisis de las funciones desempeñadas por cada 
empresa, dados los activos empleados y los riesgos asumidos por cada una de ellas. Los criterios 
exteriores procedentes del mercado pueden incluir, por ejemplo, los porcentajes de reparto del 
beneficio o los rendimientos obtenidos entre varias empresas independientes que realicen funciones 
comparables. La Subsección c) de esta Sección ofrece una serie de indicadores para el empleo del 
método de reparto del beneficio, b) Ventajas e inconvenientes 

Una de las ventajas del método de reparto del beneficio es que no suele basarse directamente en 
operaciones estrechamente comparables, por lo que cabe emplearlo en supuestos en los que esas 
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operaciones entre empresas independientes no son identificables. La asignación de beneficios se 
fundamenta en el reparto de funciones entre las propias empresas asociadas. Los datos externos de 
empresas independientes son especialmente relevantes en el análisis de reparto del beneficio a la hora 
de calcular el valor de la aportación de cada empresa asociada a las operaciones, y no para fijar 
directamente el reparto del beneficio. En consecuencia, el método de reparto del beneficio ofrece 
flexibilidad al contemplar hechos y circunstancias específicos, y posiblemente únicos, de las empresas 
asociadas, que no se producen entre empresas independientes; a la vez que mantiene una aproximación 
al principio de plena competencia en la medida en que refleja lo que empresas independientes hubieran 
hecho presumiblemente en las mismas circunstancias. 

Otra ventaja reside en que, al amparo del método de reparto del beneficio, es menos probable que una 
de las dos partes de la operación vinculada obtenga un resultado excepcional e improbable en términos 
de beneficios, dado que ambas partes de la operación son evaluadas. Este aspecto adquiere especial 
relevancia cuando se analiza la aportación de las partes con relación a los activos intangibles 
empleados en las operaciones vinculadas. Tener en cuenta las dos partes de la operación puede también 
permitir un reparto de las economías de escala u otras eficiencias conjuntas satisfactorio tanto para el 
contribuyente como para las Administraciones. 

El método de reparto del beneficio presenta también un cierto número de inconvenientes. Uno de ellos 
es que los datos externos del mercado, considerados en la determinación de la aportación que efectúa 
cada empresa asociada a las operaciones vinculadas, no se relacionan con estas operaciones tan 
estrechamente como cuando se emplean otros métodos. Cuanto más tenue sea la relación de los datos 
externos empleados en la aplicación del método de reparto del beneficio, más subjetiva devendrá la 
asignación de los beneficios. 

Un segundo inconveniente se refiere a las dificultades que derivan de la aplicación de este método. Por 
otra parte, el método de reparto del beneficio parece más accesible tanto para los contribuyentes como 
para las Administraciones tributarias puesto que tiende a apoyarse menos en la información relativa a 
las empresas independientes. Sin embargo, puede resultar difícil para las empresas asociadas y para 
las Administraciones tributarias la obtención de datos de las empresas filiales extranjeras. Además, las 
empresas independientes no emplean habitualmente el método de reparto del beneficio para fijar los 
precios de transferencia de sus operaciones salvo quizás las joint ventures. Por otra parte, será difícil 
determinar los ingresos y los gastos conjuntos de todas las empresas asociadas participantes en las 
operaciones vinculadas, pues ello requeriría que los documentos contables se basaran en los mismos 
criterios y que se efectuaran ajustes para tener en cuenta las distintas prácticas contables y las divisas 
utilizadas. Asimismo, al aplicar el método de reparto del beneficio al beneficio de explotación se puede 
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dificultar la identificación de los gastos de explotación relacionados con las operaciones analizadas y 
la asignación de los costes entre esas operaciones y otras actividades de las empresas asociadas. 

Las consideraciones anteriores deberían valorarse cuando se trate de determinar si la aplicación del 
método de reparto del beneficio se halla justificada en función de los hechos y circunstancias. A mayor 
abundamiento 

c) Orientaciones para la aplicación 

Si el método de reparto del beneficio fuese a ser utilizado por empresas asociadas para fijar los precios 
de transferencia en sus operaciones vinculadas, cada empresa asociada debería esforzarse en alcanzar 
el reparto del beneficio que hubieran establecido empresas independientes en una relación de joint- 
venture. En general, las condiciones fijadas de este modo debieran basarse en beneficios futuros más 
que en beneficios reales, puesto que el contribuyente no puede conocer, en el momento en que se fijan 
las condiciones, el montante de los beneficios que se obtendrán de la actividad en cuestión. 

Cuando una Administración tributaria inspecciona la aplicación del método para determinar si éste se 
aproxima de forma fiable a un precio de transferencia de plena competencia, es fundamental que tenga 
en cuenta que el contribuyente ignoraba, en el momento en que se fijaban las condiciones de la 
operación vinculada, cuáles serían los beneficios efectivamente obtenidos del desarrollo de la actividad 
en cuestión. De lo contrario, la aplicación del método de reparto del beneficio podría penalizar o 
favorecer al contribuyente al centrarse en circunstancias que razonablemente no podía haber previsto 
este último. Dicha aplicación sería contraria al principio de plena competencia, dado que, en 
circunstancias similares, las empresas independientes únicamente hubieran podido basarse en 
previsiones y no hubieran podido conocer, de antemano, el importe de los beneficios realizados. 

Al utilizar el método de reparto del beneficio para establecer las condiciones de las operaciones 
vinculadas, las empresas asociadas pretenderían obtener una división del beneficio como la realizada 
entre empresas independientes. La valoración de las condiciones de las operaciones vinculadas de las 
empresas asociadas empleando el método del reparto del beneficio será más sencilla para la 
Administración tributaria cuando dichas empresas han fijado inicialmente las condiciones sobre las 
mismas bases que las independientes. La valoración puede, por tanto, empezar sobre las mismas bases 
a efectos de verificar si el reparto de los beneficios concretos es consistente con el principio de plena 
competencia. 

Cuando las empresas asociadas han fijado las condiciones de sus operaciones vinculadas sobre una 
base distinta de la del método de reparto del beneficio lo que prácticamente ocurrirá en todos los casos, 
la Administración tributaria debería evaluar esas condiciones en función del beneficio efectivo de la 
empresa. Sin embargo, convendría asegurar que se establece la aplicación de un método de reparto del 
beneficio en un contexto similar al que las empresas asociadas hubiesen tenido, sobre la base, por 



218 


ejemplo, de los datos disponibles o razonablemente previsibles por dichas empresas, en el momento 
en el que las operaciones eran ejecutadas, a fin de evitar una apreciación a posteriori. 

Existen distintos enfoques para determinar el reparto de los beneficios ya sea basado en los beneficios 
previstos, ya sea en los beneficios efectivos, según el caso que hubiesen pactado empresas 
independientes, dos de los cuales se analizan en los apartados siguientes. Estos enfoques -análisis de 
aportaciones y análisis residual- no son necesariamente exhaustivos, ni mutuamente excluyentes. 

En un análisis de las aportaciones, los beneficios conjuntos, que están constituidos por el montante 
total de los beneficios que correspondan a las operaciones vinculadas sometidas a inspección, se 
repartirían entre las empresas asociadas, atendiendo al valor relativo de las funciones desarrolladas por 
cada una de las empresas asociadas que participe en las operaciones vinculadas, complementado en la 
medida de lo posible por los datos exteriores relativos al mercado que muestre cómo hubieran repartido 
el beneficio empresas independientes en circunstancias similares. En los casos en que el valor relativo 
de las aportaciones pueda ser medido directamente, puede no ser necesario calcular el valor de mercado 
de las aportaciones de cada participante. 

Normalmente, el beneficio a totalizar y repartir en el ámbito del análisis de aportaciones es el beneficio 
de explotación. Esta forma de aplicar el reparto del beneficio garantiza que tanto los beneficios como 
los gastos de una empresa multinacional sean imputados de modo consistente a la empresa asociada 
correspondiente. Sin embargo, a veces puede convenir el reparto de los beneficios brutos y la 
deducción posterior de los gastos incurridos o imputables a cada empresa afectada excluyendo los 
gastos que ya se han tenido en cuenta en la determinación de los beneficios brutos. En estos casos, 
cuando los distintos análisis se aplican a efectos de repartir la renta bruta y los gastos deducibles de la 
empresa multinacional entre sus empresas asociadas, debe asegurarse que los gastos incurridos o 
atribuidos a cada empresa son coherentes con las actividades de dicha empresa y con los riesgos 
asumidos, así como que el propio reparto de los beneficios brutos es compatible con la localización de 
actividades y riesgos. Por ejemplo, en el caso de una empresa multinacional que desarrolla operaciones 
comerciales altamente integradas a escala mundial, afectando a distintos tipos de activos, es posible 
determinar las empresas que han incurrido en los gastos o a las que se les han imputado, pero no ya 
fijar con precisión qué actividades comerciales están directamente relacionadas con esos gastos. En tal 
caso, puede resultar conveniente repartir los beneficios brutos de cada actividad comercial y luego 
deducir de los beneficios brutos totales resultantes los gastos incurridos o atribuibles a cada empresa, 
teniendo en cuenta la advertencia enunciada. 

Puede ser difícil fijar el valor relativo de la aportación de cada una de las empresas asociadas a las 
operaciones vinculadas y el enfoque dependerá, habitualmente, de los hechos y circunstancias que 
concurren en cada caso. Una solución podría consistir en comparar la naturaleza e intensidad de la 
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aportación de distinto tipo realizada por cada parte, por ejemplo, prestación de servicios, gastos de 
desarrollo, capital invertido y la asignación de un porcentaje en función de esta comparación y de los 
datos exteriores relativos al mercado. 

El análisis residual distribuye en dos fases el beneficio conjunto de las operaciones vinculadas. En la 
primera, a cada participante se le imputan suficientes beneficios como para garantizarle un rendimiento 
básico correspondiente al tipo de operaciones que efectúa. Normalmente, este rendimiento básico se 
determinará tomando como referencia los rendimientos del mercado obtenidos en operaciones 
similares entre empresas independientes. En consecuencia, el rendimiento básico no tendrá en cuenta, 
por lo general, el beneficio derivado de activos únicos y de gran valor poseídos por los participantes. 
En la segunda fase, cualquier beneficio residual o pérdida resultante del reparto efectuado en la primera 
fase sería asignado entre los participantes en función de un análisis de los hechos y circunstancias 
susceptibles de indicar en qué modo se habría repartido ese beneficio o pérdida residual entre empresas 
independientes. Podrían ser especialmente útiles, en este contexto, los indicadores de las aportaciones 
de las partes en activos intangibles y de sus respectivos poderes de negociación. 

El análisis residual podría derivarse de la aplicación de otros métodos. Por ejemplo, los datos del 
mercado obtenidos en el ámbito de los métodos tradicionales basados en las operaciones pueden 
contribuir a la determinación preliminar de beneficios habituales imputables a las empresas asociadas 
cuando una de ellas fabrica un producto único, empleando procesos patentados, y posteriormente 
transfiere dicho producto a la segunda empresa asociada para someterlo a otros procesos patentados y 
para su distribución. 

Una posible alternativa para el análisis residual sería tratar de reproducir el resultado que se derivaría 
de las negociaciones entre empresas independientes en el mercado libre. En este contexto, el 
rendimiento básico de cada participante corresponde al precio más bajo posible que estaría dispuesto 
a aceptar un vendedor independiente en circunstancias similares y al precio más alto que, 
razonablemente, estaría dispuesto a pagar un comprador. Cualquier divergencia entre estas dos cifras 
indicaría el beneficio residual en torno al cual tendrían lugar las negociaciones entre dos empresas 
independientes. Por lo tanto, el análisis residual dividiría el importe del conjunto de beneficios en 
función de cualquiera de los factores relevantes para las empresas asociadas, lo cual mostraría cómo 
unas empresas independientes se hubieran repartido entre sí la diferencia entre el precio mínimo del 
vendedor y el máximo del comprador. 

En ciertos casos, podría efectuarse un análisis, quizás como una parte del reparto del beneficio residual 
o como un método de repartir los beneficios por derecho propio, teniendo en cuenta los flujos de 
tesorería actualizados de las partes de las operaciones vinculadas en el ciclo del producto de la empresa. 
Este método puede ser efectivo en las siguientes circunstancias: cuando se incluya la puesta en marcha, 
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cuando las previsiones de tesorería se hayan efectuado sobre la base de la posible viabilidad del 
proyecto, y la inversión en capital y el volumen de ventas puedan estimarse con un nivel de certidumbre 
razonable. En cualquier caso, la fiabilidad de un enfoque de este tipo dependerá del empleo de una tasa 
de actualización adecuada que debería basarse en las referencias existentes en el mercado. Desde este 
punto de vista, debería indicarse que las primas de riesgo fijadas para toda la industria a efectos de 
calcular la tasa de actualización adecuada no distinguen entre las sociedades individuales y aún menos 
entre segmentos de actividades, y la estimación de la fecha de obtención de los ingresos puede ser 
problemática. En consecuencia, un enfoque semejante requiere unas dosis altas de prudencia y debería 
completarse, en lo posible, con información obtenida por otros métodos. 

El objetivo de este Informe no consiste en suministrar una lista exhaustiva de las modalidades de 
aplicación del método de reparto del beneficio. La aplicación del método dependerá de las 
circunstancias concretas de cada caso y de la información disponible. En cualquier caso, el objetivo 
primordial será aproximarse al máximo al reparto de los beneficios que habrían realizado las partes si 
éstas hubiesen sido empresas independientes operando en condiciones de plena competencia. 

Otra de las posibilidades, aún sin analizar, consiste en repartir el beneficio conjunto de modo tal que 
cada empresa asociada que participa en las operaciones vinculadas obtenga la misma tasa de 
rendimiento del capital invertido en esta operación. Este método asume que el capital invertido por 
cada participante en la operación se halla sometido a un nivel de riesgo similar de forma que cabe 
suponer que los participantes obtendrán tasas similares de rendimiento a las que conseguirían si 
operasen en el mercado libre. No obstante, esta suposición puede no ser realista. Por ejemplo, 
desestima las condiciones de los mercados de capitales y podría ignorar otros aspectos relevantes que 
un análisis funcional evidenciaría y que son significativos en un reparto del beneficio. En 
consecuencia, la aplicación de este método exige mucha prudencia y, en cualquier caso, tendrían que 
considerarse otros métodos de reparto del beneficio antes de elegir éste. 

Otra posibilidad es fijar el reparto del beneficio sobre la base de la actual división efectiva de los 
mismos en operaciones comparables entre empresas independientes. En la mayor parte de los casos 
donde los métodos tradicionales no sean utilizables, será difícil hallar empresas independientes que 
desarrollen operaciones suficientemente comparables para el empleo de este planteamiento como 
opción fundamental. Aun cuando dichas operaciones existan, los contribuyentes y las 
Administraciones tributarias pudieran carecer de las informaciones necesarias acerca de las empresas 
independientes. Sin embargo, los acuerdos de cooperación no se limitan a las empresas asociadas, sino 
que a veces también se producen entre empresas independientes. Las empresas independientes pueden 
establecer acuerdos de tipo joint venture porque quieren desarrollar, por ejemplo, un proyecto de 
investigación concreto. En estos casos, las empresas independientes pueden alcanzar acuerdos en los 
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que los precios son corregidos a posteriori, por ejemplo, porque la rentabilidad es imprevisible y 
quieren repartir los riesgos y los costes incurridos. Determinadas empresas independientes podrían 
optar por constituir una verdadera joint-venture y, en ese caso, probablemente acordarían una 
modalidad de reparto del beneficio. 
ii) Método del margen neto de la operación 

a) Generalidades 

El método del margen neto de la operación determina, a partir de una base adecuada, por ejemplo, 
costes, ventas, activos, el margen neto de beneficio que obtiene un contribuyente de una operación 
vinculada. En consecuencia, el método del margen neto de la operación se implementa de modo similar 
al método del coste incrementado y al método del precio de reventa. Esta similitud significa que, para 
que el método del margen neto de la operación se aplique de forma fiable, debe hacerse de manera 
compatible con la puesta en funcionamiento de los otros dos métodos, método del coste incrementado 
y método del precio de reventa. En particular, esto implica que el margen neto que obtiene el 
contribuyente de una operación vinculada idealmente debiera fijarse tomando como referencia al 
margen neto que el mismo contribuyente obtiene en operaciones comparables no vinculadas. Cuando 
no sea posible, puede resultar indicativo el margen neto que habría obtenido en operaciones 
comparables una empresa independiente. Es necesario un análisis funcional de la empresa asociada y, 
en último término, de la empresa independiente, para determinar si las operaciones son comparables y 
qué ajustes deben practicarse para obtener resultados fiables. 

b) Ventajas e inconvenientes 

Una de las ventajas del método del margen neto de la operación es que los márgenes netos, por ejemplo, 
el rendimiento de los activos, la relación entre beneficio de explotación y ventas y otros posibles 
indicadores de beneficio neto, son menos sensibles a las diferencias que afectan a las operaciones, lo 
cual no es el caso con el precio, tal y como se usó en el método del precio libre comparable. Los 
márgenes netos pueden ser más tolerantes que el margen bruto con respecto a algunas diferencias 
funcionales entre las operaciones vinculadas y las no vinculadas. Las diferencias entre empresas, desde 
la óptica de las funciones desempeñadas, se suelen reflejar en las variaciones de los gastos de 
explotación. En consecuencia, las empresas pueden tener un amplio abanico de márgenes brutos y a 
pesar de ello obtener un nivel similar de beneficios netos. 

Otra ventaja práctica es que no hay que fijar las funciones desarrolladas ni las responsabilidades 
asumidas por cada una de las empresas asociadas. Asimismo, tampoco es necesario homogeneizar los 
documentos contables de los participantes en la actividad empresarial, ni imputar costes a todos los 
participantes. En la práctica esto puede ser muy ventajoso cuando una de las partes de la operación es 
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compleja y realiza diversas actividades estrechamente relacionadas o cuando es difícil obtener 
información fiable sobre una de las partes. 

El método del margen neto de la operación presenta también ciertos inconvenientes. Quizás el mayor 
inconveniente es que el margen neto de un contribuyente está influido por diversos factores que no 
tienen incidencia, o la tienen en menor medida, sobre los márgenes brutos. Estos elementos dificultan 
la fijación exacta y fiable de los márgenes netos de plena competencia. Por ello, es importante 
suministrar unas indicaciones detalladas acerca del establecimiento de la comparabilidad para el 
método del margen neto de la operación. 

La aplicación de cualquier método conforme con el principio de plena competencia requiere 
información relativa a las operaciones no vinculadas que quizá no estén disponibles en el momento en 
que tienen lugar las operaciones vinculadas. Ello puede plantear dificultades a los contribuyentes que 
se esfuercen en aplicar el método del margen neto de la operación en el momento de realizar las 
operaciones. Por otra parte, puede que los contribuyentes no tengan acceso a informaciones 
suficientemente precisas acerca de los beneficios imputables a las operaciones no vinculadas que 
permitan aplicar el método de forma aceptable. Asimismo, puede que sea difícil identificar los 
beneficios y los gastos de explotación relacionados con las operaciones vinculadas que posibilitan la 
fijación del rendimiento financiero empleado como indicador de los beneficios de las operaciones. Los 
funcionarios de la Administración tributaria pueden disponer de más información obtenida de 
actuaciones con otros contribuyentes. De todas formas, al igual que con cualquier otro método, sería 
injusto aplicar el método del margen neto de la operación basándose en dichos datos, salvo que puedan 
revelarse respetando los límites exigidos por las normas fiscales sobre confidencialidad al 
contribuyente de forma que le permitan defender su posición y garantizar un efectivo control judicial 
por parte de los tribunales. 

El método del margen neto de la operación plantea otro problema y es que suele aplicarse sólo a una 
de las empresas asociadas. Un análisis practicado sólo desde la óptica de una de las partes no distingue 
este método de la mayoría de los demás, puesto que el método del precio de reventa y del coste 
incrementado también adolece de lo mismo. Sin embargo, el hecho de que numerosos factores, ajenos 
a los precios de transferencia, puedan afectar a los márgenes netos y reducir la fiabilidad de este 
método, convierte en más problemático este carácter unilateral. Un análisis unilateral puede ignorar, a 
efectos de comparaciones, la rentabilidad global del grupo multinacional derivada de las operaciones 
vinculadas. También puede llevar a imputar a un miembro de un grupo multinacional un nivel de 
beneficio que, implícitamente, fija unos niveles de beneficios increíblemente bajos o altos para los 
demás miembros del grupo. Aunque el impacto sobre los beneficios de las otras partes de la operación 
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no sea siempre un factor decisivo en la fijación del precio de transferencia, puede jugar un papel de 
comprobación adicional de los resultados obtenidos. 

Surgirán grandes dificultades para determinar el ajuste correlativo adecuado, cuando se aplique el 
método del margen neto de la operación, especialmente cuando no sea posible reconstruir un precio 
de transferencia. Es el caso, por ejemplo, de un contribuyente que opera con empresas asociadas tanto 
para vender como para comprar, a efectos de una misma operación vinculada. En esos extremos, si el 
método del margen neto de la operación señala que el beneficio del contribuyente debe ajustarse al 
alza, puede existir incertidumbre respecto a cuál es la empresa asociada que debe ver ajustados a la 
baja sus beneficios. 

Todos estos elementos de juicio deberían contemplarse a la hora de pronunciarse sobre si es adecuada 
la aplicación del método del margen neto de la operación dados los hechos y circunstancias de un caso 
concreto. Y lo que es más importante: por las anteriores consideraciones, la aplicación del margen neto 
está sujeta a las conclusiones y limitaciones de los métodos basados en el beneficio de la operación. 
c) Orientaciones para la aplicación 

1. Criterio de comparabilidad aplicable al método del margen neto de la operación. 

Los precios probablemente resulten afectados por diferencias en los productos y los márgenes brutos 
probablemente lo sean por diferencias en las funciones, pero los beneficios de explotación acusan 
menos los efectos de estas diferencias. Sin embargo, al igual que para los métodos del precio de reventa 
y del coste incrementado a los que se parece el método del margen neto de la operación, ello no 
significa que una mera similitud de funciones entre dos empresas lleve necesariamente a 
comparaciones fiables. Admitiendo que se puedan aislar, a fin de aplicar este método, funciones 
similares entre el amplio abanico de las que estas empresas pueden desempeñar, los márgenes de 
beneficio de estas funciones no son automáticamente comparables cuando, por ejemplo, las empresas 
en cuestión las ejercen en distintos sectores económicos o en mercados con distintos niveles de 
rentabilidad. Cuando las operaciones comparables no vinculadas que se emplean son las de una 
empresa independiente, es necesario que exista un elevado grado de similitud en distintos aspectos 
entre la empresa asociada y la empresa independiente en cuestión, a fin de poder comparar las 
operaciones vinculadas; existen múltiples factores, distintos de los productos y las funciones, que 
pueden repercutir significativamente en los márgenes netos. 

El empleo de márgenes netos puede potencialmente introducir una mayor volatilidad en la fijación de 
los precios de transferencia por dos razones. En primer lugar, los márgenes netos pueden verse 
afectados por factores que no producen efectos o que son menos relevantes o menos directos en los 
márgenes brutos y en los precios, puesto que los gastos de explotación pueden fluctuar de una empresa 
a otra. En segundo lugar, los márgenes netos pueden verse afectados por algunos de los mismos 
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factores, tales como la posición competitiva, que pueden repercutir en el precio y en los márgenes 
brutos, pero en este caso, será más difícil eliminar la incidencia de estos factores. En los métodos 
tradicionales basados en las operaciones, el efecto de estos factores puede tal vez eliminarse por el 
mero hecho de recalcar las similitudes entre productos y funciones. 

Los márgenes netos pueden resultar directamente afectados por los factores propios del sector 
empresarial de la siguiente manera: el riesgo de penetración de nuevas compañías; la posición 
competitiva; la eficiencia en la gestión y las estrategias individuales; el riesgo de productos 
sustitutivos; las diferentes estructuras de costes como se refleja, por ejemplo en la antigüedad de la 
planta y de los equipos; las diferencias en el coste del capital, autofinanciación o endeudamiento, por 
ejemplo; y el grado de experiencia sectorial, negocio en fase de puesta en marcha o de maduración, 
por ejemplo. A su vez, cada uno de dichos factores puede verse influido por otros muchos elementos. 
Así, el nivel de amenaza de penetración de nuevas compañías en el mercado dependerá de la 
diferenciación de productos, de las necesidades de capital, de las subvenciones y de la legislación 
aplicable. Algunos de estos factores también pueden intervenir en la aplicación de los métodos 
tradicionales basados en las operaciones. 

Suponiendo, por ejemplo, que un contribuyente venda magnetoscopios, vídeos de calidad superior a 
una empresa asociada y que los datos de los que se dispone se refieran a los beneficios de la venta de 
magnetoscopios de calidad media. Suponiendo que el mercado de magnetoscopios de calidad superior 
sea un mercado en crecimiento, se caracterice por fuertes barreras de entrada, un número reducido de 
competidores y ofrezca amplias posibilidades de diferenciación de productos. Todos estos factores 
posiblemente entrañan un efecto importante sobre la rentabilidad de las actividades inspeccionadas y 
de las actividades comparadas, en cuyo caso deberán ajustarse. Como en otros métodos, la fiabilidad 
de los ajustes necesarios condiciona la fiabilidad del análisis. Debería hacerse constar que, aun cuando 
dos empresas ejerzan actividades exactamente iguales, la rentabilidad variará en función de sus cuotas 
de mercado, de sus posiciones competitivas, etc. 

Podría argumentarse que las inexactitudes potenciales de los factores citados se reflejarán en la 
amplitud del rango de plena competencia. El uso del rango puede mitigar, en cierta medida, el nivel 
de inexactitud, pero posiblemente no tenga en cuenta las situaciones en que un factor específico del 
contribuyente reduzca sus beneficios. En este caso, el rango no debe incluir aquellos puntos que 
representen los beneficios de las empresas independientes que se hallan afectadas de modo similar por 
un factor único. En definitiva, el empleo de un rango no solucionará, en todos los casos, las dificultades 
expuestas anteriormente. 

El método del margen neto de la operación puede ofrecer una solución práctica a otros problemas de 
precios de transferencia insolubles si se utiliza de forma racional, practicando los ajustes necesarios 
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que permitan valorar la clase de diferencias mencionadas anteriormente. La utilización de este método 
demandaría que se fijaran los márgenes netos sobre las operaciones no vinculadas realizadas por el 
mismo contribuyente en circunstancias comparables o que, cuando las operaciones comparables no 
vinculadas fuesen las de una empresa independiente, se tuvieran suficientemente en cuenta las 
diferencias entre las empresas asociadas y las empresas independientes con una influencia sustancial 
sobre el margen neto empleado. Muchos países temen que las salvaguardias establecidas por los 
métodos tradicionales sean ignoradas en la aplicación del método del margen neto de la operación. En 
consecuencia, cuando las diferencias entre las características de las empresas comparadas repercutan 
significativamente sobre los márgenes netos usados, no sería adecuado aplicar el método del margen 
neto de la operación sin practicar los ajustes necesarios para compensar esas diferencias. El alcance y 
fiabilidad de estos ajustes afectarán a la fiabilidad relativa del análisis en el ámbito del método del 
margen neto de la operación. 

Otro aspecto importante de la comparabilidad es la coherencia de las cuantificaciones efectuadas. Los 
márgenes netos de la empresa asociada y los de la empresa independiente deben medirse de forma 
coherente. Asimismo, pueden existir diferencias en el tratamiento de los gastos de explotación y de 
otros gastos que afecten a los márgenes netos, tales como las amortizaciones, las reservas o las 
provisiones, que deberán considerarse a fin de alcanzar un nivel de comparabilidad aceptable. 

2. Otras orientaciones. 

Para la aplicación del método del margen neto de la operación, distintos elementos deberían afectar a 
la elección del margen. Por ejemplo, entre estos elementos se incluirían si los activos empleados en 
los cálculos han sido adecuadamente valorados y, especialmente, en qué medida existe un activo 
intangible cuyo valor no está registrado en la contabilidad de la empresa y si ciertos costes específicos 
deben repercutirse, incrementarse o excluirse totalmente de los cálculos. 

Un análisis según el método del margen neto de la operación sólo debería considerar los beneficios de 
la empresa asociada que son imputables a determinadas operaciones vinculadas. En consecuencia, no 
sería oportuno aplicar el método del margen neto de la operación al nivel del conjunto de la sociedad 
si ésta realiza muchas operaciones vinculadas diferentes que no pueden compararse adecuadamente de 
forma conjunta con las de una empresa independiente. Del mismo modo, cuando se analizan las 
operaciones entre empresas independientes, en la medida en que es necesario tenerlas en cuenta, los 
beneficios imputables a las operaciones que no son similares a las operaciones vinculadas objeto de 
inspección deberían excluirse de la comparación. Por último, cuando se utilizan los márgenes de 
beneficio de una empresa independiente, los beneficios imputables a las operaciones de la empresa 
independiente no deben distorsionarse por tomar en consideración las operaciones vinculadas de esa 


empresa. 
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La empresa asociada a la que se aplica el método del margen neto de la operación debería ser la 
empresa en relación con la cual se han identificado los datos fiables relativos a las operaciones 
comparables más similares. A menudo, esto implicará elegir a la empresa asociada menos compleja 
entre las empresas involucradas en la operación vinculada , que además no posea activos intangibles 
valiosos o activos exclusivos En cualquier caso, la elección puede restringirse por la insuficiencia de 
datos disponibles de las operaciones realizadas por empresas situadas en una jurisdicción fiscal 
extranjera. 

Los datos de distintos años deberían emplearse para la aplicación del método del margen neto de la 
operación, ya sea en la empresa inspeccionada, ya sea en las empresas independientes en la medida en 
que sus márgenes netos se comparan para medir el impacto en los beneficios del ciclo de los productos 
y de la coyuntura económica. Por ejemplo, los datos de distintos años podrían mostrar si las empresas 
independientes que realizan operaciones no vinculadas comparables han sufrido los efectos de la 
coyuntura económica durante el mismo período de tiempo y del mismo modo que la empresa asociada 
inspeccionada. Estos datos podrían demostrar también si unos patrones empresariales similares a lo 
largo del mismo período de tiempo han afectado a los beneficios de las empresas independientes 
comparables de la misma forma que han afectado a los de la empresa asociada objeto de inspección. 
También es importante tomar en consideración un rango o intervalo de resultados cuando se utiliza el 
método del margen neto de la operación. En este sentido, usar un rango podría contribuir a reducir los 
efectos de las diferencias de las características propias de las empresas asociadas y de cualesquiera 
empresas independientes que realizan operaciones no vinculadas comparables, pues se dispondría de 
un intervalo de resultados para distintas condiciones comerciales y financieras. 

Ejemplos de aplicación del método del margen neto de la operación 

A modo de ejemplo, el caso del método del coste incrementado del apartado 2.46 demuestra la 
necesidad de ajustar el margen bruto derivado de las operaciones a fin de obtener una comparación 
coherente y fiable. Estos ajustes pueden efectuarse sin dificultad cuando los costes correspondientes 
pueden analizarse fácilmente. No obstante, cuando es sabido que un ajuste es necesario, pero no pueden 
identificarse los costes particulares que requiere el ajuste, cabe al menos la posibilidad de identificar 
el margen neto de la operación y de este modo asegurar la coherencia en la medición. Por ejemplo, si 
los gastos de supervisión, generales y administrativos que son tratados como parte de los costes de 
ventas a empresas independientes X, Y y Z no pueden identificarse a fin de ajustar el margen bruto 
para la aplicación fiable del método del coste incrementado, puede ser necesario examinar los 
márgenes netos en ausencia de comparaciones más aceptables. 

Quizá se requiera un enfoque similar cuando existen diferencias entre las funciones desarrolladas por 
las partes objeto de comparación. Suponiendo que los hechos sean los mismos que en el ejemplo del 
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apartado 2.31 con la excepción de que son las empresas independientes comparables las que ejercen 
la función adicional de asistencia técnica, y no la empresa asociada, y que estos costes se incorporan 
en los costes de ventas de los bienes, pero no pueden identificarse separadamente. Debido a las 
diferencias de productos y de mercados, puede resultar imposible hallar un precio libre comparable y 
el método del precio de reventa no sería fiable, dado que el margen bruto de las empresas 
independientes debiera ser más alto que el de la empresa asociada con el fin de reflejar las funciones 
adicionales y cubrir costes adicionales desconocidos. En este ejemplo, puede ser más fiable examinar 
los márgenes netos para evaluar la diferencia en los precios de transferencia que correspondería a la 
diferencia de funciones. En ese caso, el empleo de márgenes netos debe tener en cuenta la 
comparabilidad y puede implicar el riesgo de no resultar fiable si las funciones adicionales o las 
diferencias del mercado tuvieran un efecto importante sobre el margen neto. 

El importe de los gastos de garantía en que incurre el distribuidor A resulta imposible de cuantificar, 
de forma que no puede procederse a ajustar de un modo fiable el beneficio bruto de A para que su 
margen de beneficio bruto sea comparable al de B. Sin embargo, si no hay otras diferencias funcionales 
relevantes entre A y B y si se conoce la relación entre el beneficio neto de A y sus ventas, podría 
aplicarse el método del margen neto de la operación a B, comparando el margen de las ventas de A 
con relación a sus beneficios netos y el margen calculado sobre las mismas bases de B. 
iii) Los métodos del beneficio de la operación: conclusiones 

Los métodos tradicionales son preferibles a los métodos basados en el beneficio de la operación a 
efectos de determinar si un precio de transferencia es un precio de plena competencia; es decir si 
existen o no condiciones especiales que afecten al reparto de los beneficios entre las dos empresas 
asociadas. Hoy por hoy, la experiencia demuestra que, en la mayoría de los casos, pueden aplicarse los 
métodos tradicionales basados en las operaciones. 

Sin embargo, se producen casos en los que los métodos tradicionales no pueden aplicarse solos o, 
excepcionalmente, no pueden aplicarse en absoluto. Estos casos deben considerarse como una última 
opción. Únicamente surgen cuando no existen suficientes datos de operaciones no vinculadas 
probablemente debido a un comportamiento, por parte del contribuyente, nada cooperativo en la 
aplicación de estas directrices o cuando esos datos no se consideran fiables o las circunstancias de la 
situación económica son muy particulares. En estos extremos, consideraciones prácticas abogan por la 
aplicación de un método del beneficio de la operación, individualmente o en combinación con los 
métodos tradicionales. Sin embargo, incluso en última instancia, no sería oportuno aplicar un método 
del beneficio de la operación sin verificar previamente su fiabilidad. Los mismos factores que 
permitieron concluir que no era posible aplicar de forma fiable el método tradicional basado en las 
operaciones, deben tenerse en cuenta de nuevo a efectos de fiabilidad del método del beneficio de la 
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operación. En consecuencia, si es necesario agregar las operaciones para aplicar un método del 
beneficio de la operación y resulta viable agregar las mismas operaciones y aplicar un método 
tradicional, deberán considerarse los efectos de esta agregación sobre la fiabilidad de los dos métodos. 
En consecuencia, por las razones expuestas en este Informe, el criterio general es que hay que tratar 
de evitar la utilización de los métodos del beneficio de la operación. 

Un método del beneficio de la operación podrá posiblemente emplearse en los casos en que su 
aplicación haya sido juzgada conveniente por las empresas asociadas afectadas por las operaciones y 
por las Administraciones tributarias de las jurisdicciones de dichas empresas asociadas. Los métodos 
del beneficio de la operación también pueden ser útiles en la identificación de los casos que requieran 
de investigaciones ulteriores. 

En la mayoría de los países, la aplicación de los métodos del beneficio de la operación se limita al 
método de reparto del beneficio, cuya utilización no ha sido muy frecuente y se ha dado sobre todo en 
el ámbito de procedimientos amistosos bilaterales; o sea, en situaciones en las que el riesgo de no 
mitigar la doble imposición es mínimo. Muy pocos países tienen bastante experiencia en la aplicación 
del método del margen neto de la operación, y la mayoría lo considera experimental y por ello prefiere 
emplear en casos de última instancia el método de reparto del beneficio. 

Como ya se ha indicado anteriormente en este Informe, el método del margen neto de la operación 
suscita serias preocupaciones, especialmente porque puede aplicarse sin tener adecuadamente en 
cuenta las diferencias relevantes entre las empresas asociadas y las empresas independientes que son 
objeto de comparación. Muchos países temen que las salvaguardias fijadas por los métodos 
tradicionales sean ignoradas en la aplicación del método del margen neto de la operación. Por ello, 
cuando las diferencias entre las empresas objeto de comparación afectan sensiblemente a los márgenes 
netos empleados, no sería adecuada la aplicación del método del margen neto de la operación sin 
practicar los ajustes que tengan en cuenta esas diferencias. 

El reconocimiento de que el uso de los métodos del beneficio de la operación puede ser necesario no 
implica que las empresas independientes los utilicen para fijar sus precios. Más bien se considera que 
los métodos del beneficio de la operación son métodos que contribuyen a determinar, en casos de 
última instancia, si el precio de transferencia que se ha fijado es conforme con el principio de plena 
competencia. Como para cualquier otro método, es importante que sea posible calcular los ajustes 
correlativos adecuados cuando se apliquen los métodos del beneficio de la operación, teniendo en 
cuenta que en ciertos casos los ajustes correlativos pueden determinarse globalmente 
La falta de experiencia en la aplicación de los métodos del beneficio de la operación por parte de un 
número significativo de países miembros de la OCDE complica el establecimiento preciso de los 
límites que deben fijarse para la aplicación de estos métodos. Por esta razón y, más especialmente, por 
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las preocupaciones que suscitan los métodos del beneficio de la operación, el Comité de Asuntos 
Fiscales acometerá, en los próximos años, un programa de seguimiento de la aplicación de ambos 
métodos, los tradicionales y los del beneficio de la operación a fin de revisar este Informe 
periódicamente -si procede— a tenor de los resultados obtenidos. Este seguimiento no sólo abarcará 
los exámenes de evaluación mutua entre los países miembros de la OCDE, sino también el examen de 
cualesquiera casos problemáticos que las Administraciones tributarias o los contribuyentes sometan al 
Comité durante este período de supervisión. Para facilitar este proceso, se recomienda a los países que 
conserven la mayor documentación posible sobre la aplicación de los métodos de fijación de precios 
de transferencia, la frecuencia de utilización de los métodos del beneficio de la operación y las razones 
por las que se recurrió a los primeros métodos citados. En líneas generales, todos los países deberían 
ser conscientes de la necesidad de aplicar las directrices enunciadas en este Informe de forma equitativa 
y equilibrada entre dos Estados afectados, a fin de evitar la doble imposición. 

En cualquier caso, se requiere la máxima prudencia a la hora de determinar si un método del beneficio 
de la operación, cuando se aplica a un aspecto particular de un caso, puede dar lugar a un resultado de 
plena competencia, individualmente o en combinación con un método tradicional. Esta cuestión, en 
último término, sólo podrá resolverse caso por caso, sopesando las ventajas e inconvenientes señalados 
anteriormente respecto del uso de un método del beneficio de la operación. Asimismo, estas 
conclusiones presuponen que los países habrán alcanzado un cierto grado de sofisticación en sus 
sistemas fiscales para aplicar dichos métodos. En consecuencia, los métodos del beneficio de la 
operación no deberían nunca ser utilizados por las administraciones de los países que carecen de un 
sistema jurídico e institucional que garantice que se toman las precauciones necesarias. Ello incluiría 
la existencia de mecanismos eficaces de recursos administrativos. El Comité de Asuntos Fiscales tiene 
la intención de iniciar conversaciones con los países no miembros más importantes sobre la aplicación 
de los principios y métodos enunciados en este Informe y sobre sus eventuales modificaciones. 

Una Administración tributaria que reivindique la aplicación de un método de beneficio de la operación 
debiera tener muy en cuenta la carga de demostrar a la Administración tributaria del otro Estado, en 
un procedimiento amistoso, que este método se halla justificado y consigue una mejor aproximación a 
una fijación de precios de plena competencia tomando en consideración todos los hechos y 
circunstancias del caso. Las Administraciones tributarias debieran ser también conscientes del peso 
importante de las normas en materia de carga de la prueba en los procedimientos arbitrales. 

C. Un método que no se adecúa al principio de plena competencia: el reparto global según una 
fórmula preestablecida 
i) Antecedentes y descripción del método 
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El reparto global según una fórmula preestablecida ha sido propuesta, en ocasiones, como alternativa 
al principio de plena competencia para determinar el reparto adecuado de los beneficios entre distintas 
jurisdicciones tributarias. Hasta la fecha no se ha aplicado este método en el ámbito de la relaciones 
entre dos países, aunque sí se ha empleado por algunas jurisdicciones fiscales locales. 

El método del reparto global según una fórmula preestablecida repartiría los beneficios globales 
consolidados de un grupo multinacional entre las empresas asociadas situadas en distintos países por 
medio de una fórmula predeterminada y automática. Este método constaría de tres elementos 
esenciales: determinar la unidad gravable es decir, las filiales y sucursales del grupo multinacional 
deberían conformar la entidad global imponible, determinar con precisión los beneficios globales; y 
establecer la fórmula aplicable para repartir los beneficios globales de la unidad considerada. La 
fórmula se fundamenta posiblemente en una combinación de costes, activos, salarios y ventas. 

Los métodos del reparto global según una fórmula preestablecida no deberían confundirse con el resto 
de métodos sobre el beneficio de la operación estudiada. Estos métodos emplearían una fórmula de 
reparto del beneficio predeterminada para todos los contribuyentes, mientras que los métodos del 
beneficio de la operación comparan caso por caso los beneficios de una o varias empresas asociadas 
con el beneficio que empresas independientes comparables hubieran tratado de alcanzar en 
circunstancias comparables. Los métodos del reparto global según una fórmula preestablecida tampoco 
deberían confundirse con la aplicación específica de una fórmula desarrollada por ambas 
Administraciones tributarias en cooperación con un contribuyente determinado o con un grupo 
multinacional tras un análisis minucioso de los hechos y circunstancias particulares, tal y como podría 
suceder en el ámbito de un procedimiento amistoso, de un acuerdo previo sobre precios de 
transferencia o de otro mecanismo bilateral o multilateral. Esa fórmula se obtiene de los hechos y 
circunstancias específicas del contribuyente y, por tanto, evita el carácter globalmente predeterminado 
y automático de los métodos de reparto global según una fórmula preestablecida. 
ii) Comparación con el principio de plena competencia 

Los partidarios del reparto global según una fórmula preestablecida estiman que este método ofrece, 
con relación al principio de plena competencia, una mayor comodidad administrativa y una mayor 
seguridad para el contribuyente. Asimismo afirman que los métodos del reparto global según una 
fórmula preestablecida son más coherentes con la realidad económica. Argumentan que un grupo 
multinacional debe considerarse en su globalidad o de forma consolidada para reflejar adecuadamente 
las realidades de las relaciones comerciales entre las empresas asociadas del grupo. Consideran que el 
método basado en contabilidades distintas no resulta adecuado para grupos altamente integrados, 
puesto que es difícil determinar la aportación exacta que cada empresa asociada efectúa al beneficio 
global del grupo multinacional. 
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Dejando a un lado estos argumentos, los partidarios del reparto global según una fórmula 
preestablecida sostienen que este método reduce el coste de cumplimiento de las obligaciones fiscales 
para el contribuyente, puesto que en principio es necesario elaborar una sola serie de cuentas para todo 
el grupo a efectos de la legislación fiscal nacional. 

Los países miembros de la OCDE no aceptan estas proposiciones y tampoco consideran, por las 
razones siguientes, que el reparto global según una fórmula preestablecida sea una alternativa realista 
al principio de plena competencia. 

La mayor preocupación que suscita el reparto global según una fórmula preestablecida se refiere a la 
dificultad de aplicar el sistema de forma que proteja contra la doble imposición y, a la vez, garantice 
una única imposición. Para alcanzar estos objetivos sería necesaria una elevada coordinación 
administrativa internacional y un consenso sobre las fórmulas predeterminadas a utilizar y sobre la 
composición del grupo en cuestión. Por ejemplo, para evitar la doble imposición se requeriría, en 
primer lugar, acordar la adopción del método, después la forma de cuantificar la base imponible del 
impuesto para un grupo multinacional, la utilización de un sistema contable común, los factores que 
deberán interven ir para repartir la base imponible entre las distintas jurisdicciones fiscales incluyendo 
las de países no miembros y el modo de cuantificar y ponderar esos factores. Alcanzar este acuerdo 
sería muy lento y extremadamente difícil. Dista de estar claro que los países quieran acordar una 
fórmula universal. 

Aun cuando algunos países estuvieran dispuestos a aceptar el reparto global, según una fórmula 
preestablecida se producirían desacuerdos puesto que, sin duda, cada país querría resaltar o incluir 
factores distintos en la fórmula, basándose en las actividades o factores que predominen en su 
jurisdicción. Cada país estaría interesado en que la fórmula o las ponderaciones adoptadas maximicen 
su propia recaudación. Por otra parte, las Administraciones tributarias deberían examinar 
conjuntamente la capacidad de trasladar artificialmente los factores de producción empleados en la 
fórmula, por ejemplo, ventas o capital, hacia países de reducida tributación. Podría existir elusión fiscal 
en la medida en que se puedan manipular los componentes esenciales de la fórmula; por ejemplo, 
efectuando operaciones financieras innecesarias, localizando deliberadamente activos, exigiendo a 
ciertas empresas del grupo multinacional mantener stocks excesivos con relación a los que hubiera 
tenido una sociedad independiente del mismo tipo, etc. 

La transición a un sistema de reparto global según una fórmula preestablecida presentaría unas 
complicaciones en el terreno político y administrativo excepcionales y requeriría un nivel de 
cooperación internacional que difícilmente cabe esperar en el ámbito de la fiscalidad internacional. 
Esta coordinación multilateral exigiría la participación de todos los países importantes en los que 
operen empresas multinacionales. Si todos los países importantes no alcanzaran un acuerdo para 
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adoptar este método, las empresas multinacionales se verían con la carga de adaptarse a dos sistemas 
totalmente distintos. En otras palabras, estarían obligadas, para un mismo conjunto de operaciones, a 
calcular los beneficios realizados por cada miembro según dos estándares completamente diferentes. 
El resultado generaría posibilidades de doble imposición o de sub-imposición en todos los casos. 
Además de los problemas de doble imposición que acaban de exponerse, este método plantea otras 
cuestiones cruciales. Se puede temer que las fórmulas predeterminadas sean arbitrarias y no tengan en 
cuenta las condiciones de mercado, las circunstancias particulares de las distintas empresas ni el 
reparto de recursos efectuado por los propios directivos, lo cual llevará a un reparto del beneficio sin 
relación alguna con las circunstancias específicas que rodean la operación. Más concretamente, una 
fórmula basada en una combinación de costes, de activos, de salarios y de ventas está imputando 
implícitamente una tasa fija de beneficio por unidad monetaria, por ejemplo, dólar, franco, marco..., 
de cada elemento a todos los miembros del grupo y en todas las jurisdicciones tributarias, 
independientemente de las diferencias entre funciones, activos, riesgos y eficiencias entre los 
miembros del grupo multinacional. Estos métodos podrían, potencialmente, asignar beneficios a una 
entidad que incurriría en pérdidas si fuera una empresa independiente. 

Otra dificultad del método del reparto global según una fórmula preestablecida es el tratamiento de las 
fluctuaciones de los tipos de cambio. Aunque las fluctuaciones de los tipos de cambio puedan 
complicar la aplicación del principio de plena competencia, no tienen el mismo impacto que en la 
aplicación del método de reparto global según una fórmula preestablecida; el principio de plena 
competencia está mejor dotado para tratar con las consecuencias económicas derivadas de las 
fluctuaciones de los tipos de cambio, dado que requiere el análisis de los hechos y circunstancias 
particulares del contribuyente. Si la fórmula se basa en los costes, el resultado de aplicar el método del 
reparto global según una fórmula preestablecida sería el siguiente: en cuanto una divisa se aprecie de 
forma regular frente a otra divisa empleada por una empresa asociada en su contabilidad, una porción 
mayor de los beneficios se atribuiría a la empresa situada en el primer Estado para reflejar el 
incremento del coste de los salarios nominales debido a la fluctuación del tipo de cambio. En 
consecuencia, con el método del reparto global según una fórmula preestablecida, la evolución del tipo 
de cambio de este ejemplo conllevaría un aumento de los beneficios de la empresa asociada que opera 
con la moneda más fuerte, mientras que a largo plazo la apreciación de la divisa reduciría la 
competitividad en la exportación y presionaría los beneficios a la baja. 

Contrariamente a lo que afirman sus partidarios, el método del reparto global según una fórmula 
preestablecida puede ocasionar, de hecho, costes muy elevados de cumplimiento tributario y requisitos 
documentales difíciles de satisfacer, ya que la información debe obtenerse sobre la totalidad del grupo 
multinacional y presentarse en cada jurisdicción en su moneda nacional de acuerdo, además, con sus 
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normas fiscales y contables. Por lo tanto, la documentación y los requisitos de cumplimiento para la 
aplicación del método del reparto global según una fórmula preestablecida serían normalmente más 
gravosos que la aplicación del principio de plena competencia, que se sitúa en la óptica de empresas 
diferentes. En el método del reparto global según una fórmula preestablecida los costes se 
magnificarían aún más si todos los países no pudieran entenderse sobre los elementos de la fórmula o 
sobre el modo de evaluar esos elementos. 

Las dificultades también surgirían en la determinación de las ventas de cada miembro y en la 
valoración de los activos, por ejemplo, coste histórico o valor de mercado, especialmente en la 
valoración de los activos intangibles. Estas dificultades radicarían en la existencia de diversos criterios 
contables y múltiples unidades monetarias entre las diferentes jurisdicciones fiscales. Habría que 
armonizar dichos criterios entre todos los países si se pretende evaluar adecuadamente el beneficio del 
grupo multinacional en su conjunto. Por supuesto, alguna de estas dificultades por ejemplo, la 
valoración de activos y de intangibles también se plantea con la aplicación del principio de plena 
competencia, pero se han efectuado notables progresos en este ámbito, mientras que no se ha propuesto 
ninguna solución creíble en el método del reparto global según una fórmula preestablecida. 

El método del reparto global según una fórmula preestablecida trataría de gravar al grupo multinacional 
sobre una base consolidada, por lo que abandona el enfoque de entidad separada. En consecuencia, el 
método del reparto global según una fórmula preestablecida no puede, desde un punto de vista práctico, 
reconocer diferencias geográficas sustanciales, distintas eficiencias empresariales ni otros factores 
específicos de una empresa o de un subgrupo dentro del grupo multinacional que legítimamente 
desempeña una función en la determinación del reparto del beneficio entre empresas situadas en 
distintas jurisdicciones fiscales. En cambio, el principio de plena competencia reconoce que una 
empresa asociada puede constituir un centro de beneficios o de pérdidas separado, con características 
específicas, con la posibilidad de obtener beneficios aun cuando el resto del grupo multinacional esté 
incurriendo en pérdidas. El método del reparto global según una fórmula preestablecida carece de la 
flexibilidad necesaria para contemplar esta posibilidad adecuadamente. 

Al olvidarse de las operaciones intragrupo a efectos de cálculo de los beneficios consolidados, el 
método del reparto global según una fórmula preestablecida suscitaría interrogantes acerca de la 
oportunidad de aplicar una retención en la fuente a los no residentes para los pagos transfronterizos 
entre miembros de un mismo grupo y exigiría el abandono de cierto número de reglas incorporadas en 
los Convenios Fiscales bilaterales de doble imposición. 

A menos que incluya a todos los miembros del grupo multinacional, el método del reparto global según 
una fórmula preestablecida deberá conservar una regla del principio de entidad separada para la parte 
del grupo sujeta al reparto global y el resto del grupo multinacional. El método del reparto global según 
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una fórmula preestablecida no sirve para valorar operaciones entre el grupo sujeto al reparto global y 
el resto del grupo multinacional. Así, se observa claramente que el inconveniente de este método es 
que no ofrece una solución completa para el reparto del beneficio de un grupo multinacional mientras 
no se aplique sobre el conjunto de la empresa. Esta aplicación a escala del conjunto del grupo 
multinacional sería un reto enorme para una sola Administración tributaria, dada la dimensión y la 
envergadura de las operaciones de los grandes grupos multinacionales y la cantidad de información 
que sería requerida. En cualquier caso, el grupo multinacional también debería mantener una 
contabilidad distinta para las sociedades que no son miembros del grupo multinacional a efectos de la 
aplicación del método del reparto global según una fórmula preestablecida, aún tratándose de empresas 
asociadas a uno o varios miembros del grupo multinacional. En definitiva, muchas normas nacionales 
comerciales y contables seguirían requiriendo la aplicación del principio de plena competencia, por 
ejemplo, las aduaneras, de forma que independientemente de las normas fiscales, el contribuyente 
debería contabilizar correctamente todas las operaciones al precio de plena competencia. 
iii) Rechazo de los métodos no basados en el principio de plena competencia 

Por las razones expuestas, los países miembros de la OCDE reiteran su apoyo al consenso, que ha 
surgido de la aplicación del principio de plena competencia entre países miembros y no miembros, y 
acuerdan que debe rechazarse la alternativa teórica al principio de plena competencia representada por 
el reparto global según una fórmula preestablecida. 

4.1.5 Evaluación agregada de las operaciones vinculadas de un contribuyente 
Evaluación agregada de las operaciones vinculadas de un contribuyente 

Si un contribuyente lleva a cabo, en iguales o similares circunstancias, dos o más operaciones 
vinculadas que están íntimamente conectadas desde un punto de vista económico o que forman un 
continuo cuyo análisis no puede hacerse separadamente de una manera fiable, dichas operaciones 
pueden agregarse a fin de (i) realizar el análisis de comparabilidad y (ii) aplicar los métodos en materia 
de precios de transferencia descritos anteriormente. 

4.1.6 Rango de libre competencia 

1. El rango de libre competencia es un intervalo de indicadores financieros relevantes, por ejemplo 
precios, márgenes o porcentajes de beneficio, que se obtiene al aplicar el método en materia de precios 
de transferencia más apropiado según lo establecido en la sección 4 a un número de operaciones no 
vinculadas, cada una de ellas con un grado de comparabilidad relativamente equivalente a la operación 
vinculada de acuerdo con el análisis de comparabilidad efectuado en base a la sección 3. 



235 


2. No deberán practicarse los ajustes previstos en el párrafo 2 de la sección 1 a una operación vinculada 
o un grupo de operaciones vinculadas y agregadas cuyo indicador financiero, sujeto a verificación en 
base al método en materia de precios de transferencia más apropiada, se encuentra dentro del rango de 
libre competencia. 

3. Si el indicador financiero pertinente que resulta de una operación vinculada, se encuentra fuera del 
rango de libre competencia, la administración tributaria podrá efectuar un ajuste de acuerdo con el 
párrafo 2 de la sección 1, y dicho ajuste se deberá efectuar al punto del rango de libre competencia que 
mejor refleje las circunstancias del caso en cuestión. 

4.2 APLICACIÓN A OPERACIONES ESPECÍFICAS 
4.2.1 Servicios entre empresas asociada 

1. La remuneración por servicios suministrados entre empresas asociadas se considera conforme al 
principio de libre competencia si: 

(a) se cobra por un servicio que ha sido efectivamente prestado, 

(b) el servicio proporciona al beneficiario, o se espera que proporcione en el momento en que se presta, 
un beneficio económico o comercial que mejora su situación comercial, 

(c) se cobra por un servicio por el que una empresa independiente en circunstancias comparables 
hubiera estado dispuesta a pagar si éste hubiese sido prestado por una empresa independiente, o que 
hubiera realizado ella misma internamente, y 

(a) su importe corresponde a aquel que hubiera sido acordado por servicios comparables entre 
empresas independientes y en circunstancias comparables. 

2. La remuneración a una empresa por sus servicios no se considerará conforme al principio de libre 
competencia cuando el servicio sea prestado por una de las empresas asociadas debido a su interés en 
el capital social de uno o varios otros miembros del grupo, incluyendo los siguientes gastos incurridos 
o actividades realizadas por dicha empresa asociada: (a) los costes o las actividades asociados a la 
estructura jurídica de la sociedad matriz, tales como la organización de las juntas generales de 
accionistas de la sociedad matriz, la emisión de acciones de esta sociedad y los gastos de 
funcionamiento del consejo de administración; 

(b) los costes o las actividades relativos a las obligaciones de la sociedad matriz en materia de registro 
contable de las operaciones de la primera empresa, incluyendo la consolidación de informes; 
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(c) los costes o las actividades de obtención de fondos destinados a la adquisición de las 
participaciones, salvo si dichas participaciones son adquiridas directa o indirectamente por la 
destinataria del servicio y dicha adquisición le proporciona a la misma, o es previsible que proporcione, 
un beneficio. 

3. Cuando es posible identificar cada uno de los servicios específicos proporcionados por una empresa 
a otra empresa asociada, la determinación de si la remuneración es conforme al principio de libre 
competencia se hará de manera separada para cada servicio específico de acuerdo con las disposiciones 
de la sección 5. 

4. Cuando una empresa proporciona servicios a varias empresas asociadas y no se puede establecer 
qué servicios se han prestado a cada una de ellas, la remuneración total por dichos servicios deberá 
repartirse entre las empresas asociadas que se beneficien o esperen beneficiarse de dichos servicios de 
acuerdo con un criterio razonable de reparto. A efectos de esta disposición, se considerarán razonables 
los criterios de reparto basados en una o más variables que: (a) Tome(n) en cuenta la naturaleza de los 
servicios, las circunstancias en las cuales se prestan, y los beneficios obtenidos o que se esperan obtener 
por las partes destinatarias de los servicios, 

(b) se refiere(n) exclusivamente a operaciones no vinculadas, y no a operaciones vinculadas, y 

(c) se puede(n) medir de una forma razonablemente fiable. 


4.3 Información y comunicación 

4.3.1 Documentación sobre precios de transferencia 

1. El contribuyente debe disponer de la información y el análisis suficientes para verificar que las 
condiciones de sus operaciones vinculadas son conformes a las disposiciones del párrafo 1 de la 
sección 1. Esta información y este análisis deben proporcionarse a la administración tributaria [cuando 
sean requeridos] [dentro del plazo de 20 días después de haber sido recibida la solicitud de la 
administración tributaria]. La obligación del contribuyente de proporcionar la información y el análisis 
existe sin perjuicio de la facultad que tiene la administración tributaria para solicitar la información 
adicional que considere necesaria para el desarrollo de sus funciones en el curso de una inspección. 
[Opcional] 2. El contribuyente debe disponer de la documentación descrita en el párrafo 1 en el 
momento de presentación de la declaración fiscal. 

3. A efectos de preparar la documentación mencionada en la presente sección, se debe tener en cuenta 
la complejidad y el volumen de las operaciones. 
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4. La administración tributaria deberá disponer de la facultad de determinar, en virtud de la normativa 
aplicable, la documentación que deberá ser [preparada en el momento de presentar la declaración fiscal 
y] facilitada a las autoridades tributarias previo requerimiento. 

[Opcional] 5. Si: 

(a) Un contribuyente no cumple con las disposiciones en el [los] párrafo[s] 1 [y 2] s] relativas a la 
documentación de sus precios de transferencia dentro del plazo establecido; y 

(b) Se confirma un ajuste con relación al contribuyente de acuerdo con el párrafo 2 de la sección 1 
[superior a xxx]; 

Se podrá imponer, junto con el impuesto debido, una multa del [—] por ciento de [el impuesto 
suplementario que resulte de este ajuste] o [del importe resultante del ajuste del ingreso]. 

4.4 Procedimientos administrativos 

4.4.1 Acuerdos previos en materia de precios de transferencia 

Un acuerdo previo en materia de precios de transferencia (“APP”) es un acuerdo que establece un 
conjunto apropiado de criterios relativos, por ejemplo al método, los elementos comparables, los 
ajustes necesarios a realizar, las hipótesis claves a efectos de futuros acontecimientos para la 
determinación de los precios de transferencia durante un determinado periodo de tiempo de las 
operaciones entre empresas asociadas, antes de que éstas tengan lugar. Es el contribuyente quien inicia 
formalmente el proceso de APP y conlleva la negociación entre el contribuyente, una o más empresas 
asociadas y una o más administraciones tributarias. El objetivo del APP es proporcionar un instrumento 
adicional a los mecanismos tradicionales previstos en la normativa administrativa, judicial o en los 
tratados encaminados a solucionar las controversias en materia de precios de transferencia. Los APP 
revisten gran utilidad cuando dichos mecanismos tradicionales son insuficientes o difíciles de 
implementar. 

En 2010, aproximadamente treinta países miembros y no miembros de la OCDE, disponían de 
programas formales de APP. Algunos países se han decantado por los APP bilaterales o multilaterales 
concluidos con uno o varios otros países, y que se negocian a través del procedimiento amistoso, 
mientras que otros han implementado extensos programas de APP unilaterales, en virtud de los cuales 
la administración tributaria y el contribuyente concluyen un acuerdo sin la participación de las otras 
administraciones tributarias interesadas. Para una discusión sobre las dificultades que pueden plantear 
los AAP unilaterales en la eliminación de la doble imposición, véase el párrafo 4 de la sección 4 y la 
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Práctica n° 19 del Manual de la OCDE sobre Procedimientos Amistosos Eficaces 
(http://www.oecd.org/ctp/memap). 

La sección F del capítulo IV de las Directrices de la OCDE aplicables en materia de precios de 
transferencia ofrece una discusión sobre las ventajas y los riesgos relacionados con los APP. 
Asimismo, el anexo al capítulo IV de las Directrices de la OCDE aplicables en materia de precios de 
transferencia contiene reglas detalladas sobre cómo proceder en la negociación y conclusión de 
acuerdos previos bilaterales en materia de precios de transferencia. (Véase 
http://www.oecd.org/dataoecd/10/10/38008392.pdij.CENTRO DE POLÍTICA Y 
ADMINISTRACIÓN FISCALES Junio 2011 Página 25 

4.4.2 Legislación secundaria en materia de precios de transferencia 
Legislación secundaria 

Esta propuesta de legislación permite a las autoridades fiscales implementar el principio de libre 
competencia en sus respectivas jurisdicciones. Al mismo tiempo, estas normas conllevan unas 
obligaciones de cumplimiento para los contribuyentes. La mayoría de los países consideran útil 
complementar estas disposiciones jurídicas básicas con legislación secundaria adicional que: 

• Interprete y clarifique las disposiciones contenidas en la legislación; y 

• Proporcione a los contribuyentes y a las autoridades tributarias directrices prácticas para la aplicación 
de estas disposiciones. 

Cada país adopta un enfoque distinto en este aspecto: mientras algunos proporcionan un gran número 
de detalles en su legislación primaria, otros los incorporan en la legislación secundaria. 



CAPITULO V 


ANALISIS DE PRECIOS DE TRANSFERENCIA DE UNA EMPRESA DE 
TELECOMUNICACIONES. 

5.1 Reporte del análisis de precios de transferencia de una empresa de telecomunicaciones 

guatemalteca 

5.1.1 Resumen ejecutivo 

Este documento preparado por Abogados Independientes (AI) a solicitud de Teléfonos Móviles 
Sociedad Anónima “TELMO” o la “Compañía” presenta el rango de valores correspondiente a las 
operaciones que realizará la misma con sus partes relacionadas “operaciones intercompañía” durante 
el ejercicio fiscal 2013. 

El propósito de dicho documento es presentar el rango de valores correspondiente a los precios o 
montos de contraprestación de las operaciones sujetas a estudio, que sean consistentes con los precios 
o montos de contraprestación que obtendrían partes independientes en operaciones comparables 
realizadas bajo circunstancias similares “principio de plena competencia”. 

El análisis de las operaciones intercompañía se desarrolla conforme a las Directrices de Precios de 
Transferencia para Autoridades Fiscales y Empresas Multinacionales publicadas por la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económico “Guías de la OCDE”. 

Durante el ejercicio fiscal 2013, la principal actividad de TELMO consistirá en proporcionar la 
infraestructura y/o activos operativos empleados para la prestación de servicios de telefonía móvil 
A sus siguientes entidades relacionadas: 

• Entidad A. “TELMO “1” 

• Entidad B “TELMO “2” 

En análisis de precios de transferencia realizado a las operaciones que la Compañía llevará a 
Cabo sus partes relacionadas, dio los siguientes resultados: 

Se realizó el análisis de la operación de los activos operativos propiedad de TELMO por parte 
De las compañías relacionadas que se encargarán de prestar servicios de telefonía móvil. 

TELMO fue seleccionado como la entidad analizada, ya que en la operación mencionada es la entidad 
con menos complejidad en funciones, activos y riesgos, además de ser la entidad con propiedad de los 
activos operativos. 

La aplicación del método Margen Transaccionales de Utilidad de Operación “MTU” con el indicador 
de utilidad Retorno sobre Activos Operativos “ROA” provee una medida confiable para 
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Determinar el rango correspondiente a la rentabilidad que obtendrían entidades con actividades de 
negocio con terceros independientes similares a las que realizará TELCE1 durante el ejercicio fiscal 
2013. 

La aplicación del MTU derivó en un rango intercuartil de ROA obtenido por el promedio del 
Periodo 2010-2012 de empresas con actividades comparables el cual se ubica entre 2.33% y 
3.91% con una mediana de 3.01%. 

5.1.2 Alcance del uso del reporte 

En este documento se presentan los rangos de valores correspondientes a los precios o montos 
De contraprestación de las operaciones que realizará TELMO con sus partes relacionadas durante el 
ejercicio fiscal 2013. 

Específicamente, se analizará las operaciones que llevará a cabo TELMO con TELMO 1 y TELMO 2 
durante el ejercicio fiscal sujeto a estudio. 

Este documento es de uso exclusivo de TELMO y se ha realizado bajo los lincamientos establecidos 
por las Guías de la OCDE. Aparte de determinar el rango de valores consistente con los montos o 
precios de contraprestación que obtendrían partes independientes en operaciones comparables, este 
documento no emite juicio alguno sobre el tratamiento fiscal, caracterización, retención, deducibilidad, 
etc. o comercial impuesto sobre transferencias de bienes industrializados, aranceles, etc. de las 
operaciones evaluadas. 

Los resultados del análisis que se presentan en este documento se basan en información obtenida tanto 
de fuentes públicas externas como directamente de TELMO. Dicha información se considera confiable 
pero no ha sido verificada y/o auditada por La Superintendencia de Administración Tributaria. Por lo 
tanto, las conclusiones del análisis dependen de la precisión y confiabilidad de los registros y demás 
información proporcionada por la Compañía. 

5.1.3 Descripción de la Compañía y entidades relacionadas 
A. TELMO Sociedad Anónima. 

TELMO comenzó sus operaciones el 1 de noviembre de 2000 en la Cuidad de Guatemala siendo su 
principal actividad comercial proporcionar servicios de telefonía móvil, compra, venta y distribución 
de aparatos celulares, así como de ser la única compañía autorizada para proporcionar dichos servicios 
en el territorio nacional hasta el año 2025. 

Sin embargo, derivado de la apertura en el mercado de las telecomunicaciones, diferentes compañías 
internacionales obtuvieron licencias para poder operar en el territorio guatemalteco. 
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De esta forma, al mercado se incorporaron Telemóvil de Guatemala, la cual operó bajo la marca TELE 
Digital hasta el año 2004 cuando cambió su nombre a TELEMAS y TELEFONOS de 
Guatemala, la cual operó a bajo la marca TELEFONOS GUATEMALTECOS hasta el año 2005 
cuando cambió su nombre a TELEGUATE. Por su parte, en el año 2000 TELMO se constituye como 
la primera compañía en brindar servicios de telefonía prepago en Guatemala, ofertando los mismos a 
través de la marca TELMO realizando una reestructuración corporativa. 

B. Entidades Relacionadas en Guatemala 

1. Distribuidoras de Servicios de Telefonía Móvil 

Como consecuencia de la reestructura de TELMO, en 2010 se incorporan TELMO 1 Y TEMLO 2, 
comenzando de esta forma un proceso de transición mediante el cual TELMO transferirá gran parte de 
sus funciones a las entidades mencionadas en el presente inciso. Dicho proceso deberá concluir a su 
vez durante el siguiente año, con la incorporación de TELMO 1 Y TELMO 2, quienes estarán 
encargadas de proporcionar y distribuir los servicios de telefonía móvil “pre-pago” dentro del territorio 
nacional. 

Las operaciones de estas compañías estarán segmentas por zonas geográficas, correspondientes al 
territorio guatemalteco, donde TELMO 1 estará encargada atender asuntos administrativos, y TELMO 
2 deberá atender la operación de comunicación. 

PRECIOSDETRANSFERENCIA 
ABOGADOS INDEPENDIENTES 

Por su parte, el segmento de negocios de telefonía internacional estará a cargo de TELMO 2 quien 
estará enfocada en las interconexiones con los diferentes operadores internacionales. 

Para llevar a cabo su actividad de negocios, la Distribuidora recibirá servicios administrativos 
Y profesionales de parte de su entidad relacionada TELMO 1 y la infraestructura necesaria de los 
Activos operativos por parte de TELMO. 

C. Estructura de la Tenencia Accionaria de TELMO 

A continuación se presenta la estructura de la tenencia accionaria de COMCEL a partir del año 
2010 . 

99% 1% 

Fuente: Información proporcionada por la Compañía. 


5.1.4 Análisis funcional 
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A. Funciones 

Como se mencionó anteriormente, durante el ejercicio fiscal 2013, la principal actividad comercial 
De TELMO consistirá en proporcionar la infraestructura de activos requerida por sus entidades 
relacionadas encargadas de prestar servicios de telefonía móvil en el territorio nacional. 

1. Uso de la Infraestructura 

En concordancia con lo mencionado en el punto anterior, TELMO será la entidad dentro del grupo 
poseedora de los equipos, redes, plataformas e interconexiones que emplearán las entidades 
relacionadas que estarán encargadas de prestar servicios de telefonía móvil, para llevar a cabo su 
actividad de negocio. Por lo a tanto, la Compañía deberá recibir una contraprestación de las entidades 
mencionadas correspondiente al uso de dicha infraestructura. 

Para la determinación de la contraprestación mencionada, TELMO tomará como base la utilidad 
operativa que estima obtener por su actividad de negocio, dicha utilidad dependerá de los costos 
Incurridos por la misma, los cuales estarán principalmente constituidos por el mantenimiento y la 
depreciación de la infraestructura empleada en relación a los activos operativos empleados constituidos 
principalmente por los equipos, plataformas, redes y demás activos relacionados, empleados por la 
entidad distribuidora y prestadoras de servicios de telefonía móvil. 

Por su parte, para la distribución del monto de contraprestación entre las diferentes entidades 
Beneficiarias TELMO 1 Y TELMO 2, se empleará un método de asignación indirecta. Los 
fundamentos empleados por TELMO están basados en lo establecido en esta materia por las Guías de 
la OCDE para la utilización de dicho método y se exponen con mayor detalle en el Anexo A del 
presente informe. 

A continuación, se presenta en forma gráfica el esquema mediante el cual COMCEL otorgará el 
Uso de los activos y/o infraestructura para que las que sus entidades relacionadas lleven a cabo la 
prestación y distribución de servicios telefonía móvil. 

5.1.5 Análisis de precios de transferencia 
V. Análisis de Precios de Transferencia 
A. Selección del Método 

Las Guías de la OCDE establecen que la selección del método más apropiado se basa en la 
determinación de la metodología bajo la cual los hechos y circunstancias de la operación sujeta a 
Estudio provean la medida más confiable para analizar si las operaciones se realizan en términos 
Consistentes con los que hubieran establecido partes independientes en operaciones comparables bajo 
circunstancias similares. En general, las Guías de la OCDE sugieren ciertos factores que deben tomarse 
en consideración para la selección del método de precios de transferencia: 
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1. El método de precios de transferencia que mejor refleje la realidad económica de la 
Operación; 

2. Que el método sea compatible con la estructura comercial y de negocios; 

3. Que pueda ser aplicado utilizando la información más confiable; 

4. Que considere el grado más alto de comparabilidad; y 

5. Que requiera la menor cantidad de ajustes para incrementar la comparabilidad. 

De acuerdo a lo anterior, se revisó la aplicabilidad de los métodos tomando en cuenta los factores 
arriba mencionados. De esta forma, para determinar el rango de valores correspondiente a los precios 
o montos de contraprestación que utilizaría partes independientes en operaciones comparables al 
arrendamiento de equipos y redes que concederá TELMO a sus partes relacionadas, durante el ejercicio 
fiscal 2013, se podrán aplicar cualquiera de los siguientes métodos: 

• Precio Comparable “PC” 

• Precio de Reventa “PR” 

• Costo Adicionado “CA” 

• Partición de Utilidades “PU” 

• Residual de Partición de Utilidades “RPU” 

• Márgenes Transaccionales de Utilidad de Operación “MTU” 

Esta sección analiza la evaluación y posterior aceptación de los métodos que se determinen apropiados 
para el análisis de las operaciones sujetas a estudio, asimismo se exponen los motivos por los que otros 
métodos se consideraron inconvenientes. 
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B. Determinación del Método más Apropiado 
1. Métodos Rechazados 

1.1 Precio Comparable “PC” 

La aplicación de este método consiste en comparar los precios pactados entre partes relacionadas por 
la enajenación de un bien o la prestación de un servicio con los precios pactados entre partes 
independientes bajo circunstancias similares. El nivel de comparabilidad requerido para la aplicación 
de este método es muy rígido. Factores para determinar el grado de comparabilidad son: el volumen, 
la calidad, el nivel de mercado, el mercado geográfico, el tiempo y las alternativas comerciales 
efectivamente viables para ambas partes. Diferencias menores son aceptables siempre y cuando se 
puedan realizar ajustes. 

Derivado a que no existieron operaciones con o entre empresas independientes que fueran lo 
suficientemente comparables a las que se efectuarán entre TELMO y sus entidades relacionadas, el 
método de PC no es el método más apropiado para determinar si los precios o montos de 
contraprestación en la operación analizada son consistentes con los precios o montos de 
contraprestación que se obtienen en operaciones comparables internas entre partes independientes 
realizadas bajo circunstancias similares 

De igual forma, debido a que la Compañía no realizará operaciones similares con terceros 
independientes a la que llevará a cabo con sus entidades relacionadas y viceversa, no fue posible 
identificar operaciones que pudieran considerarse comparables a la operación sujeta a estudio y aplicar 
el PC. 

1.2 Precio de Reventa “PR” 

El PR no fue seleccionado para realizar el análisis de la rentabilidad que debería obtener TELMO por 
otorgar el uso de infraestructura a sus partes relacionadas, debido a que su aplicación es más confiable 
cuando la operación sujeta a estudio consiste únicamente en la reventa de productos o servicios sin 
agregar ningún valor. Adicionalmente, El PR utiliza un indicador de utilidad a nivel bruto, por lo que 
la utilización de este método es sensible a la calidad, consistencia y precisión de la información de las 
compañías con operaciones comparables. 

1.3 Costo Adicionado “CA” 

Este método es aplicable para analizar las operaciones en las que se pretende conocer la correcta 
determinación del ingreso derivado de venta de productos o por servicios proporcionados a una parte 
relacionada. 
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1 Párrafos 2.14 y 2.20 de las Guías de la OCDE. 

PRECIOSDETRANSFERENCIA 
ABOGADOS INDEPENDIENTES 

De igual forma, el CA utiliza un indicador de utilidad a nivel bruto, por lo que la utilización de este 
método es sensible a la calidad, consistencia y precisión de la información de compañías con 
operaciones comparables. 

En este caso TELMO otorgará el uso de infraestructura en donde para conocer la correcta aplicación 
del ingreso, se necesitan considerar elementos como los activos operativos de la Compañía, elemento 
que no se toma en cuenta al utilizar el método CA. Por lo anterior, el CA no 
Fue seleccionado para llevar a cabo el análisis correspondiente. 

1.4 Partición de Utilidades “PU” y Residual de Partición de Utilidades “RPU” 

La aplicación del PU y RPU se rechazó debido a que estos métodos generalmente se aplican para 
analizar operaciones que involucran propiedad de activos intangibles no rutinarios y se cuenta con el 
nivel de detalle necesario de la información financiera de todas las empresas que interviene en la 
operación. Debido a lo anterior este método no fue seleccionado para el análisis. 

2. Método Seleccionado 

2.1. Márgenes Transaccionales de Utilidad de Operación “MTU” 

El MTU compara el margen de rentabilidad de la empresa evaluada y de las comparables a partir de 
ciertos indicadores de utilidad como el retorno sobre activos, margen de operación a ventas margen 
operativo, margen de operación a costos y otros indicadores. Dichos indicadores están menos influidos 
por diferencias en precios y son más tolerantes para algunas diferencias funcionales entre empresas 
relacionadas e independientes que los márgenes de utilidad bruta que consideran el PR y el CA. Las 
diferencias en funciones entre las empresas comparadas generalmente reflejan diferencias en gastos 
de operación. Por lo tanto, las empresas pueden tener variaciones importantes en sus márgenes de 
utilidad bruta y de todas maneras tener, en términos generales niveles similares de utilidades 
operativas. 

Derivado de lo anterior, se concluyó que el MTU es el método más adecuado para la determinación 
del rango de precios o montos de contraprestación que obtendrían compañías con operaciones 
comparables a aquella que llevarán a cabo TELMO con sus entidades relacionadas, durante el ejercicio 
fiscal 2013. 

2 Párrafo 2.39 de las Guías de la OCDE. 

3 Párrafo 3.5 de las Guías de la OCDE. 

4 Párrafos 3.26 y 3.34 de las Guías de la OCDE. 

PRECIOSDETRANSFERENCIA 
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ABOGADOS INDEPENDIENTES 
3. Aplicación del MTU 

3.1. Entidad bajo análisis 

Para llevar a cabo el análisis, se consideró a TELMO como la parte analizada, debido a que es la 
entidad en la que es posible identificar claramente las funciones, activos y riesgos asumidos en la 
operación intercompañía, además de ser la entidad que llevará a cabo la operación de arrendamiento y 
que cuenta con la información financiera disponible y más confiable para el análisis. 

3.2. Selección del periodo a evaluar 

En el análisis económico se utilizó información financiera de las empresas con actividades 
Comparables a las que realizará TELMO durante el ejercicio fiscal 2013 correspondiente al 
Periodo comprendido entre los ejercicios 2010 y 2012. 

3.3. Operaciones Comparables 

La estrategia de búsqueda consistió en identificar información financiera de compañías públicas con 
actividades similares a la que realizará TELMO durante el ejercicio fiscal sujeto a estudio. 

En primera instancia se intentó localizar información financiera de compañías con actividades 
comparables en el mercado latinoamericano. Sin embargo, únicamente se encontró información 
pública correspondiente a conglomerados económicos dedicados a ejecutar actividades negocios 
diversas, imposibilitando de esta forma la obtención de información financiera confiable y que 
correspondiese exclusivamente a la actividad que realizará TELMO. Por lo tanto, se descartó esta 
estrategia y se procedió a localizar compañías que mostraran información pública en el mercado 
internacional. 

La búsqueda de compañías comparables internacionales se orientó en identificar compañías 
estadounidenses y canadienses, debido a que es más confiable obtener información financiera y de 
negocios de estas empresas. La información sobre compañías públicas internacionales se obtiene de 
diversas fuentes de información o bases de datos. Para el caso del presente análisis, se utilizó el 
programa Research Insighta de Standard and Poor ’sá. Este programa hace uso de la base de datos 
internacional Compustata. 

La búsqueda se enfocó en identificar empresas con actividades similares a la que realizará TELMO 
durante el ejercicio fiscal 2013. Para tales efectos, se utilizaron como referencia los Códigos de 
Clasificación Industrial Estándar del Departamento de Comercio de los Estados Unidos. (SIC5, por 
sus siglas en inglés). 

5 Standard Industry Code. 

PRECIOSDETRANSFERENCIA 
ABOGADOS INDEPENDIENTES 
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La siguiente tabla resume la lista de los códigos SIC seleccionados para la búsqueda de compañías con 
actividades comparables a las que realizará TELMO durante el ejercicio fiscal 2013: 

Cuadro 2: 

Códigos SIC seleccionados para el análisis de la actividad comercial que realizará TELMO 
durante el ejercicio fiscal 2013 

7359 EQUIPMENT RENTAL AND LEASING 
4899 COMUNICACION SERVICES 

La búsqueda con estos códigos dio como resultado un total de 60 compañías con actividades 
potencialmente comparables. La siguiente etapa del proceso consistió en aplicar criterios cuantitativos 
y cualitativos para eliminar de la muestra original aquellas empresas que no fueran lo suficientemente 
comparables. Dichos criterios se presentan a continuación: 

Criterios Cuantitativos: 

• La compañía no presenta información financiera o de negocios. 

• La compañía presenta pérdidas operativas por más de dos años consecutivos. 

Criterios Cualitativos: 

• La compañía lleva a cabo actividades comerciales diferentes. 

• La compañía realiza funciones no comparables p.e. compañías con funciones significativas de 
investigación y desarrollo, distribuidores, servicios de desarrollo de productos, etc. 

• La compañía se encuentra en una etapa diferente de negocios p.e. compañías en proceso de 
reestructura o de adquisición, etc. 

• La Compañía se encuentra en un proceso de bancarrota bajo el capítulo 11 de la SEC. 

• La compañía se eliminó por otras razones p.e. subsidiarias de otras compañías activas, obtiene 
ingresos provenientes de partes relacionadas, etc. 

PRECIOSDETRANSLERENCIA 

ABOGADOS INDEPENDIENTES 
Cuadro 3: 

Resumen de la Estrategia de Búsqueda 


60 17 40 3 

3.4. Empresas con operaciones comparables 
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A partir de los criterios de rechazo señalados anteriormente, las siguientes compañías fueron 
seleccionadas como empresas con actividades comerciales comparables a las que realizará TELMO 
durante el ejercicio fiscal 2013. 

• AMERICAN TOWER CORP 

• CROWN CASTLE INTL CORP 

• SBA COMMUNICATIONS CORP 

El apéndice B contiene un resumen de la descripción de negocios de cada una de las empresas 
seleccionadas como comparables. 

3.5. Ajuste por diferencias en ciclos de negocios 

Una vez obtenidas las empresas con actividades comerciales similares y sus estados financieros, se 
decidió llevar a cabo ajustes por diferencias en ciclos de negocios con la finalidad de incrementar el 
nivel de comparabilidad entre la Compañía y las empresas mencionadas, y construir una muestra de 
empresas comparables. 

De esta forma, se utilizó información financiera de las compañías comparables para un periodo de tres 
años, de manera que se eliminen, o al menos traten de minimizarse, las posibles oscilaciones o 
circunstancias excepcionales que pudieran haber ocurrido en uno de los años 
Utilizados como base de comparación. 

6 Párrafo 1.50 de las Guías de la OCDE. 

PRECIOSDETRANSFERENCIA 
ABOGADOS INDEPENDIENTES 

3.6. Indicador de utilidad 

El Retorno sobre activos o “ROA”, por sus siglas en inglés, es un indicador apropiado para el análisis 
de las actividades comerciales que realizará TELMO durante el ejercicio fiscal 2011. 

Por su parte, dicho indicador es igual a la utilidad de operación dividida entre los activos operativos. 
Activos Operativos 
Utilidad Operativa 
ROA □ 

3.7. Rango Intercuartil 

De la aplicación del MTU se puede obtener un rango de ROA, cuando existan dos o más compañías 
con operaciones comparables. El siguiente cuadro presenta dicho rango. 

Cuadro 4: 

Rango intercuartil de ROA con actividades comerciales comparables a las realizadas por 
TELMO durante el ejercicio fiscal 2011 (2010-2012) 
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AMERICAN TOWER CORP 6.24% 4.82% 3.43% 4.80% 

CROWN CASTLE INTL CORP 3.12% 2.75% 3.19% 3.01% 

SBA COMMUNICATIONS CORP 1.81% 1.56% 1.52% 1.65% 

Rango Intercuartil Promedio 

Cuartil Inferior 2.46% 2.15% 2.35% 2.33% 

Mediana 3.12% 2.75% 3.19% 3.01% 

Cuartil Superior 4.68% 3.78% 3.31% 3.91% 

Fuente: Research Insight© 

5.2 Caso práctico 

3.8. Resultado 

El rango intercuartil de ROA obtenido por las compañías con actividades de negocio comparables a 
las que llevará a cabo TELMO durante el ejercicio fiscal 2013, se ubica de 2.33% a 3.91% con una 
Mediana de 3.01%. 

De acuerdo a los resultados anteriores, TELMO debería obtener durante el ejercicio fiscal 2011 un 
ROA de entre 2.33% y 3.91% para que los montos de contraprestación pactados en su actividad de 
otorgamiento del uso de activos e infraestructura a sus entidades relacionadas, sean consistentes con 
los montos pactados por empresas independientes en operaciones comparables. 

En adición, TELMO deberá obtener un ROA cercano al valor de la mediana del rango (3.01%), ya que 
cualquier cambio en la muestra de comparables podría mover el mencionado rango, o por otro lado, el 
rango podría verse afectado si se aplican ajustes a las compañías con operaciones comparables 
utilizando la información financiera real de COMCEL para el ejercicio fiscal 2013. 

ANEXOS 

A 

Apéndice A 

Determinación del método empleado para la asignación del cargo 
Intercompañía de acuerdo con lo establecido en las Guías de la OCDE. 
PRECIOSDETRANSFERENCIA 
ABOGADOS INDEPENDIENTES 
1. Servicios Intragrupo 

El Capítulo VII de las Guías de la OCDE explora los aspectos de precios de transferencia que deben 
considerarse para determinar los servicios proporcionados por miembros de un mismo grupo de 
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empresas a otros miembros de ese grupo, así como las contraprestaciones adecuadas, entre otros 
aspectos importantes. 

La mayor parte de grupos multinacionales cuentan con una amplia gama de servicios disponibles para 
sus miembros, como servicios administrativos, financieros, técnicos, comerciales, de 
telecomunicaciones, entre otros. Los servicios intragrupo varían considerablemente entre un grupo y 
otro, así como también el grado en que estos servicios proporcionan un beneficio. Cada caso depende 
de sus propios hechos y circunstancias y los arreglos dentro del grupo. 

Dos aspectos principales son considerados en el análisis de los precios de transferencia intragrupo. El 
primero se refiere a verificar si efectivamente se han otorgado los servicios y el segundo a determinar 
un cargo razonable por dichos servicios para fines fiscales de acuerdo con el principio de plena 
competencia. 

i) Determinar si se han efectuado servicios entre empresas del grupo 

Conforme con el principio de plena competencia, la pregunta de si un servicio fue prestado entre partes 
relacionadas debe depender de que una empresa independiente en circunstancias comparables hubiera 
estado dispuesta a pagar dicha actividad si ésta hubiera sido efectuada por una empresa independiente 
o si hubiera efectuado la actividad internamente. Si la actividad no es una por la cual la empresa 
independiente hubiera estado dispuesta a pagar o a efectuar internamente, la actividad normalmente 
no debe de ser considerada como un servicio entre empresas del grupo bajo el principio de plena 
competencia. El servicio prestado debe proporcionar un valor económico para mejorar la posición 
comercial de quien lo recibe. 

Existen casos cuando una empresa efectúa actividades que están relacionadas a más de un miembro de 
un grupo o al grupo como un todo. Desde un punto de vista limitado, la actividad entre miembros del 
grupo puede ser efectuada aunque esos miembros del grupo no necesiten esa actividad y no hubieran 
estado dispuestos a pagarla si hubieran sido empresas independientes. En los casos en los que un 
miembro del grupo preste un servicio a uno o más miembros del mismo, únicamente debido a su interés 
accionario en estos, la actividad no justificaría un cargo para las compañías receptoras del servicio, ya 
que los miembros del grupo no necesitan esa actividad. 

Las siguientes son algunas de las actividades de accionistas, contempladas en las Guías de la OCDE8: 

7 Párrafo 7.5 de las Guías de la OCDE. 

8 Párrafo 7.10 de las Guías de la OCDE. 

PRECIOSDETRANSFERENCIA 
ABOGADOS INDEPENDIENTES 

Costos de actividades relacionadas con la estructura legal del propio corporativo, tales como asambleas 
de directores del corporativo, emisión de acciones y costos de la junta de supervisión; Costos 
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relacionados con los requisitos de reporte del corporativo, que incluye la consolidación de reportes; y 
Costos de obtención de fondos para la adquisición de su participación. 

Actividades que pudieran relacionarse al grupo como un todo son aquellas concentradas en la tenedora 
o en un centro de servicios de la tenedora y que proporcionan servicios al grupo. Las actividades que 
se centralicen dependerán del tipo de negocio y de la estructura organizacional del grupo, pero 
generalmente podría incluir servicios administrativos como planeación, coordinación, control 
presupuestal, asesoría financiera, contabilidad, auditoría, aspectos legales, factoraje, servicios de 
computación; servicios financieros como la supervisión de los flujos de caja y la solvencia, aumentos 
de capital, negociación de préstamos, administración relacionada a intereses y riesgos por tipo de 
cambio, reprogramación de adeudos; apoyo técnico en los campos de producción, compras, 
distribución y comercialización; y servicios como reclutamiento y capacitación. Los centros de 
servicio de los grupos frecuentemente llevan a cabo actividades de investigación y desarrollo, o 
administran y protegen la propiedad intangible para todo el grupo multinacional o para parte. Este tipo 
de actividades normalmente se considerarán servicios entre empresas del grupo porque son el tipo de 
actividades que las empresas independientes estarían dispuestas a pagar o a efectuarlas ellas mismas. 
Por último, es importante mencionar que en el tema de servicios intragrupo, el hecho que un pago fue 
efectuado a una empresa por supuestos servicios puede ser útil en la determinación si esos servicios 
realmente fueron proporcionados, pero la mera descripción de un pago como por ejemplo “honorarios 
gerenciales” no debe de esperarse que sea considerada como una evidencia a primera vista de que esos 
servicios fueron proporcionados. Al mismo tiempo, la ausencia de pagos o acuerdos contractuales no 
conduce automáticamente a la conclusión de que no se prestaron servicios dentro del grupo, 
ii) Determinar un cargo que cumpla con el principio de plena competencia 

Lina vez determinado que se ha efectuado un servicio intragrupo, es necesario, al igual que para otros 
tipos de transferencias intragrupo, determinar si el cargo cumple con el principio de plena competencia. 

Identificación de acuerdos reales para cargos por servicios intragrupo 

Las Guías de la OCDE establecen dos tipos de métodos para determinar el cargo hecho por los 
servicios intragrupo. Dichos métodos son el cargo directo y el de cargo indirecto. 

El método de cargo directo, cuando el prestador del servicio cobra a sus partes relacionadas por 
servicios específicos, es de gran utilidad práctica para las administraciones fiscales, ya que les permite 
identificar fácilmente el servicio efectuado y la base del pago. 
PRECIOSDETRANSFERENCIA 
ABOGADOS INDEPENDIENTES 

En muchas ocasiones es difícil de aplicar este método de cargo directo, por lo que esos grupos han 
desarrollado otros métodos para cargar por los servicios que proporcionan las compañías tenedoras o 
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centros de servicios al grupo. En estos casos, la práctica de grupos multinacionales para cargos por 
servicios a empresas del grupo es frecuentemente efectuar acuerdos que son: a) fácilmente 
reconocibles pero no están basados en el método de cargo directo; o b) no son fácilmente reconocibles 
y están incorporados en los cargos con otras transferencias, asignados a los miembros del grupo sobre 
alguna base, o en algunos casos no asignados a los miembros del grupo. 

En esos casos, los grupos multinacionales pueden descubrir que tienen pocas alternativas para no usar 
la asignación de costos y métodos de prorrateo que en ocasiones requieren un cierto grado de 
estimación o aproximación, como base para calcular el cargo a valor de mercado. Esos métodos 
generalmente se conocen como métodos indirectos y deben de ser permitidos siempre y cuando se le 
dé el suficiente valor a los servicios que se proporcionan a los destinatarios y se tome en consideración 
el grado en que servicios comparables son proporcionados por empresas independientes. 

Mientras que todo intento debe ser efectuado para hacer un cargo equitativo por el servicio 
proporcionado, cualquier cargo debe estar apoyado por un beneficio previsible reconocible y 
razonable. Cualquier método de cargo indirecto debe tomar en consideración las características 
comerciales del caso individual, es decir, la asignación de cargos tiene sentido bajo las circunstancias, 
incorpora protecciones contra la manipulación, está estructurada de acuerdo con los principios de 
contabilidad aceptados, y permite efectuar cargos y asignaciones de costos que son adecuadas con los 
beneficios reales o esperados por quien recibe el servicio. 

En algunos casos, un método de cargo indirecto puede ser necesario debido a la naturaleza del servicio 
proporcionado. En estos casos, el cargo podría determinarse mediante asignación de los costos que no 
pueden asignarse directamente entre todos los beneficiarios potenciales. Para cumplir con el principio 
de valor de plena competencia, el método de asignación escogido debe ser consistente con lo que 
empresas independientes comparables hubieran estado dispuestas a aceptar. 

Cuando un método de cargo indirecto es utilizado, la relación entre el cargo y los servicios 
proporcionados puede ser poco clara y ser difícil de evaluar el beneficio proporcionado. Pudiera 
significar que la empresa a la cual se le hace un cargo por servicio no hubiera relacionado el cargo con 
el servicio. Por consiguiente existe un riesgo mayor de doble tributación porque será más difícil 
establecer la deducción por costos incurridos por cuenta de los miembros del grupo cuando el pago no 
puede ser fácilmente identificado, o para el receptor del servicio establecer 

Un ejemplo ocurre cuando la proporción del valor de los servicios proporcionados a las diversas 
entidades relevantes no puede ser cuantificado excepto sobre una base aproximada o estimada. Este 
problema puede ocurrir, por ejemplo, cuando las actividades de promoción de ventas están 
centralizadas, por ejemplo las ferias internacionales, en la prensa internacional, o a través de otras 



253 


campañas de publicidad centralizadas, que puedan influir en la cantidad de bienes producidos o 
vendidos por un número de afiliadas. 

Guías de la OCDE, ( J[ 7.24. 

PRECIOSDETRANSFERENCIA 
ABOGADOS INDEPENDIENTES 

Una deducción por cualquier cantidad pagada si no puede demostrar que el servicio se proporcionó. 
Cálculo de la compensación de acuerdo con el principio de plena competencia 

Para establecer el precio que cumpla con el principio de plena competencia con relación a los servicios 
intragrupo, se deben de considerar las perspectivas tanto del prestador de servicios como de quien los 
recibe. Las consideraciones relevantes desde el punto de vista de quien recibe los servicios es de cuánto 
estaría dispuesto a pagar por ese servicio en circunstancias comparables una empresa comparable 
independiente, y desde el punto de vista del proveedor es cuál es el costo en el que incurre por prestar 
el servicio. 

El método para determinar los precios de transferencia de acuerdo con el principio de plena 
competencia para los servicios intragrupo debe determinarse de conformidad con las directrices que 
se establecen en el Capítulo I de las Guías de la OCDE. Las Guías de la OCDE establecen que un 
método de precio comparable no controlado es probable que sea usado cuando existe un servicio 
comparable proporcionado entre empresas independientes en el mercado del destinatario, o por la 
empresa asociada proporcionando los servicios a una empresa independiente en circunstancias 
comparables. Asimismo, un método de costo más margen es probable que sea apropiado en la ausencia 
de un método de precio comparable no controlado cuando la naturaleza de las actividades en cuestión, 
activos usados, y riesgos asumidos son comparables a los efectuados por empresas independientes. 

2. Determinación del Cargo Intercompañía de Acuerdo a lo Establecido en Las Guías de la 
OCDE 

Como se mencionó anteriormente, las Guías le otorgan prioridad a la utilización de métodos de 
asignación de cargos directos, aquellos donde se registra el trabajo efectuado y el costo 
correspondientes a los mismos, sin embargo, las mismas consideran a su vez que dichos métodos 
pueden ser empleados principalmente en aquellos casos en que la compañía cuente con la información 
necesaria para su aplicación especialmente cuando los cargos correspondan a operaciones realizadas 
tanto con entidades relacionadas como con terceros independientes. 

De igual forma, en las mismas también se menciona que pueden presentarse limitaciones de parte de 
las empresas para la aplicación efectiva de dichos métodos. En concordancia con lo anterior, el párrafo 
7.21 de las Guías de la OCDE establece que: 
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“...Un grupo multinacional frecuentemente debe ser capaz de adoptar acuerdos de cargo directo, 
especialmente cuando servicios similares a los efectuados con empresas asociadas son 
proporcionados a partes independientes. Si los senñcios específicos son proporcionados no solo a 
compañías asociadas, sino también a empresas independientes de una manera comparable y como 
una porción importante de su actividad, se podría suponer que la multinacional tiene la capacidad 
para demostrar una base independiente por el cargo efectuado, es decir, registrando el trabajo 
efectuado y el costo por los contratos con terceras partes. Como resultado, a las Guías de la OCDE, 
f 7.31. 

PRECIOSDETRANSFERENCIA 
ABOGADOS INDEPENDIENTES 

Las multinacionales en tales casos se les recomiendan que adopten el método de cargo directo en 
relación a sus transacciones con empresas asociadas. Se acepta, sin embargo, que este enfoque no 
siempre es apropiado si, por ejemplo, los servicios a terceras partes son ocasionales o marginales... ” 
De esta forma, en aquellos casos en que no puedan ser empleados métodos de asignación directa, las 
mencionadas guías establecen otras opciones que pueden ser utilizadas por las empresas, las cuales se 
fundamente en métodos indirectos, basados principalmente en la utilización de estimaciones o 
aproximaciones para la determinación del cargo. De acuerdo con lo anterior, el párrafo 7.23 de las 
Guías de la OCDE establece que: 

“... los grupos multinacionales pueden descubrir que tienen pocas alternativas para no usar la 
asignación de costos y métodos de prorrateo que en ocasiones requieren un cierto grado de estimación 
o aproximación, como base para calcular el cargo arm’s length... Esos métodos generalmente se 
conocen como métodos indirectos y deben de ser permitidos siempre y cuando se le dé el suficiente 
valor a los senñcios que se proporcionan a los destinatarios y se tome en consideración el grado en 
que senñcios comparables son proporcionados por empresas independientes... ” 

3. Método Empleado por las Entidades Relacionadas para la Asignación de Los Cargos 
Intercompañía a las Diferentes Distribuidoras 

De acuerdo con lo mencionado en las Guías de la OCDE, se consideró que la utilización de un método 
de asignación indirecta era más apropiada para la determinación de los cargos intercompañía que se 
generarán de la relación entre TELMO y sus entidades relacionadas, por la infraestructura que les 
proporcionará la primera. Esto debido a que se dificulta el empleo de un método de asignación directa 
debido a los problemas que se presentan para establecer un sistema que permita contabilizar la 
utilización individual de la infraestructura proporcionada por TELMO, es decir, las usuarias de los 
activos los emplearán de manera simultánea y utilizando la totalidad del equipo dispuesto, 
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imposibilitando de esta forma desagregación de dicho cargo en unidades de tiempo, espacio u otro 
indicador capaz de ser constatado de forma tangible. 

En este sentido, el párrafo 7.24 de las Guías de las OCDE establece algunos casos en los cuales las 
empresas pueden emplear métodos de asignación de cargos indirectos. Lo contemplado en dicho 
párrafo se expone a continuación. 

“En algunos casos, un método de cargo indirecto puede ser necesario debido a ¡a naturaleza del 
serx’icio proporcionado. Un ejemplo ocurre cuando la proporción del valor de los servicios 
proporcionados a las diversas entidades relevantes no puede ser cuantificado excepto sobre una base 
aproximada o estimada... Otro caso es cuando un registro individual de los servicios relevantes 
proporcionados a cada beneficiario implicaría una carga de trabajo administrativo desproporcionada 
en relación a la actividad en sí. En esos casos, el cargo debe de ser determinado con referencia a la 
asignación del costo entre todos los beneficiarios potenciales debido a que no pueden ser cargados 
en forma directa, es decir, los costos que no pueden ser asignados específicamente a los beneficiarios 
reales de los diversos servicios... ” 

PRECIOSDETRANSFERENCIA 
ABOGADOS INDEPENDIENTES 

Por su parte, para la aplicación de un método de asignación indirecta, es necesario determinar la base 
sobre la cual se realizará la estimación, de esta forma, el párrafo 7.25 de las Guías de la OCDE 
establece que: 

" ...La asignación puede estar basada en la rotación, en el personal empleado, o en cualquier otra 
base. El que el método sea apropiado puede depender de la naturaleza y uso del servicio... ”En lo que 
respecta al cargo por el uso de infraestructura, se decidió emplear el monto correspondiente a las ventas 
que realizarán cada una de las entidades distribuidoras y prestadoras de servicios de telefonía móvil 
TELMO 1 Y TELMO 2, como base para la estimación del cargo intercompañía. Esto debido a que los 
ingresos de dichas entidades dependerán directamente de la cantidad de tiempo aire que venda cada 
una, el cual estará determinado a su vez de manera proporcional por la infraestructura requerida para 
la prestación del servicio. 

Apéndice B 

Descripción de Negocios de Empresas con Actividades Comparables a Las que Realizará 
TELMO durante el Ejercicio Fiscal 2013 
PRECIOSDETRANSFERENCIA 
ABOGADOS INDEPENDIENTES 

AMERICAN TOWER CORP 
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American Tower Corporation, together with its subsidiaries, operates as a wireless and broadcast 
Communications infrastructure company. It owns, manages, develops, and leases wireless and 
broadcast Communications tower sites. The company's Rental and Management segment engages in 
Communications site leasing business, which ineludes the operation of wireless Communications 
towers, broadcast Communications towers, and distributed antenna system (DAS) networks. This 
segment also manages rooftop and tower sites for property owners in the United States, México, and 
Brazil. Its NetWork Development Services segment offers tower-related Services, including site 
acquisition, zoning and permitting Services, and structural analysis Services. As of December 31, 2010, 
the company had a portfolio of approximately 19,600 wireless and broadcast tower sites in the United 
States; and approximately 4,000 wireless and broadcast tower sites in México, Brazil, and India. It also 
operated approximately 170 DAS networks in malls, casinos, and other in-building applications in the 
United States and México. The company was founded in 1995 and is headquartered in Boston, 
Massachusetts. Copyright 2009 The McGraw-Hill Companies Inc. All rights reserved. 

CROWN CASTLEINTL CORP 

Crown Castle International Corp., through its subsidiaries, engages in the ownership, operation, and 
leasing of towers and other Communications structures primarily in the United States and 
internationally. The company primarily leases and licenses antenna space of its towers to wireless 
communication companies. It also offers network Services, such as antenna installations and 
subsequent augmentation, network design and site selection, site acquisition, and site development. As 
of December 31, 2010, Crown Castle International owned, leased, or managed 24,100 towers, 
including approximately 22,300 towers in the United States and 1,600 towers in Australia, as well as 
managed 700 towers owned by third parties. The company was founded in 1994 and is based in 
Houston, Texas. 

SBA COMMUNICATIONS CORP 

SBA Communications Corporation, through its subsidiaries, engages in the ownership and operation 
of wireless Communications towers in the United States, Puerto Rico, and the U.S. Virgin Islands. The 
company leases antenna space to wireless Service providers on towers and other structures that it owns, 
manages, or leases from others. As of December 31, 2008, it owned 7,854 tower sites. SBA 
Communications also manages or leases approximately 4,200 actual or potential Communications sites. 
In addition, the company assists wireless Service providers in developing and maintaining wireless 
Service networks, as well as offers various site development Services, including network pre-design, 
site audits, identification of potential locations for towers and antennas, support in buying or leasing 
of the location, and assistance in obtaining zoning approvals and permits. Further, it provides tower 
and related site construction; antenna installation; and radio equipment installation, commissioning, 
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and maintenance Services. The company was founded in 1989 and is headquartered in Boca Ratón, 
Florida. Copyright 2009 The McGraw-Hill Companies Inc. All rights reserved. 

C 

PRECIOSDETRANSFERENCIA 
ABOGADOS INDEPENDIENTES 

Apéndice D 

El principio de Plena competencia 

El principio aplicado en este análisis para evaluar el carácter de independencia en las operaciones entre 
partes relacionadas es el principio de plena competencia. Este principio se basa en el concepto de que 
las operaciones intercompañía se deben efectuar de acuerdo a los precios o montos de 
contraprestaciones que hubieran pactado partes independientes en operaciones comparables. El 
principio de plena competencia es uno de los aspectos fundamentales en los que se basan las Guías de 
la OCDE. 

Métodos de Evaluación de Precios de Transferencia 

Para la evaluación del principio de plena competencia se podrán aplicar cualquiera de los siguientes 
métodos: 

Precio Comparable “PC” 

La aplicación de este método consiste en comparar los precios pactados entre partes relacionadas por 
la enajenación de un bien o la prestación de un servicio con los precios pactados entra partes 
independientes bajo circunstancias similares. El nivel de comparabilidad requerido para la aplicación 
de este método es muy rígido. Una operación se considera comparable sólo si la propiedad tangible o 
los servicios y las circunstancias de la operación entre partes relacionadas son substancialmente las 
mismas que las de las operaciones entre partes no relacionadas. 

Factores adicionales para determinar el grado de comparabilidad son: el volumen, la calidad, el nivel 
de mercado, el mercado geográfico, el tiempo y las alternativas comerciales efectivamente viables para 
ambas partes. Diferencias menores son aceptables siempre y cuando se puedan realizar ajustes. 

Precio de Reventa “PR” 

La aplicación de este método consiste en determinar el precio de plena competencia de una operación 
de compra/venta tomando como indicador el margen de utilidad bruta obtenido en operaciones 
similares con partes independientes. El Método de PR es generalmente apropiado en casos que 
implican la compra y reventa de bienes tangibles donde no se añade valor substancial a los bienes. 
Bajo este método, la comparabilidad se basa más en la similitud de las funciones desempeñadas, los 
riesgos asumidos y demás factores relevantes entre el distribuidor que realiza la operación con partes 
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relacionadas y el que la realiza de forma independiente, que en la similitud de los bienes 
comercializados. 

Costo Adicionado “CA” 

La aplicación del CA consiste en determinar el precio de plena competencia de una operación entre 
partes relacionadas mediante el análisis de los márgenes de utilidad bruta sobre costos obtenidos en 
operaciones comparables con partes independientes. El CA analiza el valor de los P R E C I O S D E 
TRANSFERENCIA 
ABOGADOS INDEPENDIENTES 

Las funciones realizadas y es generalmente apropiado en la prestación de servicios y la fabricación de 
bienes para venta a partes relacionadas. Dadas las características de este método, el grado de 
comparabilidad entre las operaciones celebradas es el mismo que el aplicado en el Método de PR. 

Método de Partición de Utilidades 

Este método evalúa si la distribución de utilidades y/o pérdidas globales atribuibles a una o más 
operaciones entre partes relacionadas cumple con el principio de plena competencia, considerando el 
valor relativo de la contribución de cada una de las partes relacionadas a dichas utilidades y/o pérdidas. 

Método Residual de Partición de Utilidades “RPU” 

Este método evalúa la distribución de la utilidad combinada realizada por empresas relacionadas, en 
cuyas operaciones se utilizan activos intangibles no rutinarios. La aplicación de este método consiste 
en distribuir la utilidad global de la operación obtenida por empresas relacionadas, de acuerdo con la 
inversión en activos y los riesgos asumidos por cada una de las partes en la generación de la utilidad 
global de la operación. Para ello se obtiene la utilidad global de la operación mediante la suma de las 
utilidades de las empresas. Posteriormente se determina la utilidad mínima que corresponde a cada una 
de las partes relacionadas de acuerdo a las funciones, inversiones en activos y riesgos respectivos. Esta 
determinación se hace sin considerar la utilización de bienes intangibles importantes, y mediante la 
utilización de cualquiera de los métodos de evaluación de precios antes mencionados. La utilidad 
residual es la que resulta de restar la utilidad global a la utilidad mínima obtenida en los términos 
citados. Dicha utilidad residual posteriormente se asigna por ambas partes a cada una de las partes 
relacionadas participantes en las operaciones bajo evaluación, considerando para estos efectos la 
utilización de bienes intangibles significativos y la proporción en que la utilidad residual hubiera sido 
distribuida con o entre partes independientes en operaciones comparables. 

Márgenes Transaccionales de Utilidad de Operación “MTU” 

Este método se basa en la comparación de la utilidad de operación obtenida por una de las entidades 
participantes en las operaciones sujetas a estudio con las utilidades de operación realizadas por partes 
independientes en operaciones comparables con terceros. El grado de comparabilidad se determina 
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con relación a las funciones asumidas, los activos invertidos y los riesgos asumidos. Este método 
otorga cierta flexibilidad en cuanto al grado de comparabilidad con las entidades independientes a 
utilizar, ya que acepta la existencia de diferencias en los productos vendidos concentrándose en la 
similitud de funciones realizadas por la entidad bajo análisis y las entidades independientes utilizadas 
como comparables. 



CONCLUSIONES 


En Guatemala no se encontró información tributaria que muestre el grado de éxito de la administración 
tributaria cuando ejerce sus facultades de comprobación en cuanto al tema de precios de transferencia 
actualmente existe una dirección de WEB que se encuentra a disposición de los contribuyentes para el 
ingreso de cierta información por lo que existe una limitación para el estudio fiscal. 

A diferencia de otros países, la SAT en Guatemala no cuenta con los recursos económicos suficientes 
para analizar en forma científica la información que permita un análisis profundo, por ejemplo de los 
insumos utilizados, los instrumentos financieros, la transferencia de tecnología, entre otros, lo cual 
puede desentrañar la realidad de las operaciones. En consecuencia, la actividad de fiscalización será 
de carácter parcial. 

Los futuros estudios fiscales que se realicen, se pretende orientarlos a la búsqueda de la información 
respecto a los métodos de valuación de los precios de transferencia en referencia a las partidas que se 
recaudan y las resoluciones que la autoridad determina cuando ejerce sus facultades de comprobación. 
Distinguir el impacto recaudatorio de ello es un tratamiento particular en el tema de la fiscalización de 
la autoridad en materia de precios de transferencia, que podría ayudar a definir una política económica- 
fiscal más clara y definida para la inversión extranjera en Guatemala. 
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RECOMENDACIONES 


Sería recomendable que la administración tributaria proporcione información respecto de la partida 
recaudatoria del régimen de precios de transferencia, proveniente de resoluciones de la autoridad al 
determinar créditos fiscales; sobre las cifras respecto al estudio funcional y los métodos de valuación 
de los precios de transferencia, vinculada a grado de recaudación que aportan al gasto social estos 
contribuyentes. 

La administración tributaria debe buscar a través de una política de nación revisar sus estrategias de 
recaudación para lograr un balance en cuanto a la atracción de inversionistas y el cumplimiento de sus 
metas de recaudación recordando que en precios de transferencia pueden existir jurisdicciones que les 
representen a los inversionistas opciones interesantes para realizar negocios y optimizar sus resultados. 
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